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TEMARIO

Tema 1

La Constitución Española de 1978. Principios generales. Derechos 
fundamentales y libertades públicas. Los deberes. El Tribunal 

Constitucional. Las Cortes Generales: composición y funciones. El 
Gobierno: composición y funciones. El poder judicial: regulación 

constitucional.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 9 · arts. 10 a 38 · arts. 66 a 96 · arts. 97 a 102 · arts. 117 a 127 · arts. 159 a 165 — 93 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
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son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
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2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
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4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
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derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
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esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.
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Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

TÍTULO III De las Cortes Generales

CAPÍTULO PRIMERO De las Cámaras

Artículo 66.
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el
Senado.
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la
acción del Gobierno y tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución.
3. Las Cortes Generales son inviolables.

Artículo 67.
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de
Comunidad Autónoma con la de Diputado al Congreso.
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo.
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las
Cámaras, y no podrán ejercer sus funciones ni ostentar sus privilegios.

Artículo 68.
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio
universal, libre, igual, directo y secreto, en los términos que establezca la ley.
2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada
una de ellas por un Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación
mínima inicial a cada circunscripción y distribuyendo los demás en proporción a la población.
3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional.
4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. La ley
reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera
del territorio de España.
6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El
Congreso electo deberá ser convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.

Artículo 69.
1. El Senado es la Cámara de representación territorial.
2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los
votantes de cada una de ellas, en los términos que señale una ley orgánica.
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3. En las provincias insulares, cada isla con Cabildo o Consejo Insular constituirá una circunscripción a efectos
de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores −Gran Canaria, Mallorca y
Tenerife− y uno a cada una de las siguientes islas: Ibiza, Formentera, Menorca, Fuerteventura, La Gomera, El
Hierro, Lanzarote y La Palma.
4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores.
5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de
su respectivo territorio. La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano
colegiado superior de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que
asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional.
6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su
elección o el día de la disolución de la Cámara.
Se modifica el apartado 3 por el art. único de la Reforma de 19 de mayo de 2026. Ref. BOE-A-2026-10881 La eficacia de la creación de las
circunscripciones electorales de Ibiza y Formentera quedará pospuesta hasta la convocatoria de las primeras elecciones al Senado que se celebren
tras la entrada en vigor de la citada Reforma, según establece su disposición transitoria única.

Artículo 70.
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores,
que comprenderán, en todo caso:

a) A los componentes del Tribunal Constitucional.
b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los
miembros del Gobierno.
c) Al Defensor del Pueblo.
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo.
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo.
f) A los miembros de las Juntas Electorales.

2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial,
en los términos que establezca la ley electoral.

Artículo 71.
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones.
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán
ser detenidos en caso de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de
la Cámara respectiva.
3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras.

Artículo 72.
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común
acuerdo, regulan el Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán
sometidos a una votación final sobre su totalidad, que requerirá la mayoría absoluta.
2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas
serán presididas por el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales
aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara.
3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y
facultades de policía en el interior de sus respectivas sedes.

Artículo 73.
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a
diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
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2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación
Permanente o de la mayoría absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones
extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado y serán clausuradas una vez que éste
haya sido agotado.

Artículo 74.
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II
atribuye expresamente a las Cortes Generales.
2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por
mayoría de cada una de las Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los
otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener
por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y Senadores. La Comisión presentará un
texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá el Congreso por
mayoría absoluta.

Artículo 75.
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones.
2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o
proposiciones de ley. El Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de
cualquier proyecto o proposición de ley que haya sido objeto de esta delegación.
3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones
internacionales, las leyes orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado.

Artículo 76.
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de
investigación sobre cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los
Tribunales, ni afectarán a las resoluciones judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea
comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, de las acciones oportunas.
2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan
imponerse por incumplimiento de esta obligación.

Artículo 77.
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la
presentación directa por manifestaciones ciudadanas.
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse
sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

Artículo 78.
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que
representarán a los grupos parlamentarios, en proporción a su importancia numérica.
2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como
funciones la prevista en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo
con los artículos 86 y 116, en caso de que éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de
velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén reunidas.
3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus
funciones hasta la constitución de las nuevas Cortes Generales.
4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus
decisiones.

Artículo 79.
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1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la
mayoría de sus miembros.
2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin
perjuicio de las mayorías especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para
elección de personas establezcan los Reglamentos de las Cámaras.
3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable.

Artículo 80.
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado
por mayoría absoluta o con arreglo al Reglamento.

CAPÍTULO SEGUNDO De la elaboración de las leyes

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.
2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

Artículo 82.
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre
materias determinadas no incluidas en el artículo anterior.
2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de
textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo.
3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con
fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la
publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo
indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno.
4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios y
criterios que han de seguirse en su ejercicio.
5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido
de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de
regularizar, aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.
6. Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delegación podrán establecer en cada
caso fórmulas adicionales de control.

Artículo 83.
Las leyes de bases no podrán en ningún caso:
a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases.
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

Artículo 84.
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el
Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación. En tal supuesto, podrá presentarse una proposición
de ley para la derogación total o parcial de la ley de delegación.

Artículo 85.
Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos.

Artículo 86.
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1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas
provisionales que tomarán la forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I,
al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.
2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de
los Diputados, convocado al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su
promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse expresamente dentro de dicho plazo sobre su
convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento especial y sumario.
3. Durante el plazo establecido en el apartado anterior, las Cortes podrán tramitarlos como proyectos de ley
por el procedimiento de urgencia.

Artículo 87.
1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y
los Reglamentos de las Cámaras.
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres
miembros de la Asamblea encargados de su defensa.
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de
proposiciones de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha
iniciativa en materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la
prerrogativa de gracia.

Artículo 88.
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de
una exposición de motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos.

Artículo 89.
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la
prioridad debida a los proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados
por el artículo 87.
2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán
al Congreso para su trámite en éste como tal proposición.

Artículo 90.
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará
inmediata cuenta del mismo al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste.
2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje
motivado, oponer su veto o introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría absoluta.
El proyecto no podrá ser sometido al Rey para sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en
caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos dos meses desde la interposición del
mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple.
3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte
días naturales en los proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados.

Artículo 91.
El Rey sancionará en el plazo de quince días las leyes aprobadas por las Cortes Generales, y las promulgará y
ordenará su inmediata publicación.

Artículo 92.
1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos
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los ciudadanos.
2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente
autorizada por el Congreso de los Diputados.
3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum
previstas en esta Constitución.

CAPÍTULO TERCERO De los Tratados Internacionales

Artículo 93.
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización
o institución internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes
Generales o al Gobierno, según los casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones
emanadas de los organismos internacionales o supranacionales titulares de la cesión.

Artículo 94.
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la
previa autorización de las Cortes Generales, en los siguientes casos:

a) Tratados de carácter político.
b) Tratados o convenios de carácter militar.
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes
fundamentales establecidos en el Título I.
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública.
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas
legislativas para su ejecución.

2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o
convenios.

Artículo 95.
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá
la previa revisión constitucional.
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe
o no esa contradicción.

Artículo 96.
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán
parte del ordenamiento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la
forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del Derecho internacional.
2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto
para su aprobación en el artículo 94.

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa 
del Estado.
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes.

Artículo 98.
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás
miembros que establezca la ley.
2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin
perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión.
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3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato
parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o
mercantil alguna.
4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno.

Artículo 99.
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en
que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con
representación parlamentaria, y a través del Presidente del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia
del Gobierno.
2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los
Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara.
3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a
dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviere la mayoría simple.
4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas
propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.
5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato
hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones
con el refrendo del Presidente del Congreso.

Artículo 100.
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente.

Artículo 101.
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza
parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 102.
1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso,
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus
funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la
aprobación de la mayoría absoluta del mismo.
3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo.

TÍTULO VI Del Poder Judicial

Artículo 117.
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del
poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.
2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de
las causas y con las garantías previstas en la ley.
3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado,
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de
competencia y procedimiento que las mismas establezcan.
4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que
expresamente les sean atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

Temario en formato ley · Subalterno · Ayuntamiento de Barcelona 15

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley
regulará el ejercicio de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de
estado de sitio, de acuerdo con los principios de la Constitución.
6. Se prohíben los Tribunales de excepción.

Artículo 118.
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la
colaboración requerida por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto.

Artículo 119.
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten
insuficiencia de recursos para litigar.

Artículo 120.
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento.
2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal.
3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública.

Artículo 121.
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la
Administración de Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley.

Artículo 122.
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y
Tribunales, así como el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo
único, y del personal al servicio de la Administración de Justicia.
2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su
estatuto y el régimen de incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de
nombramientos, ascensos, inspección y régimen disciplinario.
3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años. De éstos, doce entre
Jueces y Magistrados de todas las categorías judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a
propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por
mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de reconocida
competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.

Artículo 123.
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los
órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales.
2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial, en la forma que determine la ley.

Artículo 124.
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión
promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés
público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los interesados, así como velar por la independencia de los
Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.
2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad
de actuación y dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.
3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal.
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General
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del Poder Judicial.

Artículo 125.
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la
institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como
en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.

Artículo 126.
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de
averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley
establezca.

Artículo 127.
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros
cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de
asociación profesional de los Jueces, Magistrados y Fiscales.
2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá
asegurar la total independencia de los mismos.

TÍTULO IX Del Tribunal Constitucional

Artículo 159.
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta
del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica
mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores
de Universidad, funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de
quince años de ejercicio profesional.
3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán
por terceras partes cada tres.
4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo;
con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o
en un sindicato y con el empleo al servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con
cualquier actividad profesional o mercantil. En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las
incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial.
5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su
mandato.

Artículo 160.
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del
mismo Tribunal en pleno y por un período de tres años.

Artículo 161.
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer:

a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La
declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la
jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa
juzgada.
b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta
Constitución, en los casos y formas que la ley establezca.
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c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí.
d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por
los órganos de las Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o
resolución recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a
cinco meses.

Artículo 162.
1. Están legitimados:

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo,
50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su
caso, las Asambleas de las mismas.
b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal.

2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados.

Artículo 163.
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de
cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal
Constitucional en los supuestos, en la forma y con los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán
suspensivos.

Artículo 164.
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos
particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no
cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con
fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente
a todos.
2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la
inconstitucionalidad.

Artículo 165.
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el
procedimiento ante el mismo y las condiciones para el ejercicio de las acciones.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. De conformidad con lo establecido en el art. 17 de la Constitución Española, la ley regulará un 
procedimiento de "habeas corpus" para:

A) Decretar la prisión provisional en los casos más graves

B) Producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente

C) La puesta a disposición judicial del detenido de forma preventiva en el plazo de setenta y dos (72) horas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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2. De acuerdo con el artículo 31 de la Constitución Española, el sistema tributario se inspira, entre otros, en 
los principios de:

A) Legalidad, eficiencia y economía.

B) Igualdad y progresividad.

C) Proporcionalidad y suficiencia financiera.

D) Solidaridad y coordinación.

3. ¿Qué artículo de la Constitución Española reconoce el derecho a la educación?

A) Artículo 27

B) Artículo 20

C) Artículo 15

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. Según el art. 31.2 de la Constitución Española, el gasto público debe responder a los criterios:

A) Eficiencia y economía.

B) Eficacia y eficiencia.

C) Proporcionalidad y economía.

D) Igualdad y progresividad.

5. Según la Constitución Española de 1978, respecto de la facultad de las Cámaras para delegar en las 
Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o proposiciones de Ley, ¿cuál de los 
siguientes supuestos queda exceptuado de dicha facultad?

A) Las leyes ordinarias.

B) Las leyes de bases.

C) Las leyes tributarias.

D) Las leyes de armonización.

6. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato a la 
presidencia del gobierno hubiere obtenido la confianza del Congreso:

A) El Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso.

B) El Presidente del Gobierno saliente disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo 
del Rey.

C) El Presidente del Congreso disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del Rey.

D) El Presidente del Congreso disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del 
Presidente del Gobierno saliente.

7. ¿Puede limitarse el derecho a la entrada y salida de territorio español por motivos ideológicos a los 
ciudadanos españoles?

A) No, a tenor del artículo 21 de la Constitución.

B) Sí, a tenor del artículo 23 de la Constitución.

C) No, a tenor del artículo 19 de la Constitución.

D) Sí, a tenor del contenido del artículo 20 de la Constitución.
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8. En virtud del artículo 69 de la Constitución Española de 1978, el número de Senadores que son designados 
por las Comunidades Autónomas será:

A) Uno por cada millón de habitantes de su respectivo territorio

B) Uno por cada Comunidad Autónoma y otro más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio

C) De un número que se determinará mediante ley orgánica en función de la población de su respectivo 
territorio, observando un criterio de proporcionalidad

D) Uno por cada millón de habitantes y otro más si así lo decide la Asamblea Legislativa, de acuerdo con lo que 
establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, la debida representación proporcional

9. En el caso de que un tratado o un convenio no requiera la autorización de las Cortes Generales, para que el 
Reino de España pueda prestar su consentimiento para obligarse por ellos:

A) Los Presidentes de cada una de las Cámaras comparecerán ante la respectiva Cámara para informar de la 
conclusión de esos tratados o convenios.

B) El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de esos tratados o convenios.

C) El Congreso y el Senado serán informados de la conclusión de esos tratados o convenios, con carácter previo 
a su publicación en el BOE.

D) El Presidente del Gobierno comparecerá ante el Congreso y el Senado para informarse de la conclusión de 
esos tratados o convenios.

10. Señala la respuesta correcta:

A) El Congreso es la Cámara de representación territorial.

B) En cada provincia se elegirán dos Senadores por sufragio universal, libre, igual, indirecto y secreto por los 
votantes de cada una de ellas

C) Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas un Senador.

D) A Tenerife le corresponde elegir tres Senadores

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 A · 4 A · 5 B · 6 A · 7 C · 8 B · 9 B · 10 D

Te quedan 1057 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

La organización territorial del Estado. Tipología de las 
Administraciones Públicas.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 103 a 107 · arts. 137 a 158 — 27 incluidos

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la ley y al Derecho.
2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.
3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.
2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.
b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.
c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Artículo 107.
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición
y competencia.

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado
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CAPÍTULO PRIMERO Principios generales

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.
2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.
2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO De la Administración Local

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda
el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los
límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.
2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.
3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.
4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO De las Comunidades Autónomas

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.
2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
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plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.
3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.
b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.
c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será elevado
a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de cada
Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.
2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.
b) La delimitación de su territorio.
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.

Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.
3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.
6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.
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7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.
12.ª Ferias interiores.
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.
14.ª La artesanía.
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
20.ª Asistencia social.
21.ª Sanidad e higiene.
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.
2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.
7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.
8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.
9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
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15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.
19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.
20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.
21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.
22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su
aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.
23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.
24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.
25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.
28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.
29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
ley orgánica.
30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.
31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.
3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
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de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.
2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.
3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.
2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.
2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.
3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las
provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.
4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.
5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.
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Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el
mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.
2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.
3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza
de ley.
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.
2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.
2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
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Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.
e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.
3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.
2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 1 a 4 · arts. 54 a 56 · arts. 81 a 83 — 11 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, los
principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas y de la potestad sancionadora, así
como la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público
institucional para el desarrollo de sus actividades.

Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.
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b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en
particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas.
c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.
b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.
c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.
d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.
e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.
f) Responsabilidad por la gestión pública.
g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
políticas públicas.
h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.
i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.
j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.
k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.
3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de
los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.
4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.
1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos
restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para
lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.
Asimismo deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.
2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación que
resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito de sus respectivas competencias y con los límites
establecidos en la legislación de protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e
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inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que fueran
necesarias.

TÍTULO I Administración General del Estado

CAPÍTULO I Organización administrativa

Artículo 54. Principios y competencias de organización y funcionamiento de la Administración General 
del Estado.
1. La Administración General del Estado actúa y se organiza de acuerdo con los principios establecidos en el
artículo 3, así como los de descentralización funcional y desconcentración funcional y territorial. Asimismo,
garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres en los nombramientos y
designaciones de las personas titulares de los órganos superiores y directivos y en el personal de alta dirección
de las entidades del sector público institucional estatal, de acuerdo con lo establecido en los artículos 55 bis y
84 bis.
2. Las competencias en materia de organización administrativa, régimen de personal, procedimientos e
inspección de servicios, no atribuidas específicamente conforme a una Ley a ningún otro órgano de la
Administración General del Estado, ni al Gobierno, corresponderán al Ministerio de Hacienda y
Administraciones Públicas.
Se modifica el apartado 1 por el art. 8.1 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#ao

Artículo 55. Estructura de la Administración General del Estado.
1. La organización de la Administración General del Estado responde a los principios de división funcional en
Departamentos ministeriales y de gestión territorial integrada en Delegaciones del Gobierno en las
Comunidades Autónomas, salvo las excepciones previstas por esta Ley.
2. La Administración General del Estado comprende:

a) La Organización Central, que integra los Ministerios y los servicios comunes.
b) La Organización Territorial.
c) La Administración General del Estado en el exterior.

3. En la organización central son órganos superiores y órganos directivos:
a) Órganos superiores:

1.º Los Ministros.
2.º Los Secretarios de Estado.

b) Órganos directivos:
1.º Los Subsecretarios y Secretarios generales.
2.º Los Secretarios generales técnicos y Directores generales.
3.º Los Subdirectores generales.

4. En la organización territorial de la Administración General del Estado son órganos directivos tanto los
Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, que tendrán rango de Subsecretario, como los
Subdelegados del Gobierno en las provincias, los cuales tendrán nivel de Subdirector general.
5. En la Administración General del Estado en el exterior son órganos directivos los embajadores y
representantes permanentes ante Organizaciones internacionales.
6. Los órganos superiores y directivos tienen además la condición de alto cargo, excepto los Subdirectores
generales y asimilados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio
del alto cargo de la Administración General del Estado.
7. Todos los demás órganos de la Administración General del Estado se encuentran bajo la dependencia o
dirección de un órgano superior o directivo.
8. Los estatutos de los Organismos públicos determinarán sus respectivos órganos directivos.
9. Corresponde a los órganos superiores establecer los planes de actuación de la organización situada bajo su
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responsabilidad y a los órganos directivos su desarrollo y ejecución.
10. Los Ministros y Secretarios de Estado son nombrados de acuerdo con lo establecido en la Ley 50/1997, de 27
de noviembre, del Gobierno y en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado.
11. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la
Administración General del Estado, los titulares de los órganos superiores y directivos son nombrados,
atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia, en la forma establecida en esta Ley, siendo
de aplicación al desempeño de sus funciones:

a) La responsabilidad profesional, personal y directa por la gestión desarrollada.
b) La sujeción al control y evaluación de la gestión por el órgano superior o directivo competente, sin
perjuicio del control establecido por la Ley General Presupuestaria.

Artículo 55 bis.
Presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos superiores y directivos de la Administración
General del Estado. Las personas titulares de las Secretarías de Estado y de los órganos directivos de la
Administración General del Estado se nombrarán atendiendo al principio de representación equilibrada entre
mujeres y hombres, de tal manera que las personas de cada sexo no superen el sesenta por ciento ni sean
menos del cuarenta por ciento en el ámbito de cada departamento ministerial. Se añade por el art. 8.2 de la
Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#ao Téngase en cuenta para su aplicación lo
previsto en la disposición transitoria 1.3 de la citada Ley Orgánica.

Artículo 56. Elementos organizativos básicos.
1. Las unidades administrativas son los elementos organizativos básicos de las estructuras orgánicas. Las
unidades comprenden puestos de trabajo o dotaciones de plantilla vinculados funcionalmente por razón de
sus cometidos y orgánicamente por una jefatura común. Pueden existir unidades administrativas complejas,
que agrupen dos o más unidades menores.
2. Los jefes de las unidades administrativas son responsables del correcto funcionamiento de la unidad y de la
adecuada ejecución de las tareas asignadas a la misma.
3. Las unidades administrativas se establecen mediante las relaciones de puestos de trabajo, que se aprobarán
de acuerdo con su regulación específica, y se integran en un determinado órgano.

TÍTULO II Organización y funcionamiento del sector público institucional

CAPÍTULO I Del sector público institucional

Artículo 81. Principios generales de actuación.
1. Las entidades que integran el sector público institucional están sometidas en su actuación a los principios
de legalidad, eficiencia, estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera así como al principio de
transparencia en su gestión. En particular se sujetarán en materia de personal, incluido el laboral, a las
limitaciones previstas en la normativa presupuestaria y en las previsiones anuales de los presupuestos
generales.
2. Todas las Administraciones Públicas deberán establecer un sistema de supervisión continua de sus
entidades dependientes, con el objeto de comprobar la subsistencia de los motivos que justificaron su creación
y su sostenibilidad financiera, y que deberá incluir la formulación expresa de propuestas de mantenimiento,
transformación o extinción.
3. Los organismos y entidades vinculados o dependientes de la Administración autonómica y local se regirán
por las disposiciones básicas de esta ley que les resulten de aplicación, y en particular, por lo dispuesto en los
Capítulos I y VI y en los artículos 129 y 134, así como por la normativa propia de la Administración a la que se
adscriban. Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 306, de 23 de
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diciembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-14020

Artículo 82. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, se configura como un registro
público administrativo que garantiza la información pública y la ordenación de todas las entidades integrantes
del sector público institucional cualquiera que sea su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho
Inventario y su publicación dependerá de la Intervención General de la Administración del Estado. Téngase en
cuenta que esta última actualización del apartado 1, establecida por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017,
de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-2017-12902#df-15 , tendrá efectos desde el 9 de marzo de 2018 , según
determina su disposición final 16. Redacción anterior: "1. El Inventario de Entidades del Sector Público Estatal,
Autonómico y Local, se configura como un registro público administrativo que garantiza la información
pública y la ordenación de todas las entidades integrantes del sector público institucional cualquiera que sea
su naturaleza jurídica. La integración y gestión de dicho Inventario y su publicación dependerá de la
Intervención General de la Administración del Estado y la captación y el tratamiento de la información
enviada por las Comunidades Autónomas y las Entidades locales para la formación y mantenimiento del
inventario dependerá de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.".
2. El Inventario de Entidades del Sector Público contendrá, al menos, información actualizada sobre la
naturaleza jurídica, finalidad, fuentes de financiación, estructura de dominio, en su caso, la condición de
medio propio, regímenes de contabilidad, presupuestario y de control así como la clasificación en términos de
contabilidad nacional, de cada una de las entidades integrantes del sector público institucional.
3. Al menos, la creación, transformación, fusión o extinción de cualquier entidad integrante del sector público
institucional, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, será inscrita en el Inventario de Entidades del Sector
Público Estatal, Autonómico y Local.
Se modifica, con efectos de 9 de marzo de 2018, el apartado 1 por la disposición final 15.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre. Ref. BOE-
A-2017-12902#df-15

Artículo 83. Inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
1. El titular del máximo órgano de dirección de la entidad notificará, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, la información necesaria para la inscripción definitiva en el Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, en los términos previstos reglamentariamente, de
los actos relativos a su creación, transformación, fusión o extinción, en el plazo de treinta días hábiles a contar
desde que ocurra el acto inscribible. En la citada notificación se acompañará la documentación justificativa
que determina tal circunstancia.
2. La inscripción definitiva de la creación de cualquier entidad integrante del sector público institucional en el
Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se realizará de conformidad con las
siguientes reglas:

a) El titular del máximo órgano de dirección de la entidad, a través de la intervención general de la
Administración correspondiente, notificará, electrónicamente a efectos de su inscripción, al Inventario de
Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local, la norma o el acto jurídico de creación en el
plazo de 30 días hábiles desde la entrada en vigor de la norma o del acto, según corresponda. A la
notificación se acompañará la copia o enlace a la publicación electrónica del Boletín Oficial en el que se
publicó la norma, o copia del acto jurídico de creación, así como el resto de documentación justificativa
que proceda, como los Estatutos o el plan de actuación.
b) La inscripción en el Inventario de Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local se practicará
dentro del plazo de 15 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud de inscripción.
c) Para la asignación del Número de Identificación Fiscal definitivo y de la letra identificativa que
corresponda a la entidad, de acuerdo con su naturaleza jurídica, por parte de la Administración Tributaria
será necesaria la aportación de la certificación de la inscripción de la entidad en el Inventario de Entidades
del Sector Público Estatal, Autonómico y Local.
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Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 1 a 3 — 3 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1.
1. Los Municipios son entidades básicas de la organización territorial del Estado y cauces inmediatos de
participación ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y gestionan con autonomía los intereses
propios de las correspondientes colectividades.
2. La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idéntica autonomía para la gestión de los intereses
respectivos.

Artículo 2.
1. Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucionalmente a las entidades locales, la legislación
del Estado y la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distintos sectores de acción pública, según la
distribución constitucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, las Provincias y las Islas su
derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, atribuyéndoles las
competencias que proceda en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la
capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformidad con los principios de descentralización, proximidad,
eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad
financiera.
2. Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente deberán determinar las competencias que ellas
mismas atribuyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes locales en las materias que regulen.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1.1 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se declara que no es inconstitucional el apartado 2, interpretado en los términos del fundamento jurídico 3, por Sentencia del TC 214/1989, de 21
de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624 .

Artículo 3.
1. Son Entidades Locales territoriales:

a) El Municipio.
b) La Provincia.
c) La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2. Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:
a) Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, instituidas por las Comunidades
Autónomas de conformidad con esta Ley y los correspondientes Estatutos de Autonomía.
b) Las Áreas Metropolitanas.
c) Las Mancomunidades de Municipios. Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 de la Ley 27/2013, de 27 de
diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones transitorias 4 y 5 de
la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las que estén en
constitución.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2

1. LEY 40/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DEL SECTOR PÚBLICO. LAS ADMINISTRACIONES 
PÚBLICAS PODRÁN, EN EL EJERCICIO DE SUS RESPECTIVAS COMPETENCIAS, COMPROBAR, VERIFICAR, 
INVESTIGAR E INSPECCIONAR LOS HECHOS, ACTOS, ELEMENTOS, ACTIVIDADES, ESTIMACIONES Y DEMÁS 
CIRCUNSTANCIAS QUE FUERAN NECESARIAS, CON LOS LÍMITES ESTABLECIDOS EN:

A) El EBEP (Estatuto Básico del Empleado Público)

B) La Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público.

C) El Estatuto de Autonomía del País Vasco.

D) La legislación de protección de datos de carácter personal.

2. El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas, en lo relativo al ejercicio de las 
funciones delegadas respecto de las materias de competencia exclusiva del Estado, corresponderá:

A) A la jurisdicción contencioso administrativa.

B) Al Tribunal Constitucional.

C) Al Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado.

D) Al Tribunal de Cuentas.

3. El art. 106 CE indica que el control de la legalidad de la actuación administrativa y el sometimiento de ésta a 
los fines que la justifican corresponde

A) los poderes públicos

B) el Gobierno

C) las Cortes Generales

D) los Tribunales

4. Conforme al art. 145.1 de la Constitución Española:

A) Excepcionalmente se admitirá la federación de Comunidades autónomas

B) Siempre se admitirá la federación de Comunidades autónomas

C) En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

5. A la luz del Artículo 145 de la Constitución Española, las Comunidades Autónomas podrán federarse:

A) En todos los casos.

B) En ningún caso.

C) En los casos previstos en los Estatutos de Autonomía.

D) Únicamente si son limítrofes.

6. Según la Constitución española, ¿cuál de estas NO es una competencia exclusiva del Estado?

A) Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.

B) Sanidad exterior y Servicios Sociales. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre 
productos farmacéuticos.

C) Seguridad Pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en 
la forma que establezca su estatuto.

D) Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios 
por las Comunidades Autónomas.
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7. En la Constitución Española la organización territorial del Estado se regula en:

A) El Título VIII.

B) El Título VII.

C) El Título IV.

D) El Título IX.

8. Según el artículo 103 de la Constitución Española, la Administración Pública sirve con objetividad los 
intereses generales y actúa de acuerdo con los principios:

A) De eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y colaboración, con sometimiento pleno a la ley y 
al Derecho.

B) De eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y 
al Derecho.

C) De efectividad, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la 
ley y al Derecho.

D) De eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley 
y a la Constitución.

9. ¿Qué artículo de la Constitución Española garantiza la autonomía de los municipios?

A) Artículo 97.

B) Artículo 148.

C) Artículo 137.

D) Artículo 155.

10. Conforme al artículo 143.2 de la Constitución, ¿a quién corresponde la iniciativa del proceso autonómico?

A) Además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de 
los Municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo 
electoral de cada una de ellas

B) Además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las dos cuartas partes de 
los Municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo 
electoral de cada una de ellas

C) Además por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las dos terceras partes de los 
Municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de 
cada una de ellas

D) Además por las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por la mayoría de los Municipios 
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una 
de ellas

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 D · 4 C · 5 B · 6 B · 7 A · 8 B · 9 C · 10 C

Te quedan 576 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

El Estatuto de Autonomía de Cataluña. La Generalitat de Cataluña y sus 
órganos de gobierno.

Estatuto de Autonomía de Cataluña

EA-CAT · BOE-A-2006-13087 · arts. 1 a 14 · arts. 15 a 54 · arts. 55 a 94 · arts. 110 a 115 · arts. 222 a 223 — 102 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Cataluña.
Cataluña, como nacionalidad, ejerce su autogobierno constituida en Comunidad Autónoma de acuerdo con la
Constitución y con el presente Estatuto, que es su norma institucional básica.

Artículo 2. La Generalitat.
1. La Generalitat es el sistema institucional en que se organiza políticamente el autogobierno de Cataluña.
2. La Generalitat está integrada por el Parlamento, la Presidencia de la Generalitat, el Gobierno y las demás
instituciones que establece el Capítulo V, del Título II.
3. Los municipios, las veguerías, las comarcas y los demás entes locales que las leyes determinen, también
integran el sistema institucional de la Generalitat, como entes en los que ésta se organiza territorialmente, sin
perjuicio de su autonomía.
4. Los poderes de la Generalitat emanan del pueblo de Cataluña y se ejercen de acuerdo con lo establecido en
el presente Estatuto y la Constitución.

Artículo 3. Marco político.
1. Las relaciones de la Generalitat con el Estado se fundamentan en el principio de la lealtad institucional
mutua y se rigen por el principio general según el cual la Generalitat es Estado, por el principio de autonomía,
por el de bilateralidad y también por el de multilateralidad.
2. Cataluña tiene en el Estado español y en la Unión Europea su espacio político y geográfico de referencia e
incorpora los valores, los principios y las obligaciones que derivan del hecho de formar parte de los mismos.

Artículo 4. Derechos y principios rectores.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben promover el pleno ejercicio de las libertades y los derechos que
reconocen el presente Estatuto, la Constitución, la Unión Europea, la Declaración Universal de Derechos
Humanos, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y los demás tratados y convenios
internacionales suscritos por España que reconocen y garantizan los derechos y las libertades fundamentales.
2. Los poderes públicos de Cataluña deben promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los
individuos y de los grupos sean reales y efectivas; deben facilitar la participación de todas las personas en la
vida política, económica, cultural y social, y deben reconocer el derecho de los pueblos a conservar y
desarrollar su identidad.
3. Los poderes públicos de Cataluña deben promover los valores de la libertad, la democracia, la igualdad, el
pluralismo, la paz, la justicia, la solidaridad, la cohesión social, la equidad de género y el desarrollo sostenible.

Artículo 5. Los derechos históricos.
El autogobierno de Cataluña se fundamenta también en los derechos históricos del pueblo catalán, en sus
instituciones seculares y en la tradición jurídica catalana, que el presente Estatuto incorpora y actualiza al
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amparo del artículo 2, la disposición transitoria segunda y otros preceptos de la Constitución, de los que deriva
el reconocimiento de una posición singular de la Generalitat en relación con el derecho civil, la lengua, la
cultura, la proyección de éstas en el ámbito educativo, y el sistema institucional en que se organiza la
Generalitat.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 10, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 4, la Sentencia del TC
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 6. La lengua propia y las lenguas oficiales.
1. La lengua propia de Cataluña es el catalán. Como tal, el catalán es la lengua de uso normal y preferente de
las Administraciones públicas y de los medios de comunicación públicos de Cataluña, y es también la lengua
normalmente utilizada como vehicular y de aprendizaje en la enseñanza. Téngase en cuenta que se declara la
inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de
junio. Ref. BOE-A-2010-11409 .
2. El catalán es la lengua oficial de Cataluña. También lo es el castellano, que es la lengua oficial del Estado
español. Todas las personas tienen derecho a utilizar las dos lenguas oficiales y los ciudadanos de Cataluña el
derecho y el deber de conocerlas. Los poderes públicos de Cataluña deben establecer las medidas necesarias
para facilitar el ejercicio de estos derechos y el cumplimiento de este deber. De acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 32, no puede haber discriminación por el uso de una u otra lengua.
3. La Generalitat y el Estado deben emprender las acciones necesarias para el reconocimiento de la oficialidad
del catalán en la Unión Europea y la presencia y la utilización del catalán en los organismos internacionales y
en los tratados internacionales de contenido cultural o lingüístico.
4. La Generalitat debe promover la comunicación y la cooperación con las demás comunidades y los demás
territorios que comparten patrimonio lingüístico con Cataluña. A tales efectos, la Generalitat y el Estado,
según proceda, pueden suscribir convenios, tratados y otros mecanismos de colaboración para la promoción y
la difusión exterior del catalán.
5. La lengua occitana, denominada aranés en Arán, es la lengua propia de este territorio y es oficial en
Cataluña, de acuerdo con lo establecido por el presente Estatuto y las leyes de normalización lingüística.
Se declara que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 6, por
Sentencia 137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 y que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se
interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 114.b), por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 7. La condición política de catalanes.
1. Gozan de la condición política de catalanes o ciudadanos de Cataluña los ciudadanos españoles que tienen
vecindad administrativa en Cataluña. Sus derechos políticos se ejercen de acuerdo con el presente Estatuto y
las leyes.
2. Gozan, como catalanes, de los derechos políticos definidos por el presente Estatuto los españoles residentes
en el extranjero que han tenido en Cataluña la última vecindad administrativa, así como sus descendientes que
mantienen esta ciudadanía, si así lo solicitan, en la forma que determine la ley.

Artículo 8. Símbolos de Cataluña.
1. Cataluña, definida como nacionalidad en el artículo primero, tiene como símbolos nacionales la bandera, la
fiesta y el himno.
2. La bandera de Cataluña es la tradicional de cuatro barras rojas en fondo amarillo y debe estar presente en
los edificios públicos y en los actos oficiales que tengan lugar en Cataluña.
3. La fiesta de Cataluña es el Día Once de Septiembre.
4. El himno de Cataluña es «Els segadors».
5. El Parlamento debe regular las distintas expresiones del marco simbólico de Cataluña y debe fijar su orden
protocolario.
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6. La protección jurídica de los símbolos de Cataluña es la que corresponde a los demás símbolos del Estado.
Se declara que el apartado 1 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 12, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 9. El territorio.
El territorio de Cataluña es el que corresponde a los límites geográficos y administrativos de la Generalitat en
el momento de la entrada en vigor del presente Estatuto.

Artículo 10. La capital.
La capital de Cataluña es la ciudad de Barcelona, que es la sede permanente del Parlamento, de la Presidencia
de la Generalitat y del Gobierno, sin perjuicio de que el Parlamento y el Gobierno puedan reunirse en otros
lugares de Cataluña, de acuerdo con lo que establecen, respectivamente, el Reglamento del Parlamento y la ley.

Artículo 11. Arán.
1. El pueblo aranés ejerce el autogobierno mediante el presente Estatuto, el Conselh Generau de Aran y las
demás instituciones propias.
2. Los ciudadanos de Cataluña y sus instituciones políticas reconocen a Arán como una realidad occitana
dotada de identidad cultural, histórica, geográfica y lingüística, defendida por los araneses a lo largo de los
siglos. El presente Estatuto reconoce, ampara y respeta esta singularidad y reconoce Arán como entidad
territorial singular dentro de Cataluña, la cual es objeto de una particular protección por medio de un régimen
jurídico especial.

Artículo 12. Los territorios con vínculos históricos, lingüísticos y culturales con Cataluña.
La Generalitat debe promover la comunicación, el intercambio cultural y la cooperación con las comunidades
y los territorios, pertenecientes o no al Estado español, que tienen vínculos históricos, lingüísticos y culturales
con Cataluña. A tales efectos, la Generalitat y el Estado, según proceda, pueden suscribir convenios, tratados y
otros instrumentos de colaboración en todos los ámbitos, que pueden incluir la creación de organismos
comunes.

Artículo 13. Las comunidades catalanas en el exterior.
La Generalitat, en los términos establecidos por la ley, debe fomentar los vínculos sociales, económicos y
culturales con las comunidades catalanas en el exterior y debe prestarles la asistencia necesaria. A tal fin, la
Generalitat, según proceda, puede formalizar acuerdos de cooperación con las instituciones públicas y
privadas de los territorios y los países donde se encuentran las comunidades catalanas en el exterior y puede
solicitar al Estado la suscripción de tratados internacionales sobre esta materia.

Artículo 14. Eficacia territorial de las normas.
1. Las normas y disposiciones de la Generalitat y el derecho civil de Cataluña tienen eficacia territorial, sin
perjuicio de las excepciones que puedan establecerse en cada materia y de las situaciones que deban regirse
por el estatuto personal u otras normas de extraterritorialidad.
2. Los extranjeros que adquieren la nacionalidad española quedan sometidos al derecho civil catalán mientras
mantengan la vecindad administrativa en Cataluña, salvo que manifiesten su voluntad en contra.

TÍTULO I Derechos, deberes y principios rectores

CAPÍTULO I Derechos y deberes del ámbito civil y social

Artículo 15. Derechos de las personas.
1. Los ciudadanos de Cataluña son titulares de los derechos y deberes reconocidos por las normas a que se
refiere el artículo 4.1.
2. Todas las personas tienen derecho a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de
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malos tratos y de todo tipo de discriminación, y tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y
capacidad personal.
3. Los derechos que el presente Estatuto reconoce a los ciudadanos de Cataluña pueden extenderse a otras
personas, en los términos que establecen las leyes.

Artículo 16. Derechos en el ámbito de las familias.
Todas las personas tienen derecho, de acuerdo con los requisitos establecidos por la ley, a recibir prestaciones
sociales y ayudas públicas para atender las cargas familiares.

Artículo 17. Derechos de los menores.
Los menores tienen derecho a recibir la atención integral necesaria para el desarrollo de su personalidad y su
bienestar en el contexto familiar y social.

Artículo 18. Derechos de las personas mayores.
Las personas mayores tienen derecho a vivir con dignidad, libres de explotación y de malos tratos, sin que
puedan ser discriminadas debido a su edad.

Artículo 19. Derechos de las mujeres.
1. Todas las mujeres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a vivir con
dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, malos tratos y todo tipo de discriminación.
2. Las mujeres tienen derecho a participar en condiciones de igualdad de oportunidades con los hombres en
todos los ámbitos públicos y privados.

Artículo 20. Derecho a vivir con dignidad el proceso de la muerte.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados paliativos
integrales y a vivir con dignidad el proceso de su muerte.
2. Todas las personas tienen derecho a expresar su voluntad de forma anticipada para dejar constancia de las
instrucciones sobre las intervenciones y los tratamientos médicos que puedan recibir, que deben ser
respetadas en los términos que establecen las leyes, especialmente por el personal sanitario cuando no estén
en condiciones de expresar personalmente su voluntad.

Artículo 21. Derechos y deberes en el ámbito de la educación.
1. Todas las personas tienen derecho a una educación de calidad y a acceder a la misma en condiciones de
igualdad. La Generalitat debe establecer un modelo educativo de interés público que garantice estos derechos.
2. Las madres y los padres tienen garantizado, de acuerdo con los principios establecidos por el artículo 37.4,
el derecho que les asiste para que sus hijos e hijas reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo
con sus convicciones en las escuelas de titularidad pública, en las que la enseñanza es laica.
3. Los centros docentes privados pueden ser sostenidos con fondos públicos de acuerdo con lo que determinen
las leyes, para garantizar los derechos de acceso en condiciones de igualdad y a la calidad de la enseñanza.
4. La enseñanza es gratuita en todas las etapas obligatorias y en los demás niveles que se establezcan por ley.
5. Todas las personas tienen derecho a la formación profesional y a la formación permanente, en los términos
establecidos por las leyes.
6. Todas las personas tienen derecho a disponer, en los términos y condiciones que establezcan las leyes, de
ayudas públicas para satisfacer los requerimientos educativos y para acceder en igualdad de condiciones a los
niveles educativos superiores, en función de sus recursos económicos, aptitudes y preferencias.
7. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el apoyo necesario que les
permita acceder al sistema educativo, de acuerdo con lo establecido por las leyes.
8. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos escolares y
universitarios en los términos establecidos por las leyes.

Artículo 22. Derechos y deberes en el ámbito cultural.
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1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a la cultura y al desarrollo de sus
capacidades creativas individuales y colectivas.
2. Todas las personas tienen el deber de respetar y preservar el patrimonio cultural.

Artículo 23. Derechos en el ámbito de la salud.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad y gratuidad a los servicios
sanitarios de responsabilidad pública, en los términos que se establecen por ley.
2. Los usuarios de la sanidad pública tienen derecho al respeto de sus preferencias en lo que concierne a la
elección de médico o médica y de centro sanitario, en los términos y las condiciones que establecen las leyes.
3. Todas las personas, con relación a los servicios sanitarios públicos y privados, tienen derecho a ser
informadas sobre los servicios a que pueden acceder y los requisitos necesarios para su uso; sobre los
tratamientos médicos y sus riesgos, antes de que les sean aplicados; a dar el consentimiento para cualquier
intervención; a acceder a la historia clínica propia, y a la confidencialidad de los datos relativos a la salud
propia, en los términos que se establecen por ley.

Artículo 24. Derechos en el ámbito de los servicios sociales.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones de la red de
servicios sociales de responsabilidad pública, a ser informadas sobre estas prestaciones y a dar el
consentimiento para cualquier actuación que les afecte personalmente, en los términos que establecen las
leyes.
2. Las personas con necesidades especiales, para mantener la autonomía personal en las actividades de la vida
diaria, tienen derecho a recibir la atención adecuada a su situación, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.
3. Las personas o las familias que se encuentran en situación de pobreza tienen derecho a acceder a una renta
garantizada de ciudadanía que les asegure los mínimos de una vida digna, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.
4. Las organizaciones del tercer sector social tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
participación y la colaboración sociales.

Artículo 25. Derechos en el ámbito laboral.
1. Los trabajadores tienen derecho a formarse y promoverse profesionalmente y a acceder de forma gratuita a
los servicios públicos de ocupación.
2. Las personas excluidas del mercado de trabajo porque no han podido acceder o reinsertarse al mismo y no
disponen de medios de subsistencia propios tienen derecho a percibir prestaciones y recursos no
contributivos de carácter paliativo, en los términos establecidos por ley.
3. Todos los trabajadores tienen derecho a ejercer las tareas laborales y profesionales en condiciones de
garantía para la salud, la seguridad y la dignidad de las personas.
4. Los trabajadores, o sus representantes, tienen derecho a la información, la consulta y la participación en las
empresas.
5. Las organizaciones sindicales y empresariales tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
concertación social, la participación y la colaboración social.

Artículo 26. Derechos en el ámbito de la vivienda.
Las personas que no disponen de los recursos suficientes tienen derecho a acceder a una vivienda digna, para
lo cual los poderes públicos deben establecer por ley un sistema de medidas que garantice este derecho, con
las condiciones que la ley determine.

Artículo 27. Derechos y deberes con relación al medio ambiente.
1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud,
de acuerdo con los estándares y los niveles de protección que determinan las leyes. Tienen también derecho a
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gozar de los recursos naturales y del paisaje en condiciones de igualdad y tienen el deber de hacer un uso
responsable de los mismos y evitar su despilfarro.
2. Todas las personas tienen derecho a la protección ante las distintas formas de contaminación, de acuerdo
con los estándares y los niveles que se determinen por ley. Tienen también el deber de colaborar en la
conservación del patrimonio natural y en las actuaciones que tiendan a eliminar las diferentes formas de
contaminación, con el objetivo de su mantenimiento y conservación para las generaciones futuras.
3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que disponen los poderes
públicos. El derecho de información sólo puede ser limitado por motivos de orden público justificados, en los
términos que establecen las leyes.

Artículo 28. Derechos de los consumidores y usuarios.
1. Las personas, en su condición de consumidoras y usuarias de bienes y de servicios, tienen derecho a la
protección de su salud y seguridad. Tienen también derecho a una información veraz y comprensible sobre las
características y los precios de los productos y de los servicios, a un régimen de garantías de los productos
adquiridos y de los suministros contratados y a la protección de sus intereses económicos ante conductas
abusivas, negligentes o fraudulentas.
2. Los consumidores y usuarios tienen derecho a ser informados y a participar, directamente o mediante sus
representantes, en lo que se refiere a las Administraciones públicas de Cataluña, en los términos que
establecen las leyes.

CAPÍTULO II De los derechos en el ámbito político y de la Administración

Artículo 29. Derecho de participación.
1. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos
de Cataluña, de forma directa o bien a través de representantes, en los supuestos y en los términos que
establecen el presente Estatuto y las leyes.
2. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a elegir a sus representantes en los órganos políticos
representativos y a presentarse como candidatos, de acuerdo con las condiciones y los requisitos que
establecen las leyes.
3. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover y presentar iniciativas legislativas al Parlamento, en
los términos que establecen el presente Estatuto y las leyes.
4. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar, directamente o a través de entidades asociativas, en
el proceso de elaboración de las leyes del Parlamento, mediante los procedimientos que establezca el
Reglamento del Parlamento.
5. Todas las personas tienen derecho a dirigir peticiones y a plantear quejas, en la forma y con los efectos que
establecen las leyes, a las instituciones y la Administración de la Generalitat, así como a los entes locales de
Cataluña, en materias de las respectivas competencias. La ley debe establecer las condiciones de ejercicio y los
efectos de este derecho y las obligaciones de las instituciones receptoras.
6. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover la convocatoria de consultas populares por parte de
la Generalitat y los Ayuntamientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y las condiciones
que las leyes establecen.

Artículo 30. Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a los
servicios económicos de interés general. Las Administraciones públicas deben fijar las condiciones de acceso
y los estándares de calidad de estos servicios, con independencia del régimen de su prestación.
2. Todas las personas tienen derecho a ser tratadas por los poderes públicos de Cataluña, en los asuntos que les
afectan, de forma imparcial y objetiva, y a que la actuación de los poderes públicos sea proporcionada a las
finalidades que la justifican.
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3. Las leyes deben regular las condiciones de ejercicio y las garantías de los derechos a que se refieren los
apartados 1 y 2 y determinar los casos en que las Administraciones públicas de Cataluña y los servicios
públicos que de ella dependen deben adoptar una carta de derechos de los usuarios y de obligaciones de los
prestadores.

Artículo 31. Derecho a la protección de los datos personales.
Todas las personas tienen derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son
competencia de la Generalitat y el derecho a acceder a los mismos, a su examen y a obtener su corrección.
Una autoridad independiente, designada por el Parlamento, debe velar por el respeto de estos derechos en los
términos que establecen las leyes.

CAPÍTULO III Derechos y deberes lingüísticos

Artículo 32. Derechos y deberes de conocimiento y uso de las lenguas.
Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razones lingüísticas. Los actos jurídicos
realizados en cualquiera de las dos lenguas oficiales tienen, en cuanto a la lengua, plena validez y eficacia.

Artículo 33. Derechos lingüísticos ante las Administraciones públicas y las instituciones estatales.
1. Los ciudadanos tienen el derecho de opción lingüística. En las relaciones con las instituciones, las
organizaciones y las Administraciones públicas en Cataluña, todas las personas tienen derecho a utilizar la
lengua oficial que elijan. Este derecho obliga a las instituciones, organizaciones y Administraciones públicas,
incluida la Administración electoral en Cataluña, y, en general, a las entidades privadas que dependen de las
mismas cuando ejercen funciones públicas.
2. Todas las personas, en las relaciones con la Administración de Justicia, el Ministerio Fiscal, el notariado y
los registros públicos, tienen derecho a utilizar la lengua oficial que elijan en todas las actuaciones judiciales,
notariales y registrales, y a recibir toda la documentación oficial emitida en Cataluña en la lengua solicitada,
sin que puedan sufrir indefensión ni dilaciones indebidas debido a la lengua utilizada, ni se les pueda exigir
ningún tipo de traducción.
3. Para garantizar el derecho de opción lingüística, los Jueces y los Magistrados, los Fiscales, los notarios, los
registradores de la propiedad y mercantiles, los encargados del Registro Civil y el personal al servicio de la
Administración de Justicia, para prestar sus servicios en Cataluña, deben acreditar, en la forma establecida en
las leyes, que tienen un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las lenguas oficiales, que los hace
aptos para ejercer las funciones propias de su cargo o su puesto de trabajo.
4. Para garantizar el derecho de opción lingüística, la Administración del Estado situada en Cataluña debe
acreditar que el personal a su servicio tiene un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las dos lenguas
oficiales, que lo hace apto para ejercer las funciones propias de su puesto de trabajo.
5. Los ciudadanos de Cataluña tienen el derecho a relacionarse por escrito en catalán con los órganos
constitucionales y con los órganos jurisdiccionales de ámbito estatal, de acuerdo con el procedimiento
establecido por la legislación correspondiente. Estas instituciones deben atender y deben tramitar los escritos
presentados en catalán que tendrán, en todo caso, plena eficacia jurídica.
Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 21, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 34. Derechos lingüísticos de los consumidores y usuarios.
Todas las personas tienen derecho a ser atendidas oralmente y por escrito en la lengua oficial que elijan en su
condición de usuarias o consumidoras de bienes, productos y servicios. Las entidades, las empresas y los
establecimientos abiertos al público en Cataluña quedan sujetos al deber de disponibilidad lingüística en los
términos establecidos por ley.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 22, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC
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137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 35. Derechos lingüísticos en el ámbito de la enseñanza.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán, de acuerdo con lo establecido por el
presente Estatuto. El catalán debe utilizarse normalmente como lengua vehicular y de aprendizaje en la
enseñanza universitaria y en la no universitaria.
2. Los alumnos tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán en la enseñanza no universitaria. Tienen
también el derecho y el deber de conocer con suficiencia oral y escrita el catalán y el castellano al finalizar la
enseñanza obligatoria, sea cual sea su lengua habitual al incorporarse a la enseñanza. La enseñanza del
catalán y el castellano debe tener una presencia adecuada en los planes de estudios.
3. Los alumnos tienen derecho a no ser separados en centros ni en grupos de clase distintos por razón de su
lengua habitual.
4. Los alumnos que se incorporen más tarde de la edad correspondiente al sistema escolar de Cataluña gozan
del derecho a recibir un apoyo lingüístico especial si la falta de comprensión les dificulta seguir con
normalidad la enseñanza.
5. El profesorado y el alumnado de los centros universitarios tienen derecho a expresarse, oralmente y por
escrito, en la lengua oficial que elijan.
Se declara que el apartado 1 y el primer enunciado del apartado 2 no son inconstitucionales, siempre que se interpreten en los términos establecidos
en el fundamento jurídico 24, por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 36. Derechos con relación al aranés.
1. En Arán todas las personas tienen el derecho a conocer y utilizar el aranés y a ser atendidas oralmente y por
escrito en aranés en sus relaciones con las Administraciones públicas y con las entidades públicas y privadas
que dependen de las mismas.
2. Los ciudadanos de Arán tienen el derecho a utilizar el aranés en sus relaciones con la Generalitat.
3. Deben determinarse por ley los demás derechos y deberes lingüísticos con relación al aranés.

CAPÍTULO IV Garantías de los derechos estatutarios

Artículo 37. Disposiciones generales.
1. Los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título vinculan a todos los poderes
públicos de Cataluña y, de acuerdo con la naturaleza de cada derecho, a los particulares. Las disposiciones
dictadas por los poderes públicos de Cataluña deben respetar estos derechos y deben interpretarse y aplicarse
en el sentido más favorable para su plena efectividad. Los derechos reconocidos en los artículos 32 y 33
vinculan también a la Administración General del Estado en Cataluña.
2. El Parlamento debe aprobar por ley la Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña. Las
disposiciones del presente artículo relativas a los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente
Título se aplican también a los derechos reconocidos por dicha Carta.
3. La regulación esencial y el desarrollo directo de los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del
presente Título deben realizarse por ley del Parlamento.
4. Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de distribución de
competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya existentes. Ninguna
de las disposiciones de este Título puede ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca o
limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios
internacionales ratificados por España.

Artículo 38. Tutela.
1. Los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título y por la Carta de los derechos y
deberes de los ciudadanos de Cataluña son tutelados por el Consejo de Garantías Estatutarias, de acuerdo con
lo establecido por el artículo 76.2.b) y c).
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2. Los actos que vulneren los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título y por la Carta
de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña serán objeto de recurso ante el Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña, de acuerdo con los procedimientos establecidos en las leyes.

CAPÍTULO V Principios rectores

Artículo 39. Disposiciones generales.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben orientar las políticas públicas de acuerdo con los principios
rectores que establecen la Constitución y el presente Estatuto. En el ejercicio de sus competencias, los poderes
públicos de Cataluña deben promover y adoptar las medidas necesarias para garantizar su plena eficacia.
2. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios rectores informan la legislación positiva, la
práctica judicial y la actuación de los poderes públicos.
3. Los principios rectores son exigibles ante la jurisdicción, de acuerdo con lo que determinan las leyes y las
demás disposiciones que los desarrollan.

Artículo 40. Protección de las personas y de las familias.
1. Los poderes públicos deben tener como objetivo la mejora de la calidad de vida de todas las personas.
2. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica, económica y social de las distintas
modalidades de familia previstas en las leyes, como estructura básica y factor de cohesión social y como
primer núcleo de convivencia de las personas. Asimismo, deben promover las medidas económicas y
normativas de apoyo a las familias dirigidas a garantizar la conciliación de la vida laboral y familiar y a tener
descendencia, con especial atención a las familias numerosas.
3. Los poderes públicos deben garantizar la protección de los niños, especialmente contra toda forma de
explotación, abandono, malos tratos o crueldad y de la pobreza y sus efectos. En todas las actuaciones llevadas
a cabo por los poderes públicos o por instituciones privadas el interés superior del niño debe ser prioritario.
4. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que favorezcan la emancipación de los jóvenes,
facilitándoles el acceso al mundo laboral y a la vivienda para que puedan desarrollar su propio proyecto de
vida y participar en igualdad de derechos y deberes en la vida social y cultural.
5. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica de las personas con discapacidades y deben
promover su integración social, económica y laboral. También deben adoptar las medidas necesarias para
suplir o complementar el apoyo de su entorno familiar directo.
6. Los poderes públicos deben garantizar la protección de las personas mayores para que puedan llevar una
vida digna e independiente y participar en la vida social y cultural. También deben procurar la plena
integración de las personas mayores en la sociedad mediante políticas públicas basadas en el principio de
solidaridad intergeneracional.
7. Los poderes públicos deben promover la igualdad de las distintas uniones estables de pareja, teniendo en
cuenta sus características, con independencia de la orientación sexual de sus miembros. La ley debe regular
dichas uniones y otras formas de convivencia y sus efectos.
8. Los poderes públicos deben promover la igualdad de todas las personas con independencia de su origen,
nacionalidad, sexo, raza, religión, condición social u orientación sexual, así como promover la erradicación
del racismo, del antisemitismo, de la xenofobia, de la homofobia y de cualquier otra expresión que atente
contra la igualdad y la dignidad de las personas.

Artículo 41. Perspectiva de género.
1. Los poderes públicos deben garantizar el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres en el acceso a la ocupación, la formación, la promoción profesional, las condiciones de
trabajo, incluida la retribución, y en todas las demás situaciones, así como garantizar que las mujeres no sean
discriminadas por causa de embarazo o maternidad.
2. Los poderes públicos deben garantizar la transversalidad en la incorporación de la perspectiva de género y
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de las mujeres en todas las políticas públicas para conseguir la igualdad real y efectiva y la paridad entre
mujeres y hombres.
3. Las políticas públicas deben garantizar que se haga frente de modo integral a todas las formas de violencia
contra las mujeres y a los actos de carácter sexista y discriminatorio; deben fomentar el reconocimiento del
papel de las mujeres en los ámbitos cultural, histórico, social y económico, y deben promover la participación
de los grupos y las asociaciones de mujeres en la elaboración y evaluación de dichas políticas.
4. Los poderes públicos deben reconocer y tener en cuenta el valor económico del trabajo de cuidado y
atención en el ámbito doméstico y familiar en la fijación de sus políticas económicas y sociales.
5. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias y en los supuestos previstos en la ley, deben velar
para que la libre decisión de la mujer sea determinante en todos los casos que puedan afectar a su dignidad,
integridad y bienestar físico y mental, en particular en lo que concierne al propio cuerpo y a su salud
reproductiva y sexual.

Artículo 42. La cohesión y el bienestar sociales.
1. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que fomenten la cohesión social y que garanticen
un sistema de servicios sociales, de titularidad pública y concertada, adecuado a los indicadores económicos y
sociales de Cataluña.
2. Los poderes públicos deben velar por la plena integración social, económica y laboral de las personas y los
colectivos más necesitados de protección, especialmente de los que se encuentran en situación de pobreza y
riesgo de exclusión social.
3. Los poderes públicos deben velar por la dignidad, la seguridad y la protección integral de las personas,
especialmente de las más vulnerables.
4. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del servicio y la gratuidad de la asistencia sanitaria pública
en los términos que establece la ley.
5. Los poderes públicos deben promover políticas preventivas y comunitarias y deben garantizar la calidad del
servicio y la gratuidad de los servicios sociales que las leyes determinan como básicos.
6. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para establecer un régimen de acogida de
las personas inmigradas y deben promover las políticas que garanticen el reconocimiento y la efectividad de
los derechos y deberes de las personas inmigradas, la igualdad de oportunidades, las prestaciones y las ayudas
que permitan su plena acomodación social y económica y la participación en los asuntos públicos.
7. Los poderes públicos deben velar por la convivencia social, cultural y religiosa entre todas las personas en
Cataluña y por el respeto a la diversidad de creencias y convicciones éticas y filosóficas de las personas, y
deben fomentar las relaciones interculturales mediante el impulso y la creación de ámbitos de conocimiento
recíproco, diálogo y mediación. También deben garantizar el reconocimiento de la cultura del pueblo gitano
como salvaguarda de la realidad histórica de este pueblo.

Artículo 43. Fomento de la participación.
1. Los poderes públicos deben promover la participación social en la elaboración, prestación y evaluación de
las políticas públicas, así como la participación individual y asociativa en los ámbitos cívico, social, cultural,
económico y político, con pleno respeto a los principios de pluralismo, libre iniciativa y autonomía.
2. Los poderes públicos deben facilitar la participación y representación ciudadanas y políticas, con especial
atención a las zonas menos pobladas del territorio.
3. Los poderes públicos deben procurar que las campañas institucionales que se organicen en ocasión de los
procesos electorales tengan como finalidad la de promover la participación ciudadana y que los electores
reciban de los medios de comunicación una información veraz, objetiva, neutral y respetuosa del pluralismo
político sobre las candidaturas que concurren en los procesos electorales.

Artículo 44. Educación, investigación y cultura.
1. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del sistema de enseñanza y deben impulsar una formación
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humana, científica y técnica del alumnado basada en los valores sociales de igualdad, solidaridad, libertad,
pluralismo, responsabilidad cívica y los otros que fundamentan la convivencia democrática.
2. Los poderes públicos deben promover el conocimiento suficiente de una tercera lengua al finalizar la
enseñanza obligatoria.
3. Los poderes públicos deben promover e impulsar la implicación y la participación de la familia en la
educación de los hijos e hijas, en el marco de la comunidad educativa, y deben facilitar y promover el acceso a
las actividades de educación en el tiempo libre.
4. Los poderes públicos deben fomentar la investigación y la investigación científica de calidad, la creatividad
artística y la conservación y la difusión del patrimonio cultural de Cataluña.
5. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para facilitar a todas las personas el acceso a
la cultura, a los bienes y a los servicios culturales y al patrimonio cultural, arqueológico, histórico, industrial y
artístico de Cataluña.

Artículo 45. Ámbito socioeconómico.
1. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para promover el progreso económico y el
progreso social de Cataluña y de sus ciudadanos, basados en los principios de la solidaridad, la cohesión, el
desarrollo sostenible y la igualdad de oportunidades.
2. Los poderes públicos deben promover una distribución de la renta personal y territorial más equitativa en el
marco de un sistema catalán de bienestar.
3. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos laborales y
sindicales de los trabajadores, deben impulsar y deben promover su participación en las empresas y las
políticas de ocupación plena, de fomento de la estabilidad laboral, de formación de las personas trabajadoras,
de prevención de riesgos laborales, de seguridad e higiene en el trabajo, de creación de unas condiciones
dignas en el puesto de trabajo, de no discriminación por razón de género y de garantía del descanso necesario
y vacaciones retribuidas.
4. La Generalitat debe promover la creación de un espacio catalán de relaciones laborales establecido en
función de la realidad productiva y empresarial específica de Cataluña y de sus agentes sociales, en el cual
deben estar representadas las organizaciones sindicales y empresariales y la Administración de la Generalitat.
En este marco, los poderes públicos deben fomentar una práctica propia de diálogo social, de concertación, de
negociación colectiva, de resolución extrajudicial de conflictos laborales y de participación en el desarrollo y
la mejora del entramado productivo.
5. La Generalitat debe favorecer el desarrollo de la actividad empresarial y el espíritu emprendedor teniendo
en cuenta la responsabilidad social de la empresa, la libre iniciativa y las condiciones de competencia, y debe
proteger especialmente la economía productiva, la actividad de los emprendedores autónomos y la de la
pequeña y media empresas. La Generalitat debe fomentar la acción de las cooperativas y las sociedades
laborales y debe estimular las iniciativas de la economía social.
6. Las organizaciones sindicales y empresariales deben participar en la definición de las políticas públicas que
les afecten. La Generalitat debe promover la mediación y el arbitraje para la resolución de conflictos de
intereses entre los diversos agentes sociales.
7. Las organizaciones profesionales y las corporaciones de derecho público representativas de intereses
económicos y profesionales y las entidades asociativas del tercer sector deben ser consultadas en la definición
de las políticas públicas que les afecten.
8. La Generalitat, en consideración a las funciones social, cultural y de promoción económica que ejercen las
cajas de ahorro, debe proteger la autonomía institucional y debe promover la contribución social de dichas
entidades a las estrategias económicas y sociales de los distintos territorios de Cataluña.

Artículo 46. Medio ambiente, desarrollo sostenible y equilibrio territorial.
1. Los poderes públicos deben velar por la protección del medio ambiente mediante la adopción de políticas
públicas basadas en el desarrollo sostenible y la solidaridad colectiva e intergeneracional.
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2. Las políticas medioambientales deben dirigirse especialmente a la reducción de las distintas formas de
contaminación, la fijación de estándares y de niveles mínimos de protección, la articulación de medidas
correctivas del impacto ambiental, la utilización racional de los recursos naturales, la prevención y el control
de la erosión y de las actividades que alteran el régimen atmosférico y climático, y el respeto a los principios
de preservación del medio, la conservación de los recursos naturales, la responsabilidad, la fiscalidad
ecológica y el reciclaje y la reutilización de los bienes y los productos.
3. Los poderes públicos deben hacer efectivas las condiciones para la preservación de la naturaleza y la
biodiversidad, deben promover la integración de objetivos ambientales en las políticas sectoriales y deben
establecer las condiciones que permitan a todas las personas el goce del patrimonio natural y paisajístico.
4. Los poderes públicos deben velar por la cohesión económica y territorial aplicando políticas que aseguren
un tratamiento especial de las zonas de montaña, la protección del paisaje, la defensa del litoral, el fomento de
las actividades agrarias, ganaderas y silvícolas y una distribución equilibrada al territorio de los distintos
sectores productivos, los servicios de interés general y las redes de comunicación.
5. Los poderes públicos deben facilitar a los ciudadanos la información medioambiental y deben fomentar la
educación en los valores de la preservación y de la mejora del medio ambiente como patrimonio común.

Artículo 47. Vivienda.
Los poderes públicos deben facilitar el acceso a la vivienda mediante la generación de suelo y la promoción de
vivienda pública y de vivienda protegida, con especial atención a los jóvenes y los colectivos más necesitados.

Artículo 48. Movilidad y seguridad vial.
1. Los poderes públicos deben promover políticas de transporte y de comunicación, basadas en criterios de
sostenibilidad, que fomenten la utilización del transporte público y la mejora de la movilidad garantizando la
accesibilidad para las personas con movilidad reducida.
2. Los poderes públicos deben impulsar, de forma prioritaria, las medidas destinadas al incremento de la
seguridad vial y la disminución de los accidentes de tráfico, con especial incidencia en la prevención, la
educación vial y la atención a las víctimas.

Artículo 49. Protección de los consumidores y usuarios.
1. Los poderes públicos deben garantizar la protección de la salud, la seguridad y la defensa de los derechos y
los intereses legítimos de los consumidores y usuarios.
2. Los poderes públicos deben garantizar la existencia de instrumentos de mediación y arbitraje en materia de
consumo, promoviendo su conocimiento y utilización, y deben apoyar a las organizaciones de consumidores y
usuarios.

Artículo 50. Fomento y difusión del catalán.
1. Los poderes públicos deben proteger el catalán en todos los ámbitos y sectores y deben fomentar su uso,
difusión y conocimiento. Estos principios también deben aplicarse con respecto al aranés.
2. El Gobierno, las universidades y las instituciones de enseñanza superior, en el ámbito de las competencias
respectivas, deben adoptar las medidas pertinentes para garantizar el uso del catalán en todos los ámbitos de
las actividades docentes, no docentes y de investigación.
3. Las políticas de fomento del catalán deben extenderse al conjunto del Estado, a la Unión Europea y al resto
del mundo.
4. Los poderes públicos deben promover que los datos que figuren en el etiquetado, en el embalaje y en las
instrucciones de uso de los productos distribuidos en Cataluña consten también en catalán.
5. La Generalitat, la Administración local y las demás corporaciones públicas de Cataluña, las instituciones y
las empresas que dependen de las mismas y los concesionarios de sus servicios deben utilizar el catalán en sus
actuaciones internas y en la relación entre ellos. También deben utilizarlo en las comunicaciones y las
notificaciones dirigidas a personas físicas o jurídicas residentes en Cataluña, sin perjuicio del derecho de los
ciudadanos a recibirlas en castellano si lo piden.
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6. Los poderes públicos deben garantizar el uso de la lengua de signos catalana y las condiciones que permitan
alcanzar la igualdad de las personas con sordera que opten por esta lengua, que debe ser objeto de enseñanza,
protección y respeto.
7. El Estado, de acuerdo con lo que dispone la Constitución, debe apoyar la aplicación de los principios
establecidos por el presente artículo. Deben establecerse los instrumentos de coordinación y, si procede, de
actuación conjunta para que sean más efectivos.
Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 23, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 51. Cooperación al fomento de la paz y cooperación al desarrollo.
1. La Generalitat debe promover la cultura de la paz y acciones de fomento de la paz en el mundo.
2. La Generalitat debe promover acciones y políticas de cooperación al desarrollo de los pueblos y debe
establecer programas de ayuda humanitaria de emergencia.

Artículo 52. Medios de comunicación social.
1. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para garantizar el derecho a la información y
a recibir de los medios de comunicación una información veraz y unos contenidos que respeten la dignidad de
las personas y el pluralismo político, social, cultural y religioso. En el caso de los medios de comunicación de
titularidad pública la información también debe ser neutral.
2. Los poderes públicos deben promover las condiciones para garantizar el acceso sin discriminaciones a los
servicios audiovisuales en el ámbito de Cataluña.

Artículo 53. Acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación.
1. Los poderes públicos deben facilitar el conocimiento de la sociedad de la información y deben impulsar el
acceso a la comunicación y a las tecnologías de la información, en condiciones de igualdad, en todos los
ámbitos de la vida social, incluido el laboral; deben fomentar que estas tecnologías se pongan al servicio de las
personas y no afecten negativamente a sus derechos, y deben garantizar la prestación de servicios mediante
dichas tecnologías, de acuerdo con los principios de universalidad, continuidad y actualización.
2. La Generalitat debe promover la formación, la investigación y la innovación tecnológicas para que las
oportunidades de progreso que ofrece la sociedad del conocimiento y de la información contribuyan a la
mejora del bienestar y la cohesión sociales.

Artículo 54. Memoria histórica.
1. La Generalitat y los demás poderes públicos deben velar por el conocimiento y el mantenimiento de la
memoria histórica de Cataluña como patrimonio colectivo que atestigua la resistencia y la lucha por los
derechos y las libertades democráticas. A tal fin, deben adoptar las iniciativas institucionales necesarias para
el reconocimiento y la rehabilitación de todos los ciudadanos que han sufrido persecución como consecuencia
de la defensa de la democracia y el autogobierno de Cataluña.
2. La Generalitat debe velar para que la memoria histórica se convierta en símbolo permanente de tolerancia,
de dignidad de los valores democráticos, de rechazo de los totalitarismos y de reconocimiento de todas
aquellas personas que han sufrido persecución debido a sus opciones personales, ideológicas o de conciencia.

TÍTULO II De las instituciones

CAPÍTULO I El Parlamento

Artículo 55. Disposiciones generales.
1. El Parlamento representa al pueblo de Cataluña.
2. El Parlamento ejerce la potestad legislativa, aprueba los presupuestos de la Generalitat y controla e impulsa
la acción política y de gobierno. Es la sede donde se expresa preferentemente el pluralismo y se hace público
el debate político.
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3. El Parlamento es inviolable.

Artículo 56. Composición y régimen electoral.
1. El Parlamento se compone de un mínimo de cien Diputados y un máximo de ciento cincuenta, elegidos para
un plazo de cuatro años mediante sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, de acuerdo con el presente
Estatuto y la legislación electoral.
2. El sistema electoral es de representación proporcional y debe asegurar la representación adecuada de todas
las zonas del territorio de Cataluña. La Administración electoral es independiente y garantiza la transparencia
y la objetividad del proceso electoral. El régimen electoral es regulado por una ley del Parlamento aprobada en
una votación final sobre el conjunto del texto por mayoría de dos terceras partes de los Diputados.
3. Son electores y elegibles los ciudadanos de Cataluña que están en pleno uso de sus derechos civiles y
políticos, de acuerdo con la legislación electoral. La ley electoral de Cataluña debe establecer criterios de
paridad entre mujeres y hombres para la elaboración de las listas electorales.
4. El Presidente o Presidenta de la Generalitat, quince días antes de la finalización de la legislatura, debe
convocar las elecciones, que deben tener lugar entre cuarenta y sesenta días después de la convocatoria.

Artículo 57. Estatuto de los Diputados.
1. Los miembros del Parlamento son inviolables por los votos y las opiniones que emitan en el ejercicio de su
cargo. Durante su mandato tendrán inmunidad a los efectos concretos de no poder ser detenidos salvo en caso
de flagrante delito.
2. En las causas contra los Diputados, es competente el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. Fuera del
territorio de Cataluña la responsabilidad penal es exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del
Tribunal Supremo.
3. Los Diputados no están sometidos a mandato imperativo.

Artículo 58. Autonomía parlamentaria.
1. El Parlamento goza de autonomía organizativa, financiera, administrativa y disciplinaria.
2. El Parlamento elabora y aprueba su reglamento, su presupuesto y fija el estatuto del personal que de él
depende.
3. La aprobación y la reforma del Reglamento del Parlamento corresponden al Pleno del Parlamento y
requieren el voto favorable de la mayoría absoluta de los Diputados en una votación final sobre el conjunto del
texto.

Artículo 59. Organización y funcionamiento.
1. El Parlamento tiene un Presidente o Presidenta y una Mesa elegidos por el Pleno. El Reglamento del
Parlamento regula su elección y funciones.
2. El Reglamento del Parlamento regula los derechos y los deberes de los Diputados, los requisitos para la
formación de grupos parlamentarios, la intervención de éstos en el ejercicio de las funciones parlamentarias y
las atribuciones de la Junta de Portavoces.
3. El Parlamento funciona en Pleno y en Comisiones. Los grupos parlamentarios participan en todas las
comisiones en proporción a sus miembros.
4. El Parlamento tiene una Diputación Permanente, presidida por el Presidente o Presidenta del Parlamento e
integrada por el número de Diputados que el Reglamento del Parlamento determine, en proporción a la
representación de cada grupo parlamentario. La Diputación Permanente vela por los poderes del Parlamento
cuando éste no está reunido en los períodos entre sesiones, cuando ha finalizado el mandato parlamentario y
cuando ha sido disuelto. En caso de finalización de la legislatura o disolución del Parlamento, el mandato de
los Diputados que integran la Diputación Permanente se prorroga hasta la constitución del nuevo Parlamento.
5. Los cargos públicos y el personal al servicio de las Administraciones públicas que actúan en Cataluña tienen
la obligación de comparecer a requerimiento del Parlamento.
6. El Parlamento puede crear Comisiones de investigación sobre cualquier asunto de relevancia pública que
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sea de interés de la Generalitat. Las personas requeridas por las Comisiones de investigación deben
comparecer obligatoriamente ante las mismas, de acuerdo con el procedimiento y las garantías establecidos
por el Reglamento del Parlamento. Deben regularse por ley las sanciones por el incumplimiento de esta
obligación.
7. El Reglamento del Parlamento debe regular la tramitación de las peticiones individuales y colectivas
dirigidas al Parlamento. También debe establecer mecanismos de participación ciudadana en el ejercicio de
las funciones parlamentarias.

Artículo 60. Régimen de las reuniones y las sesiones.
1. El Parlamento se reúne anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones fijados por el Reglamento. El
Parlamento puede reunirse en sesiones extraordinarias fuera de los períodos ordinarios de sesiones. Las
sesiones extraordinarias del Parlamento son convocadas por su Presidente o Presidenta por acuerdo de la
Diputación Permanente, a propuesta de tres grupos parlamentarios o de una cuarta parte de los Diputados, o a
petición de grupos parlamentarios o de Diputados que representen la mayoría absoluta. El Parlamento
también se reúne en sesión extraordinaria a petición del Presidente o Presidenta de la Generalitat. Las
sesiones extraordinarias se convocan con un orden del día determinado y se levantan después de haberlo
agotado.
2. Las sesiones del Pleno son públicas, excepto en los supuestos establecidos por el Reglamento del
Parlamento.
3. El Parlamento, para adoptar acuerdos válidamente, debe hallarse reunido con la presencia de la mayoría
absoluta de los Diputados. Los acuerdos son válidos si han sido aprobados por la mayoría simple de los
Diputados presentes, sin perjuicio de las mayorías especiales establecidas por el presente Estatuto, por las
leyes o por el Reglamento del Parlamento.

Artículo 61. Funciones.
Corresponden al Parlamento, además de las funciones establecidas por el artículo 55, las siguientes:
a) Designar a los Senadores que representan a la Generalitat en el Senado. La designación debe realizarse en
una convocatoria específica y de forma proporcional al número de Diputados de cada grupo parlamentario.
b) Elaborar proposiciones de ley para su presentación a la Mesa del Congreso de los Diputados y nombrar a los
Diputados del Parlamento encargados de su defensa.
c) Solicitar al Gobierno del Estado la adopción de proyectos de ley.
d) Solicitar al Estado la transferencia o delegación de competencias y la atribución de facultades en el marco
del artículo 150 de la Constitución.
e) Interponer el recurso de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitucional en otros
procesos constitucionales, de acuerdo con lo que establezca la Ley orgánica del Tribunal Constitucional.
f) Las demás funciones que le atribuyen el presente Estatuto y las leyes.

Artículo 62. Iniciativa legislativa y ejercicio de la función legislativa.
1. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, a los grupos parlamentarios y al Gobierno. También
corresponde, en los términos establecidos por las leyes de Cataluña, a los ciudadanos, mediante la iniciativa
legislativa popular, y a los órganos representativos de los entes supramunicipales de carácter territorial que
establece el presente Estatuto.
2. Son leyes de desarrollo básico del Estatuto las que regulan directamente las materias mencionadas por los
artículos 2.3, 6, 37.2, 56.2, 67.5, 68.3, 77.3, 79.3, 81.2 y 94.1. La aprobación, la modificación y la derogación de
dichas leyes requieren el voto favorable de la mayoría absoluta del Pleno del Parlamento en una votación final
sobre el conjunto del texto, salvo que el Estatuto establezca otra.
3. El Pleno del Parlamento puede delegar la tramitación y la aprobación de iniciativas legislativas a las
Comisiones legislativas permanentes. En cualquier momento puede revocar esta delegación. No pueden ser
objeto de delegación a las Comisiones la reforma del Estatuto, las leyes de desarrollo básico, el presupuesto de
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la Generalitat y las leyes de delegación legislativa al Gobierno.

Artículo 63. Delegación en el Gobierno de la potestad legislativa.
1. El Parlamento puede delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley. Las
disposiciones del Gobierno que contienen legislación delegada tienen el nombre de Decretos Legislativos. No
pueden ser objeto de delegación legislativa la reforma del Estatuto, las leyes de desarrollo básico, salvo que se
delegue el establecimiento de un texto refundido, la regulación esencial y el desarrollo directo de los derechos
reconocidos por el Estatuto y por la Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña y el
presupuesto de la Generalitat.
2. La delegación legislativa solo puede otorgarse al Gobierno. La delegación debe ser expresa, mediante ley,
para una materia concreta y con la determinación de un plazo para hacer uso de la misma. La delegación se
agota cuando el Gobierno publica el decreto legislativo correspondiente o cuando el Gobierno se halla en
funciones.
3. Cuando se trate de autorizar al Gobierno para formular un nuevo texto articulado, las leyes de delegación
deben fijar las bases a las que debe ajustarse el Gobierno en el ejercicio de la delegación legislativa. Cuando se
trate de autorizar al Gobierno para refundir textos legales, las leyes deben determinar el alcance y los criterios
de la refundición.
4. El control de la legislación delegada es regulado por el Reglamento del Parlamento. Las leyes de delegación
también pueden establecer un régimen de control especial para los Decretos Legislativos.

Artículo 64. Decretos-leyes.
1. En caso de una necesidad extraordinaria y urgente, el Gobierno puede dictar disposiciones legislativas
provisionales bajo la forma de Decreto-ley. No pueden ser objeto de Decreto-ley la reforma del Estatuto, las
materias objeto de leyes de desarrollo básico, la regulación esencial y el desarrollo directo de los derechos
reconocidos por el Estatuto y por la Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña y el
presupuesto de la Generalitat.
2. Los Decretos-leyes quedan derogados si en el plazo improrrogable de treinta días subsiguientes a la
promulgación no son validados expresamente por el Parlamento después de un debate y una votación de
totalidad.
3. El Parlamento puede tramitar los Decretos-leyes como proyectos de ley por el procedimiento de urgencia,
dentro del plazo establecido por el apartado 2.

Artículo 65. Promulgación y publicación de las leyes.
Las leyes de Cataluña son promulgadas, en nombre del Rey, por el Presidente o Presidenta de la Generalitat,
quien ordena su publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya» dentro del plazo de quince días
desde su aprobación y en el «Boletín Oficial del Estado». Al efecto de su entrada en vigor, rige la fecha de
publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya». La versión oficial en castellano es la traducción
elaborada por la Generalitat.

Artículo 66. Causas de finalización de la legislatura.
La legislatura finaliza por expiración del mandato legal al cumplirse los cuatro años de la fecha de las
elecciones. También puede finalizar anticipadamente si no tiene lugar la investidura del presidente o
presidenta de la Generalitat, o por disolución anticipada, acordada por el presidente o presidenta de la
Generalitat.

CAPÍTULO II El Presidente o Presidenta de la Generalitat

Artículo 67. Elección, nombramiento, estatuto personal, cese y competencias.
1. El Presidente o Presidenta tiene la más alta representación de la Generalitat y dirige la acción del Gobierno.
También tiene la representación ordinaria del Estado en Cataluña.
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2. El Presidente o Presidenta de la Generalitat es elegido por el Parlamento de entre sus miembros. Puede
regularse por ley la limitación de mandatos.
3. Si una vez transcurridos dos meses desde la primera votación de investidura, ningún candidato o candidata
es elegido, el Parlamento queda disuelto automáticamente y el Presidente o Presidenta de la Generalitat en
funciones convoca elecciones de forma inmediata, que deben tener lugar entre cuarenta y sesenta días
después de la convocatoria.
4. El Presidente o Presidenta de la Generalitat es nombrado por el Rey.
5. Una ley del Parlamento regula el estatuto personal del Presidente o Presidenta de la Generalitat. A los
efectos de precedencias y protocolo en Cataluña, el Presidente o Presidenta de la Generalitat tiene la posición
preeminente que le corresponde como representante de la Generalitat y del Estado en Cataluña.
6. Como representante ordinario del Estado en Cataluña, corresponde al Presidente o Presidenta:

a) Promulgar, en nombre del Rey, las leyes, los Decretos leyes y los Decretos Legislativos de Cataluña y
ordenar su publicación.
b) Ordenar la publicación de los nombramientos de los cargos institucionales del Estado en Cataluña.
c) Solicitar la colaboración a las autoridades del Estado que ejercen funciones públicas en Cataluña.
d) Las demás que determinen las leyes.

7. El Presidente o Presidenta de la Generalitat cesa por renovación del Parlamento a consecuencia de unas
elecciones, por aprobación de una moción de censura o denegación de una cuestión de confianza, por
defunción, por dimisión, por incapacidad permanente, física o mental, reconocida por el Parlamento, que lo
inhabilite para el ejercicio del cargo, y por condena penal firme que comporte la inhabilitación para el
ejercicio de cargos públicos.
8. El Consejero Primero o Consejera Primera, si lo hubiere, o el Consejero o Consejera que determine la ley
suple y sustituye al Presidente o Presidenta de la Generalitat en los casos de ausencia, enfermedad, cese por
causa de incapacidad y defunción. La suplencia y la sustitución no permiten ejercer las atribuciones del
Presidente o Presidenta relativas al planteamiento de una cuestión de confianza, la designación y el cese de los
Consejeros y la disolución anticipada del Parlamento.
9. El Presidente o Presidenta de la Generalitat, si no ha nombrado a un Consejero Primero o Consejera
Primera, puede delegar temporalmente funciones ejecutivas en uno de los Consejeros.

CAPÍTULO III El Gobierno y la Administración de la Generalitat

Sección primera. El Gobierno

Artículo 68. Funciones, composición, organización y cese.
1. El Gobierno es el órgano superior colegiado que dirige la acción política y la Administración de la
Generalitat. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con el presente Estatuto y las
leyes.
2. El Gobierno se compone del Presidente o Presidenta de la Generalitat, el Consejero Primero o Consejera
Primera, si procede, y los Consejeros.
3. Una ley debe regular la organización, el funcionamiento y las atribuciones del Gobierno.
4. El Gobierno cesa cuando lo hace el Presidente o Presidenta de la Generalitat.
5. Los actos, las disposiciones generales y las normas que emanan del Gobierno o de la Administración de la
Generalitat deben ser publicados en el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya». Esta publicación es
suficiente a todos los efectos para la eficacia de los actos y para la entrada en vigor de las disposiciones
generales y las normas.

Artículo 69. El Consejero Primero o Consejera Primera.
El Presidente o Presidenta de la Generalitat por Decreto puede nombrar y separar a un Consejero Primero o
Consejera Primera, de todo lo cual debe dar cuenta al Parlamento. El Consejero Primero o Consejera Primera
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es miembro del Gobierno. El Consejero Primero o Consejera Primera, de acuerdo con lo establecido por la ley,
tiene funciones propias, además de las delegadas por el Presidente o Presidenta.

Artículo 70. Estatuto personal de los miembros del Gobierno.
1. El Presidente o Presidenta de la Generalitat y los Consejeros, durante sus mandatos y por los actos
presuntamente delictivos cometidos en el territorio de Cataluña, no pueden ser detenidos ni retenidos salvo en
el caso de delito flagrante.
2. Corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña decidir sobre la inculpación, el procesamiento y el
enjuiciamiento del Presidente o Presidenta de la Generalitat y de los Consejeros. Fuera del territorio de
Cataluña la responsabilidad penal es exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo.

Sección segunda. La Administración de la Generalitat

Artículo 71. Disposiciones generales y principios de organización y funcionamiento.
1. La Administración de la Generalitat es la organización que ejerce las funciones ejecutivas atribuidas por el
presente Estatuto a la Generalitat. Tiene la condición de Administración ordinaria de acuerdo con lo que
establecen el presente Estatuto y las leyes, sin perjuicio de las competencias que corresponden a la
Administración local.
2. La Administración de la Generalitat sirve con objetividad los intereses generales y actúa con sumisión plena
a las leyes y al derecho.
3. La Administración de la Generalitat actúa de acuerdo con los principios de coordinación y transversalidad,
con el fin de garantizar la integración de las políticas públicas.
4. La Administración de la Generalitat, de acuerdo con el principio de transparencia, debe hacer pública la
información necesaria para que los ciudadanos puedan evaluar su gestión.
5. La Administración de la Generalitat ejerce sus funciones en el territorio de acuerdo con los principios de
desconcentración y descentralización.
6. Las leyes deben regular la organización de la Administración de la Generalitat y deben determinar en todo
caso:

a) Las modalidades de descentralización funcional y las distintas formas de personificación pública y
privada que puede adoptar la Administración de la Generalitat.
b) Las formas de organización y de gestión de los servicios públicos.
c) La actuación de la Administración de la Generalitat bajo el régimen de derecho privado, así como la
participación del sector privado en la ejecución de las políticas públicas y la prestación de los servicios
públicos.

7. Debe regularse por ley el estatuto jurídico del personal al servicio de la Administración de la Generalitat,
incluyendo, en todo caso, el régimen de incompatibilidades, la garantía de formación y actualización de los
conocimientos y la praxis necesaria para el ejercicio de las funciones públicas.

Artículo 72. Órganos consultivos del Gobierno.
1. La Comisión Jurídica Asesora es el alto órgano consultivo del Gobierno. Una ley del Parlamento regula su
composición y funciones.
2. El Consejo de Trabajo, Económico y Social de Cataluña es el órgano consultivo y de asesoramiento del
Gobierno en materias socioeconómicas, laborales y ocupacionales. Una ley del Parlamento regula su
composición y funciones.

CAPÍTULO IV Las relaciones entre el Parlamento y el Gobierno

Artículo 73. Derechos y obligaciones de los miembros del Gobierno respecto del Parlamento.
1. El Presidente o Presidenta de la Generalitat y los Consejeros tienen el derecho de asistir a las reuniones del
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Pleno y de las Comisiones parlamentarias y tomar la palabra.
2. El Parlamento puede requerir al Gobierno y a sus miembros la información que considere necesaria para el
ejercicio de sus funciones. También puede requerir su presencia en el Pleno y en las Comisiones, en los
términos que establece el Reglamento del Parlamento.

Artículo 74. Responsabilidad política del Gobierno y de sus miembros.
1. El Presidente o Presidenta de la Generalitat y los Consejeros responden políticamente ante el Parlamento de
forma solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de ellos.
2. La delegación de funciones del Presidente o Presidenta de la Generalitat no le exime de su responsabilidad
política ante el Parlamento.

Artículo 75. Disolución anticipada del Parlamento.
El Presidente o Presidenta de la Generalitat, previa deliberación del Gobierno y bajo su exclusiva
responsabilidad, puede disolver el Parlamento. Esta facultad no puede ser ejercida cuando esté en trámite una
moción de censura y tampoco si no ha transcurrido un año como mínimo desde la última disolución por este
procedimiento. El Decreto de disolución debe establecer la convocatoria de nuevas elecciones, que deben
tener lugar entre los cuarenta y los sesenta días siguientes a la fecha de publicación del decreto en el «Diari
Oficial de la Generalitat de Catalunya».

CAPÍTULO V Otras instituciones de la Generalitat

Sección primera. El Consejo de Garantías Estatutarias

Artículo 76. Funciones.
1. El Consejo de Garantías Estatutarias es la institución de la Generalitat que vela por la adecuación al presente
Estatuto y a la Constitución de las disposiciones de la Generalitat en los términos que establece el apartado 2.
2. El Consejo de Garantías Estatutarias puede dictaminar, en los términos que establezca la ley, en los casos
siguientes:

a) La adecuación a la Constitución de los proyectos y proposiciones de reforma del Estatuto de Autonomía
de Cataluña antes de su aprobación por el Parlamento.
b) La adecuación al presente Estatuto y a la Constitución de los proyectos y las proposiciones de ley
sometidos a debate y aprobación del Parlamento y de los Decretos leyes sometidos a convalidación del
Parlamento.
c) La adecuación al presente Estatuto y a la Constitución de los proyectos de Decreto Legislativo aprobados
por el Gobierno.
d) La adecuación de los proyectos y las proposiciones de ley y de los proyectos de decreto legislativo
aprobados por el Gobierno a la autonomía local en los términos que garantiza el presente Estatuto.

3. El Consejo de Garantías Estatutarias debe dictaminar antes de la interposición del recurso de
inconstitucionalidad por parte del Parlamento o del Gobierno, antes de la interposición de conflicto de
competencia por el Gobierno y antes de la interposición de conflicto en defensa de la autonomía local ante el
Tribunal Constitucional.
4. (Anulado)
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 4 por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 77. Composición y funcionamiento.
1. El Consejo de Garantías Estatutarias está formado por miembros nombrados por el Presidente o Presidenta
de la Generalitat entre juristas de reconocida competencia; dos terceras partes a propuesta del Parlamento por
mayoría de tres quintas partes de los Diputados, y una tercera parte a propuesta del Gobierno.
2. Los miembros del Consejo de Garantías Estatutarias deben elegir entre ellos al Presidente o Presidenta.
3. Una ley del Parlamento regula la composición y el funcionamiento del Consejo de Garantías Estatutarias, el
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estatuto de los miembros y los procedimientos relativos al ejercicio de sus funciones. Pueden ampliarse por
ley las funciones dictaminadoras del Consejo de Garantías Estatutarias que establece el presente Estatuto sin
atribuirles carácter vinculante.
4. El Consejo de Garantías Estatutarias tiene autonomía orgánica, funcional y presupuestaria de acuerdo con la
ley.

Sección segunda. El Síndic de Greuges

Artículo 78. Funciones y relaciones con otras instituciones análogas.
1. El Síndic de Greuges tiene la función de proteger y defender los derechos y las libertades reconocidos por la
Constitución y el presente Estatuto. A tal fin supervisa, con carácter exclusivo , la actividad de la
Administración de la Generalitat, la de los organismos públicos o privados vinculados o que dependen de la
misma, la de las empresas privadas que gestionan servicios públicos o realizan actividades de interés general o
universal o actividades equivalentes de forma concertada o indirecta y la de las demás personas con vínculo
contractual con la Administración de la Generalitat y con las entidades públicas dependientes de ella. También
supervisa la actividad de la Administración local de Cataluña y la de los organismos públicos o privados
vinculados o que dependen de la misma. Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad
del inciso destacado del apartado 1 por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 .
2. El Síndic de Greuges y el Defensor del Pueblo colaboran en el ejercicio de sus funciones.
3. El Síndic de Greuges puede solicitar dictamen al Consejo de Garantías Estatutarias sobre los proyectos y las
proposiciones de ley sometidos a debate y aprobación del Parlamento y de los decretos leyes sometidos a
convalidación del Parlamento, cuando regulan derechos reconocidos por el presente Estatuto.
4. El Síndic de Greuges puede establecer relaciones de colaboración con los defensores locales de la
ciudadanía y otras figuras análogas creadas en el ámbito público y el privado.
5. Las Administraciones públicas de Cataluña y las demás entidades y personas a que se refiere el apartado 1
tienen la obligación de cooperar con el Síndic de Greuges. Deben regularse por ley las sanciones y los
mecanismos destinados a garantizar el cumplimiento de dicha obligación.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-
A-2010-11409

Artículo 79. Designación y Estatuto del Síndic de Greuges.
1. El Síndic o Síndica de Greuges es elegido por el Parlamento por mayoría de tres quintas partes de sus
miembros.
2. El Síndic o Síndica de Greuges ejerce sus funciones con imparcialidad e independencia, es inviolable por las
opiniones expresadas en el ejercicio de sus funciones, es inamovible y solo puede ser destituido y suspendido
por las causas que establece la ley.
3. Deben regularse por ley el estatuto personal del Síndic de Greuges, las incompatibilidades, las causas de
cese, la organización y las atribuciones de la institución. El Síndic de Greuges goza de autonomía
reglamentaria, organizativa, funcional y presupuestaria de acuerdo con las leyes.

Sección tercera. La Sindicatura de Cuentas

Artículo 80. Funciones y relaciones con el Tribunal de Cuentas.
1. La Sindicatura de Cuentas es el órgano fiscalizador externo de las cuentas, de la gestión económica y del
control de eficiencia de la Generalitat, de los entes locales y del resto del sector público de Cataluña.
2. La Sindicatura de Cuentas depende orgánicamente del Parlamento, ejerce sus funciones por delegación del
mismo y con plena autonomía organizativa, funcional y presupuestaria, de acuerdo con las leyes.
3. La Sindicatura de Cuentas y el Tribunal de Cuentas deben establecer sus relaciones de cooperación
mediante convenio. En este convenio deben establecerse los mecanismos de participación en los
procedimientos jurisdiccionales sobre responsabilidad contable.
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Artículo 81. Composición, funcionamiento y estatuto personal.
1. La Sindicatura de Cuentas está formada por Síndicos designados por el Parlamento por mayoría de tres
quintas partes. Los Síndicos eligen entre ellos al Síndico o Síndica Mayor.
2. Deben regularse por ley el estatuto personal, las incompatibilidades, las causas de cese, la organización y el
funcionamiento de la Sindicatura de Cuentas.

Sección Cuarta. Regulación del Consejo Audiovisual de Cataluña

Artículo 82. El Consejo Audiovisual de Cataluña.
El Consejo Audiovisual de Cataluña es la autoridad reguladora independiente en el ámbito de la comunicación
audiovisual pública y privada. El Consejo actúa con plena independencia del Gobierno de la Generalitat en el
ejercicio de sus funciones. Una ley del Parlamento debe establecer los criterios de elección de sus miembros y
sus ámbitos específicos de actuación.

CAPÍTULO VI El Gobierno local

Sección primera. Organización Territorial Local

Artículo 83. Organización del gobierno local de Cataluña.
1. Cataluña estructura su organización territorial básica en municipios y veguerías.
2. El ámbito supramunicipal está constituido, en todo caso, por las comarcas, que debe regular una ley del
Parlamento.
3. Los demás entes supramunicipales que cree la Generalitat se fundamentan en la voluntad de colaboración y
asociación de los municipios.

Artículo 84. Competencias locales.
1. El presente Estatuto garantiza a los municipios un núcleo de competencias propias que deben ser ejercidas
por dichas entidades con plena autonomía, sujeta sólo a control de constitucionalidad y de legalidad.
2. Los gobiernos locales de Cataluña tienen en todo caso competencias propias sobre las siguientes materias
en los términos que determinen las leyes:

a) La ordenación y la gestión del territorio, el urbanismo y la disciplina urbanística y la conservación y el
mantenimiento de los bienes de dominio público local.
b) La planificación, la programación y la gestión de vivienda pública y la participación en la planificación
en suelo municipal de la vivienda de protección oficial.
c) La ordenación y la prestación de servicios básicos a la comunidad.
d) La regulación y la gestión de los equipamientos municipales.
e) La regulación de las condiciones de seguridad en las actividades organizadas en espacios públicos y en
los locales de concurrencia pública. La coordinación mediante la Junta de Seguridad de los distintos
cuerpos y fuerzas presentes en el municipio.
f) La protección civil y la prevención de incendios.
g) La planificación, la ordenación y la gestión de la educación infantil y la participación en el proceso de
matriculación en los centros públicos y concertados del término municipal, el mantenimiento y el
aprovechamiento, fuera del horario escolar, de los centros públicos y el calendario escolar.
h) La circulación y los servicios de movilidad y la gestión del transporte de viajeros municipal.
i) La regulación del establecimiento de autorizaciones y promociones de todo tipo de actividades
económicas, especialmente las de carácter comercial, artesanal y turístico y fomento de la ocupación.
j) La formulación y la gestión de políticas para la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible.
k) La regulación y la gestión de los equipamientos deportivos y de ocio y promoción de actividades.
l) La regulación del establecimiento de infraestructuras de telecomunicaciones y prestación de servicios de
telecomunicaciones.
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m) La regulación y la prestación de los servicios de atención a las personas, de los servicios sociales
públicos de asistencia primaria y fomento de las políticas de acogida de los inmigrantes.
n) La regulación, la gestión y la vigilancia de las actividades y los usos que se llevan a cabo en las playas, los
ríos, los lagos y la montaña.

3. La distribución de las responsabilidades administrativas en las materias a que se refiere el apartado 2 entre
las distintas administraciones locales debe tener en cuenta su capacidad de gestión y se rige por las leyes
aprobadas por el Parlamento, por el principio de subsidiariedad, de acuerdo con lo establecido por la Carta
Europea de la Autonomía Local, por el principio de diferenciación, de acuerdo con las características que
presenta la realidad municipal, y por el principio de suficiencia financiera.
4. La Generalitat debe determinar y fijar los mecanismos para la financiación de los nuevos servicios derivados
de la ampliación del espacio competencial de los gobiernos locales.

Artículo 85. El Consejo de Gobiernos Locales.
El Consejo de Gobiernos Locales es el órgano de representación de municipios y veguerías en las instituciones
de la Generalitat. El Consejo debe ser oído en la tramitación parlamentaria de las iniciativas legislativas que
afectan de forma específica a las Administraciones locales y la tramitación de planes y normas reglamentarias
de carácter idéntico. Una ley del Parlamento regula la composición, la organización y las funciones del
Consejo de Gobiernos Locales.

Sección Segunda. El Municipio

Artículo 86. El municipio y la autonomía municipal.
1. El municipio es el ente local básico de la organización territorial de Cataluña y el medio esencial de
participación de la comunidad local en los asuntos públicos.
2. El gobierno y la administración municipales corresponden al Ayuntamiento, formado por el Alcalde o
Alcaldesa y los Concejales. Deben establecerse por ley los requisitos que tienen que cumplirse para la
aplicación del régimen de concejo abierto.
3. El presente Estatuto garantiza al municipio la autonomía para el ejercicio de las competencias que tiene
encomendadas y la defensa de los intereses propios de la colectividad que representa.
4. Los actos y acuerdos adoptados por los municipios no pueden ser objeto de control de oportunidad por
ninguna otra administración.
5. Corresponde a la Generalitat el control de la adecuación al ordenamiento jurídico de los actos y acuerdos
adoptados por los municipios y, si procede, la impugnación correspondiente ante la jurisdicción contenciosa
administrativa, sin perjuicio de las acciones que el Estado pueda emprender en defensa de sus competencias.
6. Los concejales son elegidos por los vecinos de los municipios mediante sufragio universal, igual, libre,
directo y secreto.
7. Las concentraciones de población que dentro de un municipio constituyan núcleos separados pueden
constituirse en entidades municipales descentralizadas. La ley debe garantizarles la descentralización y la
capacidad suficientes para llevar a cabo las actividades y prestar los servicios de su competencia.

Artículo 87. Principios de organización y funcionamiento y potestad normativa.
1. Los municipios disponen de plena capacidad de autoorganización dentro del marco de las disposiciones
generales establecidas por ley en materia de organización y funcionamiento municipal.
2. Los municipios tienen derecho a asociarse con otros y a cooperar entre ellos y con otros entes públicos para
ejercer sus competencias, así como para ejercer tareas de interés común. A tales efectos, tienen capacidad
para establecer convenios y crear y participar en mancomunidades, consorcios y asociaciones, así como
adoptar otras formas de actuación conjunta. Las leyes no pueden limitar este derecho si no es para garantizar
la autonomía de los otros entes que la tienen reconocida.
3. Los municipios tienen potestad normativa, como expresión del principio democrático en que se
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fundamentan, en el ámbito de sus competencias y en los otros sobre los que se proyecta su autonomía.

Artículo 88. Principio de diferenciación.
Las leyes que afectan al régimen jurídico, orgánico, funcional, competencial y financiero de los municipios
deben tener en cuenta necesariamente las diferentes características demográficas, geográficas, funcionales,
organizativas, de dimensión y de capacidad de gestión que tienen.

Artículo 89. Régimen especial del municipio de Barcelona.
El municipio de Barcelona dispone de un régimen especial establecido por ley del Parlamento. El
Ayuntamiento de Barcelona tiene iniciativa para proponer la modificación de este régimen especial y, de
acuerdo con las leyes y el Reglamento del Parlamento, debe participar en la elaboración de los proyectos de ley
que inciden en este régimen especial y debe ser consultado en la tramitación parlamentaria de otras
iniciativas legislativas sobre su régimen especial.

Sección tercera. La veguería

Artículo 90. La veguería.
1. La veguería es el ámbito territorial específico para el ejercicio del gobierno intermunicipal de cooperación
local y tiene personalidad jurídica propia. La veguería también es la división territorial adoptada por la
Generalitat para la organización territorial de sus servicios.
2. La veguería, como gobierno local, tiene naturaleza territorial y goza de autonomía para la gestión de sus
intereses.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 40, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 91. El Consejo de veguería.
1. El gobierno y la administración autónoma de la veguería corresponden al Consejo de veguería, formado por
el Presidente o Presidenta y por los Consejeros de veguería.
2. El Presidente o Presidenta de veguería es escogido por los Consejeros de veguería de entre sus miembros.
3. Los Consejos de veguería sustituyen a las Diputaciones.
4. La creación, modificación y supresión, así como el desarrollo del régimen jurídico de las veguerías, se
regulan por ley del Parlamento. La alteración, en su caso, de los límites provinciales se llevará a cabo
conforme a lo previsto en el artículo 141.1 de la Constitución.
Se declara que los apartados 3 y 4 no son inconstitucionales, siempre que se interpreten en los términos establecidos en el fundamento jurídico 41,
por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Sección Cuarta. La comarca y los demás entes locales supramunicipales

Artículo 92. La comarca.
1. La comarca se configura como ente local con personalidad jurídica propia y está formada por municipios
para la gestión de competencias y servicios locales.
2. La creación, modificación y supresión de las comarcas, así como el establecimiento del régimen jurídico de
estos entes, se regulan por una ley del Parlamento.

Artículo 93. Los demás entes locales supramunicipales.
Los demás entes locales supramunicipales se fundamentan en la voluntad de colaboración y asociación de los
municipios y en el reconocimiento de las áreas metropolitanas. La creación, modificación y supresión, así
como el establecimiento del régimen jurídico de estos entes, se regulan por una ley del Parlamento.

CAPÍTULO VII Organización institucional propia de Arán

Artículo 94. Régimen jurídico.
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1. Arán dispone de un régimen jurídico especial establecido por ley del Parlamento. Mediante este régimen se
reconoce la especificidad de la organización institucional y administrativa de Arán y se garantiza la autonomía
para ordenar y gestionar los asuntos públicos de su territorio.
2. La institución de Gobierno de Arán es el Conselh Generau, que está formado por el Síndic, el Plen des
Conselhèrs e Conselhères Generaus y la Comission d'Auditors de Compdes. El Síndico o Síndica es la más alta
representación y la ordinaria de la Generalitat en Arán.
3. La institución de gobierno de Arán es elegida mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en
la forma establecida por ley.
4. El Conselh Generau tiene competencia en las materias que determine la ley reguladora del régimen especial
de Arán y las demás leyes aprobadas por el Parlamento y las facultades que la ley le atribuye, en especial, en
las actuaciones de montaña. Arán, a través de su institución representativa, debe participar en la elaboración
de las iniciativas legislativas que afectan a su régimen especial.
5. Una ley del Parlamento establece los recursos financieros suficientes para que el Conselh Generau pueda
prestar los servicios de su competencia.

TÍTULO IV De las competencias

CAPÍTULO I Tipología de las competencias

Artículo 110. Competencias exclusivas.
1. Corresponden a la Generalitat, en el ámbito de sus competencias exclusivas, de forma íntegra la potestad
legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva. Corresponde únicamente a la Generalitat el
ejercicio de estas potestades y funciones, mediante las cuales puede establecer políticas propias.
2. El derecho catalán, en materia de las competencias exclusivas de la Generalitat, es el derecho aplicable en
su territorio con preferencia sobre cualquier otro.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 59, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 9, la Sentencia del TC
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 111. Competencias compartidas.
En las materias que el Estatuto atribuye a la Generalitat de forma compartida con el Estado, corresponden a la
Generalitat la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, en el marco de las bases
que fije el Estado como principios o mínimo común normativo en normas con rango de ley, excepto en los
supuestos que se determinen de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto . En el ejercicio de estas
competencias, la Generalitat puede establecer políticas propias. El Parlamento debe desarrollar y concretar a
través de una ley aquellas previsiones básicas.
Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-
A-2010-11409 .

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado por Sentencia TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 112. Competencias ejecutivas.
Corresponde a la Generalitat en el ámbito de sus competencias ejecutivas, la potestad reglamentaria, que
comprende la aprobación de disposiciones para la ejecución de la normativa del Estado, así como la función
ejecutiva, que en todo caso incluye la potestad de organización de su propia administración y, en general,
todas aquellas funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a la Administración pública.
Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 61, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 9, la Sentencia del TC
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 113. Competencias de la Generalitat y normativa de la Unión Europea.
Corresponde a la Generalitat el desarrollo, la aplicación y la ejecución de la normativa de la Unión Europea
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cuando afecte al ámbito de sus competencias, en los términos que establece el Título V.

Artículo 114. Actividad de fomento.
1. Corresponde a la Generalitat, en las materias de su competencia, el ejercicio de la actividad de fomento. A
tal fin, la Generalitat puede otorgar subvenciones con cargo a fondos propios.
2. Corresponde a la Generalitat, en las materias de competencia exclusiva, la especificación de los objetivos a
los que se destinan las subvenciones estatales y comunitarias europeas territorializables así como la
regulación de las condiciones de otorgamiento y la gestión, incluyendo la tramitación y la concesión.
3. Corresponde a la Generalitat, en las materias de competencia compartida, precisar normativamente los
objetivos a los que se destinan las subvenciones estatales y comunitarias europeas territorializables, así como
completar la regulación de las condiciones de otorgamiento y toda la gestión, incluyendo la tramitación y la
concesión.
4. Corresponde a la Generalitat, en las materias de competencia ejecutiva, la gestión de las subvenciones
estatales y comunitarias europeas territorializables, incluyendo la tramitación y la concesión.
5. La Generalitat participa en la determinación del carácter no territorializable de las subvenciones estatales y
comunitarias europeas. Asimismo, participa, en los términos que fije el Estado, en su gestión y tramitación.

Artículo 115. Alcance territorial y efectos de las competencias.
1. El ámbito material de las competencias de la Generalitat está referido al territorio de Cataluña, excepto los
supuestos a que hacen referencia expresamente el presente Estatuto y otras disposiciones legales que
establecen la eficacia jurídica extraterritorial de las disposiciones y los actos de la Generalitat.
2. La Generalitat, en los casos en que el objeto de sus competencias tiene un alcance territorial superior al del
territorio de Cataluña, ejerce sus competencias sobre la parte de este objeto situada en su territorio, sin
perjuicio de los instrumentos de colaboración que se establezcan con otros entes territoriales o,
subsidiariamente, de la coordinación por el Estado de las Comunidades Autónomas afectadas.

TÍTULO VII De la reforma del Estatuto

Artículo 222.
La reforma de los Títulos que no afectan a las relaciones con el Estado.
1. La reforma de los Títulos I y II del Estatuto debe ajustarse a los siguientes procedimientos:

a) La iniciativa de la reforma corresponde al Parlamento de Cataluña, a propuesta de una quinta parte de
sus Diputados, y al Gobierno de la Generalitat. Los ayuntamientos de Cataluña pueden proponer al
Parlamento el ejercicio de la iniciativa de reforma si así lo solicita un mínimo del 20 por ciento de los
plenos municipales, que representen a un mínimo del 20 por ciento de la población. También pueden
proponerla 300.000 firmas acreditadas de los ciudadanos de Cataluña con derecho a voto. El Parlamento
debe regular estos dos procedimientos para proponer el ejercicio de la iniciativa de la reforma.
b) La aprobación de la reforma requiere el voto favorable de las dos terceras partes de los miembros del
Parlamento, la remisión y la consulta a las Cortes Generales, la ratificación de las Cortes mediante una ley
orgánica y el referéndum positivo de los electores de Cataluña.
c) Si en el plazo de treinta días a partir de la recepción de la consulta establecida en la letra b las Cortes
Generales se declaran afectadas por la reforma, esta debe seguir el procedimiento establecido en el artículo
223.
d) Una vez ratificada la reforma por las Cortes Generales, la Generalitat debe someterla a referéndum.

2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento o por el cuerpo electoral, no puede ser
sometida nuevamente a debate y votación del Parlamento hasta que haya transcurrido un año.
Se declara que el apartado 1, letra d) no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 147,
por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 223. La reforma del resto de los Títulos.
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1. La reforma de los Títulos del Estatuto no incluidos en el artículo 222 debe ajustarse al siguiente
procedimiento:

a) La iniciativa de reforma corresponde al Parlamento, al Gobierno de la Generalitat y a las Cortes
Generales. Los Ayuntamientos y los titulares del derecho de voto al Parlamento pueden proponer al
Parlamento que ejerza la iniciativa de reforma en los términos establecidos por el artículo 222.1.a).
b) La aprobación de la reforma requiere el voto favorable de las dos terceras partes de los miembros del
Parlamento, la aprobación de las Cortes Generales mediante una ley orgánica y, finalmente, el referéndum
positivo de los electores.
c) Una vez aprobada la propuesta de reforma del Estatuto, el Parlamento debe enviarla al Congreso de los
Diputados.
d) La propuesta de reforma puede ser sometida a un voto de ratificación del Congreso y del Senado de
acuerdo con el procedimiento que establecen los reglamentos parlamentarios respectivos. El Parlamento
debe nombrar una delegación para presentar la propuesta de reforma del Estatuto ante el Congreso y el
Senado. Si las Cortes Generales ratifican la propuesta de reforma del Estatuto, se considera aprobada la ley
orgánica correspondiente.
e) Si no se aplica el procedimiento establecido en la letra d), debe constituirse una comisión mixta
paritaria, formada por miembros de la comisión competente del Congreso de los Diputados y una
delegación del Parlamento con representación proporcional de los grupos parlamentarios, para formular
de común acuerdo, y por el procedimiento que establece el Reglamento del Congreso de los Diputados, una
propuesta conjunta en el plazo de dos meses.
f) La tramitación de la propuesta de reforma del Estatuto en el Senado debe seguir un procedimiento
análogo al establecido por la letra e en los términos del Reglamento del Senado. En este caso, la delegación
del Parlamento, con las correspondientes adaptaciones, debe constituir, conjuntamente con miembros de
la Comisión competente del Senado, una Comisión mixta paritaria para formular de común acuerdo una
propuesta conjunta.
g) Si la Comisión mixta paritaria no logra formular una propuesta conjunta, la propuesta de reforma del
Estatuto debe tramitarse de acuerdo con el procedimiento ordinario establecido por los respectivos
reglamentos parlamentarios.
h) El Parlamento, por la mayoría absoluta de sus miembros, puede retirar las propuestas de reforma que
haya aprobado en cualquier momento de la tramitación en las Cortes Generales antes de que sean
aprobadas de forma definitiva. La retirada de la propuesta de reforma no conlleva en caso alguno la
aplicación de lo que establece el apartado 2.
i) La aprobación de la reforma por las Cortes Generales mediante una ley orgánica incluirá la autorización
del Estado para que la Generalitat convoque en el plazo máximo de seis meses el referéndum a que se
refiere la letra b).

2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento, por las Cortes Generales o por el cuerpo
electoral, no puede ser sometida nuevamente a debate y votación del Parlamento hasta que haya transcurrido
un año.
Se declara que el apartado 1.i) no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 147, por
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409
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PONTE A PRUEBA

6 preguntas del Tema 3

1. Según el artículo 2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, el sistema institucional en el que se organiza 
políticamente el autogobierno de Cataluña se denomina:

A) El Consejo de Garantías Estatutarias.

B) Generalitat de Catalunya.

C) Delegación del Gobierno en Cataluña.

D) La Administración central delegada de la Generalitat de Catalunya

2. ¿Cuáles son las instituciones políticas básicas en que se organiza políticamente el autogobierno de 
Cataluña recogidas en el Estatuto de Autonomía?

A) Parlamento de Cataluña, Presidencia, Gobierno, Síndic de Greuges y Tribunal de Justicia de Cataluña.

B) Parlamento de Cataluña, Presidencia, Gobierno y Síndic de Greuges.

C) Parlamento de Cataluña, Gobierno y entes locales.

D) Parlamento de Cataluña, Presidencia y Gobierno.

3. El presidente de la Generalitat:

A) Es elegido por el pueblo y nombrado por el Rey.

B) Es elegido por el Parlamento y nombrado por el Rey.

C) Es elegido por el Parlamento y nombrado por el presidente del Gobierno del Estado.

D) Es escogido y nombrado por el Parlamento.

4. Señale la respuesta CORRECTA:

A) Corresponde a la Generalitat, en el ámbito de sus competencias ejecutivas, la potestad reglamentaria, que 
comprende la aprobación de disposiciones para la ejecución de la normativa del Estado, y también la función 
ejecutiva, que en todo caso incluye la potestad de organización de su propia administración y, en general, todas 
las funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a la Administración pública.

B) Corresponde a la Generalitat, en el ámbito de sus competencias ejecutivas, la potestad reglamentaria 
(aprobación de disposiciones para la ejecución de normativa del Estado y la UE) y, en general, todas las 
funciones y actividades que el ordenamiento atribuye a la Administración pública.

C) Corresponde a la Generalitat, en el ámbito de sus competencias ejecutivas, la potestad reglamentaria, que 
comprende la aprobación de disposiciones para la ejecución de la normativa del Estado, y también la función 
ejecutiva, que en todo caso incluye la potestad de organización de su propia administración.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

5. Según el Estatuto autonómico de Cataluña, no son derechos en el ámbito político y de la administración:

A) Derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son competencia de la 
Generalitat.

B) Derechos de las personas a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de malos tratos 
y de todo tipo de discriminación.

C) Derechos de participación en condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Cataluña.

D) Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.
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6. De acuerdo con el artículo 6 del Estatuto de Autonomía, en Cataluña:

A) La única lengua oficial es el catalán

B) La única lengua oficial es el castellano

C) El catalán y el castellano son lenguas oficiales

D) El catalán, el castellano y el aranés son lenguas propias de todo el territorio de Cataluña

SOLUCIONES 1 B · 2 D · 3 B · 4 A · 5 B · 6 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

El Ayuntamiento de Barcelona: organización municipal. Especial 
referencia a la organización política, ejecutiva, territorial y funcional. 

La Carta Municipal. Contenido y principales características de la 
actual Carta Municipal. El Reglamento de uso de la lengua catalana del 

Ayuntamiento de Barcelona.

Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona

CMB · BOE-A-1999-2518 · arts. 1 a 7 · arts. 8 a 19 · arts. 20 a 25 · arts. 45 a 50 — 31 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. La ciudad de Barcelona es la capital de Cataluña.
2. La ciudad de Barcelona goza de un régimen especial, garantizado por el artículo 89 del Estatuto de
Autonomía de Cataluña e integrado por la presente Carta, por la legislación que regula el régimen especial del
municipio de Barcelona y por las disposiciones emanadas del Ayuntamiento de Barcelona en ejercicio de su
potestad normativa.
3. El término municipal de la ciudad de Barcelona es el actual en el momento de entrar en vigor la presente
Carta. A iniciativa del Ayuntamiento de Barcelona, corresponde al Parlamento de Cataluña, mediante Ley, la
alteración de dicho término municipal.
Se modifica el apartado 2 por el art. 1 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

Artículo 2.
1. El Ayuntamiento de Barcelona debe promover y llevar a cabo actividades de interés común con otras
ciudades, especialmente las adyacentes, con las demás Administraciones Públicas y con instituciones y
organismos europeos e internacionales, en el ámbito de las competencias que le atribuyen la presente Carta y
la legislación general de régimen local.
2. El Ayuntamiento de Barcelona debe promover que la ciudad sea sede de organismos dependientes de otros
niveles de administración y de instituciones europeas e internacionales.

Artículo 3.
1. La ciudad de Barcelona ostenta los títulos otorgados en atención a su historia y tradición y, en concreto, el
de Ciudad Condal.
2. El escudo oficial de la ciudad de Barcelona se inspira en el de Pedro III el Ceremonioso.
3. La bandera oficial de la ciudad de Barcelona es cuartelada e incorpora los cuatro palos rojos en los cuarteles
superior derecho e inferior izquierdo sobre fondo amarillo, y la cruz de San Jorge en los cuarteles superior
izquierdo e inferior derecho sobre fondo blanco.
4. Corresponde al Ayuntamiento de Barcelona proteger, preservar y promover los valores simbólicos, el
prestigio y la buena reputación asociados a la denominación Barcelona .
5. Se autoriza al Plenario del Consejo Municipal de Barcelona a desarrollar por reglamento las disposiciones
del presente artículo. Se añaden los apartados 4 y 5 por el art. 2 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-
A-2015-469 . Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. 1.1 y 2 de la Ley 11/2006, de 19 de julio. Ref. BOE-
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A-2006-14901 .

Artículo 4.
1. El catalán, lengua propia de Cataluña, lo es también del Ayuntamiento de Barcelona.
2. El Ayuntamiento de Barcelona debe garantizar el uso del castellano, dentro del marco constitucional y
estatutario. El Ayuntamiento debe hacer posible la atención a los ciudadanos y ciudadanas que pertenecen a
minorías lingüísticas.
3. El Ayuntamiento de Barcelona debe normalizar el uso del catalán en el ámbito de sus competencias.
4. El Ayuntamiento de Barcelona debe fomentar el uso del catalán en el ámbito de las relaciones
internacionales, para promover y reforzar el multilingüismo y la multiculturalidad en el marco mundial.

Artículo 5.
1. La presente Carta se configura como norma básica del ordenamiento jurídico propio del gobierno local de la
ciudad de Barcelona. Cualquier norma sectorial que afecte a los gobiernos locales debe tener en cuenta el
régimen especial de la ciudad de Barcelona, en los términos que establece el artículo 89 del Estatuto de
Autonomía.
2. En todo lo que no esté previsto en la presente Carta son aplicables las normas generales sobre régimen local
y las normas reguladoras de los diferentes sectores de la acción pública.
Se modifica por el art. 3 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

Artículo 6.
Corresponde al Ayuntamiento de Barcelona el desarrollo reglamentario de la presente Carta en los ámbitos de
la organización, obras, actividades y servicios municipales.

Artículo 7.
El Ayuntamiento de Barcelona tiene legitimación para recurrir directamente ante el Tribunal Constitucional
contra las Leyes y disposiciones con fuerza de ley del Estado y de la Generalidad de Cataluña y, si procede, las
disposiciones de rango inferior, cuando contravengan a la autonomía local, garantizada por el artículo 140 de
la Constitución, de acuerdo con el procedimiento y los términos establecidos en la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.

TÍTULO I Organización del Gobierno Municipal

CAPÍTULO I Órganos municipales

Artículo 8.
El Gobierno Municipal actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización,
desconcentración y coordinación. Deben ser criterios esenciales de su organización diferenciar las funciones
deliberantes de ordenación, programación y control de las ejecutivas de gobierno y administración, y
desarrollar la descentralización y desconcentración territorial y fomentar la participación ciudadana.

Artículo 9.
El gobierno del municipio de Barcelona corresponde, en los términos de la presente Carta, a los órganos
siguientes:
a) El Consejo Municipal.
b) El Alcalde o Alcaldesa.
c) La Comisión de Gobierno.
d) Los Presidentes y Concejales de Distrito, si procede.
e) Los Consejos de Distrito.

CAPÍTULO II El Consejo Municipal
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Artículo 10.
1. El Consejo Municipal es el órgano de máxima representación política de los ciudadanos en el gobierno de la
ciudad. Está formado por los Concejales y presidido por el Alcalde o Alcaldesa.
2. El sistema electoral es el establecido en la legislación general sobre elecciones municipales.
3. Los extranjeros gozan del derecho de sufragio en las elecciones municipales en los términos establecidos en
las normas vigentes.
4. El Ayuntamiento de Barcelona debe interesar a los órganos competentes para que legislen y celebren
tratados internacionales que promuevan los instrumentos adecuados a fin de que todas las personas
empadronadas en el municipio puedan gozar de estos derechos.
5. Los extranjeros empadronados pueden participar en referéndums y otros procedimientos consultivos que
promueva el Ayuntamiento.

Artículo 11.
1. El Consejo Municipal tiene las siguientes atribuciones:

a) Impulsar, controlar y fiscalizar los demás órganos de gobierno.
b) Aprobar el Código Ético de actuación de todo el personal al servicio del municipio.
c) Ejercer la iniciativa para alterar el término municipal.
d) Aprobar el escudo, la bandera y los demás símbolos distintivos de la ciudad.
e) Aprobar de forma definitiva el Reglamento Orgánico, las ordenanzas y cualquier otra norma local cuya
aprobación no se atribuya a ningún otro órgano municipal.
f) Aprobar y modificar el Reglamento Orgánico que regula la composición y elección de los Consejos de
Distrito.
g) Aprobar el Plan General de Acción Municipal, el Programa de Actuación, el Plan de Inversiones y el
Programa Financiero.
h) Informar de los proyectos del Plan Territorial General, el Plan Territorial Parcial y sus revisiones o
modificaciones.
i) Ordenar e imponer tributos, establecer los precios públicos, no especificados en el artículo 16.m), y
aprobar los presupuestos y cuentas.
j) Aprobar de forma provisional el Plan General y sus revisiones y modificaciones, en el ámbito de su
término municipal.
k) Aprobar de forma definitiva los planes parciales y especiales, las ordenanzas y demás normas
urbanísticas.
l) Ejercer actividades económicas, constituir sociedades mercantiles para llevarlas a cabo, y participar en
ellas, y crear otros entes de interés municipal.
m) Decidir sobre servicios reservados, de acuerdo con lo establecido en el artículo 86 de la Ley de Bases de
Régimen Local y los artículos 227, 228 y 229 de la Ley 8/1987, de 15 de abril, Municipal y de Régimen Local
de Cataluña.
n) Aceptar la delegación de competencias hecha por otras Administraciones.
o) Ejercer acciones judiciales contra miembros de la Corporación.
p) Adquirir bienes y derechos cuando su valor sea superior a 2.500 millones de pesetas, así como hacer las
enajenaciones patrimoniales en los siguientes supuestos: Primero. Cuando se trate de bienes inmuebles, o
de bienes muebles que hayan sido declarados de valor histórico o artístico y su enajenación no esté prevista
en el presupuesto. Segundo. Cuando, incluso estando prevista en el presupuesto, la enajenación supere las
cuantías indicadas para la adquisición de bienes.
q) Transferir funciones, actividades o servicios a otras Administraciones.
r) Contratar obras y concesiones de toda clase si su importe supera los 2.500 millones de pesetas, así como
si se trata de contratos y concesiones plurianuales de duración superior a los cuatro años, o de plurianuales
de menor duración si el importe acumulado de sus anualidades es superior a la cuantía antes señalada.
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s) Acordar la participación en organizaciones supramunicipales.
t) Aprobar y concertar las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda el 10 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto, excepto las de Tesorería, que le
corresponden si el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supera el 15 por 100 de
los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior.
u) Ceder a título gratuito bienes a otras Administraciones, instituciones públicas o entidades privadas, en
los supuestos autorizados por las normas reguladoras del patrimonio municipal.
v) Aprobar los expedientes de municipalización.
w) Aprobar la plantilla de personal y la relación de puestos de trabajo, determinar la cuantía de las
retribuciones fijas y periódicas de los funcionarios y establecer el número y régimen del personal eventual.
x) Alterar la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
y) Votar sobre la moción de censura al Alcalde o Alcaldesa y la cuestión de confianza planteada por éste,
que se rige por la legislación electoral general.
z) Las demás que la presente Carta le atribuye.

2. Los grupos municipales constituidos en el Consejo Municipal pueden formular directrices, orientaciones y
recomendaciones propias, de carácter general, de la forma que se determine por reglamento. Cualquier grupo
puede someter al Consejo Municipal propuestas de acuerdo sobre materias de la competencia de éste. El
Reglamento Orgánico debe regular este procedimiento.
3. Es necesario el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros del Consejo Municipal
para adoptar los siguientes acuerdos:

a) Aprobar y modificar con carácter definitivo el Reglamento Orgánico.
b) Aprobar la organización territorial en distritos y aprobar con carácter definitivo el Reglamento de
Composición y Elección de los Consejos de Distrito.
c) Transferir funciones o actividades a otras Administraciones Públicas.
d) Enajenar bienes cuando su cuantía exceda el 20 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.
e) Ceder a título gratuito bienes a otras Administraciones o instituciones públicas.
f) Aprobar provisionalmente los planes generales y su revisión o modificación.
g) Hacer la concesión de bienes o servicios por más de cinco años, siempre y cuando la cuantía exceda el 20
por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.
h) Aprobar operaciones financieras o de crédito si la cuantía excede el 10 por 100 de los recursos ordinarios
del presupuesto, así como las operaciones de crédito previstas en el artículo 158.5 de la Ley del Estado
39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales.
i) Crear, modificar y disolver mancomunidades u otras organizaciones asociativas, participar en ellas, así
como aprobar y modificar sus estatutos.
j) (Suprimida)
k) Alterar la calificación jurídica de los bienes demaniales.
l) Aprobar el escudo, la bandera y los demás símbolos distintivos de la ciudad.

4. Las competencias del Consejo Municipal son indelegables en el Alcalde o Alcaldesa y en la Comisión de
Gobierno, sin perjuicio de los encargos que, para una concreción más adecuada y una mejor ejecución de sus
acuerdos, pueda hacer el Consejo Municipal a cualquiera de estos órganos de gobierno o a alguno de sus
miembros.
Se suprime la letra j) por el art. 4 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 . Se modifican los apartados 1.d) y 3.l) por el art. 1.3
y 4 de la Ley 11/2006, de 19 de julio. Ref. BOE-A-2006-14901 .

Artículo 12.
1. La creación de comisiones corresponde al Plenario del Consejo Municipal. El Reglamento Orgánico debe
establecer su número, ámbito de actuación y régimen de funcionamiento, en todo lo que no esté establecido
en la presente Carta. En cualquier caso, es obligatoria la existencia de la Comisión de Hacienda, Presupuestos
y Cuentas.
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2. Corresponden a las comisiones del Consejo Municipal las siguientes funciones, en relación con las materias
de su ámbito de actuación:

a) Las que les atribuya o delegue el Consejo Municipal. No son atribuibles ni delegables las funciones
decisorias establecidas en las letras b), c), d), e), f), g), h), i), j), k), l), m), n), o), p), q), s), t), u), v), w), x) e y)
del artículo 11.1, y en el apartado 3 del mismo artículo 11. Tampoco es delegable la competencia definida
en la letra r) del artículo 11.1 si la concesión de bienes y servicios es para más de cinco años, siempre y
cuando su cuantía exceda el 20 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto.
b) Aprobar inicialmente los proyectos de Reglamento Orgánico, ordenanzas y demás normas municipales,
así como los planes e instrumentos urbanísticos cuya aprobación definitiva o la que ponga fin a la
tramitación municipal corresponda al Plenario del Consejo Municipal.
c) Aprobar inicialmente el presupuesto.
d) Aprobar inicialmente el Plan General de Actuación Municipal, el Programa de Actuación, el Plan de
Inversiones y el Programa Financiero.
e) Dictaminar sobre los asuntos que deben someterse al Plenario del Consejo Municipal, salvo los asuntos
de necesidad urgente que presente el Alcalde o Alcaldesa y sobre los que el Plenario aprecie su urgencia.
f) Impulsar, controlar y fiscalizar la actividad de los órganos de la Administración Municipal Ejecutiva.

3. El orden del día de las comisiones debe ser elaborado por el Presidente o Presidenta de la Comisión, en la
forma que se determine por Reglamento, y debe incluir obligatoriamente los puntos que le envíe el Alcalde o
Alcaldesa o la Junta de Portavoces del Consejo Plenario.
4. Las sesiones de las comisiones pueden ser públicas. Deben serlo en cualquier caso cuando tengan carácter
decisorio, de acuerdo con lo que establecido en el apartado 2.a).

CAPÍTULO III El Alcalde o Alcaldesa

Artículo 13.
1. El Alcalde o Alcaldesa es el Presidente o Presidenta de la Corporación Municipal. Tiene las siguientes
atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la Administración municipales; impulsar e inspeccionar los servicios y obras
municipales, mediante las correspondientes instrucciones generales y singulares.
b) Representar al Ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Plenario del Consejo Municipal y de la Comisión de Gobierno.
d) Organizar la Administración Municipal Ejecutiva y nombrar a los Tenientes de Alcalde y Concejales de
Distrito.
e) Dictar Decretos y Bandos y velar para que se cumplan.
f) Llevar la gestión económica de acuerdo con el presupuesto aprobado; disponer gastos dentro de los
límites de su competencia; ordenar pagos y rendir cuentas; todo ello de conformidad con lo dispuesto en la
Ley del Estado 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales, o la específica que se apruebe para
Barcelona, de acuerdo con lo establecido en el artículo 142 de la citada Ley.
g) Concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contenidas en el artículo 158.5 de la Ley del
Estado 39/1988, Reguladora de las Haciendas Locales, o de lo que se legisle específicamente para
Barcelona, de acuerdo con el artículo 142 de la citada Ley, siempre que dichas operaciones estén previstas
en el presupuesto, el Plan General de Inversiones, el Programa de actuación o las bases de ejecución del
presupuesto, y su importe acumulado, dentro de cada ejercicio económico, no supere el 10 por 100 de los
recursos ordinarios, excepto las de Tesorería que le corresponden si el importe acumulado de las
operaciones vivas en cada momento no supera el 15 por 100 de los ingresos liquidados en el ejercicio
anterior.
h) Ejercer la dirección superior de todo el personal de la Administración Municipal y la Jefatura de la
Policía Municipal.
i) Aprobar la oferta pública de empleo, de acuerdo con el presupuesto y la plantilla aprobados por el
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Consejo Municipal; aprobar las bases de las convocatorias para la selección del personal y de los concursos
de provisión de puestos de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y
periódicas.
j) Nombrar y sancionar al personal, incluidas la separación del servicio de los funcionarios de la
Corporación y el despido del personal laboral, de cuyas disposiciones debe dar cuenta al Plenario en la
primera sesión que celebre.
k) Ejercer acciones judiciales y administrativas para la defensa jurídica de la Corporación.
l) Adoptar personalmente y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o infortunio público, o de riesgo
grave de éstos, las medidas necesarias y adecuadas, de las que debe darse cuenta inmediatamente al
Plenario o a la Comisión del Consejo Municipal que sea competente por razón de la materia.
m) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad y las infracciones de la presente Carta, de las
ordenanzas municipales y demás disposiciones, si así lo disponen.
n) Disponer las contrataciones y concesiones de todo tipo que no superen los 1.000 millones de pesetas,
incluidas las de carácter plurianual si no tienen una duración superior a los cuatro años, siempre y cuando
el importe acumulado de todas las anualidades no supere la citada cantidad.
o) Disponer la adquisición de bienes y derechos si su valor no supera los 1.000 millones de pesetas, así
como la enajenación del patrimonio que no supere la cantidad indicada en los siguientes supuestos:
Primero. La de bienes inmuebles, siempre y cuando esté prevista en el presupuesto. Segundo. La de bienes
muebles, excepto los declarados de valor histórico o artístico cuya enajenación no esté prevista en el
presupuesto.
p) Conceder licencias, si así lo disponen las Leyes y Reglamentos.
q) Ordenar la publicación, ejecución y cumplimiento de los acuerdos del Ayuntamiento.
r) Las demás que expresamente le atribuyan las Leyes y las que la presente Carta y la normativa vigente
asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Las atribuciones del Alcalde o Alcaldesa enumeradas en las letras d) y e) del apartado 1 son indelegables.
Las demás atribuciones pueden ser delegadas o desconcentradas a la Comisión de Gobierno, los Concejales y
los órganos y cargos directivos de la Administración Ejecutiva.

Artículo 14.
Los Tenientes de Alcalde son nombrados por el Alcalde o Alcaldesa de entre los Concejales, y deben
sustituirlo, en caso de ausencia, enfermedad o vacante, de la forma que el Alcalde o Alcaldesa determine.

CAPÍTULO IV La Comisión de Gobierno

Artículo 15.
1. La Comisión de Gobierno está integrada por el Alcalde o Alcaldesa, los Tenientes de Alcalde y los Concejales
a los que nombre el Alcalde o Alcaldesa, y debe dar cuenta al Consejo Municipal de dichos nombramientos.
2. También pueden integrar la Comisión de Gobierno los Concejales de Distrito.

Artículo 16.
La Comisión de Gobierno tiene las siguientes atribuciones:
a) Ejercer la iniciativa del Gobierno Municipal mediante la aprobación de los proyectos de las siguientes
normas e instrumentos y proponer a los órganos competentes la aprobación: Primero. De los Reglamentos
Orgánicos y ordenanzas y demás normas locales de su competencia. Segundo. Del presupuesto. Tercero. Del
Plan General de Actuación Municipal, el Programa de Actuación, el Plan de Inversiones, el Programa
Financiero y sus modificaciones.
b) Aprobar los proyectos de urbanización y dar cuenta de dicha aprobación al Consejo Municipal.
c) Aprobar los instrumentos de gestión urbanística previstos en el planeamiento.
d) Declarar la ocupación urgente en las expropiaciones a las que se refiere el artículo 72, y dar cuenta de dicha
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declaración al Consejo Municipal.
e) Aprobar las formas de gestión de los servicios, salvo los supuestos del artículo 11.1.m) y de los que, de
acuerdo con la presente Carta, corresponden a otros órganos municipales.
f) Contratar y conceder todo tipo de obras y servicios, suministros, consultoría y asistencia, servicios y
trabajos específicos y concretos no habituales, conceder bienes si su importe es superior a 1.000 millones de
pesetas y no excede los 2.500 millones de pesetas, siempre y cuando que no tengan una duración superior a los
cuatro años y que el importe acumulado de todas las anualidades no supere la citada cantidad.
g) Aprobar las normas específicas de cada convocatoria para la selección de personal, de las previstas en la
oferta pública de empleo, de acuerdo con las bases generales aprobadas por el Alcalde o Alcaldesa.
h) Autorizar o denegar la compatibilidad del personal al servicio del Ayuntamiento para el ejercicio de un
segundo puesto de trabajo o actividad.
i) Plantear conflictos de competencia con otras Entidades Locales y Administraciones Públicas; estas acciones
debe ratificarlas el Consejo Municipal en la primera sesión que celebre.
j) Enajenar bienes, en los supuestos no reservados al Consejo Municipal.
k) Acordar la cesión onerosa por cualquier título del uso de los bienes patrimoniales.
l) Adquirir bienes a título oneroso si el gasto es superior a 1.000 millones de pesetas y no excede los 2.500
millones de pesetas, o a título gratuito si hay condiciones o cargas.
m) Aprobar los precios públicos de los servicios.
n) Acordar la declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
o) Las que le delegue el Alcalde o Alcaldesa.

CAPÍTULO V Organización y funcionamiento del Consejo Municipal

Artículo 17.
1. El Consejo Municipal funciona en Plenario y en comisiones.
2. El número de Concejales que puede designar cada grupo municipal para integrar las comisiones del Consejo
Municipal debe ser proporcional a la composición del Plenario. En las comisiones en las que no se pueda
garantizar esta proporcionalidad, debe actuarse con voto ponderado. Para la adopción de acuerdos de carácter
resolutorio mediante este procedimiento es imprescindible que todos los miembros de un mismo grupo
político voten en idéntico sentido; en caso contrario, debe utilizarse necesariamente el sistema de votación
ordinaria.
3. Los Presidentes de las Comisiones son nombrados por el Plenario del Consejo Municipal de entre los
Concejales que las integran.
Se modifica el apartado 2 por el art. 5 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

Artículo 18.
1. Cada grupo municipal designa el portavoz que debe representarlo en sus relaciones con todos los órganos
municipales. Cada grupo puede designar también un portavoz adjunto.
2. Los portavoces de los grupos municipales constituyen la Junta de Portavoces, que está presidida por el
Presidente o Presidenta del Consejo Municipal o el Teniente o Tenienta de Alcalde en quien delegue.
3. Los acuerdos de la Junta de Portavoces deben adoptarse por voto ponderado. Corresponde a cada portavoz
un número de votos igual al del número de Concejales del Grupo Municipal que representa. En caso de
empate, decide el Presidente o Presidenta haciendo uso del voto de calidad.
4. Corresponde a la Junta de Portavoces debatir el orden del día de las sesiones ordinarias del Consejo
Municipal propuesto por el Alcalde o Alcaldesa y, si procede, modificarlo.

Artículo 19.
Corresponde al Consejo Municipal regular, mediante el Reglamento Orgánico, su funcionamiento. En
cualquier caso, esta regulación debe garantizar:
a) La proporcionalidad en la composición de las comisiones del Consejo Municipal y la resolución de las
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votaciones mediante voto ponderado en los supuestos en los que no sea posible dicha proporcionalidad. Para
la adopción de acuerdos de carácter resolutorio, se entiende que no existe empate si la igualdad de votos,
siendo idéntico el sentido en que hayan votado todos los miembros de la Comisión de un mismo grupo
municipal, puede dirimirse ponderando el número de votos de que dispone cada grupo en el Plenario del
Consejo Municipal.
b) La constitución de los grupos municipales y la dotación de los medios materiales, económicos y personales
necesarios para su funcionamiento.
c) La constitución de la Junta de Portavoces, que debe estar integrada por un representante de cada uno de los
grupos municipales.
d) Los actos de intervención de los Concejales, individualmente o integrados en los respectivos grupos, en el
Consejo Municipal.
Se modifica la letra a) por el art. 6 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

TÍTULO II Los distritos

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 20.
Los distritos son órganos territoriales para la desconcentración de la gestión y descentralización de la
participación ciudadana y para la aplicación de una política municipal orientada a la corrección de los
desequilibrios y la representación de los intereses de los distintos barrios y zonas del municipio. La actuación
de los distritos debe ajustarse a los principios de unidad de gobierno, eficacia, coordinación y solidaridad.

Artículo 21.
1. Corresponde al Consejo Municipal acordar el establecimiento de distritos, así como establecer su número y
límites territoriales, organización y funciones.
2. La organización en distritos se extiende a todo el término municipal. Transitoriamente, mediante Acuerdo
del Consejo Municipal, puede hacerse excepción de las zonas del municipio en las que, por las características
especiales de las actuaciones a realizar, sea aconsejable que éstas sean llevadas a cabo por los órganos
centrales.
3. El presupuesto municipal debe garantizar que cada año el 15 por 100 de sus recursos ordinarios, como
mínimo, sean gestionados por los distritos.

CAPÍTULO II Organización de los distritos

Artículo 22.
1. El Presidente o Presidenta del Consejo de Distrito es nombrado y separado por el Alcalde o Alcaldesa de
entre los Concejales, a propuesta del Consejo de Distrito, de acuerdo con lo que disponga el Reglamento
Orgánico.
2. Corresponde al Presidente o Presidenta del Consejo de Distrito:

a) Representar al Ayuntamiento y al distrito en la demarcación del distrito, sin perjuicio de la función
representativa general del Alcalde o Alcaldesa.
b) Convocar y presidir las sesiones del Consejo de Distrito y establecer su orden del día.
c) Someter al Consejo de Distrito el proyecto de Reglamento de Funcionamiento Interno del Consejo.
d) Someter al Consejo de Distrito la propuesta del Plan y Programa de Actuación para que, si procede, lo
apruebe.
e) Elevar a los demás órganos municipales las propuestas del Consejo de Distrito.
f) Fomentar las relaciones del Ayuntamiento con las entidades cívicas y culturales del distrito e informar a
los administrados de la actividad municipal mediante los correspondientes órganos de participación.
g) (Suprimido)
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h) Convocar y presidir las sesiones del Consejo de Entidades y Asociaciones del Distrito en los supuestos
que establezcan el Reglamento Orgánico Municipal y demás órganos consultivos.
i) Las demás que le delegue expresamente el Alcalde o Alcaldesa.

Se suprime el apartado 2.g) por el art. 7 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

Artículo 23.
1. El Reglamento orgánico municipal debe regular la composición de los consejos de distrito y la elección de
sus miembros. El régimen jurídico relativo a sus derechos económicos y prestaciones sociales es el mismo que
el relativo a los miembros electos del Ayuntamiento.
2. Corresponde al Consejo de Distrito:

a) Aprobar, a propuesta del Presidente o Presidenta del Consejo de Distrito, el Reglamento Interno de
Organización y Funcionamiento del Distrito.
b) Aprobar el Programa de Actuación del distrito y someterlo al Consejo Municipal.
c) Proponer a los órganos de Gobierno Municipal la inclusión de asuntos en el orden del día y trasladar las
propuestas de acuerdo.
d) Elaborar estudios sobre las necesidades del distrito.
e) Proponer al órgano municipal competente la aprobación de instrumentos de ordenación urbanística que
afecten el ámbito territorial del distrito.
f) Emitir informe preceptivo en los siguientes procedimientos: Programa de Actuación Municipal.
Instrumentos de ordenación urbanística que afecten el ámbito territorial del distrito. Proyectos de
equipamientos del distrito. Concesión de viviendas en el territorio del distrito. Desarrollo del proceso de
descentralización y participación. Estudio de las peticiones e iniciativas individuales y colectivas de los
vecinos, a efectos de trasladarlas, con el correspondiente informe, a los órganos municipales competentes.
Los presupuestos municipales.
g) El control y fiscalización de los órganos cuando el ámbito territorial de actuación sea el del distrito.

3. Los acuerdos a los que se refieren las letras c) y e) del apartado 2 deben adoptarse por las mayorías
establecidas en el artículo 11.4.
Se modifica el apartado 1 por el art. 8 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

Artículo 24.
El Alcalde o Alcaldesa debe delegar en un Concejal o Concejala, que recibe la denominación de Concejal o
Concejala de Distrito, sus atribuciones para que puedan ser ejercidas en el ámbito territorial del distrito, sin
perjuicio de las correspondientes a sus órganos de gobierno. En dicho supuesto, le corresponden a dicho
Concejal o Concejala, como mínimo, las siguientes atribuciones:
a) Dirigir la administración del distrito y ejercer la dirección del personal adscrito.
b) Impulsar e inspeccionar los servicios y obras del distrito.
c) Disponer gastos dentro de los límites de su competencia, autorizar y ordenar el pago y rendir cuentas.
d) Elaborar la plantilla orgánica del distrito y definir la organización de los servicios.
e) Velar por la protección ciudadana al distrito y adoptar, en caso de emergencia, las medidas necesarias de
carácter urgente para la seguridad de las personas y bienes, de las que debe dar cuenta inmediatamente a la
Alcaldía, y establecer la coordinación necesaria, de acuerdo con las directrices establecidas por la Junta Local
de Seguridad.
f) Asegurar la relación constante del distrito con los distintos sectores de la Administración Municipal.
g) Las demás que le delegue el Alcalde o Alcaldesa.
Se modifica la letra b) por el art. 9 de la Ley 18/2014, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2015-469 .

CAPÍTULO III Régimen jurídico de los distritos

Artículo 25.
1. Los acuerdos de los órganos colegiados del distrito deben adoptarse por mayoría simple de sus miembros,
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salvo lo dispuesto en el artículo 23.3.
2. Se puede recurrir ante el Alcalde o Alcaldesa contra los actos de los órganos del distrito que sean definitivos
o que, incluso siendo de trámite, decidan directamente o indirectamente el fondo del asunto de forma que
pongan fin al procedimiento o bien suspendan su continuación, o que causen indefensión.

TÍTULO V Organización municipal ejecutiva

CAPÍTULO I Formas de organización para la gestión de los servicios y actividades municipales

Artículo 45.
Los servicios y las actividades municipales deben gestionarse de la forma más sostenible y eficiente de entre
las que se enumeran a continuación:
1. Gestión directa:

a) Gestión indiferenciada.
b) Gestión desconcentrada.
c) Gestión funcionalmente descentralizada, mediante: I) Organismo autónomo local. II) Entidad pública
empresarial local. III) Sociedad mercantil municipal con capital social aportado bien íntegramente por el
Ayuntamiento, bien por el Ayuntamiento y/o por organismos autónomos o entidades públicas
empresariales locales o por otras sociedades mercantiles municipales. IV) Sociedad mercantil
pluripersonal con capital social íntegramente público mayoritariamente aportado por el Ayuntamiento o
cualquiera de sus entidades dependientes. V) Otras formas jurídicas establecidas por la legislación
aplicable.

2. Gestión indirecta, mediante las diferentes formas establecidas por la legislación.
Se modifica por el art. único.1 de la Ley 3/2025, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2025-6381

Artículo 46.
1. El Consejo Municipal, el Alcalde o Alcaldesa y la Comisión de Gobierno pueden desconcentrar y
descentralizar las respectivas competencias a otros órganos municipales o a Concejales.
2. Los centros gestores son órganos con autonomía funcional y presupuestaria, sin personalidad jurídica,
cuyas características son la homogeneidad o afinidad del producto, la autosuficiencia para la producción de
resultados y la gestión por objetivos.

Artículo 47.
1. Los organismos autónomos, las entidades públicas empresariales y las sociedades mercantiles municipales
pueden adoptar las formas establecidas por la legislación del Estado y de la Generalitat aplicable en materia de
sector público institucional.
2. Los organismos y entidades a los que hace referencia el apartado 1 pueden financiarse mediante tasas,
precios públicos, prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias o tarifas aprobadas por el
Ayuntamiento, o bien por aportaciones económicas del Ayuntamiento o de sus entidades o sociedades
dependientes.
3. Las entidades a las que hace referencia el artículo 45.1.c ejercen sus funciones de acuerdo con sus estatutos,
los cuales deben establecer su finalidad, estructura organizativa y régimen de funcionamiento, de
responsabilidad, de financiación y de autonomía funcional. Los estatutos de estas entidades deben determinar
la forma de designación y el funcionamiento de los órganos de gobierno y de los órganos de dirección superior.
4. El Ayuntamiento de Barcelona, a través del plan de actuaciones municipal, del plan de inversiones, del
programa financiero, del contrato programa y demás instrumentos de planificación análogos, según
corresponda, debe concretar la relación de actividades, los objetivos, la evaluación de resultados y la
financiación necesaria para que las entidades a las que hace referencia el artículo 45.1.c puedan ejercer las
funciones establecidas por sus estatutos, sin perjuicio de que los órganos municipales competentes acuerden
motivadamente transferencias económicas para llevar a cabo actuaciones específicas que no estén incluidas
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en los instrumentos mencionados.
5. Las entidades a las que hace referencia el artículo 45.1.c, además de prestar servicios municipales y realizar
actividades municipales, que es la actividad habitual de su gestión funcionalmente descentralizada, pueden
recibir encargos puntuales, que deben calificarse de encargos a un medio propio personificado regidos por la
legislación de contratos del sector público.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 3/2025, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2025-6381

Artículo 48.
1. Las entidades dependientes o vinculadas al Ayuntamiento de Barcelona se someten a un control de eficacia
y a un sistema de supervisión continua.
2. El control de eficacia tiene por objeto la comprobación periódica de los objetivos propios de la actividad
específica de la entidad dependiente o vinculada al Ayuntamiento de Barcelona, así como el análisis del coste
de funcionamiento y la utilización adecuada de los recursos, y la ejerce el órgano de la administración
ejecutiva a que esté adscrita la entidad.
3. El sistema de supervisión continua de las entidades dependientes o vinculadas al Ayuntamiento de
Barcelona tiene por objeto comprobar, al menos, la subsistencia de los motivos que justificaron su creación y
su sostenibilidad financiera. Debe incluir la formulación expresa de propuestas de mantenimiento,
transformación o extinción, y la ejerce el órgano de la administración ejecutiva que tenga atribuida la
responsabilidad en materia de economía.
4. Las actuaciones de planificación, ejecución y evaluación correspondientes a la supervisión continua de las
entidades dependientes o vinculadas al Ayuntamiento de Barcelona deben determinarse mediante un decreto
de la Comisión de Gobierno al amparo de lo dispuesto por el artículo 26.2.c.
5. Los resultados de las evaluaciones de las actuaciones de control de eficacia y de supervisión continua de las
entidades dependientes o vinculadas al Ayuntamiento de Barcelona deben recogerse en informes sujetos a
procedimiento contradictorio que deben elevarse a la Comisión de Gobierno.
Se modifica por el art. único.3 de la Ley 3/2025, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2025-6381

Artículo 49.
1. El ejercicio de la iniciativa municipal en la actividad económica debe adoptar ordinariamente la forma de
alguna de las entidades a las que hace referencia el artículo 45.1.c.
2. Las entidades a las que hace referencia el artículo 45.1.c, no obstante lo establecido en el apartado 1, y de
acuerdo con sus estatutos, además de la actividad principal de servicio público y municipal que les es propia
como gestión funcionalmente descentralizada, pueden ejercer actividades económicas de mercado
relacionadas con aquella, siempre y cuando cumplan las siguientes condiciones:

a) Que la actividad principal de servicio público y la actividad económica de mercado tengan regímenes
económicos y contables separados.
b) Que los recursos generales para la gestión del servicio público o las aportaciones económicas del
Ayuntamiento no se apliquen a la actividad económica de mercado.

Se modifica por el art. único.4 de la Ley 3/2025, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2025-6381

Artículo 50.
1. El Ayuntamiento de Barcelona puede constituir fundaciones privadas, que se rigen por la legislación de
Cataluña, en lo que sea aplicable.
2. Las fundaciones municipales tienen por objeto servicios públicos que no impliquen ejercicio de autoridad o
bien actividades sin contenido económico. Estas fundaciones deben inscribirse en el Registro de Fundaciones
de la Generalidad de Cataluña.
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Ley 1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del 
municipio de Barcelona

LREB · BOE-A-2006-4583 · arts. 1 a 5 — 5 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Régimen especial de Barcelona.
1. El Municipio de Barcelona, capital de Cataluña, en virtud de lo previsto en los artículos 137 y 142 de la
Constitución y para la gestión efectiva de sus respectivos intereses, goza de las especialidades que le reconoce
la presente Ley en materias de competencia estatal.
2. El régimen especial del municipio de Barcelona se integra por lo dispuesto en la presente Ley y en la Ley del
Parlamento de Cataluña 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona, en aplicación de lo
dispuesto en la disposición adicional sexta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local.
3. En materia de organización de los municipios de gran población, únicamente serán de aplicación al
municipio de Barcelona las siguientes previsiones del Título X de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local:

a) La posibilidad de delegación de la convocatoria y presidencia del Pleno en uno de los concejales, prevista
en el artículo 122.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local.
b) La posibilidad de nombrar como miembros de la Junta de Gobierno Local u órgano que la sustituya, a
personas que no ostenten la condición de concejales, siempre que su número no supere un tercio de sus
miembros, excluido el Alcalde, así como la previsión relativa al número de miembros electos precisos para
su válida constitución, contemplada en el artículo 126.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del
Régimen Local.

4. La atribución de competencias al Ayuntamiento de Barcelona efectuada en la presente Ley se entiende sin
perjuicio de las competencias asignadas con carácter general a los municipios por la legislación básica sobre
régimen local, así como por la legislación sectorial reguladora de los distintos sectores de la acción pública.

Artículo 2. Garantía de la autonomía municipal.
1. De acuerdo con la autonomía garantizada constitucionalmente a los municipios, lo previsto en el Estatuto de
Autonomía de Cataluña y lo establecido en la Carta Europea de Autonomía Local, se reconoce al Ayuntamiento
de Barcelona el derecho y la capacidad efectiva para ordenar y gestionar los asuntos públicos que afecten a sus
ciudadanos, en el marco del ordenamiento jurídico, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus
habitantes.
2. Para la efectividad de dicha autonomía, la presente Ley atribuye al Ayuntamiento de Barcelona, de acuerdo
con su capacidad de gestión, competencias en materia de infraestructuras, dominio público marítimo-
terrestre, telecomunicaciones, Patrimonio Histórico, movilidad, seguridad ciudadana, justicia de proximidad y
hacienda municipal. Asimismo, y en cumplimiento de lo previsto en el artículo 2 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, la legislación sectorial del Estado atribuirá, en su caso,
competencias en el ámbito de los servicios e infraestructuras que sean básicos para el desarrollo de la ciudad.

Artículo 3. Cláusula general de competencias.
El Ayuntamiento de Barcelona podrá promover toda clase de actividades y prestar todos los servicios públicos
que contribuyan a satisfacer las necesidades de los ciudadanos que no estén expresamente atribuidos a otras
administraciones públicas. Asimismo, podrá llevar a cabo actividades y servicios complementarios a los
desarrollados por la Administración estatal y autonómica.
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Artículo 4. Régimen financiero especial.
En aplicación de lo previsto en el artículo 161 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, la presente Ley establece el régimen
financiero especial del municipio de Barcelona. En lo no regulado por el Título IV de la misma, será de
aplicación la normativa estatal en materia de haciendas locales.

Artículo 5. Comisión de Colaboración Interadministrativa.
Se crea una Comisión, integrada por representantes del Estado, la Generalidad de Cataluña y el Ayuntamiento
de Barcelona que tiene como función realizar los estudios para la mejor articulación del régimen local de
Barcelona, proponer criterios de desarrollo y aplicación de esta Carta Municipal y evaluar los proyectos de
colaboración entre las Administraciones representadas así como su aplicación. En cumplimiento de estos
objetivos, podrá proponer formas de colaboración que llevará a cabo mediante la suscripción de los
correspondientes convenios.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 19 a 24 · arts. 121 a 132 — 19 incluidos

TÍTULO II El municipio

CAPÍTULO II Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales.
2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es
elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral
general.
3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto
en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos
siguientes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en
los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.
c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.
d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número

Temario en formato ley · Subalterno · Ayuntamiento de Barcelona 76

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.
e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en
el artículo 116.

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización
municipal complementaria a la prevista en el número anterior.
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
autónomas a las que se refiere el número anterior.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.2 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados del apartado 1.c), si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y
del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 21.
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la legislación
electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos municipales cuando así se
establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.
e) Dictar bandos.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.
i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.
j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la
Alcaldía.
m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios públicos o
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grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata al Pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. ñ) (Derogada)
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
p) (Derogada)
q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la
Junta de Gobierno Local.
r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.
s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las
comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.
3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios y
el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este
artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones
contempladas en el párrafo j).
Se deroga el apartado 1.ñ) y .p) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1.f) por el art. 46.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .m) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se añade la letra m) y se reordena la anterior letra m) como n) por el art. 4.1 y .2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se añade el párrafo n) al apartado 1 por el art. 4.1, 4.2 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 22.
1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.
2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el
régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del término
municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo 45; creación de
órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de
aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística, así como los
convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.
d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.
e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de los
presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las cuentas; todo
ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y régimen del
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personal eventual.
j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.
k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que
le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
n) (Derogada) ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.
o) (Derogada)
p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de
confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo
caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo
las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792

Se deroga el apartado 1.n) y .o) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el párrafo primero y las letras c) y o) del apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10701

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.4 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 23.
1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los miembros de la Junta
de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.
4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno
Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a
aquélla.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.5 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 24.
1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios
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podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y
competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la
población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión desconcentrada
establecido en el artículo 128.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 24 bis.
1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito territorial
inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada
del mismo para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de
caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o
aquella que establezcan las leyes.
2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento correspondiente.
Este último debe ser oído en todo caso.
3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Se añade por el art. 1.7 de la
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones
transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las
que estén en constitución.

TÍTULO X Régimen de organización de los municipios de gran población

CAPÍTULO I Ámbito de aplicación

Artículo 121. Ámbito de aplicación.
1. Las normas previstas en este título serán de aplicación:

a) A los municipios cuya población supere los 250.000 habitantes.
b) A los municipios capitales de provincia cuya población sea superior a los 175.000 habitantes.
c) A los municipios que sean capitales de provincia, capitales autonómicas o sedes de las instituciones
autonómicas.
d) Asimismo, a los municipios cuya población supere los 75.000 habitantes, que presenten circunstancias
económicas, sociales, históricas o culturales especiales. En los supuestos previstos en los párrafos c) y d),
se exigirá que así lo decidan las Asambleas Legislativas correspondientes a iniciativa de los respectivos
ayuntamientos.

2. Cuando un municipio, de acuerdo con las cifras oficiales de población resultantes de la revisión del padrón
municipal aprobadas por el Gobierno con referencia al 1 de enero del año anterior al del inicio de cada
mandato de su ayuntamiento, alcance la población requerida para la aplicación del régimen previsto en este
título, la nueva corporación dispondrá de un plazo máximo de seis meses desde su constitución para adaptar
su organización al contenido de las disposiciones de este Título. A estos efectos, se tendrá en cuenta
exclusivamente la población resultante de la indicada revisión del padrón, y no las correspondientes a otros
años de cada mandato.
3. Los municipios a los que resulte de aplicación el régimen previsto en este título, continuarán rigiéndose por
el mismo aun cuando su cifra oficial de población se reduzca posteriormente por debajo del límite establecido
en esta ley.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

CAPÍTULO II Organización y funcionamiento de los órganos municipales necesarios
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Artículo 122. Organización del Pleno.
1. El Pleno, formado por el Alcalde y los Concejales, es el órgano de máxima representación política de los
ciudadanos en el gobierno municipal.
2. El Pleno será convocado y presidido por el Alcalde, salvo en los supuestos previstos en esta ley y en la
legislación electoral general, al que corresponde decidir los empates con voto de calidad. El Alcalde podrá
delegar exclusivamente la convocatoria y la presidencia del Pleno, cuando lo estime oportuno, en uno de los
concejales.
3. El Pleno se dotará de su propio reglamento, que tendrá la naturaleza de orgánico. No obstante, la regulación
de su organización y funcionamiento podrá contenerse también en el reglamento orgánico municipal. En todo
caso, el Pleno contará con un secretario general y dispondrá de Comisiones, que estarán formadas por los
miembros que designen los grupos políticos en proporción al número de concejales que tengan en el Pleno.
4. Corresponderán a las comisiones las siguientes funciones:

a) El estudio, informe o consulta de los asuntos que hayan de ser sometidos a la decisión del Pleno.
b) El seguimiento de la gestión del Alcalde y de su equipo de gobierno, sin perjuicio del superior control y
fiscalización que, con carácter general, le corresponde al Pleno.
c) Aquéllas que el Pleno les delegue, de acuerdo con lo dispuesto en esta ley. En todo caso, serán de
aplicación a estas Comisiones las previsiones contenidas para el Pleno en el artículo 46.2, párrafos b), c) y
d).

5. Corresponderá al secretario general del Pleno, que lo será también de las comisiones, las siguientes
funciones:

a) La redacción y custodia de las actas, así como la supervisión y autorización de las mismas, con el visto
bueno del Presidente del Pleno.
b) La expedición, con el visto bueno del Presidente del Pleno, de las certificaciones de los actos y acuerdos
que se adopten.
c) La asistencia al Presidente del Pleno para asegurar la convocatoria de las sesiones, el orden en los
debates y la correcta celebración de las votaciones, así como la colaboración en el normal desarrollo de los
trabajos del Pleno y de las comisiones.
d) La comunicación, publicación y ejecución de los acuerdos plenarios.
e) El asesoramiento legal al Pleno y a las comisiones, que será preceptivo en los siguientes supuestos:

1.º Cuando así lo ordene el Presidente o cuando lo solicite un tercio de sus miembros con antelación
suficiente a la celebración de la sesión en que el asunto hubiere de tratarse.
2.º Siempre que se trate de asuntos sobre materias para las que se exija una mayoría especial.
3.º Cuando una ley así lo exija en las materias de la competencia plenaria.
4.º Cuando, en el ejercicio de la función de control y fiscalización de los órganos de gobierno, lo solicite
el Presidente o la cuarta parte, al menos, de los Concejales. Dichas funciones quedan reservadas a
funcionarios de Administración local con habilitación de carácter nacional. Su nombramiento
corresponderá al Presidente en los términos previstos en la disposición adicional octava, teniendo la
misma equiparación que los órganos directivos previstos en el artículo 130 de esta ley, sin perjuicio de lo
que determinen a este respecto las normas orgánicas que regulen el Pleno.

Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 123. Atribuciones del Pleno.
1. Corresponden al Pleno las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) La votación de la moción de censura al Alcalde y de la cuestión de confianza planteada por éste, que será
pública y se realizará mediante llamamiento nominal en todo caso y se regirá en todos sus aspectos por lo
dispuesto en la legislación electoral general.
c) La aprobación y modificación de los reglamentos de naturaleza orgánica. Tendrán en todo caso
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naturaleza orgánica: La regulación del Pleno. La regulación del Consejo Social de la ciudad. La regulación
de la Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones. La regulación de los órganos complementarios y
de los procedimientos de participación ciudadana. La división del municipio en distritos, y la
determinación y regulación de los órganos de los distritos y de las competencias de sus órganos
representativos y participativos, sin perjuicio de las atribuciones del Alcalde para determinar la
organización y las competencias de su administración ejecutiva. La determinación de los niveles esenciales
de la organización municipal, entendiendo por tales las grandes áreas de gobierno, los coordinadores
generales, dependientes directamente de los miembros de la Junta de Gobierno Local, con funciones de
coordinación de las distintas Direcciones Generales u órganos similares integradas en la misma área de
gobierno, y de la gestión de los servicios comunes de éstas u otras funciones análogas y las Direcciones
Generales u órganos similares que culminen la organización administrativa, sin perjuicio de las
atribuciones del Alcalde para determinar el número de cada uno de tales órganos y establecer niveles
complementarios inferiores. La regulación del órgano para la resolución de las reclamaciones económico-
administrativas.
d) La aprobación y modificación de las ordenanzas y reglamentos municipales.
e) Los acuerdos relativos a la delimitación y alteración del término municipal; la creación o supresión de
las entidades a que se refiere el artículo 45 de esta ley; la alteración de la capitalidad del municipio y el
cambio de denominación de éste o de aquellas Entidades, y la adopción o modificación de su bandera,
enseña o escudo.
f) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales.
g) La determinación de los recursos propios de carácter tributario.
h) La aprobación de los presupuestos, de la plantilla de personal, así como la autorización de gastos en las
materias de su competencia. Asimismo, aprobará la cuenta general del ejercicio correspondiente.
i) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística.
j) La transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones públicas, así como la aceptación de
las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por otras Administraciones, salvo que por ley se
impongan obligatoriamente.
k) La determinación de las formas de gestión de los servicios, así como el acuerdo de creación de
organismos autónomos, de entidades públicas empresariales y de sociedades mercantiles para la gestión de
los servicios de competencia municipal, y la aprobación de los expedientes de municipalización.
l) Las facultades de revisión de oficio de sus propios actos y disposiciones de carácter general.
m) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa jurídica del Pleno en las materias de su
competencia.
n) Establecer el régimen retributivo de los miembros del Pleno, de su secretario general, del Alcalde, de los
miembros de la Junta de Gobierno Local y de los órganos directivos municipales. ñ) El planteamiento de
conflictos de competencia a otras entidades locales y otras Administraciones públicas.
o) Acordar la iniciativa prevista en el último inciso del artículo 121.1, para que el municipio pueda ser
incluido en el ámbito de aplicación del título X de esta ley.
p) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

2. Se requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros del Pleno, para la
adopción de los acuerdos referidos en los párrafos c), e), f), j) y o) y para los acuerdos que corresponda adoptar
al Pleno en la tramitación de los instrumentos de planeamiento general previstos en la legislación urbanística.
Los demás acuerdos se adoptarán por mayoría simple de votos.
3. Únicamente pueden delegarse las competencias del Pleno referidas en los párrafos d), k), m) y ñ) a favor de
las comisiones referidas en el apartado 4 del artículo anterior.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
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Artículo 124. El Alcalde.
1. El Alcalde ostenta la máxima representación del municipio.
2. El Alcalde es responsable de su gestión política ante el Pleno.
3. El Alcalde tendrá el tratamiento de Excelencia.
4. En particular, corresponde al Alcalde el ejercicio de las siguientes funciones:

a) Representar al ayuntamiento.
b) Dirigir la política, el gobierno y la administración municipal, sin perjuicio de la acción colegiada de
colaboración en la dirección política que, mediante el ejercicio de las funciones ejecutivas y
administrativas que le son atribuidas por esta ley, realice la Junta de Gobierno Local.
c) Establecer directrices generales de la acción de gobierno municipal y asegurar su continuidad.
d) Convocar y presidir las sesiones del Pleno y las de la Junta de Gobierno Local y decidir los empates con
voto de calidad.
e) Nombrar y cesar a los Tenientes de Alcalde y a los Presidentes de los Distritos.
f) Ordenar la publicación, ejecución y cumplimiento de los acuerdos de los órganos ejecutivos del
ayuntamiento.
g) Dictar bandos, decretos e instrucciones.
h) Adoptar las medidas necesarias y adecuadas en casos de extraordinaria y urgente necesidad, dando
cuenta inmediata al Pleno.
i) Ejercer la superior dirección del personal al servicio de la Administración municipal.
j) La Jefatura de la Policía Municipal.
k) Establecer la organización y estructura de la Administración municipal ejecutiva, sin perjuicio de las
competencias atribuidas al Pleno en materia de organización municipal, de acuerdo con lo dispuesto en el
párrafo c) del apartado 1 del artículo 123.
l) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su competencia y, en caso de
urgencia, en materias de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera
sesión que celebre para su ratificación.
m) Las facultades de revisión de oficio de sus propios actos.
n) La autorización y disposición de gastos en las materias de su competencia. ñ) Las demás que le atribuyan
expresamente las leyes y aquéllas que la legislación del Estado o de las comunidades autónomas asignen al
municipio y no se atribuyan a otros órganos municipales.

5. El Alcalde podrá delegar mediante decreto las competencias anteriores en la Junta de Gobierno Local, en
sus miembros, en los demás concejales y, en su caso, en los coordinadores generales, directores generales u
órganos similares, con excepción de las señaladas en los párrafos b), e), h) y j), así como la de convocar y
presidir la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con voto de calidad y la de dictar bandos. Las
atribuciones previstas en los párrafos c) y k) sólo serán delegables en la Junta de Gobierno Local.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 125. Los Tenientes de Alcalde.
1. El Alcalde podrá nombrar entre los concejales que formen parte de la Junta de Gobierno Local a los
Tenientes de Alcalde, que le sustituirán, por el orden de su nombramiento, en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad.
2. Los Tenientes de Alcalde tendrán el tratamiento de Ilustrísima.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 126. Organización de la Junta de Gobierno Local.
1. La Junta de Gobierno Local es el órgano que, bajo la presidencia del Alcalde, colabora de forma colegiada en
la función de dirección política que a éste corresponde y ejerce las funciones ejecutivas y administrativas que
se señalan en el artículo 127 de esta ley.
2. Corresponde al Alcalde nombrar y separar libremente a los miembros de la Junta de Gobierno Local, cuyo
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número no podrá exceder de un tercio del número legal de miembros del Pleno, además del Alcalde. El
Alcalde podrá nombrar como miembros de la Junta de Gobierno Local a personas que no ostenten la
condición de concejales, siempre que su número no supere un tercio de sus miembros, excluido el Alcalde.
Sus derechos económicos y prestaciones sociales serán los de los miembros electivos. Declarado
inconstitucional y nulo el inciso destacado del párrafo segundo del apartado 2 por Sentencia del TC 103/2013,
de 25 de abril. Ref. BOE-A-2013-5446 . En todo caso, para la válida constitución de la Junta de Gobierno Local se
requiere que el número de miembros de la Junta de Gobierno Local que ostentan la condición de concejales
presentes sea superior al número de aquellos miembros presentes que no ostentan dicha condición. Los
miembros de la Junta de Gobierno Local podrán asistir a las sesiones del Pleno e intervenir en los debates, sin
perjuicio de las facultades que corresponden a su Presidente.
3. La Junta de Gobierno Local responde políticamente ante el Pleno de su gestión de forma solidaria, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.
4. La Secretaría de la Junta de Gobierno Local corresponderá a uno de sus miembros que reúna la condición de
concejal, designado por el Alcalde, quien redactará las actas de las sesiones y certificará sobre sus acuerdos.
Existirá un órgano de apoyo a la Junta de Gobierno Local y al concejal-secretario de la misma, cuyo titular será
nombrado entre funcionarios de Administración local con habilitación de carácter nacional. Sus funciones
serán las siguientes:

a) La asistencia al concejal-secretario de la Junta de Gobierno Local.
b) La remisión de las convocatorias a los miembros de la Junta de Gobierno Local.
c) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las reuniones.
d) Velar por la correcta y fiel comunicación de sus acuerdos.

5. Las deliberaciones de la Junta de Gobierno Local son secretas. A sus sesiones podrán asistir los concejales
no pertenecientes a la Junta y los titulares de los órganos directivos, en ambos supuestos cuando sean
convocados expresamente por el Alcalde.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del párrafo segundo del apartado 2 por Sentencia del TC 103/2013, de 25 de abril.
Ref. BOE-A-2013-5446 .

Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 127. Atribuciones de la Junta de Gobierno Local.
1. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La aprobación de los proyectos de ordenanzas y de los reglamentos, incluidos los orgánicos, con
excepción de las normas reguladoras del Pleno y sus comisiones.
b) La aprobación del proyecto de presupuesto.
c) La aprobación de los proyectos de instrumentos de ordenación urbanística cuya aprobación definitiva o
provisional corresponda al Pleno.
d) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
atribuidas expresamente al Pleno, así como de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
e) La concesión de cualquier tipo de licencia, salvo que la legislación sectorial la atribuya expresamente a
otro órgano.
f) (Derogada)
g) El desarrollo de la gestión económica, autorizar y disponer gastos en materia de su competencia,
disponer gastos previamente autorizados por el Pleno, y la gestión del personal.
h) Aprobar la relación de puestos de trabajo, las retribuciones del personal de acuerdo con el presupuesto
aprobado por el Pleno, la oferta de empleo público, las bases de las convocatorias de selección y provisión
de puestos de trabajo, el número y régimen del personal eventual, la separación del servicio de los
funcionarios del Ayuntamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 99 de esta ley, el despido del
personal laboral, el régimen disciplinario y las demás decisiones en materia de personal que no estén
expresamente atribuidas a otro órgano. La composición de los tribunales de oposiciones será
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predominantemente técnica, debiendo poseer todos sus miembros un nivel de titulación igual o superior al
exigido para el ingreso en las plazas convocadas. Su presidente podrá ser nombrado entre los miembros de
la Corporación o entre el personal al servicio de las Administraciones públicas.
i) El nombramiento y el cese de los titulares de los órganos directivos de la Administración municipal, sin
perjuicio de lo dispuesto en la disposición adicional octava para los funcionarios de Administración local
con habilitación de carácter nacional.
j) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su competencia.
k) Las facultades de revisión de oficio de sus propios actos.
l) Ejercer la potestad sancionadora salvo que por ley esté atribuida a otro órgano.
m) Designar a los representantes municipales en los órganos colegiados de gobierno o administración de
los entes, fundaciones o sociedades, sea cual sea su naturaleza, en los que el Ayuntamiento sea partícipe.
n) Las demás que le correspondan, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes.

2. La Junta de Gobierno Local podrá delegar en los Tenientes de Alcalde, en los demás miembros de la Junta de
Gobierno Local, en su caso, en los demás concejales, en los coordinadores generales, directores generales u
órganos similares, las funciones enumeradas en los párrafos e), f), g), h) con excepción de la aprobación de la
relación de puestos de trabajo, de las retribuciones del personal, de la oferta de empleo público, de la
determinación del número y del régimen del personal eventual y de la separación del servicio de los
funcionarios, y l) del apartado anterior.
Se modifica la letra m) y se añade la n) al apartado 1 por el art. 1.32 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se deroga el apartado 1.f) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 128. Los distritos.
1. Los ayuntamientos deberán crear distritos, como divisiones territoriales propias, dotadas de órganos de
gestión desconcentrada, para impulsar y desarrollar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos
municipales y su mejora, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. Corresponde al Pleno de la Corporación la creación de los distritos y su regulación, en los términos y con el
alcance previsto en el artículo 123, así como determinar, en una norma de carácter orgánico, el porcentaje
mínimo de los recursos presupuestarios de la corporación que deberán gestionarse por los distritos, en su
conjunto.
3. La presidencia del distrito corresponderá en todo caso a un concejal.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 129. La asesoría jurídica.
1. Sin perjuicio de las funciones reservadas al secretario del Pleno por el párrafo e) del apartado 5 del artículo
122 de esta ley, existirá un órgano administrativo responsable de la asistencia jurídica al Alcalde, a la Junta de
Gobierno Local y a los órganos directivos, comprensiva del asesoramiento jurídico y de la representación y
defensa en juicio del ayuntamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado segundo del artículo 447 de la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
2. Su titular será nombrado y separado por la Junta de Gobierno Local, entre personas que reúnan los
siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de licenciado en derecho.
b) Ostentar la condición de funcionario de administración local con habilitación de carácter nacional, o
bien funcionario de carrera del Estado, de las comunidades autónomas o de las entidades locales, a los que
se exija para su ingreso el título de doctor, licenciado, ingeniero, arquitecto o equivalente.

Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 130. Órganos superiores y directivos.
1. Son órganos superiores y directivos municipales los siguientes:
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A) Órganos superiores:
a) El Alcalde.
b) Los miembros de la Junta de Gobierno Local.
B) Órganos directivos: a) Los coordinadores generales de cada área o concejalía. b) Los directores generales
u órganos similares que culminen la organización administrativa dentro de cada una de las grandes áreas o
concejalías.
c) El titular del órgano de apoyo a la Junta de Gobierno Local y al concejal-secretario de la misma.
d) El titular de la asesoría jurídica.
e) El Secretario general del Pleno.
f) El interventor general municipal.
g) En su caso, el titular del órgano de gestión tributaria.

2. Tendrán también la consideración de órganos directivos, los titulares de los máximos órganos de dirección
de los organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales locales, de conformidad con lo
establecido en el artículo 85 bis, párrafo b).
3. El nombramiento de los coordinadores generales y de los directores generales, atendiendo a criterios de
competencia profesional y experiencia deberá efectuarse entre funcionarios de carrera del Estado, de las
Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con habilitación de carácter nacional que pertenezcan a
cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo A1, salvo que el Reglamento Orgánico Municipal permita que, en
atención a las características específicas de las funciones de tales órganos directivos, su titular no reúna dicha
condición de funcionario.
4. Los órganos superiores y directivos quedan sometidos al régimen de incompatibilidades establecido en la
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones
públicas, y en otras normas estatales o autonómicas que resulten de aplicación.
Se modifica el apartado 3 por el art. 1.33 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 131. El Consejo Social de la Ciudad.
1. En los municipios señalados en este título, existirá un Consejo Social de la Ciudad, integrado por
representantes de las organizaciones económicas, sociales, profesionales y de vecinos más representativas.
2. Corresponderá a este Consejo, además de las funciones que determine el Pleno mediante normas orgánicas,
la emisión de informes, estudios y propuestas en materia de desarrollo económico local, planificación
estratégica de la ciudad y grandes proyectos urbanos.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 132. Defensa de los derechos de los vecinos.
1. Para la defensa de los derechos de los vecinos ante la Administración municipal, el Pleno creará una
Comisión especial de Sugerencias y Reclamaciones, cuyo funcionamiento se regulará en normas de carácter
orgánico.
2. La Comisión especial de Sugerencias y Reclamaciones estará formada por representantes de todos los
grupos que integren el Pleno, de forma proporcional al número de miembros que tengan en el mismo.
3. La citada Comisión podrá supervisar la actividad de la Administración municipal, y deberá dar cuenta al
Pleno, mediante un informe anual, de las quejas presentadas y de las deficiencias observadas en el
funcionamiento de los servicios municipales, con especificación de las sugerencias o recomendaciones no
admitidas por la Administración municipal. No obstante, también podrá realizar informes extraordinarios
cuando la gravedad o la urgencia de los hechos lo aconsejen.
4. Para el desarrollo de sus funciones, todos los órganos de Gobierno y de la Administración municipal están
obligados a colaborar con la Comisión de Sugerencias y Reclamaciones.
Se añade por el art. 1.4 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. ¿Cómo responde políticamente la Junta de Gobierno ante el Pleno sobre su gestión?

A) De forma solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión

B) Cada miembro de la Junta responde únicamente por los actos del área que tenga delegada, sin 
responsabilidad colectiva

C) Sólo responde políticamente el Alcalde

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. En los municipios de menos de 5.000 habitantes, la Junta de Gobierno Local:

A) No existe.

B) Podrá existir si lo dispone su Reglamento Orgánico o lo acuerda el Pleno del Ayuntamiento.

C) Es un órgano de obligatoria existencia.

D) Podrá existir si lo acuerda el Alcalde, previo informe de la Comunidad Autónoma.

3. De conformidad con lo establecido en el artículo 23 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
de Régimen Local, la Junta de Gobierno Local se integra:

A) Por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del número legal de los mismos, nombrados y 
separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno

B) Por el Alcalde y un número de Concejales no superior a la mitad del número legal de los mismos, nombrados 
y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno

C) Por el Alcalde y un número de Concejales superior a la mitad del número legal de los mismos, nombrados y 
separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno

D) Por los Concejales que designe el alcalde, sin ninguna limitación

4. La Junta de Gobierno Local

A) Es obligatoria en todos los Ayuntamientos

B) Es obligatoria en todos los Ayuntamientos de municipios de más de 2.000 habitantes

C) Es obligatoria en todos los Ayuntamientos de municipios de más de 5.000 habitantes

D) Sólo es obligatoria en la Diputaciones Provinciales

5. La competencia para la aprobación de las ordenanzas y reglamentos municipales corresponde

A) Al alcalde/alcaldesa

B) A la Junta de Gobierno Local

C) Al Pleno

D) A la Junta de Portavoces

6. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en 
régimen de Concejo Abierto según la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases del régimen local, 
corresponde:

A) Al Alcalde, los Concejales y la Junta de Gobierno Local en los municipios en los que exista.

B) Al Alcalde, los Concejales y el Pleno.

C) Al Alcalde y los Concejales.

D) Al Alcalde, los Tenientes de Alcalde y al Pleno.
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7. Según el artículo 121.3 de la LRBRL, "Los municipios a los que resulte de aplicación el régimen previsto en 
este Título:

A) no continuarán rigiéndose por el mismo cuando su cifra oficial de población se reduzca posteriormente por 
debajo del límite establecido en esta Ley"

B) continuarán rigiéndose por el mismo aun cuando su cifra oficial de población se reduzca posteriormente por 
debajo del límite establecido en esta Ley"

C) sólo continuarán rigiéndose por el mismo cuando haya un acuerdo del Pleno".

D) Todas incorrectas.

8. La división del término municipal en distritos, barrios, etc., es competencia del/ de la:

A) Instituto Geográfico Nacional.

B) Diputación Provincial.

C) Ayuntamiento respectivo.

D) Comunidad Autónoma.

9. ¿Qué órgano tiene atribuida la función de dictar decretos y bandos y velar por su cumplimiento?

A) El Alcalde.

B) La Comisión de Gobierno.

C) El Consejo Municipal.

D) Los concejales de distrito.

10. ¿Cuál de las siguientes competencias no se atribuye al Alcalde en el art. 21 de la Ley 7/1985 de 2 de abril, 
reguladora de las Bases de Régimen Local?

A) Dirigir el gobierno y la administración municipal.

B) Aprobar la oferta de empleo público (de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno), 
aprobar las bases de las pruebas de selección de personal y concursos de provisión de puestos, y distribuir las 
retribuciones complementarias no fijas y periódicas.

C) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización

D) Ejercer la jefatura superior del personal.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 A · 4 C · 5 C · 6 C · 7 B · 8 C · 9 A · 10 C

Te quedan 383 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Subalterno · Ayuntamiento de Barcelona 88

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 5

El Consorcio de Educación de Barcelona.

Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta Municipal de Barcelona

CMB · BOE-A-1999-2518 · art. 61 · arts. 123 a 124 — 3 incluidos

TÍTULO VI Competencias municipales

CAPÍTULO I Normas generales

Artículo 61.
1. Los consorcios legales son entes asociativos, creados por Ley, entre la Generalidad de Cataluña y el
Ayuntamiento de Barcelona, para la gestión conjunta de funciones, actividades o servicios. En su calidad de
entes que ejercen competencias generales en todo el territorio municipal, los consorcios pueden ejercer las
potestades reglamentarias, planificadoras y, si procede, sancionadoras, en el marco de las disposiciones
generales emanadas de la Generalidad que sean aplicables a todo el ámbito territorial de Cataluña. También
ejercen la potestad programadora y de organización en relación con las actividades y servicios que les atribuye
la Ley de Creación.
2. Las Leyes de Creación de estos consorcios deben determinar la mayoría de representantes o votos en los
órganos de gobierno que corresponden a cada Administración y que en ningún caso pueden ser superiores a
las tres quintas partes del total. Los estatutos de los consorcios, dentro del marco de la Ley de Creación, deben
determinar su régimen orgánico y funcional, en el que deben tenerse en cuenta, en cualquier caso, las
siguientes reglas:

a) El Ayuntamiento, en relación con los servicios que gestione en el momento de la creación del Consorcio,
puede optar entre integrarlos en el Consorcio con la forma de gestión que éste acuerde, o bien que el
Consorcio cree un ente personalizado de acuerdo con lo establecido en la letra b), sin que en ningún caso
se altere el sistema de financiación de los consorcios establecido en la presente Carta. Los estatutos deben
recoger, necesariamente, la opción decidida por el Ayuntamiento.
b) A efectos de lo establecido en la letra a) y con el objetivo de preservar los intereses competenciales del
Ayuntamiento, cuando no tenga mayoría en el Consorcio le corresponde la mayoría de representantes o
votos en los órganos de gobierno de los entes personalizados.
c) Las Leyes de Creación de los Consorcios deben establecer, asimismo, las reglas relativas a su
financiación, sin perjuicio de pacto en contrario de las administraciones consorciadas. En cualquier caso,
las aportaciones deben ser, como mínimo, iguales a las presupuestadas con esta finalidad en el ejercicio
anterior para el desarrollo de las respectivas competencias, salvo las derivadas de actuaciones
excepcionales. El propio Consorcio debe determinar por reglamento la programación, los sectores de
inversión o los requisitos de aplicación de las tasas o tarifas, si procede, de las actividades o servicios que
lleve a cabo.

3. Las Administraciones consorciadas pueden suspender el ejercicio de sus competencias por medio del
Consorcio, en los siguientes supuestos:

a) La no inclusión por la otra Administración en sus presupuestos de las aportaciones mínimas legalmente
establecidas.
b) La no aportación al Consorcio, por la otra Administración, de las subvenciones o ayudas de cualquier
naturaleza de otras entidades públicas o privadas para que sean destinadas a finalidades contenidas en el
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objeto del Consorcio o de sus entes personalizados.
c) El ejercicio de competencias o el desarrollo de actividades cuya naturaleza sea igual o análoga al objeto
del Consorcio o de sus entes personalizados al margen o en paralelo a éstos.
d) La no creación de entes personalizados con el contenido, la forma o los plazos establecidos en la Ley.
e) El incumplimiento de obligaciones esenciales por la otra Administración o el reiterado incumplimiento
de cualquier otro tipo de obligaciones.
f) El acuerdo adoptado por una Administración de suspender el ejercicio de sus competencias por medio
del Consorcio debe ser inmediatamente ejecutivo y debe darse cuenta del mismo al Parlamento de
Cataluña.

4. La disolución de los consorcios debe llevarse a cabo por Ley.
5. La creación y disolución de los entes personalizados dependientes del Consorcio a los que se refieren los
apartados 1, 2, 3 y 4 corresponden al Consorcio de acuerdo con lo que establezcan las Leyes de su creación y a
propuesta de la Administración consorciada titular de las competencias que constituyen su objeto, teniendo en
cuenta, en cualquier caso, lo establecido en el apartado 2. Estos entes pueden tener naturaleza pública o
privada, y el Consorcio es propietario de sus acciones en este último supuesto.
6. Los funcionarios y el personal laboral que sean incorporados a las plantillas de los consorcios y entidades a
los que se refiere este artículo conservan todos los derechos adquiridos de que gozaban en el momento de la
incorporación, incluidas las expectativas de promoción y movilidad, y los demás inherentes a su situación
funcionarial o laboral.
7. Se crean los Consorcios de Vivienda, Servicios Sociales y Educación y se establece la creación de un Ente
Personalizado de Salud Pública dependiente del Consorcio Sanitario de Barcelona. Los capítulos III, X, XV y
IX, respectivamente, de este título los regulan específicamente, de acuerdo con el marco general que se
establece en este precepto. El Consorcio Sanitario de Barcelona se rige por sus normas de creación y,
supletoriamente, por las contenidas en este artículo.

CAPÍTULO XV Educación

Artículo 123.
Se consideran áreas de actuación en materia de educación a efectos de la presente Carta las siguientes:
a) La programación y distribución territorial de los centros docentes comprendidos en las leyes de ordenación
educativa vigentes, salvo los universitarios, de acuerdo con lo establecido en el artículo 61.
b) La creación, en el marco de la planificación general, la construcción y las obras de reforma, ampliación y
mejora de los centros docentes públicos, salvo los universitarios, de acuerdo con lo establecido en el artículo
61.
c) La conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios destinados a centros docentes públicos de
Educación Secundaria Obligatoria y Postobligatoria, Educación Primaria, Educación Infantil, Educación de
Enseñanzas de Régimen Especial y Educación de Adultos.
d) La gestión de todos los centros públicos de Educación Infantil, Educación Primaria, Educación Secundaria
Obligatoria y Postobligatoria.
e) La gestión de los programas de garantía social, la formación profesional específica, los centros de régimen
especial y la educación de personas adultas.
f) La educación complementaria y extraescolar.
g) La creación, en el marco de la planificación general, y gestión de centros pedagógicos y recursos, servicios
de apoyo, asesoramiento e investigación psicopedagógica y formación del personal docente.
h) La ejecución de los programas de educación compensatoria.
i) La vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria.
j) La reglamentación y gestión del transporte, comedor y otros servicios escolares.
k) La aplicación en Barcelona de la normativa de matriculación de alumnos y cualquier otra análoga que
precise una adaptación específica.
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Artículo 124.
1. La competencia sobre las actividades y servicios relacionados en el artículo 123 corresponde al Consorcio
creado por el artículo 61.7, salvo las contenidas en el apartado c) del artículo 123, que deben ejercerse en
función de la administración a la que corresponda la titularidad patrimonial del centro, sin perjuicio de los
acuerdos que puedan establecerse en el futuro.
2. Corresponden también al Consorcio, en el marco de la legislación aplicable, las siguientes funciones:

a) Instar a la actuación de la inspección técnica educativa, informando preceptivamente en todos los
expedientes instruidos en el ámbito del municipio de Barcelona.
b) Emitir informe preceptivo de las solicitudes relativas al establecimiento de centros concertados en la
ciudad de Barcelona.

3. En los órganos de gobierno del Consorcio, la Generalidad de Cataluña debe tener las tres quintas partes de
representantes o votos y el Ayuntamiento de Barcelona, las dos quintas partes restantes.

Ley 12/2009 de Educación de Cataluña

L12-2009-CAT · BOE-A-2009-13038 · art. 160 — 1 incluidos

TÍTULO X De la administración de la educación

CAPÍTULO II Competencias en materia de educación de las distintas administraciones

Artículo 160. Régimen especial de la ciudad de Barcelona.
El Consorcio de Educación de Barcelona, como ente asociativo, gestiona las competencias que le otorga la Ley
22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta municipal de Barcelona.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. En materia de educación, constituye un área de actuación la aplicación en Barcelona de la normativa de 
matriculación de alumnos y:

A) la normativa general de evaluación del profesorado, aunque no precise adaptación específica

B) los programas estatales de becas y ayudas al estudio, con independencia de su adaptación territorial

C) la regulación de los planes universitarios y de la ordenación de las enseñanzas superiores

D) cualquier otra normativa análoga que precise una adaptación específica

2. Se considera un área de actuación en materia de educación la siguiente:

A) La vigilancia del cumplimiento de la escolaridad voluntaria.

B) La gestión de todos los centros públicos universitarios.

C) La reglamentación y gestión del transporte sanitario escolar.

D) La vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria.
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3. El Consorcio de Educación de Barcelona, en el marco del régimen especial de la ciudad de Barcelona, tiene 
la naturaleza de:

A) Órgano desconcentrado de la Administración de la Generalidad de Cataluña.

B) Organismo autónomo dependiente del Ayuntamiento de Barcelona.

C) Entidad local territorial de carácter municipal.

D) Ente asociativo.

4. Los funcionarios y el personal laboral incorporados a las plantillas de los consorcios y entidades 
dependientes de estos conservan:

A) Únicamente los derechos económicos adquiridos antes de la incorporación, sin incluir las expectativas de 
promoción o movilidad.

B) Los derechos adquiridos, salvo los inherentes a su situación funcionarial o laboral, que deben reconocerse de 
nuevo por el Consorcio.

C) Los derechos adquiridos en materia de antigüedad, pero no las expectativas de promoción y movilidad ni los 
demás derechos profesionales.

D) Todos los derechos adquiridos, incluidas las expectativas de promoción y movilidad y los demás inherentes a 
su situación funcionarial o laboral.

5. Al instar a la actuación de la inspección técnica educativa en el municipio de Barcelona, el Consorcio debe 
informar con carácter preceptivo:

A) En todos los expedientes instruidos en el ámbito del municipio de Barcelona.

B) Únicamente en los expedientes relativos a centros educativos de titularidad pública.

C) Solo en los expedientes relativos al establecimiento de centros concertados.

D) En los expedientes instruidos por la inspección técnica educativa en toda Cataluña.

6. En los órganos de gobierno del Consorcio encargado de las actividades y servicios relacionados con la 
educación en Barcelona, la distribución de representantes o votos corresponde a:

A) Tres quintas partes para la Generalidad de Cataluña y dos quintas partes para el Ayuntamiento de Barcelona

B) Dos quintas partes para la Generalidad de Cataluña y tres quintas partes para el Ayuntamiento de Barcelona

C) Tres quintas partes para el Ayuntamiento de Barcelona y dos quintas partes para la Generalidad de Cataluña

D) La mitad para la Generalidad de Cataluña y la mitad para el Ayuntamiento de Barcelona

7. En materia de educación, constituye un área de actuación municipal la conservación, mantenimiento y 
vigilancia de los edificios destinados a centros docentes públicos de:

A) Educación Secundaria Obligatoria y Postobligatoria, Educación Primaria, Educación Infantil, Educación de 
Enseñanzas de Régimen Especial y Educación de Adultos.

B) Educación Infantil, Educación Primaria y Educación Secundaria, incluidos los centros universitarios y de 
formación profesional.

C) Educación Primaria, Educación Secundaria Obligatoria y Postobligatoria, exclusivamente cuando se trate de 
centros de titularidad municipal.

D) Educación Infantil, Educación Primaria y Educación de Adultos, con exclusión de los centros de Educación 
de Enseñanzas de Régimen Especial.

8. Las competencias gestionadas por el Consorcio de Educación de Barcelona le son otorgadas por:

A) La Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.

B) La Ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta municipal de Barcelona.

C) La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.

D) La Ley 12/2009, de Educación de Cataluña.
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9. La creación y disolución de los entes personalizados dependientes de un consorcio corresponde:

A) A la Administración consorciada titular de las competencias que constituyen su objeto, sin intervención del 
Consorcio.

B) Al Consorcio, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes de su creación y a propuesta de la Administración 
consorciada titular de las competencias que constituyen su objeto.

C) A la Generalidad de Cataluña, mediante disposición reglamentaria y previo acuerdo de la Administración 
titular de las competencias.

D) Al Parlamento de Cataluña, mediante Ley específica para cada ente personalizado dependiente del Consorcio.

10. La disolución de los consorcios legales se lleva a cabo:

A) Por Ley

B) Por acuerdo del propio Consorcio

C) Por decisión conjunta de las Administraciones consorciadas

D) Por modificación de sus estatutos

SOLUCIONES 1 D · 2 D · 3 D · 4 D · 5 A · 6 A · 7 A · 8 B · 9 B · 10 A

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

El Instituto Municipal de Educación de Barcelona.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

Practica este tema en HazteFuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

El sistema educativo. La organización escolar. El Consejo Escolar. El 
equipo directivo. El claustro. El personal de administración y 

servicios. Las funciones del subalterno/a en los centros docentes.

LO 2/2006 de Educación

LOE-Educ · BOE-A-2006-7899 · arts. 1 a 11 · arts. 107 a 113 · arts. 118 a 139 — 45 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

CAPÍTULO I Principios y fines de la educación

Artículo 1. Principios.
El sistema educativo español, configurado de acuerdo con los valores de la Constitución y asentado en el
respeto a los derechos y libertades reconocidos en ella, se inspira en los siguientes principios:
a) El cumplimiento efectivo de los derechos de la infancia según lo establecido en la Convención sobre los
Derechos del Niño, adoptada por Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989, ratificada el 30 de noviembre de
1990, y sus Protocolos facultativos, reconociendo el interés superior del menor, su derecho a la educación, a no
ser discriminado y a participar en las decisiones que les afecten y la obligación del Estado de asegurar sus
derechos. a bis) La calidad de la educación para todo el alumnado, sin que exista discriminación alguna por
razón de nacimiento, sexo, origen racial, étnico o geográfico, discapacidad, edad, enfermedad, religión o
creencias, orientación sexual o identidad sexual o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
b) La equidad, que garantice la igualdad de oportunidades para el pleno desarrollo de la personalidad a través
de la educación, la inclusión educativa, la igualdad de derechos y oportunidades, también entre mujeres y
hombres, que ayuden a superar cualquier discriminación y la accesibilidad universal a la educación, y que
actúe como elemento compensador de las desigualdades personales, culturales, económicas y sociales, con
especial atención a las que se deriven de cualquier tipo de discapacidad, de acuerdo con lo establecido en la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada en 2008, por España.
c) La transmisión y puesta en práctica de valores que favorezcan la libertad personal, la responsabilidad, la
ciudadanía democrática, la solidaridad, la tolerancia, la igualdad, el respeto y la justicia, así como que ayuden
a superar cualquier tipo de discriminación.
d) La concepción de la educación como un aprendizaje permanente, que se desarrolla a lo largo de toda la vida.
e) La flexibilidad para adecuar la educación a la diversidad de aptitudes, intereses, expectativas y necesidades
del alumnado, así como a los cambios que experimentan el alumnado y la sociedad.
f) La orientación educativa y profesional de los estudiantes, como medio necesario para el logro de una
formación personalizada, que propicie una educación integral en conocimientos, destrezas y valores.
g) El esfuerzo individual y la motivación del alumnado.
h) El esfuerzo compartido por alumnado, familias, profesores, centros, Administraciones, instituciones y el
conjunto de la sociedad. h bis) El reconocimiento del papel que corresponde a los padres, madres y tutores
legales como primeros responsables de la educación de sus hijos.
i) La autonomía para establecer y adecuar las actuaciones organizativas y curriculares en el marco de las
competencias y responsabilidades que corresponden al Estado, a las Comunidades Autónomas, a las
corporaciones locales y a los centros educativos.
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j) La participación de la comunidad educativa en la organización, gobierno y funcionamiento de los centros
docentes.
k) La educación para la convivencia, el respeto, la prevención de conflictos y la resolución pacífica de los
mismos, así como para la no violencia en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social, y en especial
en el del acoso escolar y ciberacoso con el fin de ayudar al alumnado a reconocer toda forma de maltrato,
abuso sexual, violencia o discriminación y reaccionar frente a ella.
l) El desarrollo de la igualdad de derechos, deberes y oportunidades, el respeto a la diversidad afectivo-sexual y
familiar, el fomento de la igualdad efectiva de mujeres y hombres a través de la consideración del régimen de
la coeducación de niños y niñas, la educación afectivo-sexual, adaptada al nivel madurativo, y la prevención de
la violencia de género, así como el fomento del espíritu crítico y la ciudadanía activa.
m) La consideración de la función docente como factor esencial de la calidad de la educación, el
reconocimiento social del profesorado y el apoyo a su tarea.
n) El fomento y la promoción de la investigación, la experimentación y la innovación educativa. ñ) La
evaluación del conjunto del sistema educativo, tanto en su programación y organización y en los procesos de
enseñanza y aprendizaje como en sus resultados.
o) La cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas en la definición, aplicación y evaluación de
las políticas educativas.
p) La cooperación y colaboración de las Administraciones educativas con las corporaciones locales en la
planificación e implementación de la política educativa.
q) La libertad de enseñanza, que reconozca el derecho de los padres, madres y tutores legales a elegir el tipo
de educación y el centro para sus hijos, en el marco de los principios constitucionales.
r) La educación para la transición ecológica con criterios de justicia social como contribución a la
sostenibilidad ambiental, social y económica. Se modifican las letras a), b) , k), l) y se añaden las letras a bis) y
r) por el art. único.1 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au
Se modifica por el art. único.1 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 2. Fines.
1. El sistema educativo español se orientará a la consecución de los siguientes fines:

a) El pleno desarrollo de la personalidad y de las capacidades de los alumnos.
b) La educación en el respeto a los derechos y libertades fundamentales, en la igualdad de derechos y
oportunidades entre hombres y mujeres y en la igualdad de trato y no discriminación de las personas por
razón de nacimiento, origen racial o étnico, religión, convicción, edad, de discapacidad, orientación o
identidad sexual, enfermedad, o cualquier otra condición o circunstancia.
c) La educación en el ejercicio de la tolerancia y de la libertad dentro de los principios democráticos de
convivencia, así como en la prevención de conflictos y la resolución pacífica de los mismos.
d) La educación en la responsabilidad individual y en el mérito y esfuerzo personal.
e) La formación para la paz, el respeto a los derechos humanos, la vida en común, la cohesión social, la
cooperación y solidaridad entre los pueblos así como la adquisición de valores que propicien el respeto
hacia los seres vivos y los derechos de los animales y el medio ambiente, en particular al valor de los
espacios forestales y el desarrollo sostenible.
f) El desarrollo de la capacidad de los alumnos para regular su propio aprendizaje, confiar en sus aptitudes
y conocimientos, así como para desarrollar la creatividad, la iniciativa personal y el espíritu emprendedor.
g) La formación en el respeto y reconocimiento de la pluralidad lingüística y cultural de España y de la
interculturalidad como un elemento enriquecedor de la sociedad.
h) La adquisición de hábitos intelectuales y técnicas de trabajo, de conocimientos científicos, técnicos,
humanísticos, históricos y artísticos, así como el desarrollo de hábitos saludables, el ejercicio físico y el
deporte.
i) La capacitación para el ejercicio de actividades profesionales, de cuidados y de colaboración social.
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j) La capacitación para la comunicación en la lengua oficial y cooficial, si la hubiere, y en una o más
lenguas extranjeras.
k) La preparación para el ejercicio de la ciudadanía, para la inserción en la sociedad que le rodea y para la
participación activa en la vida económica, social y cultural, con actitud crítica y responsable y con
capacidad de adaptación a las situaciones cambiantes de la sociedad del conocimiento.
l) La capacitación para garantizar la plena inserción del alumnado en la sociedad digital y el aprendizaje de
un uso seguro de los medios digitales y respetuoso con la dignidad humana, los valores constitucionales,
los derechos fundamentales y, particularmente, con el respeto y la garantía de la intimidad individual y
colectiva.

2. Los poderes públicos prestarán una atención prioritaria al conjunto de factores que favorecen la calidad de
la enseñanza y, en especial, la cualificación y formación del profesorado, su trabajo en equipo, la dotación de
recursos educativos, humanos y materiales, las condiciones ambientales y de salud del centro escolar y su
entorno, la investigación, la experimentación y la renovación educativa, el fomento de la lectura y el uso de
bibliotecas, la autonomía pedagógica, organizativa y de gestión, la función directiva, la orientación educativa y
profesional, la inspección educativa y la evaluación. Se modifican las letras b), e), i), k) del apartado 1 y el
apartado 2 por el art. único.1 bis de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au
Redactada la letra i) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 46, de 23 de febrero de 2021.
Ref. BOE-A-2021-2761
Se añade la letra l) al apartado 1 por la disposición final 10 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-10

Artículo 2 bis. Sistema Educativo Español.
1. A los efectos de esta Ley, se entiende por Sistema Educativo Español el conjunto de Administraciones
educativas, profesionales de la educación y otros agentes, públicos y privados, que desarrollan funciones de
regulación, de financiación o de prestación de servicios para el ejercicio del derecho a la educación en España,
y los titulares de este derecho, así como el conjunto de relaciones, estructuras, medidas y acciones que se
desarrollen al efecto.
2. Las Administraciones educativas son los órganos de la Administración General del Estado y de las
Administraciones de las Comunidades Autónomas competentes en materia educativa.
3. Para la consecución de los fines previstos en el artículo 2, el Sistema Educativo Español contará con los
órganos de participación y cooperación y con los instrumentos contemplados en la normativa aplicable al
efecto.
4. El funcionamiento del Sistema Educativo Español se rige por los principios de calidad, cooperación,
equidad, libertad de enseñanza, mérito, igualdad de oportunidades, no discriminación, eficiencia en la
asignación de recursos públicos, transparencia y rendición de cuentas. Se modifican los apartados 1 y 3 por el
art. único.2 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au
Se añade por el art. único.2 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

CAPÍTULO II La organización de las enseñanzas y el aprendizaje a lo largo de la vida

Artículo 3. Las enseñanzas.
1. El sistema educativo se organiza en etapas, ciclos, grados, cursos y niveles de enseñanza de forma que
asegure la transición entre los mismos y, en su caso, dentro de cada uno de ellos.
2. Las enseñanzas que ofrece el sistema educativo son las siguientes:

a) Educación infantil.
b) Educación primaria.
c) Educación secundaria obligatoria.
d) Bachillerato.
e) Formación profesional.
f) Enseñanzas de idiomas.
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g) Enseñanzas artísticas.
h) Enseñanzas deportivas.
i) Educación de personas adultas.
j) Enseñanza universitaria.

3. La educación primaria, la educación secundaria obligatoria y los ciclos formativos de grado básico
constituyen la educación básica.
4. La educación secundaria se divide en educación secundaria obligatoria y educación secundaria
postobligatoria. Constituyen la educación secundaria postobligatoria el bachillerato, la formación profesional
de grado medio, las enseñanzas artísticas profesionales tanto de música y de danza como de artes plásticas y
diseño de grado medio y las enseñanzas deportivas de grado medio.
5. La enseñanza universitaria, las enseñanzas artísticas superiores, la formación profesional de grado
superior, las enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño de grado superior y las enseñanzas
deportivas de grado superior constituyen la educación superior.
6. Las enseñanzas de idiomas, las enseñanzas artísticas y las deportivas tendrán la consideración de
enseñanzas de régimen especial.
7. La enseñanza universitaria se regula por sus normas específicas.
8. Las enseñanzas a las que se refiere el apartado 2 se adaptarán al alumnado con necesidad específica de
apoyo educativo. Dicha adaptación garantizará el acceso, la permanencia y la progresión de este alumnado en
el sistema educativo.
9. Para garantizar el derecho a la educación de quienes no puedan asistir de modo regular a los centros
docentes, se desarrollará una oferta adecuada de educación a distancia o, en su caso, de apoyo y atención
educativa específica.
10. Los ciclos de Formación Profesional Básica serán de oferta obligatoria y carácter gratuito. Se modifican los
apartados 3 y 4 por el art. único.2 bis de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au
Se añade el apartado 10 por el art. único.3 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 4. La enseñanza básica.
1. La enseñanza básica a la que se refiere el artículo 3.3 de esta Ley es obligatoria y gratuita para todas las
personas.
2. La enseñanza básica comprende diez años de escolaridad y se desarrolla, de forma regular, entre los seis y
los dieciséis años de edad. No obstante, los alumnos y alumnas tendrán derecho a permanecer en régimen
ordinario cursando la enseñanza básica hasta los dieciocho años de edad, cumplidos en el año en que finalice
el curso, en las condiciones establecidas en la presente Ley. Con el fin de garantizar la continuidad,
coordinación y cohesión entre las dos etapas de la educación básica, las Administraciones educativas
adoptarán las oportunas medidas de carácter organizativo y curricular. Las Administraciones públicas
promoverán que los alumnos y alumnas menores de edad que hayan superado los 16 años reciban algún tipo
de formación académica o profesional que puedan compatibilizar con su actividad laboral y que les permita
continuar su formación. Asimismo favorecerán que quienes hayan alcanzado la edad límite para cursar la
educación obligatoria sin haber obtenido el título puedan continuar su formación a través de distintas ofertas
formativas.
3. Sin perjuicio de que a lo largo de la enseñanza básica se garantice una educación común para todo el
alumnado, se adoptará la educación inclusiva como principio fundamental, con el fin de atender a la
diversidad de las necesidades de todo el alumnado, tanto del que tiene especiales dificultades de aprendizaje
como del que tiene mayor capacidad y motivación para aprender. Cuando tal diversidad lo requiera, se
adoptarán las medidas organizativas, metodológicas y curriculares pertinentes, según lo dispuesto en la
presente ley, conforme a los principios del Diseño universal de aprendizaje, garantizando en todo caso los
derechos de la infancia y facilitando el acceso a los apoyos que el alumnado requiera.
4. La enseñanza básica persigue un doble objetivo de formación personal y de socialización, integrando de
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forma equilibrada todas las dimensiones. Debe procurar al alumnado los conocimientos y competencias
indispensables para su desarrollo personal, para resolver situaciones y problemas de los distintos ámbitos de
la vida, crear nuevas oportunidades de mejora, así como para desarrollar su socialización, lograr la
continuidad de su itinerario formativo e insertarse y participar activamente en la sociedad en la que vivirán y
en el cuidado del entorno natural y del planeta.
Se modifica por el art. único.3 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Artículo 5. El aprendizaje a lo largo de la vida.
1. Todas las personas deben tener la posibilidad de formarse a lo largo de la vida, dentro y fuera del sistema
educativo, con el fin de adquirir, actualizar, completar y ampliar sus capacidades, conocimientos, habilidades,
aptitudes y competencias para su desarrollo personal y profesional.
2. El sistema educativo tiene como principio básico propiciar la educación permanente. A tal efecto, preparará
a los alumnos para aprender por sí mismos y facilitará a las personas adultas su incorporación a las distintas
enseñanzas, favoreciendo la conciliación del aprendizaje con otras responsabilidades y actividades.
3. Para garantizar el acceso universal y permanente al aprendizaje, las diferentes Administraciones públicas
identificarán nuevas competencias y facilitarán la formación requerida para su adquisición.
4. Asimismo, corresponde a las Administraciones públicas promover, ofertas de aprendizaje flexibles que
permitan la adquisición de competencias básicas y, en su caso, las correspondientes titulaciones, a aquellos
jóvenes y adultos que abandonaron el sistema educativo sin ninguna titulación.
5. El sistema educativo debe facilitar y las Administraciones públicas deben promover que toda la población
llegue a alcanzar una formación de educación secundaria postobligatoria o equivalente.
6. Corresponde a las Administraciones públicas facilitar el acceso a la información y a la orientación sobre las
ofertas de aprendizaje permanente y las posibilidades de acceso a las mismas.

Artículo 5 bis.
La educación no formal. La educación no formal en el marco de una cultura del aprendizaje a lo largo de la
vida, comprenderá todas aquellas actividades, medios y ámbitos de educación que se desarrollan fuera de la
educación formal y que se dirigen a personas de cualquier edad con especial interés en la infancia y la
juventud, que tienen valor educativo en sí mismos y han sido organizados expresamente para satisfacer
objetivos educativos en diversos ámbitos de la vida social tales como la capacitación personal, promoción de
valores comunitarios, animación sociocultural, participación social, mejora de las condiciones de vida,
artística, tecnológica, lúdica o deportiva, entre otros. Se promoverá la articulación y complementariedad de la
educación formal y no formal con el propósito de que esta contribuya a la adquisición de competencias para
un pleno desarrollo de la personalidad.
Se añade por el art. único.3 bis de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

CAPÍTULO III Currículo

Artículo 6. Currículo.
1. A los efectos de lo dispuesto en esta Ley, se entiende por currículo el conjunto de objetivos, competencias,
contenidos, métodos pedagógicos y criterios de evaluación de cada una de las enseñanzas reguladas en la
presente Ley. En el caso de las enseñanzas de formación profesional se considerarán parte del currículo los
resultados de aprendizaje.
2. El currículo irá orientado a facilitar el desarrollo educativo de los alumnos y alumnas, garantizando su
formación integral, contribuyendo al pleno desarrollo de su personalidad y preparándoles para el ejercicio
pleno de los derechos humanos, de una ciudadanía activa y democrática en la sociedad actual. En ningún caso
podrá suponer una barrera que genere abandono escolar o impida el acceso y disfrute del derecho a la
educación.
3. Con el fin de asegurar una formación común y garantizar la validez de los títulos correspondientes, el
Gobierno, previa consulta a las Comunidades Autónomas, fijará, en relación con los objetivos, competencias,
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contenidos y criterios de evaluación, los aspectos básicos del currículo, que constituyen las enseñanzas
mínimas. Para la Formación Profesional fijará así mismo los resultados de aprendizaje correspondientes a las
enseñanzas mínimas.
4. Las enseñanzas mínimas requerirán el 50 por ciento de los horarios escolares para las Comunidades
Autónomas que tengan lengua cooficial y el 60 por ciento para aquellas que no la tengan.
5. Las Administraciones educativas establecerán el currículo de las distintas enseñanzas reguladas en la
presente Ley, del que formarán parte los aspectos básicos señalados en apartados anteriores. Los centros
docentes desarrollarán y completarán, en su caso, el currículo de las diferentes etapas y ciclos en el uso de su
autonomía y tal como se recoge en el capítulo II del título V de la presente Ley. Las Administraciones
educativas determinarán el porcentaje de los horarios escolares de que dispondrán los centros docentes para
garantizar el desarrollo integrado de todas las competencias de la etapa y la incorporación de los contenidos
de carácter transversal a todas las áreas, materias y ámbitos. Las Administraciones educativas podrán, si así lo
consideran, exceptuar los cursos de especialización de las enseñanzas de Formación Profesional de estos
porcentajes, pudiendo establecer su oferta con una duración a partir del número de horas previsto en el
currículo básico de cada uno de ellos.
6. Las Administraciones educativas revisarán periódicamente los currículos para adecuarlos a los avances del
conocimiento, así como a los cambios y nuevas exigencias de su ámbito local, de la sociedad española y del
contexto europeo e internacional.
7. El Gobierno incluirá en la estructura orgánica del Ministerio de Educación y Formación Profesional una
unidad que, en cooperación con las Comunidades Autónomas, desarrolle las funciones a las que se refieren los
apartados tercero y cuarto de este artículo y contribuya a la actualización permanente de los currículos que
constituyen las enseñanzas mínimas, sin perjuicio de lo previsto para la actualización de currículos de
enseñanzas de formación profesional y enseñanzas de régimen especial.
8. Los títulos correspondientes a las enseñanzas reguladas por esta Ley serán homologados por el Estado y
expedidos por las Administraciones educativas en las condiciones previstas en la legislación vigente y en las
normas básicas y específicas que al efecto se dicten.
9. En el marco de la cooperación internacional en materia de educación, el Gobierno, de acuerdo con lo
establecido en el apartado 1 del artículo 6 bis, podrá establecer currículos mixtos de enseñanzas del sistema
educativo español y de otros sistemas educativos, conducentes a los títulos respectivos.
Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.4 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 6 bis. Distribución de competencias.
1. Corresponde al Gobierno:

a) La ordenación general del sistema educativo.
b) La programación general de la enseñanza, en los términos establecidos en los artículos 27 y siguientes
de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación.
c) La fijación de las enseñanzas mínimas a que se refiere el artículo anterior.
d) La regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y de las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.
e) La alta inspección y demás facultades que, conforme al artículo 149.1.30.ª de la Constitución, le
corresponden para garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos.

2. Asimismo corresponden al Gobierno aquellas materias que le encomienda la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de
julio, reguladora del Derecho a la Educación y esta Ley.
3. Corresponde a las comunidades autónomas el ejercicio de sus competencias estatutarias en materia de
educación y el desarrollo de las disposiciones de la presente Ley Orgánica.
Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.5 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .
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CAPÍTULO IV Cooperación entre Administraciones educativas

Artículo 7. Concertación de políticas educativas.
Las Administraciones educativas podrán concertar el establecimiento de criterios y objetivos comunes con el
fin de mejorar la calidad del sistema educativo y garantizar la equidad. La Conferencia Sectorial de Educación
promoverá este tipo de acuerdos y será informada de todos los que se adopten.

Artículo 8. Cooperación entre Administraciones.
1. Las Administraciones educativas y las Corporaciones locales coordinarán sus actuaciones, cada una en el
ámbito de sus competencias, para lograr una mayor eficacia de los recursos destinados a la educación y
contribuir a los fines establecidos en esta Ley.
2. Las ofertas educativas dirigidas a personas en edad de escolarización obligatoria que realicen las
Administraciones u otras instituciones públicas, así como las actuaciones que tuvieran finalidades educativas o
consecuencias en la educación de los niños y jóvenes, deberán hacerse en coordinación con la Administración
educativa correspondiente.
3. Las Comunidades Autónomas podrán convenir la delegación de competencias de gestión de determinados
servicios educativos en los municipios o agrupaciones de municipios que se configuren al efecto, a fin de
propiciar una mayor eficacia, coordinación y control social en el uso de los recursos.

Artículo 9. Programas de cooperación territorial.
1. El Ministerio competente en materia de educación promoverá programas de cooperación territorial con el
fin de alcanzar los objetivos educativos de carácter general referidos al alumnado, profesorado y centros,
reforzar las competencias de los estudiantes, favorecer el conocimiento y aprecio por parte del alumnado de la
riqueza cultural y lingüística de las distintas Comunidades Autónomas, así como contribuir a la solidaridad
interterritorial y al equilibrio territorial en la compensación de desigualdades.
2. Los programas a los que se refiere este artículo serán desarrollados y gestionados por las administraciones
educativas competentes, en los términos del acuerdo o convenio que, en su caso y a estos efectos, se suscriba.
3. En los programas de cooperación territorial se tendrá en cuenta, como criterio para la distribución
territorial de recursos económicos, la singularidad de estos programas en términos orientados a favorecer la
igualdad de oportunidades. Se valorarán especialmente el volumen de alumnado escolarizado en relación con
los objetivos del programa en los centros públicos y privados concertados, las zonas rurales o urbanas
desfavorecidas socialmente, la despoblación o dispersión demográfica y la insularidad.
Se modifica por el art. único.6 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264 #au

Se añade el apartado 3 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 10. Difusión de información.
1. Corresponde a las Administraciones educativas facilitar el intercambio de información y la difusión de
buenas prácticas educativas o de gestión de los centros docentes, a fin de contribuir a la mejora de la calidad
de la educación.
2. Las Administraciones educativas proporcionarán los datos necesarios para la elaboración de las estadísticas
educativas nacionales e internacionales que corresponde efectuar al Estado, las cuales contribuyen a la
gestión, planificación, seguimiento y evaluación del sistema educativo, así como a la investigación educativa.
Asimismo, las Administraciones educativas harán públicos los datos e indicadores que contribuyan a facilitar
la transparencia, la buena gestión de la educación y la investigación educativa.

Artículo 11. Oferta y recursos educativos.
1. El Estado promoverá acciones destinadas a favorecer que todos los alumnos puedan elegir las opciones
educativas que deseen con independencia de su lugar de residencia, de acuerdo con los requisitos académicos
establecidos en cada caso.
2. Corresponde a las Administraciones educativas, en aplicación del principio de colaboración, facilitar el
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acceso a enseñanzas de oferta escasa y a centros de zonas limítrofes a los alumnos que no tuvieran esa oferta
educativa en centros próximos o de su misma Comunidad Autónoma. A tal efecto, en los procedimientos de
admisión de alumnos se tendrá en cuenta esta circunstancia.
3. Con la misma finalidad, y en aplicación del principio de colaboración, corresponde a las Administraciones
educativas facilitar a alumnos y profesores de otras Comunidades Autónomas el acceso a sus instalaciones con
valor educativo y la utilización de sus recursos.

TÍTULO IV Centros docentes

CAPÍTULO I Principios generales

Artículo 107. Régimen jurídico.
1. Los centros docentes que ofrezcan enseñanzas reguladas en esta Ley se regirán por lo dispuesto en la Ley
Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la Educación, en la presente Ley Orgánica y en las
disposiciones que la desarrollen, así como por lo establecido en las demás normas vigentes que les sean de
aplicación, sin perjuicio de lo previsto en los apartados siguientes de este artículo.
2. En relación con los centros integrados y de referencia nacional de formación profesional se estará a lo
dispuesto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional y en
las normas que la desarrollen.
3. Corresponde a las Comunidades Autónomas regular la organización de los centros que ofrezcan algunas de
las enseñanzas artísticas superiores definidas como tales en el artículo 45 de esta Ley.
4. Corresponde al Gobierno la regulación y la gestión de los centros docentes públicos españoles en el exterior,
a cuyos efectos podrá dictar normas singulares en la aplicación de esta Ley a dichos centros en atención a sus
especiales circunstancias.
5. Las Administraciones educativas podrán considerar centro educativo, a los efectos de organización, gestión
y administración, la agrupación de centros públicos ubicados en un ámbito territorial determinado.
Se modifica el apartado 4 por el art. único.67 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 108. Clasificación de los centros.
1. Los centros docentes se clasifican en públicos y privados.
2. Son centros públicos aquellos cuyo titular sea una administración pública.
3. Son centros privados aquellos cuyo titular sea una persona física o jurídica de carácter privado y son centros
privados concertados los centros privados acogidos al régimen de conciertos legalmente establecido. Se
entiende por titular de un centro privado la persona física o jurídica que conste como tal en el Registro de
centros de la correspondiente Administración educativa.
4. La prestación del servicio público de la educación se realizará, a través de los centros públicos y privados
concertados.
5. Los centros docentes orientarán su actividad a la consecución de los principios y fines de la educación
establecidos en la presente Ley.
6. Los padres o tutores, en relación con la educación de sus hijos o pupilos, tienen derecho, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación, a
escoger centro docente tanto público como distinto de los creados por los poderes públicos, a los que se refiere
el apartado 3 del presente artículo.

Artículo 109. Programación de la red de centros.
1. En la programación de la oferta de plazas, las Administraciones educativas armonizarán las exigencias
derivadas de la obligación que tienen los poderes públicos de garantizar el derecho de todos a la educación,
mediante una oferta suficiente de plazas públicas, en condiciones de igualdad y los derechos individuales de
alumnos y alumnas, padres, madres y tutores legales. En todo caso, se perseguirá el objetivo de cohesión social
y la consideración de la heterogeneidad de alumnado como oportunidad educativa.
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2. Las enseñanzas reguladas en esta Ley se programarán por las Administraciones educativas teniendo en
cuenta la oferta existente de centros públicos y la autorizada en los centros privados concertados, asegurando
el derecho a la educación y articulando el principio de participación efectiva de los sectores afectados como
mecanismo idóneo para atender adecuadamente los derechos y libertades y la elección de todos los
interesados. Los principios de programación y participación son correlativos y cooperantes en la elaboración
de la oferta que conllevará una adecuada y equilibrada escolarización del alumnado con necesidad específica
de apoyo educativo, como garantía de la equidad y calidad de la enseñanza.
3. En el marco de la programación general de la red de centros de acuerdo con los principios anteriores, las
Administraciones educativas programarán la oferta educativa de modo que garanticen la existencia de plazas
públicas suficientes, especialmente en las zonas de nueva población.
4. Las Administraciones educativas deberán tener en cuenta las consignaciones presupuestarias existentes y el
principio de economía y eficiencia en el uso de los recursos públicos.
5. Las Administraciones educativas promoverán un incremento progresivo de puestos escolares en la red de
centros de titularidad pública.
Se modifica por el art. único.56 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.68 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 110. Accesibilidad, sostenibilidad y relaciones con el entorno.
1. Los centros educativos existentes que no reúnan las condiciones de accesibilidad exigidas por la legislación
vigente en la materia, deberán adecuarse en los plazos y con arreglo a los criterios establecidos por la Ley
51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, y en
sus normas de desarrollo.
2. Las Administraciones educativas promoverán programas para adecuar las condiciones físicas, incluido el
transporte escolar, y tecnológicas de los centros y los dotarán de los recursos materiales y de acceso al
currículo adecuados a las necesidades del alumnado que escolariza, especialmente en el caso de personas con
discapacidad, de modo que no se conviertan en factor de discriminación y garanticen una atención inclusiva y
universalmente accesible a todos los alumnos.
3. Con el fin de promover una cultura de la sostenibilidad ambiental y de la cooperación social para proteger
nuestra biodiversidad, las Administraciones educativas favorecerán, en coordinación con las instituciones y
organizaciones de su entorno, la sostenibilidad de los centros, su relación con el medio natural y su adaptación
a las consecuencias derivadas del cambio climático. Asimismo garantizarán los caminos escolares seguros y
promoverán desplazamientos sostenibles en los diferentes ámbitos territoriales, como fuente de experiencia y
aprendizaje vital.
4. Los centros, como espacios abiertos a la sociedad de los que son elemento nuclear, promoverán el trabajo y
la coordinación con las administraciones, entidades y asociaciones de su entorno inmediato, creando
comunidades educativas abiertas, motores de la transformación social y comunitaria. Se añaden los apartados
3 y 4 por el art. único.56 bis de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

CAPÍTULO II Centros públicos

Artículo 111. Denominación de los centros públicos.
1. Los centros públicos que ofrecen educación infantil se denominarán escuelas infantiles, los que ofrecen
educación primaria, colegios de educación primaria, los que ofrecen educación secundaria obligatoria,
bachillerato y formación profesional, institutos de educación secundaria. Los centros que ofrecen únicamente
enseñanzas de formación profesional se denominarán institutos de formación profesional, y centros
integrados cuando impartan todas las ofertas formativas de formación profesional.
2. Los centros públicos que ofrecen educación infantil y educación primaria se denominarán colegios de
educación infantil y primaria.
3. Los centros públicos que ofrecen enseñanzas profesionales de artes plásticas y diseño se denominarán
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escuelas de arte; los que ofrecen enseñanzas profesionales y, en su caso, elementales, de música y de danza,
conservatorios. Los centros que ofrecen enseñanzas artísticas superiores tendrán las denominaciones que se
establezca en su normativa específica.
4. Los centros que ofrecen enseñanzas dirigidas a alumnos con necesidades educativas especiales que no
puedan ser atendidas en el marco de las medidas de atención a la diversidad de los centros ordinarios, se
denominarán centros de educación especial.
5. Corresponde a las Administraciones educativas determinar la denominación de aquellos centros públicos
que ofrezcan enseñanzas agrupadas de manera distinta a las definidas en los puntos anteriores.
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 2.10 de la Ley 1/2024, de 7 de junio. Ref. BOE-A-2024-11613#df-2

Se modifica el apartado 1 por el art. único.56 ter de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Artículo 111 bis. Tecnologías de la Información y la Comunicación.
1. El Ministerio de Educación y Formación Profesional establecerá, previa consulta a las Comunidades
Autónomas, los estándares que garanticen la interoperabilidad entre los distintos sistemas de información
utilizados en el Sistema Educativo Español, en el marco del Esquema Nacional de Interoperabilidad previsto
en el artículo 42 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios
Públicos. Para ello, se identificarán los tipos básicos de sistemas de información utilizados por las
Administraciones educativas, tanto para la gestión académica y administrativa como para el soporte al
aprendizaje, y se determinarán las especificaciones técnicas básicas de los mismos y los distintos niveles de
compatibilidad y seguridad en el tratamiento de los datos que deben alcanzar. Dentro de estas
especificaciones, se considerarán especialmente relevantes las definiciones de los protocolos y formatos para
el intercambio de datos entre sistemas de información de las Administraciones educativas. Estas medidas
también irán encaminadas a potenciar y a facilitar el aprovechamiento de los registros administrativos en el
marco de las estadísticas educativas estatales, para posibilitar la ampliación de la información estadística
referida al alumnado, el profesorado, los centros y las gestiones educativas, lo que redundará en la mejora de
las herramientas de análisis y de seguimiento de la actividad educativa y de las medidas de mejora de la
calidad del Sistema Educativo Español. En el marco de la implantación de las citadas medidas, dentro de los
sistemas de información propios de la gestión académica y administrativa se regulará un número
identificativo para cada alumno o alumna, a fin de facilitar el intercambio de la información relevante, el
seguimiento de las trayectorias educativas individualizadas, incluyendo las medidas educativas que en su caso
se hubieran podido aplicar, y atender demandas de la estadística estatal e internacional y de las estrategias
europeas para los sistemas de educación y formación. En cualquier caso, dicha regulación atenderá a la
normativa relativa a la privacidad y protección de datos personales.
2. Los entornos virtuales de aprendizaje que se empleen en los centros docentes sostenidos con fondos
públicos facilitarán la aplicación de planes educativos específicos diseñados por los docentes para la
consecución de objetivos concretos del currículo, y deberán contribuir a la extensión del concepto de aula en
el tiempo y en el espacio. Por ello deberán, respetando los estándares de interoperabilidad, permitir a los
alumnos y alumnas el acceso, desde cualquier sitio y en cualquier momento, a los entornos de aprendizaje
disponibles en los centros docentes en los que estudien, con pleno respeto a lo dispuesto en la normativa
aplicable en materia de propiedad intelectual, privacidad y protección de datos personales. Así mismo
promoverán los principios de accesibilidad universal y diseño para todas las personas, tanto en formatos y
contenidos como en herramientas y entornos virtuales de aprendizaje.
3. El Ministerio de Educación y Formación Profesional impulsará, previa consulta a las Comunidades
Autónomas, la compatibilidad de los formatos que puedan ser soportados por las herramientas y entornos
virtuales de aprendizaje en el ámbito de los contenidos educativos digitales públicos, con el objeto de facilitar
su uso con independencia de la plataforma tecnológica en la que se alberguen.
4. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte ofrecerá plataformas digitales y tecnológicas de acceso a toda
la comunidad educativa, que podrán incorporar recursos didácticos aportados por las Administraciones
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educativas y otros agentes para su uso compartido. Los recursos deberán ser seleccionados de acuerdo con
parámetros de calidad metodológica, adopción de estándares abiertos y disponibilidad de fuentes que faciliten
su difusión, adaptación, reutilización y redistribución y serán reconocidos como tales.
5. Las Administraciones educativas y los equipos directivos de los centros promoverán el uso de las tecnologías
de la información y la comunicación (TIC) en el aula como medio didáctico apropiado y valioso para llevar a
cabo las tareas de enseñanza y aprendizaje. Las Administraciones educativas deberán establecer las
condiciones que hagan posible la eliminación en el ámbito escolar de las situaciones de riesgo derivadas de la
inadecuada utilización de las TIC, con especial atención a las situaciones de violencia en la red. Se fomentará
la confianza y seguridad en el uso de las tecnologías prestando especial atención a la desaparición de
estereotipos de género que dificultan la adquisición de competencias digitales en condiciones de igualdad. 6.El
Ministerio de Educación y Formación Profesional elaborará y revisará, previa consulta a las Comunidades
Autónomas, los marcos de referencia de la competencia digital que orienten la formación inicial y permanente
del profesorado y faciliten el desarrollo de una cultura digital en los centros y en las aulas. 7. Las
Administraciones públicas velarán por el acceso de todos los estudiantes a los recursos digitales necesarios,
para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de todos los niños y niñas en igualdad de condiciones.
En todo caso, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) y los recursos didácticos que se
empleen, se ajustarán a la normativa reguladora de los servicios y sociedad de la información y de los
derechos de propiedad intelectual, concienciando en el respeto de los derechos de terceros.
Se modifica por el art. único.57 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.69 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 112. Medios materiales y humanos.
1. Corresponde a las Administraciones educativas dotar a los centros públicos de los medios materiales y
humanos necesarios para ofrecer una educación de calidad y garantizar la igualdad de oportunidades en la
educación.
2. En el contexto de lo dispuesto en el apartado anterior, los centros dispondrán de la infraestructura
informática necesaria para garantizar la incorporación de las tecnologías de la información y la comunicación
en los procesos educativos. Corresponde a las Administraciones educativas proporcionar servicios educativos
externos y facilitar la relación de los centros públicos con su entorno y la utilización por parte del centro de los
recursos próximos, tanto propios como de otras Administraciones públicas.
3. Los centros que escolaricen alumnado con necesidad específica de apoyo educativo, en proporción mayor a
la establecida con carácter general o para la zona en la que se ubiquen, recibirán los recursos
complementarios humanos y materiales necesarios para atender adecuadamente a este alumnado. A tal fin, la
proporción de alumnado por profesor podrá ser inferior a la establecida en el apartado 1 del artículo 157.
4. Las Administraciones educativas facilitarán que aquellos centros que, por su número de unidades, no
puedan disponer de los especialistas a los que se refiere el artículo 93 de esta Ley, reciban los apoyos
necesarios para asegurar la calidad de las correspondientes enseñanzas.
5. Las Administraciones educativas potenciarán que los centros públicos puedan ofrecer actividades y
servicios complementarios a fin de favorecer que amplíen su oferta educativa para atender las nuevas
demandas sociales, así como que puedan disponer de los medios adecuados, particularmente de aquellos
centros que atiendan a una elevada población de alumnos con necesidad específica de apoyo educativo.
6. Las Administraciones educativas podrán establecer compromisos con aquellos centros que, en uso de su
autonomía y basándose en el análisis de sus evaluaciones internas o externas, adopten decisiones o proyectos
que sean valorados por dichas administraciones de especial interés para el contexto socioeconómico del
centro, para el desarrollo del currículo o para su organización y para la inclusión y la atención a la diversidad
del alumnado. Las Administraciones educativas y los centros harán un seguimiento y valoración de los
resultados obtenidos tomando como referencia los objetivos propuestos.
Se modifica el apartado 3 y se añade el apartado 6 por el art. único.58 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Temario en formato ley · Subalterno · Ayuntamiento de Barcelona 105

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Artículo 113. Bibliotecas escolares.
1. Los centros de enseñanza dispondrán de una biblioteca escolar.
2. Las Administraciones educativas completarán la dotación de las bibliotecas de los centros públicos de forma
progresiva. A tal fin elaborarán un plan que permita alcanzar dicho objetivo dentro del periodo de
implantación de la presente Ley.
3. Las bibliotecas escolares contribuirán a fomentar la lectura y a que el alumno acceda a la información y
otros recursos para el aprendizaje de las demás áreas y materias y pueda formarse en el uso crítico de los
mismos. Igualmente, contribuirán a hacer efectivo lo dispuesto en los artículos 19.3 y 26.2 de la presente Ley.
4. La organización de las bibliotecas escolares deberá permitir que funcionen como un espacio abierto a la
comunidad educativa de los centros respectivos.
5. Los centros podrán llegar a acuerdos con los municipios respectivos, para el uso de bibliotecas municipales
con las finalidades previstas en este artículo.

TÍTULO V Participación, autonomía y gobierno de los centros

CAPÍTULO I Participación en el funcionamiento y el gobierno de los centros

Artículo 118. Principios generales.
1. La participación es un valor básico para la formación de ciudadanos autónomos, libres, responsables y
comprometidos con los principios y valores de la Constitución.
2. La participación, autonomía y gobierno de los centros que ofrezcan enseñanzas reguladas en esta Ley se
ajustarán a lo dispuesto en ella y en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a la
Educación, y en las normas que se dicten en desarrollo de las mismas.
3. Las Administraciones educativas fomentarán, en el ámbito de su competencia, el ejercicio efectivo de la
participación de alumnado, profesorado, familias y personal de administración y servicios en los centros
educativos.
4. A fin de hacer efectiva la corresponsabilidad entre el profesorado y las familias en la educación de sus hijos,
las Administraciones educativas adoptarán medidas que promuevan e incentiven la colaboración efectiva
entre la familia y la escuela.
5. En relación con los centros integrados y de referencia nacional de formación profesional se estará a lo
dispuesto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional y en
las normas que la desarrollen.
6. Corresponde a las Administraciones educativas regular la participación en los centros que impartan
enseñanzas artísticas superiores de acuerdo con la normativa básica que establezca el Gobierno.
7. Corresponde a las Administraciones educativas adaptar lo establecido en este Título a las características de
los centros que imparten únicamente el primer ciclo de educación infantil. Esta adaptación deberá respetar,
en todo caso, los principios de autonomía y participación de la comunidad educativa recogidos en el mismo.

Artículo 119. Participación en el funcionamiento y el gobierno de los centros públicos y privados 
concertados.
1. Las Administraciones educativas garantizarán la participación activa de la comunidad educativa en las
cuestiones relevantes de la organización, el gobierno, el funcionamiento y la evaluación de los centros,
fomentando dicha participación especialmente en el caso del alumnado, como parte de su proceso de
formación.
2. La comunidad educativa participará en el gobierno de los centros a través de su Consejo Escolar. El
profesorado participará también en la toma de decisiones pedagógicas que corresponden al Claustro, a los
órganos de coordinación docente y a los equipos de profesores y profesoras que impartan clase en el mismo
curso o ciclo.
3. Corresponde a las Administraciones educativas favorecer la participación del alumnado en el
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funcionamiento de los centros, a través de sus delegados de grupo y curso, así como de sus representantes en
el Consejo Escolar.
4. Los padres y los alumnos y alumnas podrán participar también en el funcionamiento de los centros a través
de sus asociaciones. Las Administraciones educativas favorecerán la información y la formación dirigida a
ellos.
5. Los centros tendrán al menos los siguientes órganos colegiados de gobierno: Consejo Escolar y Claustro del
profesorado. En la composición del Consejo Escolar se deberá promover la presencia equilibrada de mujeres y
hombres.
Se modifica por el art. único.60 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.72 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

CAPÍTULO II Autonomía de los centros

Artículo 120. Disposiciones generales.
1. Los centros dispondrán de autonomía pedagógica, de organización y de gestión en el marco de la legislación
vigente y en los términos recogidos en la presente Ley y en las normas que la desarrollen.
2. Los centros docentes dispondrán de autonomía para elaborar, aprobar y ejecutar un proyecto educativo y un
proyecto de gestión, así como las normas de organización y funcionamiento del centro.
3. Las Administraciones educativas favorecerán la autonomía de los centros de forma que sus recursos
económicos, materiales y humanos puedan dar respuesta y viabilidad a los proyectos educativos y propuestas
de organización que elaboren, una vez que sean convenientemente evaluados y valorados. Los centros
sostenidos con fondos públicos deberán rendir cuentas de los resultados obtenidos.»
4. Los centros, en el ejercicio de su autonomía, pueden adoptar experimentaciones, innovaciones pedagógicas,
programas educativos, planes de trabajo, formas de organización, normas de convivencia o ampliación del
calendario escolar o del horario lectivo de ámbitos, áreas o materias, en los términos que establezcan las
Administraciones educativas y dentro de las posibilidades que permita la normativa aplicable, incluida la
laboral, sin que, en ningún caso, suponga discriminación de ningún tipo, ni se impongan aportaciones a las
familias ni exigencias para las Administraciones educativas.
5. Cuando estas experimentaciones, planes de trabajo o formas de organización puedan afectar a la obtención
de títulos académicos o profesionales, deberán ser autorizados expresamente por el Gobierno. Se modifican
los apartados 3 y 4 por el art. único.61 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-
A-2020-17264#au Se modifican los apartados 3 y 4 por el art. único.73 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de
diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 121. Proyecto educativo.
1. El proyecto educativo del centro recogerá los valores, los fines y las prioridades de actuación, incorporará la
concreción de los currículos establecidos por la Administración educativa, que corresponde fijar y aprobar al
Claustro, e impulsará y desarrollará los principios, objetivos y metodología propios de un aprendizaje
competencial orientado al ejercicio de una ciudadanía activa. Asimismo incluirá un tratamiento transversal de
la educación en valores, del desarrollo sostenible, de la igualdad entre mujeres y hombres, de la igualdad de
trato y no discriminación y de la prevención de la violencia contra las niñas y las mujeres, del acoso y del
ciberacoso escolar, así como la cultura de paz y los derechos humanos. El proyecto educativo del centro
recogerá asimismo la estrategia digital del centro, de acuerdo con lo establecido en el artículo 111 bis.5.»
2. Dicho proyecto estará enmarcado en unas líneas estratégicas y tendrá en cuenta las características del
entorno social, económico, natural y cultural del alumnado del centro, así como las relaciones con agentes
educativos, sociales, económicos y culturales del entorno. El proyecto recogerá, al menos, la forma de
atención a la diversidad del alumnado, medidas relativas a la acción tutorial, los planes de convivencia y de
lectura y deberá respetar los principios de no discriminación y de inclusión educativa como valores
fundamentales, así como los principios y objetivos recogidos en esta Ley y en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de
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julio, Reguladora del Derecho a la Educación, especificando medidas académicas que se adoptarán para
favorecer y formar en la igualdad particularmente de mujeres y hombres.» 2 bis. Los centros adoptarán las
medidas necesarias para compensar las carencias que pudieran existir en la competencia en comunicación
lingüística, en lengua castellana y en su caso en las lenguas cooficiales, tomando como referencia el análisis
realizado previamente e incluyendo dicho análisis y tales medidas en su proyecto educativo. Las
Administraciones educativas adoptarán las iniciativas necesarias para facilitar a los centros la aplicación de
dichas medidas.» 2 ter. El proyecto educativo incorporará un plan de mejora, que se revisará periódicamente,
en el que, a partir del análisis de los diferentes procesos de evaluación del alumnado y del propio centro, se
planteen las estrategias y actuaciones necesarias para mejorar los resultados educativos y los procedimientos
de coordinación y de relación con las familias y el entorno.»
3. En el marco de lo establecido por las Administraciones educativas, los centros establecerán sus proyectos
educativos, que deberán hacerse públicos con objeto de facilitar su conocimiento por el conjunto de la
comunidad educativa. Asimismo, corresponde a las Administraciones educativas contribuir al desarrollo del
currículo favoreciendo la elaboración de modelos abiertos de programación docente y de materiales
didácticos que atiendan a las distintas necesidades de los alumnos y alumnas y del profesorado.
4. Corresponde a las Administraciones educativas favorecer la coordinación entre los proyectos educativos de
los centros de educación primaria y los de educación secundaria obligatoria con objeto de que la
incorporación de los alumnos a la educación secundaria sea gradual y positiva.
5. Los centros promoverán compromisos educativos entre las familias o tutores legales y el propio centro en
los que se consignen las actividades que padres, profesores y alumnos se comprometen a desarrollar para
mejorar el rendimiento académico del alumnado.
6. El proyecto educativo de los centros privados concertados, que en todo caso deberá hacerse público, será
dispuesto por su respectivo titular e incorporará el carácter propio al que se refiere el artículo 115 de esta Ley.
Se suprimen los apartados 7, 8, se modifican los apartados 1, 2 y se añaden los apartados 2 bis y 2 ter por el art.
único.62 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au
Se modifica el apartado 3 y se añade el 7 y 8 por el art. único.74 y 75 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-
A-2013-12886#aunico .

Artículo 122. Recursos.
1. Los centros estarán dotados de los recursos educativos, humanos y materiales necesarios para ofrecer una
enseñanza de calidad y garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación.
2. Las Administraciones educativas podrán asignar mayores dotaciones de recursos a determinados centros
públicos o privados concertados, en razón de los proyectos que así lo requieran o en atención a las condiciones
de especial necesidad de la población que escolarizan. Dicha asignación quedará condicionada a la rendición
de cuentas y justificación de la adecuada utilización de dichos recursos.
3. Los centros docentes públicos podrán obtener recursos complementarios, previa aprobación de su Consejo
Escolar, en los términos que establezcan las Administraciones educativas, dentro de los límites que la
normativa vigente establece. Estos recursos no podrán provenir de las actividades llevadas a cabo por las
asociaciones de padres, madres y de alumnos y alumnas en cumplimiento de sus fines y deberán ser aplicados
a sus gastos, de acuerdo con lo que las Administraciones educativas establezcan.
Se modifica el apartado 3 por el art. único.63 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.76 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 122 bis. Acciones destinadas a fomentar la calidad de los centros docentes.
1. Se promoverán acciones destinadas a fomentar la calidad de los centros docentes, mediante el refuerzo de
su autonomía y la potenciación de la función directiva, según establezcan el Gobierno y las Administraciones
educativas. Dichas acciones comprenderán medidas honoríficas tendentes al reconocimiento de los centros,
así como acciones de calidad educativa, que tendrán por objeto el fomento y la promoción de la calidad en los
centros.
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2. Las Administraciones educativas fomentarán acciones de calidad educativa que podrán dirigirse, de manera
específica, a aspectos de una etapa o enseñanza de las impartidas por el centro o, de manera general, a
aspectos asociados a una consideración integral del centro y podrán tomar como referencia diversos modelos
de análisis y gestión. A tal fin, los centros docentes que desarrollen estas acciones deberán presentar una
planificación estratégica que incluirá los objetivos perseguidos, los resultados que se pretenden obtener, la
gestión que se ha de desarrollar con las correspondientes medidas para lograr los resultados esperados, así
como el marco temporal y la programación de actividades. La realización de las acciones de calidad educativa
estará sometida a rendición de cuentas por el centro docente.
Se modifica por el art. único.64 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se añade por el art. único.77 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886#aunico .

Artículo 123. Proyecto de gestión de los centros públicos.
1. Los centros públicos que impartan enseñanzas reguladas por la presente Ley dispondrán de autonomía en
su gestión económica de acuerdo con la normativa establecida en la presente Ley así como en la que
determine cada Administración educativa.
2. Las Administraciones públicas podrán delegar en los órganos de gobierno de los centros públicos la
adquisición de bienes, contratación de obras, servicios y suministros, de acuerdo con la Ley 9/2017, de 8 de
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 y, en su
caso, con la legislación autonómica en materia de contratación del sector público, y con los límites que en la
normativa correspondiente se fijen. El ejercicio de la autonomía de los centros para administrar estos recursos
estará sometido a las disposiciones que las Administraciones públicas establezcan para regular el proceso de
contratación, de realización y de justificación del gasto.
3. Para el cumplimiento de sus proyectos educativos, los centros públicos podrán formular requisitos de
titulación y capacitación profesional respecto de determinados puestos de trabajo del centro, de acuerdo con
las condiciones que establezcan las Administraciones educativas.
4. Los centros públicos expresarán la ordenación y utilización de sus recursos, tanto materiales como
humanos, a través de la elaboración de su proyecto de gestión, en los términos que regulen las
Administraciones educativas.
5. Las Administraciones educativas podrán delegar en los órganos de gobierno de los centros públicos las
competencias que determinen, incluidas las relativas a gestión de personal, responsabilizando a los directores
de la gestión de los recursos puestos a disposición del centro.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.65 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Artículo 124. Normas de organización, funcionamiento y convivencia.
1. Los centros elaborarán un plan de convivencia que incorporarán a la programación general anual y que
recogerá todas las actividades que se programen con el fin de fomentar un buen clima de convivencia dentro
del centro escolar, la concreción de los derechos y deberes de los alumnos y alumnas y las medidas correctoras
aplicables en caso de su incumplimiento con arreglo a la normativa vigente, tomando en consideración la
situación y condiciones personales de los alumnos y alumnas, y la realización de actuaciones para la
resolución pacífica de conflictos con especial atención a las actuaciones de prevención de la violencia de
género, igualdad y no discriminación.
2. Las normas de convivencia y conducta de los centros serán de obligado cumplimiento, y deberán concretar
los deberes de los alumnos y alumnas y las medidas correctoras aplicables en caso de incumplimiento,
tomando en consideración su situación y condiciones personales. Las medidas correctoras tendrán un
carácter educativo y recuperador, deberán garantizar el respeto a los derechos del resto de los alumnos y
alumnas y procurarán la mejora en las relaciones de todos los miembros de la comunidad educativa. Las
medidas correctoras deberán ser proporcionadas a las faltas cometidas. Aquellas conductas que atenten contra
la dignidad personal de otros miembros de la comunidad educativa, que tengan como origen o consecuencia
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una discriminación o acoso basado en el género, orientación o identidad sexual, o un origen racial, étnico,
religioso, de creencias o de discapacidad, o que se realicen contra el alumnado más vulnerable por sus
características personales, sociales o educativas tendrán la calificación de falta muy grave y llevarán asociada
como medida correctora la expulsión, temporal o definitiva, del centro. Las decisiones de adoptar medidas
correctoras por la comisión de faltas leves serán inmediatamente ejecutivas.
3. Los miembros del equipo directivo y los profesores y profesoras serán considerados autoridad pública. En
los procedimientos de adopción de medidas correctoras, los hechos constatados por profesores, profesoras y
miembros del equipo directivo de los centros docentes tendrán valor probatorio y disfrutarán de presunción
de veracidad «iuris tantum» o salvo prueba en contrario, sin perjuicio de las pruebas que, en defensa de los
respectivos derechos o intereses, puedan señalar o aportar los propios alumnos y alumnas.
4. Las Administraciones educativas facilitarán que los centros, en el marco de su autonomía, puedan elaborar
sus propias normas de organización y funcionamiento.
5. Las Administraciones educativas regularán los protocolos de actuación frente a indicios de acoso escolar,
ciberacoso, acoso sexual, violencia de género y cualquier otra manifestación de violencia, así como los
requisitos y las funciones que debe desempeñar el coordinador o coordinadora de bienestar y protección, que
debe designarse en todos los centros educativos independientemente de su titularidad. Las directoras,
directores o titulares de centros educativos se responsabilizarán de que la comunidad educativa esté
informada de los protocolos de actuación existentes así como de la ejecución y el seguimiento de las
actuaciones previstas en los mismos. En todo caso deberán garantizarse los derechos de las personas afectadas.
Se añade el apartado 5 por el art. único.66 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.78 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Artículo 125. Programación general anual.
Los centros educativos elaborarán al principio de cada curso una programación general anual que recoja todos
los aspectos relativos a la organización y funcionamiento del centro, incluidos los proyectos, el currículo, las
normas, y todos los planes de actuación acordados y aprobados.

CAPÍTULO III Órganos colegiados de gobierno y de coordinación docente de los centros públicos

Sección primera. Consejo Escolar

Artículo 126. Composición del Consejo Escolar.
1. El Consejo Escolar de los centros públicos estará compuesto por los siguientes miembros:

a) El director del centro, que será su Presidente.
b) El jefe de estudios.
c) Un concejal o representante del Ayuntamiento en cuyo término municipal se halle radicado el centro.
d) Un número de profesores y profesoras que no podrá ser inferior a un tercio del total de los componentes
del Consejo, elegidos por el Claustro y en representación del mismo.
e) Un número de padres y de alumnos, elegidos respectivamente por y entre ellos, que no podrá ser inferior
a un tercio del total de los componentes del Consejo.
f) Un representante del personal de administración y servicios del centro.
g) El secretario del centro, que actuará como secretario del Consejo, con voz y sin voto.

2. Una vez constituido el Consejo Escolar del centro, éste designará una persona que impulse medidas
educativas que fomenten la igualdad real y efectiva entre hombres y mujeres.
3. Uno de los representantes de los padres en el Consejo Escolar será designado por la asociación de padres
más representativa del centro, de acuerdo con el procedimiento que establezcan las Administraciones
educativas.
4. Corresponde a las Administraciones educativas regular las condiciones por las que los centros que impartan
las enseñanzas de formación profesional o artes plásticas y diseño puedan incorporar a su Consejo Escolar un
representante propuesto por las organizaciones empresariales o instituciones laborales presentes en el ámbito
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de acción del centro.
5. El alumnado podrá ser elegido miembro del Consejo Escolar a partir del primer curso de educación
secundaria obligatoria. No obstante, los alumnos y las alumnas de los dos primeros cursos de educación
secundaria obligatoria no podrán participar en la selección o el cese de quien ejerza la dirección. El alumnado
de educación primaria participará en el Consejo Escolar del centro en los términos que establezcan las
Administraciones educativas.
6. Corresponde a las Administraciones educativas determinar el número total de miembros del Consejo
Escolar y regular el proceso de elección.
7. En los centros específicos de educación infantil, en los incompletos de educación primaria, en los de
educación secundaria con menos de ocho unidades, en centros de educación permanente de personas adultas
y de educación especial, en los que se impartan enseñanzas artísticas profesionales, de idiomas o deportivas,
así como en aquellas unidades o centros de características singulares, la Administración educativa competente
adaptará lo dispuesto en este artículo a la singularidad de los mismos.
8. En los centros específicos de educación especial y en aquellos que tengan unidades de educación especial
formará parte también del Consejo Escolar un representante del personal de atención educativa
complementaria.
9. Sin perjuicio de las competencias del Claustro de profesorado en relación con la planificación y
organización docente, las decisiones que adopte el Consejo Escolar deberán aprobarse preferiblemente por
consenso. Para los casos en los que no resulte posible alcanzar dicho consenso, las Administraciones
educativas regularán las mayorías necesarias para la adopción de decisiones por el Consejo Escolar, a la vez
que determinarán la necesidad de aprobación por mayoría cualificada de aquellas decisiones con especial
incidencia en la comunidad educativa.
Se modifica el apartado 5 y se añade el 9 por el art. único.67 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica el apartado 1.d) por el art. único.79 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Artículo 127. Competencias del Consejo Escolar.
El Consejo Escolar del centro tendrá las siguientes competencias:
a) Aprobar y evaluar los proyectos y las normas a los que se refiere el capítulo II del título V de la presente Ley.
b) Aprobar y evaluar la programación general anual del centro, sin perjuicio de las competencias del Claustro
del profesorado en relación con la planificación y organización docente.
c) Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de dirección presentados por los candidatos.
d) Participar en la selección del director o directora del centro en los términos que la presente Ley establece.
Ser informado del nombramiento y cese de los demás miembros del equipo directivo. En su caso, previo
acuerdo de sus miembros, adoptado por mayoría de dos tercios, proponer la revocación del nombramiento del
director o directora.
e) Decidir sobre la admisión del alumnado con sujeción a lo establecido en esta Ley y disposiciones que la
desarrollen.
f) Impulsar la adopción y seguimiento de medidas educativas que fomenten el reconocimiento y protección de
los derechos de la infancia.
g) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan los estilos de vida saludable, la convivencia en el centro, la
igualdad efectiva de mujeres y hombres, la no discriminación, la prevención del acoso escolar y de la violencia
de género y la resolución pacífica de conflictos en todos los ámbitos de la vida personal, familiar y social.
h) Conocer las conductas contrarias a la convivencia y la aplicación de las medidas educativas, de mediación y
correctoras velando por que se ajusten a la normativa vigente. Cuando las medidas correctoras adoptadas por
el director o directora correspondan a conductas del alumnado que perjudiquen gravemente la convivencia del
centro, el Consejo Escolar, a instancia de padres, madres o tutores legales o, en su caso, del alumnado, podrá
revisar la decisión adoptada y proponer, en su caso, las medidas oportunas.
i) Promover progresivamente la conservación y renovación de las instalaciones y equipo escolar para la mejora
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de la calidad y la sostenibilidad y aprobar la obtención de recursos complementarios de acuerdo con lo
establecido en el artículo 122.3.
j) Fijar las directrices para la colaboración, con fines educativos y culturales, con las Administraciones locales
y con otros centros, entidades y organismos.
k) Analizar y valorar el funcionamiento general del centro, la evolución del rendimiento escolar y los
resultados de las evaluaciones internas y externas en las que participe el centro.
l) Elaborar propuestas e informes, a iniciativa propia o a petición de la Administración competente, sobre el
funcionamiento del centro y la mejora de la calidad de la gestión, así como sobre aquellos otros aspectos
relacionados con la calidad de la misma.
m) Aprobar el proyecto de presupuesto del centro.
n) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración educativa.
Se modifica por el art. único.68 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.80 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Sección segunda. Claustro de profesores

Artículo 128. Composición.
1. El Claustro de profesores es el órgano propio de participación de los profesores en el gobierno del centro y
tiene la responsabilidad de planificar, coordinar, informar y, en su caso, decidir sobre todos los aspectos
educativos del centro.
2. El Claustro será presidido por el director y estará integrado por la totalidad de los profesores que presten
servicio en el centro.

Artículo 129. Competencias.
El Claustro de profesores tendrá las siguientes competencias:
a) Formular al equipo directivo y al Consejo Escolar propuestas para la elaboración de los proyectos del centro
y de la programación general anual.
b) Aprobar y evaluar la concreción del currículo y todos los aspectos educativos de los proyectos y de la
programación general anual.
c) Fijar los criterios referentes a la orientación, tutoría, evaluación y recuperación de los alumnos.
d) Promover iniciativas en el ámbito de la experimentación y de la investigación pedagógica y en la formación
del profesorado del centro.
e) Elegir sus representantes en el Consejo Escolar del centro y participar en la selección del director en los
términos establecidos por la presente Ley.
f) Conocer las candidaturas a la dirección y los proyectos de dirección presentados por los candidatos.
g) Analizar y valorar el funcionamiento general del centro, la evolución del rendimiento escolar y los
resultados de las evaluaciones internas y externas en las que participe el centro.
h) Informar las normas de organización y funcionamiento del centro.
i) Conocer la resolución de conflictos disciplinarios y la imposición de sanciones y velar por que éstas se
atengan a la normativa vigente.
j) Proponer medidas e iniciativas que favorezcan la convivencia en el centro.
k) Cualesquiera otras que le sean atribuidas por la Administración educativa o por las respectivas normas de
organización y funcionamiento.

Sección tercera. Otros órganos de coordinación docente

Artículo 130. Órganos de coordinación docente.
1. Corresponde a las Administraciones educativas regular el funcionamiento de los órganos de coordinación
docente y de orientación y potenciar los equipos de profesores que impartan clase en el mismo curso, así
como la colaboración y el trabajo en equipo de los profesores que impartan clase a un mismo grupo de

Temario en formato ley · Subalterno · Ayuntamiento de Barcelona 112

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



alumnos.
2. En los institutos de educación secundaria existirán, entre los órganos de coordinación docente,
departamentos de coordinación didáctica que se encargarán de la organización y desarrollo de las enseñanzas
propias de las materias o módulos que se les encomienden.

CAPÍTULO IV Dirección de los centros públicos

Artículo 131. El equipo directivo.
1. La dirección de los centros educativos ha de conjugar la responsabilidad institucional de la gestión del
centro como organización, la gestión administrativa, la gestión de recursos y el liderazgo y dinamización
pedagógica, desde un enfoque colaborativo, buscando el equilibrio entre tareas administrativas y pedagógicas.
2. El equipo directivo, órgano ejecutivo de gobierno de los centros públicos, estará integrado por el director o
directora, el o la jefe de estudios, el secretario o secretaria y cuantos cargos determinen las Administraciones
educativas.
3. El equipo directivo trabajará de forma coordinada en el desempeño de sus funciones, conforme a las
instrucciones del director o directora y las funciones específicas legalmente establecidas.
4. El director o directora, previa comunicación al Claustro de profesores y al Consejo Escolar, formulará
propuesta de nombramiento y cese a la Administración educativa de los cargos de jefe de estudios y secretario
o secretaria de entre el profesorado con destino en dicho centro.
5. Todos los miembros del equipo directivo cesarán en sus funciones al término de su mandato o cuando se
produzca el cese del director o directora.
6. Las Administraciones educativas favorecerán el ejercicio de la función directiva en los centros docentes,
mediante la adopción de medidas que permitan mejorar la actuación de los equipos directivos en relación con
el personal y los recursos materiales y mediante la organización de programas y cursos de formación.
Se modifica por el art. único.69 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Artículo 132. Competencias del director o directora.
Son competencias del director o directora:
a) Ostentar la representación del centro, representar a la Administración educativa en el mismo y hacerle
llegar a esta los planteamientos, aspiraciones y necesidades de la comunidad educativa.
b) Dirigir y coordinar todas las actividades del centro, sin perjuicio de las competencias atribuidas al Claustro
del profesorado y al Consejo Escolar.
c) Ejercer la dirección pedagógica, promover la innovación educativa e impulsar planes para la consecución de
los fines del proyecto educativo del centro.
d) Garantizar el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones vigentes.
e) Ejercer la jefatura de todo el personal adscrito al centro.
f) Favorecer la convivencia en el centro, garantizar la mediación en la resolución de los conflictos e imponer
las medidas correctoras que correspondan a los alumnos y alumnas, en cumplimiento de la normativa vigente,
sin perjuicio de las competencias atribuidas al Consejo Escolar en el artículo 127 de esta Ley. A tal fin, se
promoverá la agilización de los procedimientos para la resolución de los conflictos en los centros.
g) Impulsar la colaboración con las familias, con instituciones y con organismos que faciliten la relación del
centro con el entorno, y fomentar un clima escolar que favorezca el estudio y el desarrollo de cuantas
actuaciones propicien una formación integral en conocimientos y valores de los alumnos y alumnas.
h) Impulsar las evaluaciones internas del centro y colaborar en las evaluaciones externas y en la evaluación
del profesorado.
i) Convocar y presidir los actos académicos y las sesiones del Consejo Escolar y del Claustro del profesorado
del centro y ejecutar los acuerdos adoptados, en el ámbito de sus competencias.
j) Realizar las contrataciones de obras, servicios y suministros, así como autorizar los gastos de acuerdo con el
presupuesto del centro, ordenar los pagos y visar las certificaciones y documentos oficiales del centro, todo
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ello de acuerdo con lo que establezcan las Administraciones educativas.
k) Proponer a la Administración educativa el nombramiento y cese de los miembros del equipo directivo,
previa información al Claustro del profesorado y al Consejo Escolar del centro.
l) Promover experimentaciones, innovaciones pedagógicas, programas educativos, planes de trabajo, formas
de organización, normas de convivencia, ampliación del calendario escolar o del horario lectivo de áreas o
materias, de acuerdo con lo recogido en el artículo 120.4.
m) Fomentar la cualificación y formación del equipo docente, así como la investigación, la experimentación y
la innovación educativa en el centro.
n) Diseñar la planificación y organización docente del centro, recogida en la programación general anual. ñ)
Cualesquiera otras que le sean encomendadas por la Administración educativa.
Se modifica por el art. único.70 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.81 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Artículo 133. Selección del director.
1. La selección del director se realizará mediante un proceso en el que participen la comunidad educativa y la
Administración educativa.
2. La selección y nombramiento de directores de los centros públicos se efectuará mediante concurso de
méritos entre profesores y profesoras funcionarios de carrera que impartan alguna de las enseñanzas
encomendadas al centro.
3. La selección se realizará de conformidad con los principios de igualdad, publicidad, mérito y capacidad.
Se modifica por el art. único.82 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Artículo 134. Requisitos para ser candidato a director.
1. Serán requisitos para poder participar en el concurso de méritos los siguientes:

a) Tener una antigüedad de al menos cinco años como funcionario de carrera en la función pública
docente.
b) Haber ejercido funciones docentes como funcionario de carrera, durante un período de al menos cinco
años, en alguna de las enseñanzas de las que ofrece el centro al que se opta.
c) Las Administraciones Educativas podrán considerar como requisito la formación a la que se refiere el
apartado 6 del artículo 135.
d) Presentar un proyecto de dirección que incluya, entre otros, los objetivos, las líneas de actuación y la
evaluación del mismo.

2. En los centros específicos de educación infantil, en los incompletos de educación primaria, en los de
educación secundaria con menos de ocho unidades, en los que impartan enseñanzas artísticas profesionales,
deportivas, de idiomas o las dirigidas a personas adultas con menos de ocho profesores, las Administraciones
educativas podrán eximir a los candidatos de cumplir alguno de los requisitos establecidos en el apartado 1 de
este artículo. Se modifica el apartado 1.b) y c) por el art. único.71 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de
diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au Se modifica el apartado 1 por el art. único.83 de la Ley Orgánica 8/2013,
de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 . Téngase en cuenta, para acreditaciones expedidas con
anterioridad, lo dispuesto en la disposición adicional 2 y en la transitoria 1.

Artículo 135. Procedimiento de selección.
1. Para la selección de los directores o directoras en los centros públicos, a excepción de los Centros
Integrados de Formación Profesional, las Administraciones educativas convocarán concurso de méritos y
establecerán los criterios objetivos y el procedimiento de valoración del proyecto presentado y de los méritos
del candidato, entre los que incluirán la superación de un programa de formación sobre el desarrollo de la
función directiva, impartido por el Ministerio de Educación y Formación Profesional o por las
Administraciones educativas de las Comunidades Autónomas, con validez en todo el territorio nacional.
2. La selección será realizada en el centro por una comisión constituida por representantes de la
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Administración educativa y del centro correspondiente.
3. Corresponde a las Administraciones educativas determinar el número total de vocales de las comisiones. Al
menos un tercio de los miembros de la comisión será profesorado elegido por el claustro y otro tercio será
elegido por y entre los miembros del consejo escolar que no son docentes. Además, entre los miembros de la
comisión deberá haber, al menos, un director o directora en activo en centros que impartan las mismas
enseñanzas que aquel en que se desarrolla el procedimiento de selección, con uno o más periodos de ejercicio
con evaluación positiva del trabajo desarrollado.
4. La selección del director o directora, que tendrá en cuenta la valoración objetiva de los méritos académicos
y profesionales acreditados por los aspirantes y la valoración del proyecto de dirección orientado a lograr el
éxito escolar de todo el alumnado, que deberá incluir, entre otros, contenidos en materia de igualdad entre
mujeres y hombres, no discriminación y prevención de la violencia de género, será decidida
democráticamente por los miembros de la comisión, de acuerdo con los criterios establecidos por las
Administraciones educativas.
5. La selección se realizará valorando especialmente las candidaturas del profesorado del centro.
6. Quienes hayan superado el procedimiento de selección deberán superar un programa de formación sobre
competencias para el desempeño de la función directiva, de manera previa a su nombramiento. Las
características de esta formación serán establecidas por el Gobierno, en colaboración con las
Administraciones educativas, y tendrá validez en todo el Estado. Asimismo, se establecerán las excepciones
que corresponda a los aspirantes que hayan realizado cursos de formación de estas características antes de la
presentación de su candidatura o acrediten experiencia en el ejercicio de la función directiva con evaluación
positiva de su trabajo. Las Administraciones educativas también podrán establecer las condiciones en que los
directores y directoras deban realizar módulos de actualización en el desempeño de la función directiva.
Se modifica por el art. único.72 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.84 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Artículo 136. Nombramiento.
1. La Administración educativa nombrará director o directora del centro que corresponda, sin perjuicio de lo
establecido en el artículo 11.5 de la Ley 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación
Profesional, por un periodo de cuatro años, a quien haya superado el programa de formación al que se refiere
el apartado sexto del artículo 135 de esta Ley.
2. El nombramiento de los directores o directoras podrá renovarse, por periodos de igual duración, previa
evaluación positiva del trabajo desarrollado al final de los mismos, oído el Consejo Escolar. Los criterios y
procedimientos de esta evaluación serán públicos. Las Administraciones educativas podrán fijar un límite
máximo para la renovación de los mandatos.
Se modifica por el art. único.73 de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Se modifica por el art. único.85 de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-12886 .

Artículo 137. Nombramiento con carácter extraordinario.
En ausencia de candidaturas, en el caso de centros de nueva creación o cuando la comisión correspondiente
no haya seleccionado a ningún aspirante, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11.5 de la Ley Orgánica
5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional y la normativa que la desarrolla, la
Administración educativa, oído el Consejo Escolar, nombrará director o directora por un período máximo de
cuatro años a un funcionario o funcionaria docente, que deberá superar el programa de formación sobre el
desarrollo de la función directiva previsto en el artículo 135.1.
Se modifica por el art. único.73 bis de la Ley Orgánica 3/2020, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17264#au

Artículo 138. Cese del director.
El cese del director se producirá en los siguientes supuestos:
a) Finalización del periodo para el que fue nombrado y, en su caso, de la prórroga del mismo.
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b) Renuncia motivada aceptada por la Administración educativa.
c) Incapacidad física o psíquica sobrevenida.
d) Revocación motivada, por la Administración educativa competente, a iniciativa propia o a propuesta
motivada del Consejo Escolar, por incumplimiento grave de las funciones inherentes al cargo de director. En
todo caso, la resolución de revocación se emitirá tras la instrucción de un expediente contradictorio, previa
audiencia al interesado y oído el Consejo Escolar.

Artículo 139. Reconocimiento de la función directiva.
1. El ejercicio de cargos directivos, y en especial del cargo de director, será retribuido de forma diferenciada,
en consideración a la responsabilidad y dedicación exigidas, de acuerdo con las cuantías que para los
complementos establecidos al efecto fijen las Administraciones educativas.
2. Asimismo, el ejercicio de cargos directivos, y, en todo caso, del cargo de director será especialmente
valorado a los efectos de la provisión de puestos de trabajo en la función pública docente.
3. Los directores serán evaluados al final de su mandato. Los que obtuvieren evaluación positiva, obtendrán un
reconocimiento personal y profesional en los términos que establezcan las Administraciones educativas.
4. Los directores de los centros públicos que hayan ejercido su cargo con valoración positiva durante el
periodo de tiempo que cada Administración educativa determine, mantendrán, mientras permanezcan en
situación de activo, la percepción de una parte del complemento retributivo correspondiente en la proporción,
condiciones y requisitos que determinen las Administraciones educativas.

Ley 12/2009 de Educación de Cataluña

L12-2009-CAT · BOE-A-2009-13038 · arts. 19 a 20 · art. 108 · arts. 139 a 148 — 13 incluidos

TÍTULO III De la comunidad educativa

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 19. Comunidad educativa y comunidad escolar.
1. La comunidad educativa está integrada por todas las personas e instituciones que intervienen en el proceso
educativo. Forman parte de ella los alumnos, las familias, el profesorado, los profesionales de atención
educativa y el personal de administración y servicios, la Administración educativa, los entes locales y los
agentes territoriales y sociales y las asociaciones que los representan, así como los colegios profesionales del
ámbito educativo, el asociacionismo educativo, las entidades deportivas escolares y los profesionales,
empresas y entidades de tiempo libre y de servicios educativos.
2. La comunidad educativa del centro, o comunidad escolar, está integrada por los alumnos, madres, padres o
tutores, personal docente, otros profesionales de atención educativa que intervienen en el proceso de
enseñanza en el centro, personal de administración y servicios del centro, y la representación municipal y, en
los centros privados, los representantes de su titularidad.
3. En los centros sostenidos con fondos públicos, los miembros de la comunidad escolar están representados
en el consejo escolar del centro.
4. Los centros privados no sostenidos con fondos públicos pueden definir, en sus normas de organización y
funcionamiento, órganos a través de los cuales se canalice la participación de la comunidad escolar.

Artículo 20. Carta de compromiso educativo.
1. Los centros, en el marco de lo establecido en el título I y de acuerdo con sus proyectos educativos, deben
formular una carta de compromiso educativo, en la cual han de expresar los objetivos necesarios para alcanzar
un entorno de convivencia y respeto hacia el desarrollo de las actividades educativas. En la formulación de la
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carta participan la comunidad escolar y, en particular, los profesionales de la educación y las familias.
2. A través de la carta de compromiso educativo debe potenciarse la participación de las familias en la
educación de los hijos. Las familias deben aceptar compartir los principios que inspiran la carta. El
Departamento debe impulsar las orientaciones que determinen los contenidos para la elaboración de la carta,
que han de respetar los derechos y libertades de las familias recogidos en las leyes.

TÍTULO VIII Del profesorado y demás profesionales de los centros

CAPÍTULO I Ejercicio de la profesión docente

Artículo 108. Profesionales de atención educativa y personal de administración y servicios.
1. Los centros educativos pueden disponer de profesionales de atención educativa, que deben poseer la
titulación, cualificación y perfil profesionales adecuados, para complementar la atención educativa a los
alumnos, en función de las necesidades de cada centro, y apoyar el desarrollo del proyecto educativo del
centro, en coordinación con los docentes.
2. El personal de administración y servicios y los profesionales de atención educativa al servicio de los centros
educativos deben ajustar el ejercicio de su profesión a lo establecido en la normativa laboral y en el resto de
normativa aplicable. En los centros públicos, debe respetarse la plena autonomía de los entes locales en el
ejercicio de sus competencias en el marco de lo establecido en el presente apartado.
3. Los profesionales de atención educativa y el personal de administración y servicios tienen el derecho y el
deber de participar en la vida del centro, en los términos determinados por la normativa vigente, y deben
respetar el proyecto educativo y el carácter propio del centro.
4. La Administración educativa debe facilitar ayudas para la promoción profesional del personal de
administración y servicios de los centros educativos.

TÍTULO IX De la dirección y gobierno de los centros educativos

CAPÍTULO I El gobierno de los centros educativos de titularidad pública

Artículo 139. Órganos de gobierno unipersonales y colegiados.
1. Los centros educativos públicos deben disponer de, al menos, los siguientes órganos de gobierno:

a) El director o directora.
b) El claustro del profesorado.
c) El equipo directivo.
d) El consejo escolar.

2. Los órganos unipersonales de dirección de los centros públicos son el director o directora, el secretario o
secretaria, el jefe o jefa de estudios y aquellos otros que se establezcan por reglamento o en ejercicio de la
autonomía organizativa del centro. Estos órganos unipersonales integran el equipo directivo, que es el órgano
ejecutivo de gobierno de los centros públicos y debe trabajar de forma coordinada en el desempeño de sus
funciones. La dirección del centro puede constituir asimismo un consejo de dirección.
3. Corresponde al Departamento determinar las funciones mínimas y comunes a las que debe ajustarse el
ejercicio de las funciones de jefe o jefa de estudios y de secretario o secretaria en los centros públicos, en el
marco de la autonomía organizativa y de gestión a la que se refiere el capítulo II del título VII.
4. El consejo escolar y el claustro del profesorado son órganos colegiados de participación en el gobierno de
los centros.
5. El Departamento debe adaptar la estructura de gobierno para los distintos centros que sean considerados un
centro educativo único, de acuerdo con lo establecido en el artículo 72.3, y para los demás centros de
características singulares.

Artículo 140. Administración de los centros.
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El Departamento debe determinar los centros y las agrupaciones de centros que pueden disponer de
administradores, a los cuales corresponde asistir a la dirección en la gestión administrativa y económica del
centro y prestarle apoyo en el ejercicio de las correspondientes funciones. Corresponde al Departamento la
competencia sobre la provisión de estas plazas.

Artículo 141. Órganos de coordinación didáctica y tutoría.
En todos los centros públicos deben constituirse órganos con funciones de coordinación didáctica y de tutoría.
Corresponde al Departamento regular las funciones mínimas que deben desarrollar estos órganos.

Artículo 142. El director o directora.
1. El director o directora del centro público es responsable de la organización, el funcionamiento y la
administración del centro, ejerce la dirección pedagógica del centro y es jefe o jefa de todo el personal.
2. La selección del director o directora se realiza por el procedimiento de concurso, en el cual participan la
comunidad escolar y la Administración educativa.
3. El director o directora tiene funciones de representación, funciones de liderazgo pedagógico y liderazgo de
la comunidad escolar y funciones de gestión. Estas funciones se ejercen en el marco del ordenamiento jurídico
vigente, del proyecto educativo del centro y del proyecto de dirección aprobado.
4. Corresponden al director o directora las siguientes funciones de representación:

a) Representar al centro.
b) Ejercer la representación de la Administración educativa en el centro.
c) Presidir el consejo escolar, el claustro del profesorado y los actos académicos del centro.
d) Trasladar las aspiraciones y las necesidades del centro a la Administración educativa y vehicular al
centro los objetivos y las prioridades de la Administración.

5. Corresponden al director o directora las siguientes funciones de dirección y liderazgo pedagógicos:
a) Formular la propuesta inicial de proyecto educativo y las correspondientes modificaciones y
adaptaciones.
b) Velar para que se aprueben un desarrollo y una concreción del currículo coherentes con el proyecto
educativo y garantizar su cumplimiento.
c) Asegurar la aplicación de la carta de compromiso educativo, del proyecto lingüístico y de los
planteamientos tutoriales, coeducativos y de inclusión, y también de todos los demás planteamientos
educativos del proyecto educativo del centro recogidos en el proyecto de dirección.
d) Garantizar que el catalán sea la lengua vehicular de la educación, administrativa y de comunicación en
las actividades del centro, de acuerdo con lo dispuesto en el título II y en el proyecto lingüístico del centro.
e) Establecer los elementos organizativos del centro determinados en el proyecto educativo.
f) Proponer, de acuerdo con el proyecto educativo y las asignaciones presupuestarias, la relación de puestos
de trabajo del centro y sus sucesivas modificaciones.
g) Instar a que se convoque el procedimiento de provisión de plazas al que refiere el artículo 124.1 y
presentar las propuestas a las que se refiere el artículo 115.
h) Orientar, dirigir y supervisar las actividades del centro y dirigir la aplicación de la programación general
anual.
i) Impulsar, de acuerdo con los indicadores de progreso, la evaluación del proyecto educativo y,
eventualmente, de los acuerdos de corresponsabilidad.
j) Participar en la evaluación del ejercicio de las funciones del personal docente y del resto de personal
destinado al centro, observando, si procede, la práctica docente en el aula.

6. Corresponden al director o directora las siguientes funciones en relación con la comunidad escolar:
a) Velar por la formulación y por el cumplimiento de la carta de compromiso educativo del centro.
b) Garantizar el cumplimiento de las normas de convivencia y adoptar las correspondientes medidas
disciplinarias.
c) Asegurar la participación del consejo escolar.
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d) Establecer canales de relación con las asociaciones de madres y padres de alumnos y, en su caso, con las
asociaciones de alumnos.

7. Corresponden al director o directora las siguientes funciones relativas a la organización y gestión del centro:
a) Impulsar la elaboración y aprobación de las normas de organización y funcionamiento del centro y
dirigir su aplicación.
b) Nombrar a los responsables de los órganos de gestión y coordinación establecidos en el proyecto
educativo.
c) Emitir la documentación oficial de carácter académico establecida en la normativa vigente.
d) Visar las certificaciones.
e) Asegurar la custodia de la documentación académica y administrativa por parte del secretario o
secretaria del centro.
f) Autorizar los gastos y ordenar los pagos de acuerdo con el presupuesto aprobado.
g) Contratar bienes y servicios dentro de los límites establecidos por la Administración educativa y actuar
como órgano de contratación.
h) Dirigir y gestionar el personal del centro para garantizar que cumple sus funciones, lo cual comporta, si
procede, la observación de la práctica docente en el aula.

8. El director o directora tiene cualquier otra función que le asigne el ordenamiento y todas las relativas al
gobierno del centro que no estén asignadas a ningún otro órgano.
9. El director o directora, en el ejercicio de sus funciones, tiene la consideración de autoridad pública y goza
de presunción de veracidad en sus informes y de ceñirse a la norma en sus actuaciones, salvo prueba en
contrario. El director o directora, en el ejercicio de sus funciones, es autoridad competente para defender el
interés superior del niño o niña.
10. La regulación del complemento retributivo del director o directora relativo a las funciones de dirección
debe tener en cuenta la complejidad del centro que dirige.

Artículo 143. Selección y nombramiento del director o directora.
1. El procedimiento de selección del director o directora es el de concurso, pudiendo participar en el mismo el
personal funcionario docente que cumpla los requisitos establecidos legalmente.
2. En el proceso de selección del director o directora se valoran los méritos de competencia profesional y
capacidad de liderazgo, valorándose asimismo el proyecto de dirección que debe presentar cada candidato o
candidata. Cada uno de estos aspectos requiere una puntuación mínima, de acuerdo con lo que se establezca
por reglamento.
3. El Gobierno debe regular por reglamento el proceso de selección del director o directora, que debe llevar a
cabo una comisión integrada por representantes del centro educativo designados por el consejo escolar y por
el claustro del profesorado, representantes de la Administración educativa y representantes del ayuntamiento
del municipio donde se ubica el centro. Esta comisión de selección está presidida por un representante o una
representante de la Administración educativa.
4. En el proceso de selección se toma primero en consideración a los candidatos ya destinados al centro y a
continuación al resto de candidatos. A falta de candidatos, o si no ha sido seleccionado ninguno, el
Departamento nombra director o directora, con carácter extraordinario, y basándose en criterios de
competencia profesional y capacidad de liderazgo, a un funcionario o funcionaria docente, que, en el plazo
que se determine por reglamento, debe presentar su proyecto de dirección.
5. El Gobierno debe establecer por reglamento el procedimiento de renovación del mandato de las direcciones
de los centros que obtengan una evaluación positiva en el ejercicio de su función.

Artículo 144. Proyecto de dirección.
1. Los candidatos a la dirección del centro deben presentar, al formalizar su candidatura, un proyecto de
dirección. El proyecto de dirección debe ordenar el desarrollo y aplicación del proyecto educativo para el
período de mandato y concretar la estructura organizativa del centro.
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2. Los proyectos de dirección para centros sin proyecto educativo propio deben prever la adopción de un
proyecto educativo durante el mandato.
3. Los proyectos de dirección deben incluir indicadores para evaluar el ejercicio de la dirección.
4. Una vez nombrado el director o directora, la implementación del proyecto de dirección orienta y vincula la
acción del conjunto de órganos de gobierno unipersonales y colegiados del centro.

Artículo 145. Formación y reconocimiento del ejercicio de la función directiva.
1. La formación inicial y permanente del director o directora se encarga a entidades e instituciones públicas o
privadas de prestigio reconocido, o a las universidades. La superación de los programas de formación relativos
a la función directiva se considera un mérito preferente en el procedimiento de selección de director o
directora al que se refiere el artículo 143.
2. La evaluación positiva del ejercicio de la función directiva en los sucesivos mandatos para quien ha sido
nombrado consecutivamente permite al director o directora la consolidación de un grado personal docente
superior al que tendría reconocido si no hubiese ejercido la dirección, con los límites y en la forma que se
determine por reglamento. La evaluación positiva del ejercicio de los otros cargos unipersonales de gobierno
debe tenerse en cuenta en la valoración de la carrera docente.
3. La evaluación positiva del ejercicio de la función directiva constituye un mérito en la adquisición de la
categoría superior de senior, en la promoción interna, en el ingreso al Cuerpo de Catedráticos de Educación de
la Generalidad de Cataluña y en la resolución de concursos de provisión de puestos de trabajo, de acuerdo con
lo que se determine por reglamento.

Artículo 146. El claustro del profesorado.
1. El claustro del profesorado es el órgano de participación del profesorado en el control y la gestión de la
ordenación de las actividades educativas y el conjunto de los aspectos educativos del centro. Está integrado por
todo el profesorado y lo preside el director o directora del centro.
2. El claustro del profesorado tiene las siguientes funciones:

a) Intervenir en la elaboración y la modificación del proyecto educativo.
b) Designar a los maestros o profesores que deben participar en el proceso de selección del director o
directora.
c) Establecer directrices para la coordinación docente y la acción tutorial.
d) Decidir los criterios para la evaluación de los alumnos.
e) Programar las actividades educativas del centro y evaluar su desarrollo y resultados.
f) Elegir a los representantes del profesorado en el consejo escolar.
g) Prestar apoyo al equipo directivo y, si procede, al consejo de dirección, en el cumplimiento de la
programación general del centro.
h) Aquellas que le atribuyan las normas de organización y funcionamiento del centro, en el marco del
ordenamiento vigente.
i) Cualquier otra que le atribuyan las normas legales o reglamentarias.

3. El director o directora del centro puede convocar a las sesiones del claustro del profesorado a profesionales
de atención educativa destinados al centro para que informen en relación con el ejercicio de las funciones
fijadas en las letras a), c), d), e), g) y h) del apartado 2.

Artículo 147. Equipo directivo.
1. En cada centro público debe constituirse un equipo directivo.
2. El equipo directivo es el órgano ejecutivo de gobierno de los centros públicos y está integrado por el director
o directora, el secretario o secretaria, el jefe o jefa de estudios y los otros órganos unipersonales que se
establezcan por reglamento o en ejercicio de la autonomía organizativa del centro.
3. Los miembros del equipo directivo son responsables de la gestión del proyecto de dirección establecido en
el artículo 144.
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4. El director o directora puede delegar en los miembros del equipo directivo las funciones fijadas en los
apartados 5.b), 5.c), 6.a) y 7.e) del artículo 142.
5. Los centros públicos, en ejercicio de su autonomía, pueden constituir un consejo de dirección, integrado
por miembros del claustro del profesorado entre aquellos que tienen asignadas o delegadas tareas de dirección
o de coordinación.
6. Corresponde al director o directora nombrar y cesar a los miembros del equipo directivo y del consejo de
dirección. También le corresponde la asignación o delegación de funciones a otros miembros del claustro, y la
revocación de estas funciones.
7. El director o directora responde del funcionamiento del centro y del grado de consecución de los objetivos
del proyecto educativo, de acuerdo con el proyecto de dirección, y rinde cuentas ante el consejo escolar y la
Administración educativa. La Administración educativa evalúa la acción directiva y el funcionamiento del
centro.

Artículo 148. El consejo escolar.
1. El consejo escolar es el órgano de participación de la comunidad escolar en el gobierno del centro.
Corresponde al Departamento establecer medidas para que esta participación sea efectiva, y también
determinar el número y el procedimiento de elección de los miembros del consejo.
2. El Departamento debe adaptar la estructura y la composición del consejo escolar a las características de los
centros educativos únicos a los que se refiere el artículo 72.3, y de otros centros de características singulares,
para garantizar la eficacia en el ejercicio de las funciones que le corresponden.
3. Corresponden al consejo escolar las siguientes funciones:

a) Aprobar el proyecto educativo y sus correspondientes modificaciones por una mayoría de tres quintas
partes de sus miembros.
b) Aprobar la programación general anual del centro y evaluar su desarrollo y resultados.
c) Aprobar las propuestas de acuerdos de corresponsabilidad, convenios y otros acuerdos de colaboración
del centro con entidades o instituciones.
d) Aprobar las normas de organización y funcionamiento y sus correspondientes modificaciones.
e) Aprobar la carta de compromiso educativo.
f) Aprobar el presupuesto del centro y el rendimiento de cuentas.
g) Intervenir en el procedimiento de admisión de alumnos.
h) Participar en el procedimiento de selección y en la propuesta de cese del director o directora.
i) Intervenir en la resolución de los conflictos y, si procede, revisar las sanciones a los alumnos.
j) Aprobar las directrices para la programación de actividades escolares complementarias y de actividades
extraescolares, y evaluar su desarrollo.
k) Participar en los análisis y evaluaciones del funcionamiento general del centro y conocer la evolución
del rendimiento escolar.
l) Aprobar los criterios de colaboración con otros centros y con el entorno.
m) Cualquier otra que le atribuyan las normas legales o reglamentarias.

4. El consejo escolar debe aprobar sus normas de funcionamiento. En todo aquello que estas normas no
establezcan, son de aplicación las normas reguladoras de los órganos colegiados de la Administración de la
Generalidad.
5. El consejo escolar actúa normalmente en pleno. Pueden constituirse comisiones específicas de estudio e
información, a las cuales, en cualquier caso, debe incorporarse un profesor o profesora, y un alumno o
alumna o un representante o una representante de las madres y los padres. Los centros de titularidad pública
deben contar con una comisión económica, con las excepciones que establezca el Departamento.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. ¿Cuál es el papel del educador/a en el tránsito entre ciclos?

A) Modelo de imitación.

B) Transmisor/a de conocimientos.

C) Mediador/a y facilitador/a.

D) Comprensivo/a frente al tránsito de ciclos.

2. Las expectativas familiares con respecto a la Educación Infantil:

A) Los padres y madres no sólo esperan la colaboración para la educación de sus hijos/as, sino también que les 
aporten información y pautas sobre cómo llevar a cabo su función.

B) Sólo quieren que se les dé información de cómo ha ido el día y no necesitan pautas porque ellos/as saben 
educar a sus hijos/as.

C) No son necesarias las reuniones e intercambios de información con las familias, cada día le preguntarán a la 
educadora / educador.

D) Las familias sólo accederán a la Escuela cuando haya algún problema grave.

3. Se pide el siguiente encargo, realizar la copia de una fotografía en blanco y negro de tamaño 9x12 cm, de tal 
manera que ocupe el máximo de una DIN A5 ¿Cuál de estas ampliaciones sería la más adecuada?:

A) 100%.

B) 150%.

C) 200%.

D) 300%.

4. El descanso en la etapa de (0-3 años) señala la correcta:

A) Ocupa la mitad de la jornada ya que en este periodo los/as niños/as necesitan descansar de manera muy 
seguida.

B) La Escuela compaginará momentos de actividad con el descanso, el reposo y el sueño. Es importante relajar a 
los/as niños/as en momentos de la jornada ya sea debido a la actividad en sí o para satisfacer sus necesidades.

C) El descanso debe realizarse de forma obligatoria cada día.

D) Los/as niños/as en esta etapa tienen las mismas necesidades de descanso que cualquier adulto.

5. Corresponde al conserje:

A) Reparación de las máquinas de sustitución

B) Compra por catálogo de las pequeñas máquinas auxiliares

C) Custodia del mobiliario, máquinas, instalaciones y locales.

D) Manipulación y limpieza interior de la fotocopiadora.

6. Los contenidos del primer Ciclo de Educación Infantil se organizarán en los siguientes ámbitos de 
desarrollo y experiencia. Señala la respuesta incorrecta:

A) Conocimiento de sí mismo y autonomía personal

B) Descubrimiento del entorno

C) Conocimiento del/la educador/a y la interacción entre ambos/as

D) Los diferentes lenguajes: Comunicación y Representación.
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7. ¿Cuál es el procedimiento más adecuado para parar una máquina reproductora o multicopista?

A) Apagarla de forma abrupta para evitar pérdidas de tiempo.

B) Desconectar la corriente directamente.

C) Utilizar los botones de apagado o desactivación siguiendo las instrucciones del manual.

D) Dejar que se apague automáticamente después de un tiempo sin uso.

8. Señale la respuesta correcta sobre el servicio Burofax Premium de correos:

A) Actualmente en la Carta de Servicios de Correos, no existe este servicio.

B) Se puede enviar únicamente on line.

C) Se puede enviar únicamente de forma presencial.

D) Se puede enviar on line, de forma presencial en oficina de correos y desde cualquier parte a través de la web 
de correos.

9. ¿Para qué sirve una destructora de documentos?

A) Garantizar la confidencialidad

B) Reducir volumen de papel

C) Clasificar documentos

D) Ninguna de las anteriores.

10. Qué podemos considerar, como actividades, dentro de la expresión corporal en Educación Infantil:

A) El juego tradicional.

B) Dramatización, mimo, danza.

C) El deporte.

D) La música.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 B · 4 B · 5 C · 6 C · 7 C · 8 D · 9 A · 10 B

Te quedan 177 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

Nociones básicas a nivel de usuario del funcionamiento de 
instalaciones de electricidad, gas, agua, calefacción, aire 

acondicionado y alarmas. Criterios de actuación en casos de 
emergencia.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Los accesorios para tuberías de cobre suelen ser:

A) Cobre o latón.

B) PVC y carburo.

C) Plástico y acero.

D) Teflón.

2. ¿De qué color pueden ser los cables de las fases?

A) Negro, marrón y gris.

B) Negro, marrón y verde.

C) Negro, marrón y amarillo.

D) Negro, marrón y azul.

3. El grado de protección proporcionado por las envolventes de materiales eléctricos contra los impactos 
mecánicos externos se mide por el índice:

A) CIE.

B) IK.

C) GD.

D) IP.

4. Los fusibles sirven para:

A) Interrumpir la corriente cuando hay sobrecarga

B) Limitar la fuerza de la corriente

C) Alumbrar en caso de emergencia

D) Contabilizar el paso de corriente

5. Si en su vehículo observa que un receptor eléctrico falla, ¿qué será lo primero que tiene que comprobar?

A) Si le llega corriente

B) La caja de fusibles

C) La batería

D) El alternador
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6. En un cuadro de mando y protección encontramos:

A) El contador.

B) La línea repartidora.

C) El ICP, el IGA, el diferencial y los magnetotérmicos (PIA).

D) El diferencial exclusivamente.

7. Para hacer la junta de estanqueidad de una rosca se utilizará:

A) Teflón.

B) Cinta aislante.

C) Cinta americana.

D) Hilo de pescar.

8. ¿Qué documento es obligatorio presentar para la puesta en servicio de una instalación de baja tensión?

A) Un certificado de eficiencia energética.

B) Un certificado de instalación eléctrica firmado por el instalador autorizado.

C) Una memoria ambiental del proyecto.

D) Un acta notarial de verificación.

9. En una bomba centrífuga denominamos impulsor:

A) Colector.

B) Voluta.

C) Rodete.

D) Álabe.

10. Si una lámpara, nos indica que admite un máximo de 20 W., nos está indicando que:

A) Podremos instalar una bombilla convencional de hasta 40 watios.

B) Podremos instalar una bombilla de bajo consumo, equivalente a una bombilla convencional de 60 watios.

C) Podremos tener la lámpara encendida un máximo de 20 horas.

D) Todas las respuesta anteriores son correctas.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 B · 4 A · 5 B · 6 C · 7 A · 8 B · 9 C · 10 B

Te quedan 269 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Gestión de prevención de riesgos, primeros auxilios y gestión de salud 
escolar.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · arts. 1 a 4 · arts. 14 a 29 · arts. 30 a 32 · arts. 33 a 40 — 32 incluidos

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.
2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal, con
las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de una
parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la que
presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que prestan
sus servicios.
2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el ámbito
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de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de protección
civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas Armadas y
actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte
para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las
indicadas actividades.
3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la
presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará a
efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en
la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.
4. (Suprimido).
Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680#ap Se modifican los apartados 1
y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.
2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.
3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.
4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.
5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.
7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.
d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja
de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.
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CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
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h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1.
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:
a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.
b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
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nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.
b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.
c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.
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2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia
de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:

a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.
c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos
puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.
4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
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preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.
3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.
4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.
5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de
la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.
6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.
b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.
c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.
d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.
e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.
3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
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trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.
4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Se modifican las letras a),
b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.
2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.
3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados
por la empresa principal.
5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.
6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.
Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren
manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo.
2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.
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1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura
de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.
3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores,
durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del
médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá,
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo
durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto
de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.
5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref.
BOE-A-2007-6115 Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores.
1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
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desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.
2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal.
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.
2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.
3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado
de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.
4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de
forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.
5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados,
antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los representantes de
los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de
trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos
reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
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de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

CAPÍTULO IV Servicios de prevención

Artículo 30. Protección y prevención de riesgos profesionales.
1. En cumplimiento del deber de prevención de riesgos profesionales, el empresario designará uno o varios
trabajadores para ocuparse de dicha actividad, constituirá un servicio de prevención o concertará dicho
servicio con una entidad especializada ajena a la empresa.
2. Los trabajadores designados deberán tener la capacidad necesaria, disponer del tiempo y de los medios
precisos y ser suficientes en número, teniendo en cuenta el tamaño de la empresa, así como los riesgos a que
están expuestos los trabajadores y su distribución en la misma, con el alcance que se determine en las
disposiciones a que se refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley. Los trabajadores a que
se refiere el párrafo anterior colaborarán entre sí y, en su caso, con los servicios de prevención.
3. Para la realización de la actividad de prevención, el empresario deberá facilitar a los trabajadores
designados el acceso a la información y documentación a que se refieren los artículos 18 y 23 de la presente
Ley.
4. Los trabajadores designados no podrán sufrir ningún perjuicio derivado de sus actividades de protección y
prevención de los riesgos profesionales en la empresa. En ejercicio de esta función, dichos trabajadores
gozarán, en particular, de las garantías que para los representantes de los trabajadores establecen las letras a),
b) y c) del artículo 68 y el apartado 4 del artículo 56 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores. Esta garantía alcanzará también a los trabajadores integrantes del servicio de prevención,
cuando la empresa decida constituirlo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo siguiente. Los trabajadores a
que se refieren los párrafos anteriores deberán guardar sigilo profesional sobre la información relativa a la
empresa a la que tuvieran acceso como consecuencia del desempeño de sus funciones.
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5. En las empresas de hasta diez trabajadores, el empresario podrá asumir personalmente las funciones
señaladas en el apartado 1, siempre que desarrolle de forma habitual su actividad en el centro de trabajo y
tenga la capacidad necesaria, en función de los riesgos a que estén expuestos los trabajadores y la peligrosidad
de las actividades, con el alcance que se determine en las disposiciones a que se refiere el artículo 6.1.e) de
esta Ley. La misma posibilidad se reconoce al empresario que, cumpliendo tales requisitos, ocupe hasta 25
trabajadores, siempre y cuando la empresa disponga de un único centro de trabajo.
6. El empresario que no hubiere concertado el Servicio de prevención con una entidad especializada ajena a la
empresa deberá someter su sistema de prevención al control de una auditoría o evaluación externa, en los
términos que reglamentariamente se determinen.
7. Las personas o entidades especializadas que pretendan desarrollar la actividad de auditoría del sistema de
prevención habrán de contar con una única autorización de la autoridad laboral, que tendrá validez en todo el
territorio español. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de autorización sin haberse notificado
resolución expresa al interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con
el objeto de garantizar una adecuada protección de los trabajadores.
Se modifica el apartado 5 por el art. 39.1 de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre. Ref. BOE-A-2013-10074 .

Se modifica el apartado 5 y se añade el apartado 7 por el art. 8.3 y 4 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Artículo 31. Servicios de prevención.
1. Si la designación de uno o varios trabajadores fuera insuficiente para la realización de las actividades de
prevención, en función del tamaño de la empresa, de los riesgos a que están expuestos los trabajadores o de la
peligrosidad de las actividades desarrolladas, con el alcance que se establezca en las disposiciones a que se
refiere la letra e) del apartado 1 del artículo 6 de la presente Ley, el empresario deberá recurrir a uno o varios
servicios de prevención propios o ajenos a la empresa, que colaborarán cuando sea necesario. Para el
establecimiento de estos servicios en las Administraciones públicas se tendrá en cuenta su estructura
organizativa y la existencia, en su caso, de ámbitos sectoriales y descentralizados.
2. Se entenderá como servicio de prevención el conjunto de medios humanos y materiales necesarios para
realizar las actividades preventivas a fin de garantizar la adecuada protección de la seguridad y la salud de los
trabajadores, asesorando y asistiendo para ello al empresario, a los trabajadores y a sus representantes y a los
órganos de representación especializados. Para el ejercicio de sus funciones, el empresario deberá facilitar a
dicho servicio el acceso a la información y documentación a que se refiere el apartado 3 del artículo anterior.
3. Los servicios de prevención deberán estar en condiciones de proporcionar a la empresa el asesoramiento y
apoyo que precise en función de los tipos de riesgo en ella existentes y en lo referente a:

a) El diseño, implantación y aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales que permita la
integración de la prevención en la empresa.
b) La evaluación de los factores de riesgo que puedan afectar a la seguridad y la salud de los trabajadores en
los términos previstos en el artículo 16 de esta Ley.
c) La planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la adopción de las
medidas preventivas y la vigilancia de su eficacia.
d) La información y formación de los trabajadores, en los términos previstos en los artículos 18 y 19 de esta
Ley.
e) La prestación de los primeros auxilios y planes de emergencia.
f) La vigilancia de la salud de los trabajadores en relación con los riesgos derivados del trabajo. Si la
empresa no llevara a cabo las actividades preventivas con recursos propios, la asunción de las funciones
respecto de las materias descritas en este apartado sólo podrá hacerse por un servicio de prevención ajeno.
Lo anterior se entenderá sin perjuicio de cualquiera otra atribución legal o reglamentaria de competencia a
otras entidades u organismos respecto de las materias indicadas.

4. El servicio de prevención tendrá carácter interdisciplinario, debiendo sus medios ser apropiados para
cumplir sus funciones. Para ello, la formación, especialidad, capacitación, dedicación y número de
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componentes de estos servicios, así como sus recursos técnicos, deberán ser suficientes y adecuados a las
actividades preventivas a desarrollar, en función de las siguientes circunstancias:

a) Tamaño de la empresa.
b) Tipos de riesgo a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.
c) Distribución de riesgos en la empresa.

5. Para poder actuar como servicios de prevención, las entidades especializadas deberán ser objeto de una
acreditación por la autoridad laboral, que será única y con validez en todo el territorio español, mediante la
comprobación de que reúnen los requisitos que se establezcan reglamentariamente y previa aprobación de la
autoridad sanitaria en cuanto a los aspectos de carácter sanitario. Entre estos requisitos, las entidades
especializadas deberán suscribir una póliza de seguro que cubra su responsabilidad en la cuantía que se
determine reglamentariamente y sin que aquella constituya el límite de la responsabilidad del servicio.
6. El vencimiento del plazo máximo del procedimiento de acreditación sin haberse notificado resolución
expresa al interesado permitirá entender desestimada la solicitud por silencio administrativo, con el objeto de
garantizar una adecuada protección de los trabajadores. Se modifican los apartados 3 y 5 y se añade el
apartado 6 por el art. 8.5 a 7 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725 Se modifican las
letras a) y c) del apartado 3 por el art. 4.1 y 2 de la ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 32. Prohibición de participación en actividades mercantiles de prevención.
Las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social no podrán desarrollar las funciones correspondientes a los
servicios de prevención ajenos, ni participar con cargo a su patrimonio histórico en el capital social de una
sociedad mercantil en cuyo objeto figure la actividad de prevención.
Se modifica por la disposición final 1 de la Ley 35/2014, de 26 de diciembre. Ref. BOE-A-2014-13568 .

Se modifica por la disposición final 6 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto. Ref. BOE-A-2010-12616 .

Artículo 32 bis. Presencia de los recursos preventivos.
1. La presencia en el centro de trabajo de los recursos preventivos, cualquiera que sea la modalidad de
organización de dichos recursos, será necesaria en los siguientes casos:

a) Cuando los riesgos puedan verse agravados o modificados en el desarrollo del proceso o la actividad, por
la concurrencia de operaciones diversas que se desarrollan sucesiva o simultáneamente y que hagan
preciso el control de la correcta aplicación de los métodos de trabajo.
b) Cuando se realicen actividades o procesos que reglamentariamente sean considerados como peligrosos o
con riesgos especiales.
c) Cuando la necesidad de dicha presencia sea requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, si
las circunstancias del caso así lo exigieran debido a las condiciones de trabajo detectadas.

2. Se consideran recursos preventivos, a los que el empresario podrá asignar la presencia, los siguientes:
a) Uno o varios trabajadores designados de la empresa.
b) Uno o varios miembros del servicio de prevención propio de la empresa.
c) Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la empresa. Cuando la
presencia sea realizada por diferentes recursos preventivos éstos deberán colaborar entre sí.

3. Los recursos preventivos a que se refiere el apartado anterior deberán tener la capacidad suficiente,
disponer de los medios necesarios y ser suficientes en número para vigilar el cumplimiento de las actividades
preventivas, debiendo permanecer en el centro de trabajo durante el tiempo en que se mantenga la situación
que determine su presencia.
4. No obstante lo señalado en los apartados anteriores, el empresario podrá asignar la presencia de forma
expresa a uno o varios trabajadores de la empresa que, sin formar parte del servicio de prevención propio ni
ser trabajadores designados, reúnan los conocimientos, la cualificación y la experiencia necesarios en las
actividades o procesos a que se refiere el apartado 1 y cuenten con la formación preventiva correspondiente,
como mínimo, a las funciones del nivel básico. En este supuesto, tales trabajadores deberán mantener la
necesaria colaboración con los recursos preventivos del empresario.
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Se añade por el art. 4.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

CAPÍTULO V Consulta y participación de los trabajadores

Artículo 33. Consulta de los trabajadores.
1. El empresario deberá consultar a los trabajadores, con la debida antelación, la adopción de las decisiones
relativas a:

a) La planificación y la organización del trabajo en la empresa y la introducción de nuevas tecnologías, en
todo lo relacionado con las consecuencias que éstas pudieran tener para la seguridad y la salud de los
trabajadores, derivadas de la elección de los equipos, la determinación y la adecuación de las condiciones
de trabajo y el impacto de los factores ambientales en el trabajo.
b) La organización y desarrollo de las actividades de protección de la salud y prevención de los riesgos
profesionales en la empresa, incluida la designación de los trabajadores encargados de dichas actividades o
el recurso a un servicio de prevención externo.
c) La designación de los trabajadores encargados de las medidas de emergencia.
d) Los procedimientos de información y documentación a que se refieren los artículos 18, apartado 1, y 23,
apartado 1, de la presente Ley.
e) El proyecto y la organización de la formación en materia preventiva.
f) Cualquier otra acción que pueda tener efectos sustanciales sobre la seguridad y la salud de los
trabajadores.

2. En las empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, las consultas a que se refiere el
apartado anterior se llevarán a cabo con dichos representantes.

Artículo 34. Derechos de participación y representación.
1. Los trabajadores tienen derecho a participar en la empresa en las cuestiones relacionadas con la prevención
de riesgos en el trabajo. En las empresas o centros de trabajo que cuenten con seis o más trabajadores, la
participación de éstos se canalizará a través de sus representantes y de la representación especializada que se
regula en este capítulo.
2. A los Comités de Empresa, a los Delegados de Personal y a los representantes sindicales les corresponde, en
los términos que, respectivamente, les reconocen el Estatuto de los Trabajadores, la Ley de Organos de
Representación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas y la Ley Orgánica de Libertad
Sindical, la defensa de los intereses de los trabajadores en materia de prevención de riesgos en el trabajo. Para
ello, los representantes del personal ejercerán las competencias que dichas normas establecen en materia de
información, consulta y negociación, vigilancia y control y ejercicio de acciones ante las empresas y los
órganos y tribunales competentes.
3. El derecho de participación que se regula en este capítulo se ejercerá en el ámbito de las Administraciones
públicas con las adaptaciones que procedan en atención a la diversidad de las actividades que desarrollan y las
diferentes condiciones en que éstas se realizan, la complejidad y dispersión de su estructura organizativa y sus
peculiaridades en materia de representación colectiva, en los términos previstos en la Ley 7/1990, de 19 de
julio, sobre negociación colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los
empleados públicos, pudiéndose establecer ámbitos sectoriales y descentralizados en función del número de
efectivos y centros. Para llevar a cabo la indicada adaptación en el ámbito de la Administración General del
Estado, el Gobierno tendrá en cuenta los siguientes criterios:

a) En ningún caso dicha adaptación podrá afectar a las competencias, facultades y garantías que se
reconocen en esta Ley a los Delegados de Prevención y a los Comités de Seguridad y Salud.
b) Se deberá establecer el ámbito específico que resulte adecuado en cada caso para el ejercicio de la
función de participación en materia preventiva dentro de la estructura organizativa de la Administración.
Con carácter general, dicho ámbito será el de los órganos de representación del personal al servicio de las
Administraciones públicas, si bien podrán establecerse otros distintos en función de las características de
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la actividad y frecuencia de los riesgos a que puedan encontrarse expuestos los trabajadores.
c) Cuando en el indicado ámbito existan diferentes órganos de representación del personal, se deberá
garantizar una actuación coordinada de todos ellos en materia de prevención y protección de la seguridad y
la salud en el trabajo, posibilitando que la participación se realice de forma conjunta entre unos y otros, en
el ámbito específico establecido al efecto.
d) Con carácter general, se constituirá un único Comité de Seguridad y Salud en el ámbito de los órganos de
representación previstos en la Ley de Organos de Representación del Personal al Servicio de las
Administraciones Públicas, que estará integrado por los Delegados de Prevención designados en dicho
ámbito, tanto para el personal con relación de carácter administrativo o estatutario como para el personal
laboral, y por representantes de la Administración en número no superior al de Delegados. Ello no
obstante, podrán constituirse Comités de Seguridad y Salud en otros ámbitos cuando las razones de la
actividad y el tipo y frecuencia de los riesgos así lo aconsejen.

Artículo 35. Delegados de Prevención.
1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas en
materia de prevención de riesgos en el trabajo.
2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de
los órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la
siguiente escala: De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención. De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados
de Prevención. De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención. De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5
Delegados de Prevención. De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención. De 3.001 a 4.000
trabajadores: 7 Delegados de Prevención. De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención. En las empresas de
hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. En las empresas de treinta
y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre los
Delegados de Personal.
3. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año se computarán
como trabajadores fijos de plantilla.
b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el
período de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se computarán
como un trabajador más.

4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse otros
sistemas de designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la facultad de
designación corresponde a los representantes del personal o a los propios trabajadores. Asimismo, en la
negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el artículo 83, apartado 3, del Estatuto de los
Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención
sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos citados. Dichos órganos
podrán asumir, en los términos y conforme a las modalidades que se acuerden, competencias generales
respecto del conjunto de los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del
acuerdo, en orden a fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales. Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los
términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los
Delegados de Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas
por órganos específicos.

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de Prevención.
1. Son competencias de los Delegados de Prevención:

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.
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b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales.
c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se
refiere el artículo 33 de la presente Ley.
d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales. En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no
cuenten con Comité de Seguridad y Salud por no alcanzar el número mínimo de trabajadores establecido al
efecto, las competencias atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de
Prevención.

2. En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, éstos estarán facultados para:
a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de trabajo, así
como, en los términos previstos en el artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad
Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que
estimen oportunas.
b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la información
y documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de sus
funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté
sujeta a las limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el respeto de la
confidencialidad.
c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una vez que
aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el
lugar de los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.
d) Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de las personas u órganos
encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los organismos
competentes para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40
de esta Ley en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado de las
condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de los mismos y comunicarse durante
la jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso productivo.
f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al
empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.
g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización de
actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c) del
apartado 1 de este artículo deberán elaborarse en un plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible
cuando se trate de adoptar medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse
emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión.
4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de Prevención
a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

Artículo 37. Garantías y sigilo profesional de los Delegados de Prevención.
1. Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de garantías será de aplicación a los
Delegados de Prevención en su condición de representantes de los trabajadores. El tiempo utilizado por los
Delegados de Prevención para el desempeño de las funciones previstas en esta Ley será considerado como de
ejercicio de funciones de representación a efectos de la utilización del crédito de horas mensuales retribuidas
previsto en la letra e) del citado artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores. No obstante lo anterior, será
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considerado en todo caso como tiempo de trabajo efectivo, sin imputación al citado crédito horario, el
correspondiente a las reuniones del Comité de Seguridad y Salud y a cualesquiera otras convocadas por el
empresario en materia de prevención de riesgos, así como el destinado a las visitas previstas en las letras a) y
c) del número 2 del artículo anterior.
2. El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios y la formación en materia
preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de sus funciones. La formación se deberá facilitar por el
empresario por sus propios medios o mediante concierto con organismos o entidades especializadas en la
materia y deberá adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos, repitiéndose
periódicamente si fuera necesario. El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de
trabajo a todos los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados de Prevención.
3. A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 65 del Estatuto
de los Trabajadores en cuanto al sigilo profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen acceso
como consecuencia de su actuación en la empresa.
4. Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo profesional de los Delegados de
Prevención se entenderá referido, en el caso de las relaciones de carácter administrativo o estatutario del
personal al servicio de las Administraciones públicas, a la regulación contenida en los artículos 10, párrafo
segundo, y 11 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Representación, Determinación de las
Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 38. Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de participación destinado a la consulta
regular y periódica de las actuaciones de la empresa en materia de prevención de riesgos.
2. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o centros de trabajo que cuenten con 50
o más trabajadores. El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por el
empresario y/o sus representantes en número igual al de los Delegados de Prevención, de la otra. En las
reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin voto, los Delegados Sindicales y los
responsables técnicos de la prevención en la empresa que no estén incluidos en la composición a la que se
refiere el párrafo anterior. En las mismas condiciones podrán participar trabajadores de la empresa que
cuenten con una especial cualificación o información respecto de concretas cuestiones que se debatan en este
órgano y técnicos en prevención ajenos a la empresa, siempre que así lo solicite alguna de las
representaciones en el Comité.
3. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo solicite alguna de las
representaciones en el mismo. El Comité adoptará sus propias normas de funcionamiento. Las empresas que
cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de Seguridad y Salud podrán acordar con sus
trabajadores la creación de un Comité Intercentros, con las funciones que el acuerdo le atribuya.

Artículo 39. Competencias y facultades del Comité de Seguridad y Salud.
1. El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias:

a) Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y programas de prevención de
riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se debatirán, antes de su puesta en práctica y en lo referente
a su incidencia en la prevención de riesgos, la elección de la modalidad organizativa de la empresa y, en su
caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con las que la empresa hubiera concertado la
realización de actividades preventivas; los proyectos en materia de planificación, organización del trabajo e
introducción de nuevas tecnologías, organización y desarrollo de las actividades de protección y
prevención a que se refiere el artículo 16 de esta Ley y proyecto y organización de la formación en materia
preventiva.
b) Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva prevención de los riesgos,
proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones o la corrección de las deficiencias existentes.

2. En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará facultado para:
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a) Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el centro de trabajo, realizando
a tal efecto las visitas que estime oportunas.
b) Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de trabajo sean necesarios para el
cumplimiento de sus funciones, así como los procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su
caso.
c) Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física de los trabajadores, al objeto
de valorar sus causas y proponer las medidas preventivas oportunas.
d) Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de prevención.

3. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la colaboración entre empresas en los
supuestos de desarrollo simultáneo de actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá acordar la
realización de reuniones conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto, de los Delegados de
Prevención y empresarios de las empresas que carezcan de dichos Comités, u otras medidas de actuación
coordinada.
Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 8.8 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 5 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 40. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social si
consideran que las medidas adoptadas y los medios utilizados por el empresario no son suficientes para
garantizar la seguridad y la salud en el trabajo.
2. En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social comunicará su presencia al
empresario o a su representante o a la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de
Prevención o, en su ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, a fin de que puedan
acompañarle durante el desarrollo de su visita y formularle las observaciones que estimen oportunas, a menos
que considere que dichas comunicaciones puedan perjudicar el éxito de sus funciones.
3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de Prevención sobre los resultados
de las visitas a que hace referencia el apartado anterior y sobre las medidas adoptadas como consecuencia de
las mismas, así como al empresario mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y
Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo.
4. Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán consultadas con carácter previo a
la elaboración de los planes de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de
prevención de riesgos en el trabajo, en especial de los programas específicos para empresas de menos de seis
trabajadores, e informadas del resultado de dichos planes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. Son agentes contaminantes:

A) Biológicos.

B) Físicos.

C) Químicos.

D) Todas son correctas.
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2. Para el movimiento de materiales y mobiliario se debe utilizar un medio mecánico, de la siguiente manera:

A) El peso se debe distribuir por igual, teniendo especial cuidado cuando las cargas o piezas son de forma muy 
irregular.

B) No es necesario equiparar la carga a transportar.

C) Se deben maniobrar los equipos bruscamente.

D) Ninguna de las anteriores son correctas.

3. Para la instalación de nuestro punto de luz, observamos que se encuentra en una zona de mucho tránsito de 
personas, por lo que, desde el punto de vista de la seguridad, deberemos actuar como sigue:

A) Nos colocaremos los Equipos de protección Individual y comenzaremos a trabajar.

B) Trabajaremos sin protecciones individuales.

C) Colocaremos protecciones colectivas en el pasillo, nos colocaremos las protecciones individuales y 
comenzaremos a trabajar.

D) Resulta indiferente el tipo de protección que se utilice, lo importante es cambiar el punto de luz.

4. La Prevención de Riesgos Laborales viene regulado en:

A) La Ley 31/1995, de 8 de noviembre.

B) La Ley 35/1991, de 8 de noviembre.

C) La Ley 21/1995, de 18 de noviembre.

D) La Ley 35/1995, de 18 de noviembre.

5. ¿De qué fecha es la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales?:

A) 5 de noviembre.

B) 7 de noviembre.

C) 8 de noviembre.

D) 5 de diciembre.

6. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales no es de aplicación:

A) A policía

B) A las fuerzas armadas

C) A los servicios operativos de protección civil en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

7. Las disposiciones laborales recogidas en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, tienen condición de:

A) Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas en los convenios colectivos

B) Derecho necesario mínimo disponible

C) Derecho necesario mínimo disponible, no pudiendo ser mejoradas en los convenios colectivos

D) Derecho necesario mínimo disponible, pudiendo ser mejoradas en los convenios colectivos

8. ¿A qué se denominan “Frases H” en la ficha de datos de un producto de limpieza?:

A) Son frases con indicaciones de peligro.

B) Son frases con consejos de prudencia.

C) Son frases con consejos de uso del producto.

D) Son frases que indican el nombre y la razón social del fabricante.
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9. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales es de aplicación en el ámbito de:

A) Policía, seguridad y resguardo aduanero.

B) Servicios operativos de protección civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad 
pública.

C) Fuerzas Armadas y actividades militares de la Guardia Civil.

D) Ninguna de las opciones anteriores es correcta.

10. A efectos de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, Ley 31/1995, de 8 de noviembre, se entiende por 
riesgo laboral:

A) El conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de actividad de la empresa con 
el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo

B) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo, valorando 
conjuntamente para calificarlo desde el punto de vista de la gravedad, la probabilidad de que se produzca el 
daño y la severidad del mismo

C) Cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja de uno o varios 
riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier complemento o 
accesorio destinado a tal fin

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 D · 2 A · 3 C · 4 A · 5 C · 6 C · 7 A · 8 A · 9 D · 10 B

Te quedan 530 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

El Plan de igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres vigente 
del Ayuntamiento de Barcelona. Derechos de las personas LGTBI.

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · arts. 45 a 49 · art. 51 — 6 incluidos

TÍTULO IV El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades

CAPÍTULO III Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad

Artículo 45. Elaboración y aplicación de los planes de igualdad.
1. Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral y, con
esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre
mujeres y hombres, medidas que deberán negociar, y en su caso acordar, con los representantes legales de los
trabajadores en la forma que se determine en la legislación laboral.
2. En el caso de las empresas de cincuenta o más trabajadores, las medidas de igualdad a que se refiere el
apartado anterior deberán dirigirse a la elaboración y aplicación de un plan de igualdad, con el alcance y
contenido establecidos en este capítulo, que deberá ser asimismo objeto de negociación en la forma que se
determine en la legislación laboral. Téngase en cuenta que esta modificación del apartado 2, incorporada por
el art. 1.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 se aplicará paulatinamente en la
forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida a su vez, por el
art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las empresas deberán elaborar y aplicar un plan de
igualdad cuando así se establezca en el convenio colectivo que sea aplicable, en los términos previstos en el
mismo.
4. Las empresas también elaborarán y aplicarán un plan de igualdad, previa negociación o consulta, en su
caso, con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras, cuando la autoridad laboral hubiera
acordado en un procedimiento sancionador la sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración y
aplicación de dicho plan, en los términos que se fijen en el indicado acuerdo.
5. La elaboración e implantación de planes de igualdad será voluntaria para las demás empresas, previa
consulta a la representación legal de los trabajadores y trabajadoras. Se modifica el apartado 2 por el art. 1.1
del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 Téngase en cuenta que esta modificación
se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la
presente norma, añadida por el art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

Artículo 46. Concepto y contenido de los planes de igualdad de las empresas.
1. Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de
realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Los planes de
igualdad fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su
consecución, así como el establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos
fijados.
2. Los planes de igualdad contendrán un conjunto ordenado de medidas evaluables dirigidas a remover los
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obstáculos que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Con carácter previo se
elaborará un diagnóstico negociado, en su caso, con la representación legal de las personas trabajadoras, que
contendrá al menos las siguientes materias:

a) Proceso de selección y contratación.
b) Clasificación profesional.
c) Formación.
d) Promoción profesional.
e) Condiciones de trabajo, incluida la auditoría salarial entre mujeres y hombres.
f) Ejercicio corresponsable de los derechos de la vida personal, familiar y laboral.
g) Infrarrepresentación femenina.
h) Retribuciones.
i) Prevención del acoso sexual y por razón de sexo. La elaboración del diagnóstico se realizará en el seno de
la Comisión Negociadora del Plan de Igualdad, para lo cual, la dirección de la empresa facilitará todos los
datos e información necesaria para elaborar el mismo en relación con las materias enumeradas en este
apartado, así como los datos del Registro regulados en el artículo 28, apartado 2 del Estatuto de los
Trabajadores.

3. Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa, sin perjuicio del establecimiento de acciones
especiales adecuadas respecto a determinados centros de trabajo.
4. Se crea un Registro de Planes de Igualdad de las Empresas, como parte de los Registros de convenios y
acuerdos colectivos de trabajo dependientes de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo,
Migraciones y Seguridad Social y de las Autoridades Laborales de las Comunidades Autónomas.
5. Las empresas están obligadas a inscribir sus planes de igualdad en el citado registro.
6. Reglamentariamente se desarrollará el diagnóstico, los contenidos, las materias, las auditorías salariales, los
sistemas de seguimiento y evaluación de los planes de igualdad; así como el Registro de Planes de Igualdad, en
lo relativo a su constitución, características y condiciones para la inscripción y acceso. Téngase en cuenta que
esta modificación del apartado 2, y los apartados añadidos 4 a 6, incorporados por el art. 1.2 del Real Decreto-
ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 se aplicarán paulatinamente en la forma establecida por la
disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida a su vez, por el art. 1.3 del citado Real
Decreto-ley 6/2019. Se modifica el apartado 2 y se añaden del 4 al 6 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 6/2019,
de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará paulatinamente
en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida por el art.
1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

Artículo 47. Transparencia en la implantación del plan de igualdad.
Se garantiza el acceso de la representación legal de los trabajadores y trabajadoras o, en su defecto, de los
propios trabajadores y trabajadoras, a la información sobre el contenido de los Planes de igualdad y la
consecución de sus objetivos. Lo previsto en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio del seguimiento de
la evolución de los acuerdos sobre planes de igualdad por parte de las comisiones paritarias de los convenios
colectivos a las que éstos atribuyan estas competencias.

Artículo 48. Medidas específicas para prevenir la comisión de delitos y otras conductas contra la libertad 
sexual y la integridad moral en el trabajo.
1. Las empresas deberán promover condiciones de trabajo que eviten la comisión de delitos y otras conductas
contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, incidiendo especialmente en el acoso sexual y el
acoso por razón de sexo, incluidos los cometidos en el ámbito digital. Con esta finalidad se podrán establecer
medidas que deberán negociarse con los representantes de los trabajadores, tales como la elaboración y
difusión de códigos de buenas prácticas, la realización de campañas informativas o acciones de formación.
2. Los representantes de los trabajadores deberán contribuir a prevenir la comisión de delitos y otras
conductas contra la libertad sexual y la integridad moral en el trabajo, con especial atención al acoso sexual y
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el acoso por razón de sexo, incluidos los cometidos en el ámbito digital, mediante la sensibilización de los
trabajadores y trabajadoras frente al mismo y la información a la dirección de la empresa de las conductas o
comportamientos de que tuvieran conocimiento y que pudieran propiciarlo.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 10.3 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630#df-10

Artículo 49. Apoyo para la implantación voluntaria de planes de igualdad.
Para impulsar la adopción voluntaria de planes de igualdad, el Gobierno establecerá medidas de fomento,
especialmente dirigidas a las pequeñas y las medianas empresas, que incluirán el apoyo técnico necesario.

TÍTULO V El principio de igualdad en el empleo público

CAPÍTULO I Criterios de actuación de las Administraciones públicas

Artículo 51. Criterios de actuación de las Administraciones públicas.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias y en aplicación del principio de
igualdad entre mujeres y hombres, deberán:
a) Remover los obstáculos que impliquen la pervivencia de cualquier tipo de discriminación con el fin de
ofrecer condiciones de igualdad efectiva entre mujeres y hombres en el acceso al empleo público y en el
desarrollo de la carrera profesional.
b) Facilitar la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, sin menoscabo de la promoción profesional.
c) Fomentar la formación en igualdad, tanto en el acceso al empleo público como a lo largo de la carrera
profesional.
d) Promover la presencia equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de selección y valoración.
e) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo.
f) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o indirecta, por
razón de sexo.
g) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus respectivos ámbitos de actuación.

Ley 4/2023 igualdad trans y LGTBI

Ley-4-2023-TransLGTBI · BOE-A-2023-5366 · arts. 1 a 15 · arts. 43 a 51 · arts. 62 a 75 — 38 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. Esta Ley tiene por finalidad garantizar y promover el derecho a la igualdad real y efectiva de las personas
lesbianas, gais, trans, bisexuales e intersexuales (en adelante, LGTBI), así como de sus familias.
2. A estos efectos, la Ley establece los principios de actuación de los poderes públicos, regula derechos y
deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas específicas
destinadas a la prevención, corrección y eliminación, en los ámbitos público y privado, de toda forma de
discriminación; así como al fomento de la participación de las personas LGTBI en todos los ámbitos de la vida
social y a la superación de los estereotipos que afectan negativamente a la percepción social de estas personas.
3. Asimismo, la Ley regula el procedimiento y requisitos para la rectificación registral relativa al sexo y, en su
caso, nombre de las personas, así como sus efectos, y prevé medidas específicas derivadas de dicha
rectificación en los ámbitos público y privado.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
Esta Ley será de aplicación a toda persona física o jurídica, de carácter público o privado, que resida, se

Temario en formato ley · Subalterno · Ayuntamiento de Barcelona 148

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuera su nacionalidad, origen racial o étnico, religión,
domicilio, residencia, edad, estado civil o situación administrativa, en los términos y con el alcance que se
contemplan en esta ley y en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 3. Definiciones.
A los efectos de esta ley, se entiende por:
a) Discriminación directa: Situación en que se encuentra una persona o grupo en que se integra que sea, haya
sido o pudiera ser tratada de manera menos favorable que otras en situación análoga o comparable por razón
de orientación sexual e identidad sexual, expresión de género o características sexuales. Se considerará
discriminación directa la denegación de ajustes razonables a las personas con discapacidad. A tal efecto, se
entiende por ajustes razonables las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente físico,
social y actitudinal que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso
particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la accesibilidad y la participación y garantizar a las
personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los
derechos.
b) Discriminación indirecta: Se produce cuando una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros
ocasiona o puede ocasionar a una o varias personas una desventaja particular con respecto a otras por razón
de orientación sexual, e identidad sexual, expresión de género o características sexuales.
c) Discriminación múltiple e interseccional: Se produce discriminación múltiple cuando una persona es
discriminada, de manera simultánea o consecutiva, por dos o más causas de las previstas en esta ley, y/o por
otra causa o causas de discriminación previstas en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de
trato y la no discriminación. Se produce discriminación interseccional cuando concurren o interactúan
diversas causas comprendidas en el apartado anterior, generando una forma específica de discriminación.
d) Acoso discriminatorio: Cualquier conducta realizada por razón de alguna de las causas de discriminación
previstas en esta ley, con el objetivo o la consecuencia de atentar contra la dignidad de una persona o grupo en
que se integra y de crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.
e) Discriminación por asociación y discriminación por error: Existe discriminación por asociación cuando una
persona o grupo en que se integra, debido a su relación con otra sobre la que concurra alguna de las causas de
discriminación por razón de orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, es
objeto de un trato discriminatorio. La discriminación por error es aquella que se funda en una apreciación
incorrecta acerca de las características de la persona o personas discriminadas.
f) Medidas de acción positiva: Diferencias de trato orientadas a prevenir, eliminar y, en su caso, compensar
cualquier forma de discriminación o desventaja en su dimensión colectiva o social. Tales medidas serán
aplicables en tanto subsistan las situaciones de discriminación o las desventajas que las justifican y habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con los medios para su desarrollo y los objetivos que persigan.
g) Intersexualidad: La condición de aquellas personas nacidas con unas características biológicas, anatómicas
o fisiológicas, una anatomía sexual, unos órganos reproductivos o un patrón cromosómico que no se
corresponden con las nociones socialmente establecidas de los cuerpos masculinos o femeninos.
h) Orientación sexual: Atracción física, sexual o afectiva hacia una persona. La orientación sexual puede ser
heterosexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva únicamente hacia personas de distinto sexo;
homosexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva únicamente hacia personas del mismo sexo; o
bisexual, cuando se siente atracción física, sexual o afectiva hacia personas de diferentes sexos, no
necesariamente al mismo tiempo, de la misma manera, en el mismo grado ni con la misma intensidad. Las
personas homosexuales pueden ser gais, si son hombres, o lesbianas, si son mujeres.
i) Identidad sexual: Vivencia interna e individual del sexo tal y como cada persona la siente y autodefine,
pudiendo o no corresponder con el sexo asignado al nacer.
j) Expresión de género: Manifestación que cada persona hace de su identidad sexual.
k) Persona trans: Persona cuya identidad sexual no se corresponde con el sexo asignado al nacer.
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l) Familia LGTBI: Aquella en la que uno o más de sus integrantes son personas LGTBI, englobándose dentro de
ellas las familias homoparentales, es decir, las compuestas por personas lesbianas, gais o bisexuales con
descendientes menores de edad que se encuentran de forma estable bajo guardia, tutela o patria potestad, o
con descendientes mayores de edad con discapacidad a cargo.
m) LGTBIfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia
hacia las personas LGTBI por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.
n) Homofobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia
hacia las personas homosexuales por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales. ñ) Bifobia: Toda actitud,
conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia hacia las personas
bisexuales por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.
o) Transfobia: Toda actitud, conducta o discurso de rechazo, repudio, prejuicio, discriminación o intolerancia
hacia las personas trans por el hecho de serlo, o ser percibidas como tales.
p) Inducción, orden o instrucción de discriminar: Es discriminatoria toda inducción, orden o instrucción de
discriminar por cualquiera de las causas establecidas en esta ley. La inducción ha de ser concreta, directa y
eficaz para hacer surgir en otra persona una actuación discriminatoria.

TÍTULO I Actuación de los poderes públicos

CAPÍTULO I Criterios y líneas generales de actuación de los poderes públicos y órgano de partic

Artículo 4. Deber de protección.
Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, desarrollarán todas las medidas necesarias para
reconocer, garantizar, proteger y promover la igualdad de trato y no discriminación por razón de orientación e
identidad sexual, expresión de género o características sexuales de las personas LGTBI y sus familias.

Artículo 5. Reconocimiento y apoyo institucional.
1. Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para poner en valor la diversidad en materia de
orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales y la diversidad familiar,
contribuyendo a la visibilidad, la igualdad, la no discriminación y la participación, en todos los ámbitos de la
vida, de las personas LGTBI.
2. Los poderes públicos fomentarán el reconocimiento institucional y la participación en los actos
conmemorativos de la lucha por la igualdad real y efectiva de las personas LGTBI.

Artículo 6. Divulgación y sensibilización.
Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, promoverán campañas de sensibilización,
divulgación y fomento del respeto a la diversidad en materia de orientación sexual, identidad sexual,
expresión de género y características sexuales y a la diversidad familiar, dirigidas a toda la sociedad, y en
especial en los ámbitos donde la discriminación afecte a sectores de población más vulnerables.

Artículo 7. Estadísticas y estudios.
1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, impulsarán la realización de estudios y encuestas
sobre la situación de las personas LGTBI que permitan profundizar en la naturaleza y el alcance de las
principales situaciones de discriminación que les afectan y registrar su evolución a lo largo del tiempo.
2. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, incluirán en la elaboración de sus estudios,
memorias o estadísticas, cuando se refieran o afecten a aspectos relacionados con la discriminación de las
personas LGTBI, los indicadores y procedimientos que permitan conocer las causas, extensión, evolución,
naturaleza y efectos de dicha discriminación. Estos datos se desglosarán en función de las causas
discriminatorias previstas en esta ley siempre que sea posible.
3. En cualquier caso, los responsables del tratamiento de los datos personales de las actividades contempladas
en este artículo deberán cumplir diligentemente las obligaciones que imponen el Reglamento (UE) 2016/679
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del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, así como, en su caso, la Ley Orgánica
7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección,
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales. En particular,
deberán garantizar la seguridad y confidencialidad de los datos de carácter personal y, cuando proceda,
anonimizar o seudonimizar los datos recabados.

Artículo 8. Colaboración entre Administraciones públicas.
1. La Administración General del Estado, las administraciones de las comunidades autónomas, las Ciudades de
Ceuta y Melilla y las Entidades Locales cooperarán entre sí para integrar, en el ejercicio de sus respectivas
competencias y, en especial, en sus instrumentos de planificación la igualdad de trato y no discriminación por
razón de las causas previstas en esta ley.
2. En el seno de la Conferencia Sectorial de Igualdad se adoptarán planes y programas conjuntos de actuación
con esta finalidad.

Artículo 9. Consejo de Participación de las Personas LGTBI.
1. El Consejo de Participación de las Personas LGTBI es el órgano de participación ciudadana en materia de
derechos y libertades de las personas LGTBI, y tiene por finalidad institucionalizar la colaboración y fortalecer
el diálogo permanente entre las Administraciones públicas y la sociedad civil en materias relacionadas con la
igualdad de trato, la no discriminación por razón de orientación sexual, identidad sexual, expresión de género
y características sexuales; y de reforzar la participación en todos los ámbitos de la sociedad de las personas
LGTBI y sus familias.
2. El Consejo de Participación de las Personas LGTBI se constituye como órgano colegiado de los previstos en
el artículo 22.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
3. El Consejo dependerá del Ministerio de Igualdad a través de la Secretaría de Estado de Igualdad y contra la
Violencia de Género. El Consejo presentará una memoria con carácter semestral, detallando su actividad,
reuniones y actuaciones conforme a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la
información pública y buen gobierno. La presidenta del Consejo remitirá esta memoria a las Cortes Generales
para su examen por parte de las Comisiones de Igualdad del Congreso de los Diputados y del Senado.

CAPÍTULO II Políticas públicas para promover la igualdad efectiva de las personas LGTBI

Sección 1.ª Estrategia estatal para la igualdad de trato y no discriminación de las personas LG

Artículo 10.
Estrategia estatal para la igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI.
1. La Estrategia estatal para la igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI es el instrumento
principal de colaboración territorial para el impulso y desarrollo de las políticas básicas y los objetivos
generales establecidos en esta ley.
2. Corresponde al Ministerio de Igualdad su elaboración, garantizándose la participación de los departamentos
ministeriales cuyas actuaciones incidan especialmente en las personas LGTBI, de las comunidades autónomas
y Ciudades de Ceuta y Melilla, así como de las organizaciones representativas de los intereses sociales
afectados. La aprobación de esta Estrategia se realizará mediante Acuerdo del Consejo de Ministros, previo
informe favorable de la Conferencia Sectorial de Igualdad.
3. La Estrategia tendrá carácter cuatrienal. Se procederá a su evaluación al término de su duración o cuando se
produzcan circunstancias sobrevenidas que hagan conveniente su modificación. A efectos de seguimiento, las
distintas Administraciones públicas que desarrollen actuaciones en el marco de la Estrategia remitirán al
Ministerio de Igualdad la información sobre su ejecución, que la incluirá en el informe anual a presentar a la
Conferencia Sectorial de Igualdad. El informe podrá incluir recomendaciones sobre las medidas consideradas
convenientes para asegurar la óptima ejecución de la Estrategia.
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4. La Estrategia incorporará de forma prioritaria:
a) Los principios básicos de actuación en materia de no discriminación por razón de las causas previstas en
esta ley, cuyo desarrollo corresponderá a los planes de la Administración General del Estado y de las
comunidades autónomas, en el ejercicio de sus competencias.
b) Las medidas dirigidas a prevenir, eliminar y corregir toda forma de discriminación de las personas
LGTBI, con especial atención a la ejercida contra la infancia y juventud LGTBI, tanto en el ámbito público
como en el privado, sin perjuicio de las competencias de las comunidades autónomas.
c) Las medidas dirigidas a la información, sensibilización y formación en igualdad de trato y no
discriminación de las personas LGTBI, prestando especial atención a la sensibilización y prevención de la
violencia LGTBIfóbica y a la violencia entre parejas del mismo sexo, sin perjuicio de las competencias de
las comunidades autónomas.

5. La Estrategia prestará especial atención a las discriminaciones múltiples e interseccionales.
6. El Ministerio de Igualdad coordinará, en colaboración con los departamentos ministeriales y con los
departamentos de las comunidades autónomas afectados por la materia, los planes que en el marco de esta
Estrategia seguirá el Gobierno en el ámbito de sus competencias.
7. El Ministerio de Igualdad velará por que esta Estrategia se coordine con la Estrategia Estatal para la Igualdad
de Trato y la No Discriminación que se regula en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de
trato y la no discriminación.

Sección 2.ª Medidas en el ámbito administrativo

Artículo 11. Empleo público.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán los derechos reconocidos en
esta ley para el conjunto del personal a su servicio, e implantarán medidas para la promoción y defensa de la
igualdad de trato y no discriminación de las personas LGTBI en el acceso al empleo público y carrera
profesional, previa negociación con las organizaciones sindicales de conformidad con la normativa aplicable.

Artículo 12. Formación del personal al servicio de las Administraciones públicas.
1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, continuarán impartiendo formación
inicial y continuada al personal a su servicio sobre diversidad en materia de orientación sexual, identidad
sexual, expresión de género y características sexuales, sobre diversidad familiar y sobre igualdad y no
discriminación de las personas LGTBI, que garantice su adecuada sensibilización y correcta actuación,
dedicando especial atención al personal que presta sus servicios en los ámbitos de la salud, la educación, la
juventud, las personas mayores, las familias, los servicios sociales, el empleo, la justicia, las fuerzas y cuerpos
de seguridad, las fuerzas armadas, la diplomacia, el ocio, la cultura, el deporte y la comunicación.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, incluirán en los programas de las pruebas
selectivas de acceso al empleo público formación y conocimientos sobre igualdad de trato y no discriminación
de las personas LGTBI.

Artículo 13. Documentación administrativa.
Las Administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias para procurar que la
documentación administrativa y los formularios sean adecuados a la diversidad en materia de orientación
sexual, identidad sexual, expresión de género y características sexuales y a la diversidad familiar.

Sección 3.ª Medidas en el ámbito laboral

Artículo 14. Igualdad de trato y de oportunidades de las personas LGTBI en el ámbito laboral.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán tener en cuenta, en sus políticas de
empleo, el derecho de las personas a no ser discriminadas por razón de las causas previstas en esta ley. A estos
efectos adoptarán medidas adecuadas y eficaces que tengan por objeto:
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a) Promover y garantizar la igualdad de trato y de oportunidades y prevenir, corregir y eliminar toda forma de
discriminación por razón de las causas previstas en esta ley en materia de acceso al empleo, afiliación y
participación en organizaciones sindicales y empresariales, condiciones de trabajo, promoción profesional,
acceso a la actividad por cuenta propia y al ejercicio profesional, y de incorporación y participación en
cualquier organización cuyos miembros desempeñen una profesión concreta.
b) Promover en el ámbito de la formación profesional para personas trabajadoras el respeto a los derechos de
igualdad de trato y de oportunidades y no discriminación de las personas LGTBI.
c) Apoyar la realización de campañas divulgativas sobre la igualdad de trato y de oportunidades y la no
discriminación de las personas LGTBI por parte de los agentes sociales.
d) Fomentar la implantación progresiva de indicadores de igualdad que tengan en cuenta la realidad de las
personas LGTBI en el sector público y el sector privado, así como la creación de un distintivo que permita
reconocer a las empresas que destaquen por la aplicación de políticas de igualdad y no discriminación de las
personas LGTBI.
e) Impulsar, a través de los agentes sociales, así como mediante la negociación colectiva, la inclusión en los
convenios colectivos de cláusulas de promoción de la diversidad en materia de orientación sexual, identidad
sexual, expresión de género y características sexuales y de la diversidad familiar y de prevención, eliminación
y corrección de toda forma de discriminación de las personas LGTBI, así como de procedimientos para dar
cauce a las denuncias.
f) Velar por el cumplimiento efectivo de los derechos a la igualdad de trato y no discriminación por razón de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales de las personas trabajadoras
LGTBI, en el ámbito laboral, a través de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y otros órganos
competentes. Para ello, se fomentará la formación especializada para el personal de inspección.
g) Promocionar medidas para la igualdad de trato y de oportunidades de las personas LGTBI en las
convocatorias de subvenciones de fomento del empleo.
h) Impulsar la elaboración de códigos éticos y protocolos en las Administraciones públicas y en las empresas
que contemplen medidas de protección frente a toda discriminación por razón de las causas previstas en esta
ley.

Artículo 15.
Igualdad y no discriminación LGTBI en las empresas.
1. Las empresas de más de cincuenta personas trabajadoras deberán contar, en el plazo de doce meses a partir
de la entrada en vigor de la presente ley, con un conjunto planificado de medidas y recursos para alcanzar la
igualdad real y efectiva de las personas LGTBI, que incluya un protocolo de actuación para la atención del
acoso o la violencia contra las personas LGTBI. Para ello, las medidas serán pactadas a través de la negociación
colectiva y acordadas con la representación legal de las personas trabajadoras. El contenido y alcance de esas
medidas se desarrollarán reglamentariamente.
2. A través del Consejo de Participación de las personas LGTBI se recopilarán y difundirán las buenas prácticas
realizadas por las empresas en materia de inclusión de colectivos LGBTI y de promoción y garantía de igualdad
y no discriminación por razón de las causas contenidas en esta ley.

TÍTULO II Medidas para la igualdad real y efectiva de las personas trans

CAPÍTULO I Rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas y adecuación

Artículo 43. Legitimación.
1. Toda persona de nacionalidad española mayor de dieciséis años podrá solicitar por sí misma ante el Registro
Civil la rectificación de la mención registral relativa al sexo.
2. Las personas menores de dieciséis años y mayores de catorce podrán presentar la solicitud por sí mismas,
asistidas en el procedimiento por sus representantes legales. En el supuesto de desacuerdo de las personas
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progenitoras o representantes legales, entre sí o con la persona menor de edad, se procederá al nombramiento
de un defensor judicial de conformidad con lo previsto en los artículos 235 y 236 del Código Civil.
3. Las personas con discapacidad podrán solicitar, con las medidas de apoyo que en su caso precisen, la
rectificación registral de la mención relativa al sexo.
4. Las personas menores de catorce años y mayores de doce podrán solicitar la autorización judicial para la
modificación de la mención registral del sexo en los términos del capítulo I bis del título II de la Ley 15/2015,
de 2 de julio, de Jurisdicción Voluntaria.

Artículo 44. Procedimiento para la rectificación registral de la mención relativa al sexo.
1. La rectificación de la mención registral del sexo se tramitará y acordará con sujeción a las disposiciones de
esta ley y de conformidad con lo establecido en la normativa reguladora del Registro Civil para los
procedimientos registrales.
2. La solicitud de iniciación de procedimiento para la rectificación registral de la mención relativa al sexo
podrá presentarse por la persona legitimada ante la persona encargada de cualquier Oficina del Registro Civil.
3. El ejercicio del derecho a la rectificación registral de la mención relativa al sexo en ningún caso podrá estar
condicionado a la previa exhibición de informe médico o psicológico relativo a la disconformidad con el sexo
mencionado en la inscripción de nacimiento, ni a la previa modificación de la apariencia o función corporal
de la persona a través de procedimientos médicos, quirúrgicos o de otra índole.
4. Recibida la solicitud se citará a la persona legitimada para que comparezca, asistida por sus representantes
legales en el supuesto del artículo 43.2 de esta ley. En dicha comparecencia, la persona encargada del Registro
Civil recogerá su manifestación de disconformidad con el sexo mencionado en su inscripción de nacimiento y
su solicitud de que, en consecuencia, se proceda a la correspondiente rectificación. En la comparecencia se
deberá incluir la elección de un nuevo nombre propio, salvo cuando la persona quiera conservar el que
ostente y ello sea conforme a los principios de libre elección del nombre propio previstos en la normativa
reguladora del Registro Civil. En esta comparecencia, también podrá incluir la petición de traslado total del
folio registral cuando a su inscripción de nacimiento le sea aplicable la Ley de 8 de junio de 1957, sobre el
Registro Civil.
5. En esta comparecencia inicial, la persona encargada del Registro Civil informará a la persona solicitante de
las consecuencias jurídicas de la rectificación pretendida, incluido el régimen de reversión, así como de las
medidas de asistencia e información que estén a disposición de la persona solicitante a lo largo del
procedimiento de rectificación registral en los ámbitos sanitario, social, laboral, educativo y administrativo,
incluyendo medidas de protección contra la discriminación, promoción del respeto y fomento de la igualdad
de trato. Igualmente, pondrá en conocimiento de la persona legitimada la existencia de asociaciones y otras
organizaciones de protección de los derechos en este ámbito a las que puede acudir.
6. De tratarse de personas menores de dieciocho años y mayores de catorce, todos los intervinientes en el
procedimiento tendrán en consideración en todo momento el interés superior de la persona menor, a quien se
dará audiencia en los casos del artículo 43.2 de esta ley. La persona encargada del Registro Civil le facilitará la
información sobre las consecuencias jurídicas de la rectificación solicitada y toda la información
complementaria que proceda en un lenguaje claro, accesible y adaptado a sus necesidades.
7. Tras la información facilitada por la persona encargada del Registro Civil, la persona legitimada suscribirá,
de estar conforme, la comparecencia inicial reiterando su petición de rectificación registral del sexo
mencionado en su inscripción de nacimiento.
8. En el plazo máximo de tres meses desde la comparecencia inicial reiterando la solicitud de rectificación
inicial, la persona encargada del Registro Civil deberá citar a la persona legitimada para que comparezca de
nuevo y ratifique su solicitud, aseverando la persistencia de su decisión.
9. Reiterada y ratificada nuevamente la solicitud, la persona encargada del Registro Civil, previa comprobación
de la documentación obrante en el expediente, dictará resolución sobre la rectificación registral solicitada
dentro del plazo máximo de un mes a contar desde la fecha de la segunda comparecencia.
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10. La resolución será recurrible en los términos previstos en la normativa reguladora del Registro Civil,
mediante la interposición de recurso de alzada ante la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.
11. Cuando se trate de personas con discapacidad, en el procedimiento de rectificación registral de la mención
relativa al sexo, se garantizarán los medios y recursos de apoyo, materiales y humanos, incluidas las medidas
de accesibilidad y diseño universales, que resulten precisas para que reciban la información, formen y
expresen su voluntad, otorguen su consentimiento y se comuniquen e interactúen con el entorno de modo
libre.

Artículo 45. Autoridad competente.
La competencia para la tramitación del procedimiento de rectificación registral de la mención del sexo
corresponderá a la persona encargada de la Oficina del Registro Civil en la que se hubiera presentado la
solicitud.

Artículo 46. Efectos.
1. La resolución que acuerde la rectificación de la mención registral del sexo tendrá efectos constitutivos a
partir de su inscripción en el Registro Civil.
2. La rectificación registral permitirá a la persona ejercer todos los derechos inherentes a su nueva condición.
3. La rectificación de la mención registral relativa al sexo y, en su caso, el cambio de nombre, no alterarán el
régimen jurídico que, con anterioridad a la inscripción del cambio registral, fuera aplicable a la persona a los
efectos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de
Género.
4. La persona que rectifique la mención registral del sexo pasando del sexo masculino al femenino podrá ser
beneficiaria de medidas de acción positiva adoptadas específicamente en favor de las mujeres en virtud del
artículo 11 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, para
aquellas situaciones generadas a partir de que se haga efectivo el cambio registral, pero no respecto de las
situaciones jurídicas anteriores a la rectificación registral. No obstante, la persona que rectifique la mención
registral pasando del sexo femenino al masculino conservará los derechos patrimoniales consolidados que se
hayan derivado de estas medidas de acción positiva, sin que haya lugar a su reintegro o devolución.
5. Respecto de las situaciones jurídicas que traigan causa del sexo registral en el momento del nacimiento, la
persona conservará, en su caso, los derechos inherentes al mismo en los términos establecidos en la
legislación sectorial.

Artículo 47. Reversibilidad de la rectificación de la mención registral relativa al sexo de las personas.
Transcurridos seis meses desde la inscripción en el Registro Civil de la rectificación de la mención registral
relativa al sexo, las personas que hubieran promovido dicha rectificación podrán recuperar la mención
registral del sexo que figuraba previamente a dicha rectificación en el Registro Civil, siguiendo el mismo
procedimiento establecido en este Capítulo para la rectificación registral. En el caso de que, tras haberse
rectificado la modificación inicial, se quisiese proceder a una nueva rectificación, habrá de seguirse el
procedimiento establecido en el capítulo I ter del título II de la Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción
Voluntaria.

Artículo 48. Cambio de nombre en el Registro Civil de personas menores de edad.
Las personas trans menores de edad, hayan iniciado o no el procedimiento de rectificación de la mención
relativa al sexo, tienen derecho a obtener la inscripción registral del cambio de nombre por razones de
identidad sexual, cumpliendo con los requisitos establecidos en la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil.

Artículo 49. Adecuación de documentos a la mención registral relativa al sexo.
1. En los documentos oficiales de identificación, la determinación del sexo se corresponderá con la registral.
Tras la rectificación o anotación registral, las autoridades procederán a la expedición de un nuevo documento
nacional de identidad, y, en su caso, un nuevo pasaporte a petición de la persona interesada o de su
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representante voluntario o legal, ajustado a la inscripción registral rectificada. En todo caso, se conservará el
mismo número del documento nacional de identidad.
2. La persona interesada o su representante voluntario o legal podrán solicitar la reexpedición de cualquier
documento, título, diploma o certificado ajustado a la inscripción registral rectificada, a cualquier autoridad,
organismo o institución pública o privada, cualquiera que sea su naturaleza. En la nueva expedición de dichos
documentos se garantizará, en todo caso, por las autoridades, organismos e instituciones que los expidieron
en su momento, la adecuada identificación de la persona a cuyo favor se expidan los referidos documentos, en
su caso, mediante la oportuna impresión en el duplicado del documento del mismo número de documento
nacional de identidad o la misma clave registral que figurare en el original.
3. Las tasas que graven los trámites para la adecuación a la mención registral relativa al sexo de los
documentos previstos en este artículo se adecuarán al principio de capacidad económica previsto en el
artículo 8 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.
4. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, establecerán procedimientos accesibles,
ágiles y que garanticen la protección de los datos de carácter personal para la adecuación de documentos a la
nueva mención relativa al sexo y, en su caso, al nombre.

Artículo 50. Adecuación de los documentos expedidos a personas extranjeras.
1. Las personas extranjeras que acrediten la imposibilidad legal o de hecho de llevar a efecto la rectificación
registral relativa al sexo y, en su caso, al nombre en su país de origen, siempre que cumplan los requisitos de
legitimación previstos en esta ley, excepto el de estar en posesión de la nacionalidad española, podrán
interesar la rectificación de la mención del sexo y el cambio del nombre en los documentos que se les expidan,
ante la autoridad competente para ello. A estos efectos, la autoridad competente instará al Ministerio de
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación a que recabe la información disponible en la representación
exterior de España que corresponda sobre si en el país de origen existen impedimentos legales o de hecho
para llevar a cabo dicha rectificación registral. Dicho Ministerio comunicará la información disponible a la
autoridad solicitante en el plazo máximo de un mes.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, habrán de habilitar
procedimientos de adecuación de los documentos expedidos a los extranjeros que se encuentren en situación
administrativa regular en España, que hayan procedido a realizar la rectificación registral correspondiente en
su país de origen.

Artículo 51.
Adecuación de documentos al cambio de nombre en el Registro Civil de personas menores de edad y principio
de no discriminación.
1. En virtud del principio de respeto a la dignidad de la persona y al libre desarrollo de la personalidad y del
derecho a la intimidad, las personas menores de edad que hayan obtenido la inscripción registral del cambio
de nombre por razones de identidad sexual sin modificar dicha mención relativa al sexo en su inscripción de
nacimiento, tienen derecho a que las Administraciones públicas, las entidades privadas y cualquier persona
natural o jurídica con la que se relacionen expidan todos los documentos de la persona menor de edad con
constancia de su nombre tal como aparezca inscrito por la rectificación operada en el Registro Civil.
2. Las mismas Administraciones públicas, entidades y personas estarán obligadas a dispensar a la persona
menor de edad que haya cambiado su nombre en el Registro Civil el trato que corresponda a las personas del
sexo con el que se identifica, sin que pueda producirse discriminación alguna por tal motivo y debiendo
prevalecer siempre el principio de igualdad de trato.
3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, el cambio de nombre en el Registro previsto en este
artículo no afectará a los derechos que puedan corresponder a las personas de acuerdo con su sexo registral.

TÍTULO III Protección efectiva y reparación frente a la discriminación y la violencia por LGTBI
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CAPÍTULO I Medidas generales de protección y reparación

Artículo 62. Medidas de protección frente a la discriminación y la violencia.
1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán a las personas que sufren o
están en riesgo de sufrir cualquier tipo de violencia o de discriminación por razón de las causas previstas en
esta ley el derecho a recibir de forma inmediata una protección integral, real y efectiva.
2. A estos efectos, las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, adoptarán métodos o
instrumentos suficientes para la prevención y detección de tales situaciones, y articularán medidas adecuadas
para su cese inmediato.
3. Las personas empleadoras o prestadoras de bienes y servicios deberán adoptar métodos o instrumentos
suficientes para la prevención y detección de las situaciones de discriminación por razón de las causas
previstas en esta ley, así como articular medidas adecuadas para su cese inmediato.
4. En la protección frente a la discriminación y la violencia por LGTIfobia podrá intervenir en todo caso la
Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, con las competencias y funciones
establecidas en la Ley 15/2022, de 12 julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación.

Artículo 63. Actuación administrativa contra la discriminación.
1. Cuando una autoridad pública, con ocasión del ejercicio de sus competencias, tenga conocimiento de un
supuesto de discriminación por razón de las causas previstas en esta ley deberá, si es competente, incoar el
correspondiente procedimiento administrativo, en el que se podrán acordar las medidas necesarias para
investigar las circunstancias del caso y adoptar las medidas oportunas y proporcionadas para su eliminación o,
en caso de no serlo, comunicar estos hechos de forma inmediata a la administración competente, de acuerdo
con lo establecido en las leyes administrativas.
2. A los efectos de lo establecido en el artículo 4.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones públicas, los partidos políticos, las organizaciones sindicales,
las organizaciones empresariales, las asociaciones profesionales de personas trabajadoras autónomas, las
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas
que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos de las personas LGTBI y sus familias,
podrán tener la consideración de interesadas en los procedimientos administrativos en los que la
Administración tenga que pronunciarse en relación con una situación de discriminación por razón de las
causas previstas en esta ley, siempre que cuenten con la autorización de la persona o personas afectadas. No
será necesaria esta autorización cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil
determinación, sin perjuicio de que quienes se consideren afectados puedan también participar en el
procedimiento.
3. Con el consentimiento expreso de las partes, la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No
Discriminación, podrá actuar como órgano de mediación o conciliación en los términos previstos en la Ley
15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación.

Artículo 64. Nulidad de los contratos y negocios jurídicos discriminatorios.
Las cláusulas de los contratos y negocios jurídicos que vulneren el derecho a la no discriminación por razón de
orientación sexual, identidad sexual, expresión de género o características sexuales serán nulas y se tendrán
por no puestas.

Artículo 65.
Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación. Sin perjuicio de la
legitimación individual de las personas afectadas, los partidos políticos, las organizaciones sindicales, las
organizaciones empresariales, las asociaciones profesionales de personas trabajadoras autónomas, las
asociaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas
que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos de las personas LGTBI o de sus familias
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estarán legitimadas, en los términos establecidos por las leyes procesales, para defender los derechos e
intereses de las personas afiliadas o asociadas, en procesos judiciales civiles, contencioso-administrativos y
sociales, siempre que cuenten con su autorización expresa, y para demandar en juicio la defensa de los
intereses difusos cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determinación.

Artículo 66. Reglas relativas a la carga de la prueba.
1. De acuerdo con lo previsto en las leyes procesales y reguladoras de los procedimientos administrativos,
cuando la parte actora o la persona interesada alegue discriminación por razón de orientación e identidad
sexual, expresión de género o características sexuales y aporte indicios fundados sobre su existencia,
corresponderá a la parte demandada o a quien se impute la situación discriminatoria la aportación de una
justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su
proporcionalidad.
2. A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano judicial o administrativo, de oficio o a
solicitud de la persona interesada, podrá recabar informe de los organismos públicos competentes en materia
de igualdad y no discriminación por razón de las causas previstas en esta ley.

Artículo 67. Derecho a la atención y al asesoramiento jurídico.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, establecerán los mecanismos necesarios
para garantizar el derecho de las personas LGTBI a recibir toda la información y el asesoramiento jurídico
especializado relacionado con la discriminación por las causas previstas en esta ley, sin perjuicio de la
aplicación, en los casos en que proceda, de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita. La
Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación asistirá a las personas LGTBI en los
términos que se establece en la Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no
discriminación.

CAPÍTULO II Medidas de asistencia y protección frente a la violencia basada en la LGTBIfobia

Artículo 68. Derecho de las víctimas de violencia a la asistencia integral y especializada.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán una atención integral y
especializada a las personas víctimas de violencia basada en la LGTBIfobia. Sin perjuicio de las medidas
previstas en el capítulo anterior, este derecho comprenderá, al menos:
a) Información y orientación accesibles sobre sus derechos, así como sobre los recursos disponibles.
b) Asistencia psicológica y orientación jurídica.
c) Atención a las necesidades laborales y sociales que en su caso presente la víctima.
d) Servicios de traducción e interpretación, incluidos los servicios de interpretación o videointerpretación en
lengua de signos, de guía-interpretación, de mediación comunicativa, subtitulación, guías intérpretes, y la
asistencia de otro personal especializado de apoyo para la comunicación, así como los medios de apoyo a la
comunicación oral que requiera cada persona.

Artículo 69. Medidas de protección frente a la violencia en el ámbito familiar.
1. Cuando las personas LGTBI sufran violencia en el ámbito familiar se dictará una orden de protección en los
términos establecidos en el artículo 544 ter.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real Decreto
de 14 de septiembre de 1882.
2. Las administraciones competentes en materia educativa escolarizarán inmediatamente a las personas
descendientes que se vean afectadas por un cambio de residencia derivado de estos actos de violencia.
3. Existiendo una sentencia condenatoria por un delito de violencia doméstica, una orden de protección o
cualquier otra resolución judicial que acuerde una medida cautelar en favor de la víctima, esta podrá solicitar
la reordenación de su tiempo de trabajo, la movilidad geográfica y el cambio de centro de trabajo a sus
empleadores, que deberán atender la solicitud en la medida de sus posibilidades organizativas.

CAPÍTULO III Protección de los derechos de personas LGTBI en situaciones especiales
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Artículo 70. Personas LGTBI menores de edad.
1. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, adoptarán las medidas necesarias para
garantizar a las personas LGTBI menores de edad el libre desarrollo de la personalidad y la integridad física,
conforme a su orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, así como las
condiciones materiales y afectivas que les permitan vivir dignamente y alcanzar el máximo bienestar,
valorando y considerando como primordial el interés superior de la persona menor de edad en todas las
acciones y decisiones que le conciernan.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias:

a) Garantizarán el ejercicio de los derechos de las personas LGTBI menores de edad en condiciones de
igualdad respecto al resto de las personas menores de edad.
b) Adoptarán las medidas oportunas para la protección de menores de edad LGTBI cuando se encuentren
bajo su tutela durante su estancia en los centros de menores de edad, pisos tutelados o recursos en los que
residan, garantizando el respeto a su orientación e identidad sexual, expresión de género o características
sexuales.
c) Desarrollarán medidas de formación y sensibilización dirigidas a las personas que atiendan a personas
LGTBI menores de edad.
d) Adoptarán las medidas oportunas para prevenir las agresiones que puedan sufrir las personas LGTBI
menores de edad por razón de orientación sexual, identidad sexual, expresión de género y características
sexuales.
e) Adoptarán las medidas oportunas para la protección de las personas menores de edad LGTBI declaradas
en riesgo o en situación de desamparo, así como de las personas jóvenes mayores de edad o emancipadas
que carezcan de recursos económicos propios, que hayan sido declarados en riesgo o en situación de
desamparo durante su minoría de edad.

3. La negativa a respetar la orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales de
una persona menor, como componente fundamental de su desarrollo personal, por parte de su entorno
familiar, deberá tenerse en cuenta a efectos de valorar una situación de riesgo, de acuerdo con lo dispuesto en
el artículo 17 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.

Artículo 71. Personas LGTBI con discapacidad o en situación de dependencia.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias:
a) Garantizarán la no discriminación y el respeto de las personas LGTBI con discapacidad o en situación de
dependencia en las instalaciones o centros a los que acudan o permanezcan.
b) Adoptarán las medidas oportunas para la protección de las personas con discapacidad o en situación de
dependencia que sean objeto de maltrato físico o psicológico por razón de orientación sexual, identidad
sexual, expresión de género y características sexuales, por parte de las personas con las que convivan o
profesionales que se encarguen de sus cuidados, haciendo especial hincapié en el cuidado de las personas con
discapacidad o en situación de dependencia que carecen de autonomía física o de discernimiento con merma
de su capacidad volitiva.
c) Desarrollarán medidas de formación y sensibilización dirigidas a las personas que atiendan a personas
LGTBI con discapacidad o en situación de dependencia.
d) Promoverán la elaboración de materiales de sensibilización y formación sobre temática LGTBI adaptados a
personas con discapacidad, así como la participación de las personas con discapacidad o en situación de
dependencia en las acciones dirigidas a las personas LGTBI enmarcadas en esta ley.

Artículo 72. Personas extranjeras LGTBI.
Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán a las personas extranjeras
LGTBI que se encuentren en España, con independencia de su situación administrativa, la titularidad y el
ejercicio del derecho a la igualdad de trato y no discriminación por razón de orientación sexual, identidad
sexual, expresión de género y características sexuales, en las mismas condiciones que a las personas de
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nacionalidad española, en los términos recogidos en esta ley y atendiendo a lo dispuesto en la Ley Orgánica
4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.

Artículo 73. Personas mayores LGTBI.
1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, garantizarán que las personas mayores LGTBI
reciban una protección y atención integral para la promoción de su autonomía personal y el envejecimiento
activo, que les permita una vida digna, así como a acceder a una atención gerontológica adecuada a sus
necesidades en los ámbitos sanitario, social y asistencial, de acuerdo con los principios de accesibilidad
universal.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, velarán por que los centros residenciales,
los centros de día o cualquier otro tipo de centro al que se encuentren vinculadas las personas mayores
garanticen el derecho a la no discriminación de las personas LGTBI, tanto en su individualidad como en sus
relaciones sentimentales, adoptando las medidas necesarias para que los espacios puedan utilizarse sin que se
produzca ningún tipo de discriminación por las causas establecidas en esta ley. Así mismo, se establecerán las
medidas necesarias para garantizar la formación de los profesionales que trabajan en los centros, servicios y
programas de servicios sociales destinados a las personas mayores, tanto públicos como privados, sobre la
realidad de las personas LGTBI mayores.
3. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, promoverán en los espacios y recursos
comunitarios dirigidos a las personas mayores de socialización, ocio, tiempo libre y educativo, tanto públicos
como privados, actividades que contemplen la realidad de las personas mayores LGTBI.

Artículo 74. Personas intersexuales.
1. Las personas intersexuales tienen derecho:

a) A recibir una atención integral y adecuada a sus necesidades sanitarias, laborales y educativas, entre
otras, en igualdad efectiva de condiciones y sin discriminación con el resto de la ciudadanía.
b) Al honor, intimidad personal y familiar y a la propia imagen, sin injerencias arbitrarias o ilegales en su
privacidad.

2. Al inscribir el nacimiento de las personas intersexuales, en el caso de que el parte facultativo indicara la
condición intersexual de la persona recién nacida, las personas progenitoras, de común acuerdo, podrán
solicitar que la mención del sexo figure en blanco por el plazo máximo de un año. Transcurrido el plazo
máximo de un año, la mención del sexo será obligatoria y su inscripción habrá de ser solicitada por las
personas progenitoras.

Artículo 75. Personas LGTBI en situación de sinhogarismo.
1. Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para la prevención del sinhogarismo entre personas
LGTBI. Estas medidas tendrán como foco la detección precoz para prevenir situaciones de sinhogarismo que
puedan sufrir las personas LGTBI, con especial atención a aquellas más jóvenes. Para ello, promoverán la
cooperación de los ministerios y administraciones competentes para la búsqueda de soluciones y para la
detección precoz del sinhogarismo en personas LGTBI.
2. Las Administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, impulsarán acciones tales como:

a) Realización de investigaciones y estudios focalizados en los factores que llevan a las personas LGTBI a
una situación de sinhogarismo, así como la realidad y necesidades específicas de estas.
b) Desarrollo de acciones de capacitación que garanticen una formación suficiente, continuada y
actualizada del personal que trabaja con la población LGTBI en situación de sinhogarismo, que tenga en
cuenta las necesidades específicas de las personas LGTBI que se encuentran o han pasado por una
situación de sinhogarismo.
c) Adopción de las medidas oportunas para prevenir los delitos e incidentes de odio que sufren las personas
LGTBI en situación de sinhogarismo por las causas contenidas en esta ley, así como por cualquier otra de
las características protegidas en el artículo 22.4 del Código Penal y en artículo 2 de la Ley 15/2022, de 12 de
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julio, integral para la igualdad de trato y la no discriminación.

Ley 13/2025 de los derechos de las personas LGBTI y la erradicación de la 
LGBTI-fobia (Cataluña)

L13-2025-LGBTICAT · BOE-A-2026-8073 · arts. 1 a 10 · arts. 11 a 20 — 20 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
La presente ley tiene por objeto:
a) Garantizar el derecho a la igualdad de trato y la no discriminación por razón de la orientación sexual, la
identidad de género, la expresión de género o las características sexuales.
b) Hacer efectivo el derecho a la libre autodeterminación de la identidad y expresión de género y garantizar el
respeto a la diversidad en las características sexuales de las personas, en todos los ámbitos de la vida.

Artículo 2. Finalidades.
La presente ley tiene las siguientes finalidades:
a) Abordar las raíces estructurales de la LGBTI-fobia.
b) Establecer las condiciones por las que los derechos de las lesbianas, los gais y las personas bisexuales, trans
o intersexuales (personas LGBTI) y los de los grupos en los que se integran sean reales y efectivos, y
garantizarles la participación y representación en todos los ámbitos de la vida social.
c) Garantizar la remoción y la no repetición de las estructuras y prácticas sociales que originan y perpetúan las
violencias y discriminaciones LGBTI-fóbicas.
d) Contribuir a la superación de los prejuicios que afectan negativamente a la percepción social de las
personas LGBTI y que naturalizan las discriminaciones y violencias hacia estas personas, así como hacia las
entidades y los colectivos que defienden sus derechos.
e) Cumplir con diligencia debida las obligaciones de sensibilización, prevención, investigación, atención,
protección, recuperación, reparación y sanción de las violencias y discriminaciones LGBTI-fóbicas, de
acuerdo con las competencias otorgadas a las administraciones públicas.
f) Reparar la estigmatización, la patologización y la persecución que han sufrido históricamente en Cataluña
las personas LGBTI y dar visibilidad a la memoria democrática de los movimientos LGBTI a favor de la
conquista de derechos y libertades.

Artículo 3. Ámbitos de aplicación.
1. La presente ley es de aplicación:

a) En todos los ámbitos, tanto públicos como privados, sobre los que la Generalitat y los entes locales tienen
competencias.
b) A cualquier persona, física o jurídica, de derecho público o privado, independientemente de la situación
administrativa o personal en la que se encuentre, sin perjuicio de lo establecido por la legislación en
materia de extranjería, los tratados internacionales de aplicación y demás legislación vigente.

2. Las medidas establecidas por la presente ley para garantizar y hacer efectivos los derechos de las personas
LGBTI son aplicables a:

a) Todas las etapas de la vida y todas las contingencias que se produzcan en la misma, como los cambios en
el estado civil, la formación de una familia, las condiciones de salud, la discapacidad, la situación
administrativa, los procesos migratorios, la privación de libertad o la muerte.
b) Todas las áreas de la vida social.
c) Las entidades, las asociaciones, las plataformas o los colectivos que defienden los derechos de las
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personas LGBTI.

Artículo 4. Definiciones.
1. En la presente ley, la sigla LGBTI, que corresponde a lesbianas, gais, bisexuales, trans e intersexuales, se
utiliza para referirse a estas personas y a cualquier otra con una orientación sexual, una identidad de género,
una expresión de género o unas características sexuales distintas a las establecidas como norma por el sistema
cisheteropatriarcal o cisheteronormativo.
2. A los efectos de la presente ley, se entiende por:

a) Identidad de género: el sentido profundo y la vivencia que una persona tiene de su propio género, que
puede coincidir o no con el sexo asignado al nacer. El concepto de identidad de género se asimila al
concepto de identidad sexual, utilizado en otras leyes y normativas de ámbito catalán y estatal.
b) Expresión de género: la forma en que las personas expresan externamente el género, mediante las
acciones y la apariencia, como los gestos, el modo de hablar y la forma de vestir. La expresión de género no
está necesariamente vinculada ni al sexo biológico, ni a la identidad de género ni a la orientación sexual.
c) Características sexuales: las características físicas de cada persona relacionadas con la anatomía sexual,
los órganos reproductores, los patrones hormonales, los patrones cromosómicos y otras características
sexuales secundarias que se desarrollan durante la pubertad.
d) Orientación sexual: la atracción física, romántica o afectiva de una persona hacia otras personas.
e) LGBTI-fobia: cualquier forma de prejuicio, actitud hostil u odio hacia las personas que tienen una
orientación sexual, una identidad de género, una expresión de género o unas características sexuales no
normativas, es decir, por el hecho de ser o ser percibidas como homosexuales (homofobia) –ya sean
lesbianas (lesbofobia) o gais (gayfobia)–, bisexuales (bifobia), trans (transfobia) o intersexuales (interfobia o
intersexfobia), que atenta contra la dignidad y los derechos humanos de estas personas y les genera un
entorno molesto, ofensivo, intimidatorio o degradante.
f) Delito de odio contra las personas y los colectivos LGBTI: cualquier infracción penal, incluidas las
cometidas contra las personas o contra las propiedades, en que la víctima, el local o el objetivo de la
infracción se elige por razón de la conexión, la simpatía, la filiación, el apoyo o la pertenencia –reales o
percibidos– al colectivo LGBTI.
g) Discurso de odio contra las personas y los colectivos LGBTI: cualquier discurso público que incite al odio
y a la discriminación de una persona o un grupo con injurias, ridiculizaciones o difamaciones, o incluso a
la violencia, por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales.
h) Sexilio: la situación en la que una persona LGBTI se ve obligada a abandonar su país o municipio,
especialmente municipios rurales pequeños, para poder vivir de forma segura y libre de acuerdo con su
orientación sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales.
i) Perspectiva LGBTI: la toma en consideración de la diversidad de orientaciones sexuales, de identidades y
expresiones de género y de características sexuales para el análisis, planificación, diseño y ejecución de
políticas públicas y la adopción de medidas, tanto en el sector público como en el sector privado, teniendo
en cuenta el modo en que las distintas actuaciones, situaciones y necesidades afectan a las personas LGBTI.
j) Interseccionalidad: la confluencia e interacción de factores que refuerzan las desigualdades,
discriminaciones y violencias sobre ciertos colectivos, como el de las personas LGBTI, que, además de
afrontar vulneraciones de derechos humanos por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la
expresión de género y las características sexuales, también son objeto de discriminaciones por otros
motivos, como el color de la piel, el origen étnico, el sexo, el género, la discapacidad, la edad, la situación
administrativa, la situación familiar, la nacionalidad, la religión, las condiciones de salud o el nivel de
ingresos.
k) Situación de especial vulnerabilidad: el riesgo que corre una persona LGBTI de sufrir una discriminación
agravada por factores físicos, sociales o económicos, como la edad avanzada, las carencias
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socioeconómicas, el rechazo de la familia, la situación administrativa, la limitación de acceso a derechos
que sufren las personas migradas y refugiadas, la discapacidad física, sensorial, intelectual o de la
comunicación y el habla, las adicciones, las condiciones de salud y las discriminaciones sociales asociadas,
como la serofobia o el estigma de los trastornos en salud mental, entre otros factores.
l) Diligencia debida: la obligación de los poderes públicos de adoptar medidas legislativas y de cualquier
otro tipo para actuar con la agilidad y eficiencia necesarias y asegurarse de que las autoridades, el personal,
los agentes, las entidades públicas y los demás actores que actúan en nombre de estos poderes públicos se
comportarán de acuerdo con esta obligación, en orden a prevenir, investigar, perseguir, sancionar y reparar
adecuadamente los actos de violencia y discriminación por LGBTI-fobia y proteger a las víctimas y a las
organizaciones que defienden sus derechos.

Artículo 5. Discriminación LGBTI-fóbica.
1. La discriminación LGBTI-fóbica comprende cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia
basada en la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales
que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, disfrute o ejercicio, en
condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas LGBTI,
salvo que se trate de una medida objetivamente justificada por una finalidad legítima, como el fomento de la
acción positiva para las personas LGBTI, el establecimiento de una protección especial o la promoción de la
igualdad de trato, y que los medios para conseguirla sean adecuados y necesarios.
2. La discriminación LGBTI-fóbica, ejercida contra una persona o contra un grupo de personas, puede ser de
los siguientes tipos:

a) Discriminación directa. Se produce cuando una persona es, ha sido o puede ser tratada, por razón de la
orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales, de un
modo menos favorable que otra en una situación análoga.
b) Discriminación indirecta. Se produce cuando una disposición, un criterio, una interpretación o una
práctica pretendidamente neutros ocasionan en lesbianas, gais, bisexuales, trans o intersexuales una
desventaja particular respecto a otras personas que no lo son.
c) Discriminación por asociación. Se produce cuando una persona es objeto de discriminación como
consecuencia de su relación con una persona o un grupo LGBTI.
d) Discriminación por error. Se produce cuando una persona es objeto de discriminación por razón de la
orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales como
consecuencia de una apreciación errónea.
e) Discriminación múltiple. Se produce cuando una persona es discriminada, de forma simultánea o
consecutiva, por pertenecer al colectivo LGBTI y por algún otro motivo de discriminación a los que se
refiere el artículo 1 de la Ley 19/2020, de 30 de diciembre, de igualdad de trato y no discriminación.
f) Discriminación interseccional. Se produce cuando la pertenencia al colectivo LGBTI concurre o
interactúa con otros motivos de discriminación, lo que constituye una forma agravada de discriminación
que incrementa la vulnerabilidad de la víctima y, por lo tanto, requiere una actuación institucional
reforzada.

3. Constituyen también discriminación LGBTI-fóbica las siguientes conductas:
a) La orden de discriminar, entendida como cualquier instrucción que implique discriminación, directa o
indirecta, por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales.
b) La represalia discriminatoria, entendida como el trato adverso o efecto negativo que se produce contra
una persona como consecuencia de la presentación de una queja, una reclamación, una denuncia, una
demanda o un recurso, de cualquier tipo, destinado a evitar, disminuir o denunciar la discriminación o el
acoso al que está sometida o ha sido sometida.
c) La victimización secundaria, o revictimización, entendida como el maltrato adicional ejercido contra
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una persona LGBTI que se encuentra en algunos de los supuestos de discriminación, acoso o represalia
como consecuencia directa o indirecta de los déficits de las intervenciones llevadas a cabo por los
organismos responsables, así como por las actuaciones de otros agentes implicados.

Artículo 6. Formas de violencia LGBTI-fóbica.
La violencia LGBTI-fóbica puede ejercerse de manera puntual o reiterada, y puede adoptar las siguientes
formas:
a) Acoso por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características
sexuales. Es cualquier comportamiento basado en la orientación sexual, la identidad de género, la expresión
de género o las características sexuales de una persona que tenga la finalidad o provoque el efecto de atentar
contra su dignidad o su integridad física o psíquica o de crearle un entorno intimidatorio, hostil, degradante,
humillante, ofensivo o molesto.
b) Violencia física. Es cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de una persona LGBTI, con el resultado o
riesgo de producirle una lesión física o un daño, por razón de su orientación sexual, identidad de género,
expresión de género o características sexuales.
c) Violencia psicológica. Es cualquier conducta u omisión hacia una persona LGBTI, por razón de su
orientación sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales, que produce una
desvalorización o un sufrimiento, mediante amenazas, humillación, vejaciones, menoscabo, desprecio,
exigencia de obediencia o sumisión, coerción verbal, insultos, aislamiento o cualquier otra limitación de su
ámbito de libertad.
d) Violencia sexual. Es cualquier acto que atente contra la libertad sexual y la dignidad de la persona LGBTI,
por razón de su orientación sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales, con la
creación de unas condiciones o el aprovechamiento de un contexto que, directa o indirectamente, impongan
una práctica sexual sin tener el consentimiento ni la voluntad de la persona LGBTI. Incluye las agresiones
sexuales, el acoso sexual y el acoso por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de
género o las características sexuales, la amenaza sexual, la exhibición, la observación y la imposición de
cualquier práctica sexual a una persona, entre otras conductas, por razón de su orientación sexual, identidad o
expresión de género o características sexuales.
e) Violencia ambiental. Es el ejercicio de la violencia sobre bienes y propiedades de una persona LGBTI, con
valor económico o sentimental, o sobre los animales con los que tiene un vínculo de afecto, con el fin de
afligirla o de crearle un entorno intimidatorio.
f) Violencia obstétrica y vulneración de derechos sexuales y reproductivos. Es cualquier práctica ginecológica,
obstétrica, urológica o andrológica que obstaculice, condicione o no respete las decisiones, el cuerpo, la salud
y los procesos emocionales de una persona LGBTI en relación con sus derechos sexuales y reproductivos, así
como todas las prácticas que diagnostiquen las orientaciones sexuales o la identidad de género no normativas
como patologías o que las vinculen a conductas de riesgo. Incluye impedir o dificultar a las personas LGBTI el
acceso a una información veraz, necesaria para la toma de decisiones autónomas e informadas sobre sus
prácticas y preferencias sexuales, y sobre su reproducción y las condiciones en las que se lleva a cabo, de
acuerdo con los supuestos establecidos por la legislación sectorial de aplicación.
g) Violencia digital. Consiste en aquellos actos de violencia LGBTI-fóbica en línea cometidos, instigados,
amplificados o agravados, en parte o totalmente, mediante el uso de tecnologías de la información y de la
comunicación, plataformas de redes sociales, webs o foros, correo electrónico y sistemas de mensajería
instantánea u otras aplicaciones, inteligencia artificial y otros medios que afecten a la dignidad y los derechos
de las personas LGBTI. Estos actos causan daños psicológicos e incluso físicos; refuerzan estereotipos; dañan
la dignidad y la reputación; atentan contra la privacidad y la libertad de obrar de la persona LGBTI; le causan
pérdidas económicas, obstaculizando su desarrollo personal y profesional, la participación política y la
libertad de expresión, y constituyen también una vulneración del derecho a la información. Incluye, entre
otras prácticas, el ciberacoso, la vigilancia y el seguimiento, la calumnia, la difamación, la elaboración o
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difusión de informaciones, imágenes o vídeos falsos de contenido sexual, los insultos o las expresiones
discriminatorias o denigrantes, las amenazas, el acceso no autorizado a los equipos y cuentas de redes
sociales, la vulneración de la privacidad, la manipulación de datos privados, la suplantación de identidad, la
divulgación no consentida de información personal o de contenidos íntimos, el daño a los equipos o canales de
expresión de las personas LGBTI y de los colectivos de personas LGBTI, los discursos de incitación a la
discriminación hacia las personas LGBTI, el chantaje de carácter sexual por canales digitales y la publicación
de información personal con la intención de que otras personas agredan, localicen o acosen a una persona
LGBTI.
h) Revelación no consentida, o la amenaza de hacerlo, de la orientación sexual, la identidad de género o las
características sexuales de una persona, o outing . Esta práctica, tanto si se realiza ante terceras personas
como en espacios públicos o digitales, constituye una vulneración grave del derecho a la intimidad y a la
autodeterminación, ya que puede exponer a la persona afectada a discriminación, violencia o exclusión,
especialmente cuando se realiza con la intención de dañar, controlar, coaccionar o desacreditar a la persona.
i) Violencia de segundo orden. Es la violencia física o psicológica, las represalias, las humillaciones y la
persecución, incluido el intento de descrédito profesional, ejercidas contra las personas que se dedican
profesionalmente a apoyar a las víctimas de discriminaciones o violencias LGBTI-fóbicas, así como a las que
trabajan en los servicios especializados destinados a las personas LGBTI. Incluye los actos que obstaculizan la
prevención, detección, atención, recuperación y reparación de las personas víctimas de violencias LGBTI-
fóbicas o de las personas que las defienden.
j) Violencia contra las entidades LGBTI. Es cualquier acción que tenga por objetivo, resultado o intención
menoscabar, obstaculizar, silenciar, estigmatizar o poner en riesgo la labor de las entidades, los colectivos o las
organizaciones que defienden los derechos humanos de las personas LGBTI u ofrecen servicios y espacios de
apoyo, cuidados y reivindicación. Esta violencia puede manifestarse en forma de acoso, amenazas, agresiones
físicas o digitales, daños materiales, desinformación, criminalización, coacciones institucionales o retirada de
apoyos, entre otros, y constituye una forma de ataque a la libertad de expresión, asociación y reunión.

Artículo 7. Ámbitos de la LGBTI-fobia.
La LGBTI-fobia, en cualquiera de los tipos de discriminación o de las formas de violencia a que hace referencia
la presente ley, puede manifestarse en los siguientes ámbitos:
a) En el ámbito de la pareja, es ejercida contra una persona LGBTI, en cualquier forma, por parte de otra
persona que es o ha sido cónyuge de la misma, o que tiene o ha tenido con ella relaciones afectivas asimilables.
b) En el ámbito familiar, es ejercida contra las personas LGBTI en el seno de la familia y perpetrada por
miembros de la propia familia o por miembros del núcleo de convivencia, en el marco de las relaciones
afectivas y de los vínculos del entorno familiar. No incluye la violencia ejercida en el ámbito de la pareja.
c) En el ámbito laboral, puede producirse tanto en el sector público como en el privado, durante la jornada
laboral o fuera del centro de trabajo y del horario establecido si tiene relación con el trabajo. Incluye, entre
otros, los distintos tipos de discriminación, así como el acoso por razón de la orientación sexual, la identidad
de género, la expresión de género o las características sexuales y el acoso sexual, que, además de atentar
contra la dignidad y la libertad de una persona LGBTI o de crearle un entorno intimidatorio, hostil,
degradante, humillante, ofensivo o molesto, dificultan su promoción, ocupación de funciones, acceso a cargos
directivos, remuneración o reconocimiento profesional.
d) En el ámbito social o comunitario, puede producirse en espacios de convivencia social, como los espacios
de vecindad, el espacio público, los entornos de ocio, las asociaciones, los espacios de participación ciudadana
o comunitaria y otros ámbitos de relación interpersonal fuera de la esfera de la pareja, familiar, institucional o
laboral. En este ámbito, la LGBTI-fobia puede manifestarse por cualquiera de los tipos de discriminación a los
que se refiere el artículo 5 o por las siguientes acciones o manifestaciones:

1.º Agresiones sexuales.
2.º Acoso sexual por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
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características sexuales.
3.º Tráfico de personas LGBTI con fines de explotación sexual y con otras finalidades con dimensión de
género.
4.º Violencia contra los derechos sexuales y reproductivos de las personas LGBTI.
5.º Asesinato u homicidio de personas LGBTI por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la
expresión de género o las características sexuales.
6.º Agresiones físicas o verbales por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de
género o las características sexuales.
7.º Vejaciones, tratos degradantes, amenazas o coacciones en el espacio público por razón de la orientación
sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales.
8.º Restricciones o privaciones de libertad a las personas LGBTI, o de acceso de estas personas al espacio
público o a los espacios privados, o a actividades laborales, formativas, deportivas, religiosas o lúdicas, así
como restricciones a la expresión en libertad en cuanto a su orientación sexual o expresión e identidad de
género, o a su expresión estética, política o religiosa.
9.º Represalias por los discursos o expresiones, individuales o colectivos, de las personas LGBTI que
reclaman el respeto de sus derechos, así como expresiones o discursos de odio públicos que fomenten,
promuevan o inciten directa o indirectamente a la hostilidad, la discriminación o la violencia hacia las
personas LGBTI.
10.º Cualquier otra acción o manifestación análoga.

e) En el ámbito digital, se produce mediante las tecnologías de la información y la comunicación o en el
entorno virtual, en tanto que espacio de participación política y de acceso a la información y comunicación, y
a derechos y oportunidades.
f) En el ámbito institucional, se ejerce mediante acciones u omisiones de las autoridades, el personal público o
los agentes de cualquier servicio, organismo o institución pública que tengan por efecto retrasar, obstaculizar
o impedir el acceso a las políticas públicas y al ejercicio de los derechos que reconoce la presente ley para
asegurar una vida libre de discriminación y violencia LGBTI-fóbicas, de acuerdo con los supuestos incluidos
en la legislación sectorial de aplicación. La falta de diligencia debida, cuantitativa o cualitativa, en el abordaje
de la discriminación y la violencia LGBTI-fóbicas, si es conocida o promovida por las administraciones o se
convierte en un patrón de discriminación reiterado y estructural, constituye una manifestación de violencia
institucional. Esta violencia puede provenir de un solo acto, de la reiteración de actos que generan un efecto
acumulado, de la omisión de actuar cuando se conozca la existencia de un peligro real o inminente, y de las
prácticas u omisiones revictimizadoras. La discriminación y la violencia institucional incluyen la producción
legislativa y la interpretación y aplicación del derecho que tenga por objeto o provoque este mismo resultado.
g) En el ámbito educativo, se produce entre los miembros de la comunidad educativa, independientemente del
colectivo al que pertenezcan. Incluye el acoso escolar y cualquier otro tipo de discriminación o forma de
violencia por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales.
h) En el ámbito de la vida política y la esfera pública, se produce en las instituciones y administraciones
públicas, los partidos políticos, los sindicatos, los medios de comunicación o las redes sociales. Cuando ocurre
en las instituciones políticas o las administraciones públicas y es tolerada y no sancionada, se convierte
también en una forma de discriminación o violencia institucional.
i) En el ámbito deportivo, se produce en las actividades y los espacios tanto del deporte amateur como del
profesional, ya sea en entrenamientos, competiciones (federativas, ligas universitarias, de carácter popular u
otras) o en la interacción entre personas del entorno deportivo. En este ámbito, la discriminación se
manifiesta en forma de exclusión, acoso, violencia verbal o física, carencia de oportunidades y dificultades
para la participación y la visibilidad de las personas LGBTI. Incluye también las barreras institucionales o
normativas que impiden la plena inclusión de las personas LGBTI en el mundo del deporte, así como la falta
de protección y sanciones contra las actitudes y los discursos LGBTI-fóbicos en estos entornos. También se
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consideran discriminaciones las restricciones en el acceso a espacios deportivos, la invisibilización de las
personas LGBTI en los medios de comunicación deportivos y la falta de protocolos efectivos para combatir la
violencia LGBTI-fóbica en el ámbito deportivo.
j) En cualquier otro ámbito en el que se lesionen o puedan lesionarse la dignidad, la integridad o la libertad de
las personas LGBTI. Redactadas las letras d), párrafo 6º y f) conforme a la corrección de erratas publicada en el
DOGC núm. 9637, de 1 de abril de 2026. Ref. DOGC-f-2026-90068

Artículo 8. Principios orientadores de la actuación de los poderes públicos.
De acuerdo con los principios orientadores que inspiran la presente ley, la actuación de los poderes públicos
en relación con las personas LGBTI debe:
a) Proteger la integridad, dignidad y libertad de las personas LGBTI, de acuerdo con los derechos
fundamentales y los derechos humanos universales.
b) Cumplir con diligencia debida las obligaciones de sensibilización, prevención, investigación, atención,
protección, recuperación, reparación y sanción de la discriminación y la violencia LGBTI-fóbicas, y garantizar
la no repetición y la remoción de las estructuras y prácticas sociales que las originan y las perpetúan.
c) Considerar en todas las intervenciones el carácter estructural y la naturaleza multicausal y
multidimensional de la LGBTI-fobia, especialmente en lo relativo a la sensibilización del conjunto de la
sociedad, la prevención y detección de la discriminación y la violencia, la atención y recuperación de las
víctimas y la garantía del derecho a la reparación.
d) Aplicar la perspectiva LGBTI de forma transversal en todas las actuaciones, en todos los niveles y en todas
las etapas de las políticas públicas, e introducir las acciones positivas necesarias para corregir las
desigualdades y discriminaciones.
e) Aplicar el enfoque interseccional en la atención a la diversidad de situaciones de discriminación y violencia
en las que se pueden encontrar las personas LGBTI, teniendo en cuenta las interacciones específicas de la
lesbofobia, la gayfobia, la bifobia, la transfobia y la interfobia con otros ejes de desigualdad o circunstancia
personal o social que puedan ser causa de discriminación.
f) Aplicar el principio de no patologización de las personas trans.
g) Hacer efectivo el reconocimiento de la heterogeneidad del hecho familiar en el derecho catalán, tanto
público como privado, en la práctica judicial y administrativa y en todas las actuaciones de la Generalitat.
h) Asegurar la formación especializada y la debida capacitación de los profesionales.
i) Asegurar la cooperación interadministrativa.
j) Garantizar la equidad territorial y adecuar las actuaciones y medidas realizadas a las necesidades específicas
de los pequeños municipios y del mundo rural.
k) Promover el estudio y la investigación sobre la diversidad afectivo-sexual que sirvan para erradicar la
discriminación y la violencia contra las personas LGBTI.
l) Establecer medidas de fomento de las entidades que trabajan para hacer efectivos los derechos y la no
discriminación de las personas LGBTI.
m) Impulsar la participación, la no invisibilización y la representación de las personas LGBTI, así como la
realidad y las necesidades específicas de estas personas, tanto en el ámbito público como en el privado.
n) Fomentar la participación de las personas LGBTI en los actos reivindicativos y conmemorativos de la lucha
contra la LGBTI-fobia y de defensa de los derechos y la diversidad de orientaciones sexuales, identidades de
género, expresiones de género y características sexuales.
o) Promover la visibilidad y el reconocimiento institucional de las personas LGBTI, con el uso de la bandera
LGBTI o de cualquier otro símbolo, distintivo o enseña específicos de los colectivos a los que pertenecen, en
edificios y espacios públicos, incluidos los centros educativos, especialmente con motivo de los días
conmemorativos de la historia de los colectivos LGBTI.

Artículo 9. Documentación administrativa y comunicación de la identidad de género.
1. El Gobierno, por vía reglamentaria, debe establecer los mecanismos para que las personas trans puedan
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disponer de documentación administrativa adecuada mientras no se formalice la rectificación registral y la
documentación identificativa dependiente de la Administración del Estado, con el fin de garantizar su proceso
de integración y evitar situaciones de discriminación.
2. La comunicación de identidad de género es el medio válido para declarar una identidad de género distinta a
la registral o a la que consta en los documentos oficiales de identificación personal, y habilita a la persona
interesada a solicitar la documentación a la que se refiere el apartado 1.
3. La comunicación de identidad de género puede ser utilizada:

a) Por las personas menores de edad, mediante sus representantes legales o directamente a partir de los
dieciséis años.
b) Por las personas trans inmigradas con residencia en Cataluña, con independencia de su situación
administrativa, en los supuestos en que estén tramitando en su país de origen la modificación de la
mención registral o administrativa relativa al sexo y, en su caso, al nombre, o bien cuando esta
modificación no sea posible.
c) Por las personas trans con necesidades de protección internacional.

4. La comunicación de identidad de género puede efectuarse mediante solicitud presentada con modelo
normalizado, por vía electrónica a través de la sede electrónica correspondiente con uso de los sistemas de
firma electrónica legalmente establecidos, o bien mediante comparecencia personal en una oficina o punto de
la Red de Servicios de Atención Integral, o en el registro del departamento competente en materia de igualdad.
5. El departamento competente en materia de igualdad debe aprobar un modelo normalizado de
comunicación de identidad de género y regular el correspondiente registro administrativo. Este modelo debe
incluir la opción de formular una manifestación con carácter general para el conjunto de relaciones que
mantenga o pueda mantener con las administraciones públicas de Cataluña y con las entidades colaboradoras
que prestan servicios públicos; dar el consentimiento para la transmisión a estas administraciones de la
información necesaria contenida en la comunicación de identidad de género, y autorizarlas para que puedan
verificar la existencia de la comunicación mediante el correspondiente registro administrativo, garantizando
en todo momento la confidencialidad y la protección de datos personales.
6. La comunicación de identidad de género produce plenos efectos en cuanto al trato y la identificación de la
persona.
7. Más allá de los supuestos regulados por la presente ley, las administraciones públicas, para garantizar el
acceso a bienes y servicios, deben determinar los supuestos en los que es necesario haber manifestado la
identidad de género mediante la comunicación de identidad de género, de acuerdo con la normativa de
procedimiento administrativo común y de protección de datos de carácter personal.
8. En el caso de las personas trans inmigradas con residencia en Cataluña, la documentación administrativa se
considera válida hasta el momento en que puedan realizar la modificación registral o administrativa en el país
de origen. En el caso de las personas solicitantes de asilo o de protección internacional, deben tenerse en
cuenta los obstáculos que puedan existir en el país de origen en relación con el derecho a recibir la
documentación administrativa adecuada.

Artículo 10. Tratamiento administrativo de la identidad de género.
1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deben adoptar las medidas
administrativas necesarias para asegurar que las personas sean tratadas de acuerdo con la identidad de género
manifestada y que se respete su dignidad y su privacidad, aunque no tengan modificada en la documentación
oficial la mención registral relativa al sexo y, en su caso, al nombre.
2. Las administraciones públicas deben incorporar en los formularios, documentos administrativos y sistemas
de información correspondientes las opciones «hombre», «mujer» y «no-binario», siempre que la recogida de
este dato sea imprescindible para la finalidad del trámite, así como mecanismos para que todas las personas,
incluidas las menores de edad, sean tratadas de acuerdo con el nombre y la identidad de género manifiesta, sin
que se les exija un informe médico o psicológico para acreditarlo.
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3. En los casos en que sea necesario registrar o mostrar públicamente los datos que constan en el documento
oficial de identidad y estos no coincidan con la identidad género manifestada por la persona, las
administraciones públicas deben identificarla utilizando su nombre y apellidos, y cuatro cifras numéricas
aleatorias correspondientes al documento nacional de identidad, al número de identidad de extranjero, al
pasaporte o a un documento equivalente. Si la publicación hace referencia a varias personas afectadas, esas
cifras aleatorias deben alternarse, de acuerdo con la normativa sobre protección de datos de carácter personal.

TÍTULO I Derechos y diligencia debida

Artículo 11.
Garantía del derecho a la igualdad de trato y no discriminación.
1. Toda persona tiene derecho a ser tratada con igualdad y a no ser discriminada por razón de la orientación
sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales, tanto en el ámbito público
como en el privado. Este derecho vincula tanto a los poderes públicos como a las personas físicas o jurídicas.
2. De acuerdo con lo establecido en el apartado 1, ninguna persona puede ser presionada, coaccionada ni
obligada a ocultar, suprimir o negar su orientación sexual, su identidad de género, su expresión de género o
sus características sexuales.
3. Son contrarios a lo establecido en el apartado 1 la apología, el fomento, la publicidad o la práctica de
métodos, programas y terapias de aversión, conversión o contracondicionamiento en cualquier forma
destinadas a modificar la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las
características sexuales, aunque cuenten con el consentimiento de la persona interesada o de sus
representantes legales.
4. El derecho a la igualdad de trato y no discriminación debe funcionar también como principio informador y
regla de interpretación del ordenamiento jurídico, de la actuación administrativa y de la práctica judicial.

Artículo 12. Derechos y principios.
En las actuaciones para prevenir, eliminar y corregir cualquier tipo de discriminación o forma de violencia por
razón de orientación sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales, tanto en el
ámbito público como en el privado, deben regir los siguientes derechos y principios:
a) El derecho a la protección de la integridad física y psíquica y de la dignidad inherente a toda persona.
b) El derecho al libre desarrollo de la personalidad de acuerdo con la identidad y la expresión de género
manifestadas.
c) El principio de garantía del respeto a la diversidad de orientaciones sexuales, identidades de género,
expresiones de género y características sexuales.

Artículo 13. Derecho al libre desarrollo de la personalidad y la identidad de género.
1. Para hacer efectivo el derecho a la libre autodeterminación de la identidad y expresión de género y
garantizar el respeto a la diversidad en las características sexuales de las personas, deben regir los siguientes
derechos y principios:

a) El derecho al reconocimiento de la identidad y expresión de género libremente manifestada, sin
necesidad de un informe psicológico o médico que lo acredite, y a recibir en todos los ámbitos de la vida,
tanto públicos como privados, el trato correspondiente a dicha identidad.
b) El derecho de las personas intersexuales a la intimidad y privacidad sobre sus características físicas, y a
no ser sometidas a exploraciones médicas innecesarias ni a ser expuestas sin una finalidad diagnóstica o
terapéutica directamente vinculada a una necesidad clínica justificada.
c) El principio de no patologización de las personas trans, de modo que el ejercicio de los derechos
reconocidos por la presente ley no puede estar condicionado a la presentación previa de informes médicos
o psicológicos sobre la disconformidad, en su caso, con el sexo que consta en el registro, ni tampoco a la
modificación previa de la apariencia o la función corporales mediante procedimientos médicos,
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quirúrgicos o de cualquier otra naturaleza, de acuerdo con la legislación vigente.
2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deben garantizar el derecho de las
personas trans e intersexuales a la privacidad y protección de sus datos personales y a expresar o no la
identidad de género.

Artículo 14. Derecho de admisión.
1. El ejercicio del derecho de admisión no puede comportar en ningún caso discriminación por razón de
orientación sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales.
2. La prohibición de discriminación abarca tanto las condiciones de acceso como la permanencia en los
establecimientos, y el uso y disfrute de los servicios prestados en los mismos. Los criterios y las limitaciones
de las condiciones, tanto de acceso como de permanencia, deben ser expuestos mediante rótulos visibles
colocados en los lugares de acceso y por otros medios que se determinen reglamentariamente.
3. Los titulares de establecimientos y espacios abiertos al público y los organizadores de espectáculos y
actividades recreativas están obligados a impedir el acceso o a expulsar, con el auxilio, si es necesario, de la
fuerza pública, a las siguientes personas:

a) Las que violenten con palabras o hechos a otras personas por razón de la orientación sexual, la identidad
de género, la expresión de género o las características sexuales.
b) Las que lleven y exhiban públicamente símbolos, indumentaria u objetos que inciten a la discriminación
o a la violencia LGBTI-fóbicas.

4. Se entienden compatibles con el derecho de admisión los espacios, establecimientos o actividades de
carácter no mixto destinados a personas LGBTI cuando tienen la finalidad de garantizar la seguridad, la
libertad, la igualdad efectiva o la socialización del colectivo en contextos de riesgo de discriminación, acoso o
violencia LGBTI-fóbicas, ya que, de acuerdo con la legislación vigente en materia de igualdad de trato y no
discriminación, constituyen medidas de protección y acción positiva.

Artículo 15. Obligación de asegurar una protección integral, real y efectiva de los derechos.
1. La Generalitat y los entes locales deben garantizar el cumplimiento de la presente ley y promover las
condiciones para hacerla plenamente efectiva en los respectivos ámbitos competenciales.
2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deben adoptar las medidas necesarias
para garantizar el derecho a la no discriminación por razón de la orientación sexual, la identidad de género, la
expresión de género o las características sexuales de las personas en todos los ámbitos de la vida, con una
atención prioritaria a los colectivos en situación de especial vulnerabilidad.
3. Las instituciones, las administraciones públicas y el Síndic de Greuges deben velar por el derecho de toda
persona a no ser discriminada por razón de su orientación sexual, identidad de género, expresión de género o
características sexuales, o el tipo de familia al que pertenezca, y deben adoptar las medidas necesarias para
poner en valor la diversidad afectivo-sexual y familiar, y contribuir a la visibilidad, la igualdad, la no
discriminación y la participación de las personas LGBTI en todos los ámbitos de la vida.

Artículo 16. Obligaciones en relación con la discriminación y la LGBTI-fobia.
1. Las personas que hayan sufrido cualquier tipo de discriminación o forma de violencia por razón de la
orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales, o que estén en
riesgo de sufrirla, tienen derecho a recibir de las administraciones públicas, con diligencia debida, atención y
asistencia jurídica y una protección integral, real y efectiva.
2. Las administraciones públicas deben proteger a las personas de cualquiera de las formas discriminación o
violencia a las que se refiere la presente ley, y deben asistir a las víctimas desde la detección o el conocimiento
del hecho, en la interposición de la denuncia y durante todo el procedimiento. También deben garantizar su
acompañamiento legal y psicosocial y la reparación del daño, con particular atención a los colectivos en
situación de especial vulnerabilidad.
3. La Administración de la Generalitat, para garantizar la protección ante la discriminación o violencia por
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razón de la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales,
puede acordar las medidas necesarias para prevenir vulneraciones de derechos, tanto inminentes como
posteriores, y para poner fin de forma inmediata a la conducta discriminatoria o violenta, atendiendo
prioritariamente a los colectivos en situación de especial vulnerabilidad.

Artículo 17. Sensibilización, visibilización y promoción institucional.
1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias, deben promover campañas de sensibilización y
acciones de comunicación que contribuyan a la erradicación de la LGBTI-fobia, al conocimiento de los
derechos de las personas LGBTI y a la transformación de los imaginarios sociales que reproducen estereotipos,
prejuicios y discriminaciones o violencias.
2. Las campañas y acciones de sensibilización deben impulsar la visibilización de la diversidad de realidades
que conforman los colectivos LGBTI, con inclusión expresa de las lesbianas, los gais, las personas bisexuales,
las personas trans y las personas intersexuales, y con un tratamiento específico de las personas mayores
LGBTI, sus trayectorias de vida y la memoria democrática relativa a estas personas.
3. Los poderes públicos deben realizar campañas de sensibilización para abordar el fenómeno del sexilio,
especialmente en entornos rurales, con el objetivo de prevenir el abandono forzado del lugar de residencia
habitual por parte de personas LGBTI debido al rechazo social o la hostilidad del entorno.
4. Los poderes públicos deben colaborar con las entidades LGBTI y los medios de comunicación para
promover que las acciones de sensibilización tengan un enfoque inclusivo, representativo y transformador, y
que lleguen a todo el territorio, incluidas las zonas rurales y de baja densidad de población.
5. Los poderes públicos deben establecer una comunicación estable con el conjunto de representantes de las
creencias religiosas que conviven en Cataluña para sensibilizar sobre el derecho a la igualdad de trato y no
discriminación de las personas LGBTI.
6. Las instituciones, las administraciones públicas y el Síndic de Greuges deben fomentar el reconocimiento
institucional de los actos conmemorativos de la lucha por la igualdad real y efectiva de las personas LGBTI y la
participación de las entidades y personas LGBTI en estos actos.
7. Las instituciones y las administraciones públicas pueden hacer uso de la bandera del colectivo LGBTI, o de
cualquier otro símbolo, distintivo o enseña específicos de los colectivos pertenecientes al mismo, en edificios y
espacios públicos, especialmente con motivo de los días conmemorativos relacionados con la historia de los
colectivos LGBTI y con la lucha por los derechos de las personas LGBTI, incluso coincidiendo con período
electoral, dado que la bandera LGBTI no es un símbolo partidista.
8. Los equipamientos e instalaciones de las administraciones públicas deben ser espacios inclusivos y deben
disponer de aseos sin género marcado.

Artículo 18. Formación y sensibilización.
1. Las administraciones públicas deben proporcionar a todo su personal, tanto funcionario como laboral, una
sensibilización y formación básica en igualdad de trato y no discriminación y en derechos LGBTI. Esta
formación tiene carácter obligatorio.
2. Las administraciones públicas deben garantizar la formación especializada y continuada en políticas de
igualdad de los profesionales que realicen tareas de prevención, detección, atención, asistencia y
recuperación, especialmente en los ámbitos de la salud, la educación, el mundo laboral, los servicios sociales,
el deporte y el tiempo libre, la comunicación y la justicia, incluido el personal de los registros civiles y el
personal de los centros penitenciarios, los cuerpos de seguridad y de emergencias. La formación en estos
ámbitos sensibles tiene carácter obligatorio.
3. La Escuela de Administración Pública de Cataluña debe colaborar con el departamento competente en
políticas de igualdad para desplegar adecuadamente la formación a la que se refieren los apartados 1 y 2.
4. La Administración de la Generalitat, mediante el departamento competente en materia de seguridad, debe
velar por la formación del personal de las empresas de seguridad privada a fin de garantizar el respeto de la
orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género o las características sexuales de las
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personas, con el objetivo de protegerlas ante situaciones de discriminación.
5. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, deben incluir en los programas de las
pruebas selectivas de acceso a la función pública la formación y los conocimientos en igualdad de trato y no
discriminación y en derechos LGBTI.
6. El departamento competente en materia de función pública debe promover que en el acceso a la función
pública y en la promoción dentro de este ámbito se valore como requisito, o bien como mérito, según la
normativa vigente respecto a la adecuación del perfil profesional a proveer, la formación acreditada en
igualdad de trato y no discriminación y en derechos LGBTI de las personas aspirantes.
7. La Administración de la Generalitat debe facilitar programas de capacitación y formación específica al
personal técnico y a los miembros electos de los entes locales para garantizar que cumplen sus funciones en
relación con lo establecido por la presente ley.

Artículo 19. Deber de intervención.
1. Los profesionales a los que se refiere el artículo 18.2, si tienen conocimiento de una situación de riesgo o
tienen una sospecha fundamentada de discriminación o violencia por razón de orientación sexual, identidad
de género, expresión de género o características sexuales, tienen el deber de comunicarlo a los cuerpos y
fuerzas de seguridad, al órgano competente en materia sancionadora y reparadora de los daños a las víctimas
de discriminación o a los servicios de atención integral LGBTI.
2. A los efectos de lo establecido en el apartado 1, el departamento competente en políticas de igualdad debe
elaborar y mantener actualizado un protocolo específico sobre el deber de intervención.

Artículo 20. Protección de las entidades y personas defensoras de los derechos LGBTI.
1. Las administraciones públicas, y especialmente el Gobierno, deben garantizar que las entidades y las
personas que defienden los derechos LGBTI, incluyendo activistas, periodistas y cargos públicos, puedan
desarrollar sus tareas y ejercer la libertad de expresión, de asociación y de reunión de forma libre, segura y
efectiva, sin miedo a represalias ni interferencias.
2. De acuerdo con el principio de diligencia debida, las entidades y personas a las que se refiere el apartado 1
deben recibir protección ante amenazas, agresiones, acoso, criminalización, campañas de descrédito, litigios
estratégicos contra la participación pública o cualquier otra forma de violencia política y en el ámbito de la
esfera pública, tanto si tienen lugar de forma presencial como a través de canales digitales.
3. El Gobierno debe poner a disposición de las entidades y personas defensoras de los derechos LGBTI que
reciban ataques los servicios de apoyo jurídico, seguridad digital y acompañamiento psicológico pertinentes,
así como canales accesibles para la denuncia de ataques o discriminaciones.
4. El órgano competente en materia sancionadora y reparadora de los daños a las víctimas de discriminación
en relación con los ataques que reciban las entidades y personas a las que se refiere el apartado 1 debe actuar
como órgano de recepción, tramitación y seguimiento de las denuncias o de derivación a la fiscalía y, en su
caso, puede adoptar las medidas cautelares que correspondan.
5. El Gobierno debe impulsar espacios estables de coordinación con las entidades de defensa de los derechos
LGBTI para identificar necesidades, realizar un seguimiento de los ataques y promover respuestas
institucionales, en colaboración con el Consejo Nacional LGBTI.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Los proyectos de disposiciones de carácter general y los planes de especial relevancia económica, social, 
cultural y artística que se sometan a la aprobación del Consejo de Ministros deberán incorporar:

A) Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades.

B) Una estadística o encuesta que posibilite el conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones y 
condiciones, de mujeres y hombres en el ámbito de acción del proyecto o plan.

C) Un informe periódico sobre el conjunto de sus actuaciones en relación con la efectividad del principio de 
igualdad entre mujeres y hombres.

D) Un informe sobre su impacto por razón de género.

2. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, establece que las 
obligaciones contenidas en esta ley son de aplicación:

A) A toda persona física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que sea su 
nacionalidad, domicilio o residencia.

B) A toda persona física, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que sea su nacionalidad, 
domicilio o residencia.

C) A toda persona física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, y tenga su nacionalidad 
española.

D) A toda persona física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, y tenga la nacionalidad 
española y su domicilio o residencia se encuentre ubicado en territorio español.

3. Según la Ley Orgánica 3/2007 de 22 de marzo para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en su art. 5, 
se establece que no constituirá discriminación en el acceso al empleo una diferencia de trato basada en una 
característica relacionada con el sexo cuando:

A) Debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, 
dicha característica constituya un requisito profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo 
sea legítimo y el requisito proporcionado.

B) Dicha diferencia de trato no pueda determinarse con claridad y siempre y cuando el objetivo que se persiga 
en su aplicación sea legítimo y proporcionado.

C) Dicha diferencia no afecte a la integridad moral del trabajador/a y constituya un requisito necesario para el 
desempeño de actividades profesionales concretas, según los criterios establecidos por la empresa o 
Administración Pública de que se trate.

D) Cualquier diferencia de trato basada en una característica relacionada con el sexo, constituye siempre una 
discriminación en el acceso al empleo.

4. Según el artículo 22 de la LOIMH, con el fin de avanzar hacia un reparto equitativo de los tiempos entre 
mujeres y hombres, las corporaciones locales podrán establecer:

A) Planes supramunicipales de conciliación laboral y familiar en la ciudad

B) Planes Municipales de conciliación laboral y familiar

C) Planes Municipales de organización del tiempo de la ciudad

D) Ninguna de las otras respuestas es correcta
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5. Según el Protocolo de prevención y actuación frente al acoso sexual del Ayuntamiento de Llíria, ¿cuál es el 
objetivo primordial que persigue?

A) Establecer un régimen sancionador exclusivamente económico para los infractores.

B) Mantener un entorno de trabajo seguro y manifestar una actitud proactiva en la prevención del acoso.

C) Crear una base de datos pública con los nombres de las personas denunciadas.

D) Derivar todas las quejas laborales a la Inspección de Trabajo de la Generalitat.

6. Entre los criterios de actuación de las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias y en aplicación del principio de igualdad entre mujeres y hombres, establecidos en el artículo 
51 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres no se encuentra:

A) Establecer medidas efectivas para eliminar cualquier discriminación retributiva, directa o indirecta, por 
razón de sexo.

B) Establecer la igualdad efectiva entre mujeres y hombres tanto en el acceso público como en el desarrollo de 
la carrera profesional.

C) Establecer medidas efectivas de protección frente al acoso por razón de sexo.

D) Evaluar periódicamente la efectividad del principio de igualdad en sus ámbitos de actuación.

7. Según la Ley Orgánica 3/2007 para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en el objeto de la misma se 
establece.

A) Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunidades de las mujeres.

B) Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana e iguales en derechos y deberes.

C) Que todas las personas gozaran de los derechos derivados del principio de igualdad de trato.

D) Que la igualdad de trato de oportunidades es un principio informador.

8. Conforme al Artículo 3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres:

A) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres no necesariamente supone la ausencia de toda 
discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la 
asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

B) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa 
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones 
familiares y el estado civil.

C) Nunca el principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, 
directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de 
obligaciones familiares y el estado civil.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

9. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres:

A) Establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes de las personas físicas y 
jurídicas, tanto públicas como privadas

B) Prevé medidas destinadas a eliminar y corregir en los sectores público y privado, toda forma de 
discriminación por razón de sexo

C) Todas las respuestas son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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10. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación:

A) Es una autoridad independiente encargada de proteger y promover la igualdad de trato y no discriminación 
de las personas por razón de las causas y en los ámbitos competencia del Estado previstos en la Ley 15/2022, de 
12 de julio, en el sector público

B) Es una autoridad independiente encargada de proteger y promover la igualdad de trato y no discriminación 
de las personas por razón de las causas y en los ámbitos competencia del Estado previstos en la Ley 15/2022, de 
12 de julio, en el sector privado

C) Es una autoridad independiente encargada de proteger y promover la igualdad de trato y no discriminación 
de las personas por razón de las causas y en los ámbitos competencia del Estado previstos en la Ley 15/2022, de 
12 de julio, tanto en el sector público como en el privado

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 D · 2 A · 3 A · 4 C · 5 B · 6 B · 7 B · 8 B · 9 C · 10 C

Te quedan 245 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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